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Iniciativas

QUE REFORMA LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 2448 F
DEL CÓDIGO CIVIL FEDERAL, RECIBIDA DEL DIPUTADO

THEODOROS KALIONCHIZ DE LA FUENTE, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PAN, EN LA SESIÓN DE LA COMI-
SIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 10 DE JUNIO DE 2026

El que suscribe, Theodoros Kalionchiz de la Fuente, y
los integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional en la LXVI Legislatura de la Cáma-
ra de Diputados del Congreso de la Unión, con funda-
mento en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, somete a consideración
del pleno iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforma la fracción V del artículo 2448 F del Códi-
go Civil Federal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El acceso a la vivienda constituye uno de los pilares
fundamentales para el desarrollo integral de las perso-
nas, al ser el espacio donde se construyen proyectos de
vida, se fortalece el tejido social y se generan condi-
ciones mínimas de bienestar. En México, el arrenda-
miento de inmuebles destinados a la habitación se ha
consolidado como una de las principales vías para que
millones de personas puedan ejercer este derecho, es-
pecialmente en contextos urbanos donde la adquisi-
ción de una vivienda propia resulta cada vez más com-
pleja. En este sentido, resulta relevante destacar que
alrededor del 31 por ciento de las viviendas en Méxi-
co se encuentran bajo esquemas de renta o préstamo,
lo que equivale a más de 5.8 millones de viviendas,1 lo
cual evidencia la creciente importancia del arrenda-
miento como mecanismo de acceso a la vivienda. Sin
embargo, pese a su relevancia, el marco jurídico vi-
gente no ha evolucionado al mismo ritmo que las di-
námicas sociales, económicas y demográficas del pa-
ís. Esta situación ha propiciado que, en la práctica, se
generen condiciones desiguales entre arrendadores y
arrendatarios, particularmente en lo relativo a los re-
quisitos exigidos para acceder a un contrato de arren-
damiento.

Uno de los elementos que ha cobrado mayor relevan-
cia en la celebración de contratos de arrendamiento es

la exigencia de garantías para asegurar el cumplimien-
to de las obligaciones contractuales. Si bien dichas ga-
rantías son legítimas y necesarias para brindar certeza
jurídica a las partes, en la práctica se ha generalizado
la imposición del aval propietario de un bien inmueble
como requisito indispensable y excluyente. Esta exi-
gencia, lejos de representar un mecanismo equitativo
de protección, se ha convertido en una barrera de ac-
ceso que limita de manera significativa la posibilidad
de que amplios sectores de la población puedan acce-
der a una vivienda en condiciones formales. Lo ante-
rior se agrava si se considera que cuatro de cada cinco
arrendadores solicitan aval, mientras que únicamente
alrededor de 30 por ciento de los potenciales arrenda-
tarios pueden cumplir dicho requisito.2

La falta de regulación específica en torno a este as-
pecto ha permitido que dicha práctica se normalice,
aun cuando no necesariamente responde a criterios de
proporcionalidad o razonabilidad.

Es importante destacar que el derecho civil mexicano
se sustenta en el principio de autonomía de la voluntad
de las partes; sin embargo, este principio no es absolu-
to, especialmente cuando se trata de materias de orden
público e interés social, como lo es el arrendamiento
de fincas urbanas destinadas a la habitación. El propio
Código Civil Federal reconoce la necesidad de esta-
blecer límites a la libertad contractual cuando ésta
puede derivar en condiciones inequitativas o afectar
derechos fundamentales. Por ello resulta indispensable
que el legislador intervenga para actualizar las dispo-
siciones vigentes, garantizando un equilibrio adecuado
entre las partes y evitando prácticas que, en los he-
chos, restringen el acceso a la vivienda.

El contexto económico actual exige una visión más in-
cluyente y moderna del arrendamiento habitacional.
Las nuevas generaciones enfrentan condiciones distin-
tas a las de décadas anteriores, caracterizadas por una
menor capacidad de acceso a la propiedad inmobilia-
ria, cambios en las dinámicas laborales y una crecien-
te movilidad geográfica. En este escenario, el arrenda-
miento no solo representa una alternativa temporal,
sino una forma de vida para millones de personas. De
hecho, más del 51.4 por ciento de las personas que
rentan lo hacen por falta de recursos o acceso a crédi-
to, lo que demuestra que la renta es una necesidad es-
tructural.3
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Por ello resulta necesario adaptar el marco normativo
a estas realidades, promoviendo esquemas más flexi-
bles, accesibles y acordes con las necesidades contem-
poráneas de la población.

Uno de los sectores más afectados por la exigencia del
aval propietario de un bien inmueble es el de las y los
jóvenes, quienes en su mayoría no cuentan con redes
familiares que les permitan cumplir con este requisito.
Al iniciar su vida laboral o al buscar independizarse,
se enfrentan a un mercado de arrendamiento que les
impone condiciones que resultan, en muchos casos,
imposibles de satisfacer. Esta situación no solo retrasa
su proceso de emancipación, sino que también limita
su desarrollo personal y profesional, al obligarlos a
permanecer en entornos que no siempre son adecuados
para sus necesidades.

De igual forma, los jóvenes emprendedores enfrentan
obstáculos adicionales al intentar acceder a un espacio
habitacional que les permita desarrollar sus activida-
des de manera estable. En muchos casos, iniciar un
proyecto productivo implica trasladarse a otra ciudad
o asumir riesgos económicos que dificultan cumplir
con requisitos tradicionales como la presentación de
un aval con propiedad. Esta barrera no solo afecta su
acceso a la vivienda, sino que también incide directa-
mente en la posibilidad de generar nuevas fuentes de
empleo, innovación y crecimiento económico. Así,
una práctica que aparentemente busca brindar certeza
jurídica termina por inhibir el desarrollo económico y
la movilidad social.

La exigencia de este tipo de garantías también fomen-
ta la informalidad en el mercado de arrendamiento, ya
que muchas personas optan por celebrar acuerdos ver-
bales o contratos sin respaldo legal con tal de evitar re-
quisitos que no pueden cumplir. Esto genera un entor-
no de mayor vulnerabilidad tanto para arrendadores
como para arrendatarios, al carecer de mecanismos
claros para la resolución de conflictos y la protección
de sus derechos. En consecuencia, se debilita el estado
de derecho y se propicia un mercado menos transpa-
rente y menos eficiente.

Es necesario reconocer que el mercado ha desarrolla-
do alternativas modernas y eficaces para garantizar el
cumplimiento de las obligaciones contractuales, tales
como las fianzas, las pólizas jurídicas de arrendamien-
to, los seguros de renta y los depósitos en garantía. Es-

tos mecanismos, en muchos casos, ofrecen incluso
mayores niveles de protección que el aval tradicional,
al contar con respaldo institucional y procesos defini-
dos para la recuperación de adeudos. No obstante, su
utilización se ve limitada por la persistencia de prácti-
cas tradicionales que privilegian el uso exclusivo del
aval con propiedad.

La falta de reconocimiento normativo expreso de estas
alternativas contribuye a perpetuar una práctica que
resulta excluyente y desactualizada. Pese a que dichas
figuras son legalmente válidas, su aceptación queda
sujeta a la discrecionalidad del arrendador, lo que ge-
nera incertidumbre y desigualdad en las condiciones
de acceso al arrendamiento. Esta situación evidencia la
necesidad de establecer criterios claros que permitan
equilibrar la relación contractual y garantizar que las
nuevas formas de garantía sean consideradas en con-
diciones de igualdad.

Frente a esta problemática, la presente iniciativa pro-
pone reformar la fracción V del artículo 2448 F del
Código Civil Federal, con el objetivo de establecer de
manera expresa que la garantía en los contratos de
arrendamiento podrá consistir en cualquier mecanismo
legalmente válido para asegurar el cumplimiento de
las obligaciones. Asimismo, se plantea que no podrá
exigirse como condición exclusiva la presentación de
un aval propietario de un bien inmueble, reconociendo
así el derecho del arrendatario a proponer alternativas
equivalentes.

Con esta modificación se busca dotar de certeza jurí-
dica tanto a arrendadores como a arrendatarios, al es-
tablecer un marco claro que permita la utilización de
diversos mecanismos de garantía sin imponer cargas
desproporcionadas a una de las partes. La reforma no
elimina la posibilidad de solicitar garantías, sino que
amplía las opciones disponibles, promoviendo un en-
torno más flexible y acorde con las necesidades actua-
les del mercado de arrendamiento.

La propuesta fortalece el carácter de orden público e
interés social del arrendamiento habitacional, al garan-
tizar que las condiciones de acceso a la vivienda no de-
pendan de factores ajenos a la capacidad real de cum-
plimiento del arrendatario. Al permitir la utilización de
mecanismos alternativos, se fomenta un mercado más
incluyente, competitivo y transparente, en beneficio de
toda la sociedad.
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Finalmente, la reforma contribuye a impulsar la movi-
lidad social, el desarrollo económico y el fortaleci-
miento del emprendimiento, al eliminar una barrera
que afecta de manera directa a jóvenes que buscan in-
dependizarse o iniciar un negocio. Al facilitar el acce-
so a la vivienda, se generan condiciones más favora-
bles para que las y los emprendedores puedan asumir
riesgos, invertir en sus proyectos y consolidar iniciati-
vas productivas. La iniciativa no sólo atiende una ne-
cesidad jurídica sino que promueve activamente un
entorno más propicio para la innovación, la genera-
ción de empleo y el crecimiento económico del país.

En suma, la presente propuesta representa un paso ha-
cia la modernización del marco jurídico en materia de
arrendamiento, alineándolo con las realidades actuales
y promoviendo un equilibrio justo entre las partes. Se
trata de una medida que busca garantizar el acceso a la
vivienda en condiciones más equitativas, sin menosca-
bo de la seguridad jurídica de los arrendadores. Por to-
do lo anterior, resulta necesario que el Poder Legisla-
tivo adopte medidas que permitan actualizar la
legislación civil, eliminando prácticas que, si bien han
sido comunes, ya no responden a las necesidades de la
sociedad contemporánea.

Por lo expuesto y fundado se somete a consideración
de esta asamblea el siguiente

Decreto por el que se reforma la fracción V del ar-
tículo 2448 F del Código Civil Federal

Único. Se reforma la fracción V del artículo 2448 F
del Código Civil Federal, para quedar como sigue:

Artículo 2448 F. Para los efectos de este capítulo el
contrato de arrendamiento debe otorgarse por escrito,
la falta de esta formalidad se imputará al arrendador.

I. a IV. …

V. La garantía que podrá consistir en cualquiera
de los mecanismos legalmente válidos para ase-
gurar el cumplimiento de las obligaciones, sin
que pueda imponerse de manera exclusiva algu-
no de ellos, debiendo admitirse alternativas ra-
zonables conforme al acuerdo de las partes.

VI. a VIII. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Inegi / El Economista, https://www.eleconomista.com.mx/eco-

nohabitat/Encontrar-un-aval-el-obstaculo-de-los-mexicanos-para-

rentar-una-casa-20230220-0083.html

2 https://www.eleconomista.com.mx/econohabitat/Encontrar-un-

aval-el-obstaculo-de-los-mexicanos-para-rentar-una-casa-

20230220-0083.html

3 https://www.informador.mx/mexico/Mexico-Pese-a-mayor-ofer-

ta-de-venta-de-vivienda-la-demanda-es-de-renta-segun-encuesta-

del-Inegi-20250123-0114.html

Sede de la Comisión Permanente, 
a 10 de junio de 2026.

Diputado Theodoros Kalionchiz de la Fuente (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Justicia. Junio 10 de 2026.)

QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 74 DE LA LEY

GENERAL DE EDUCACIÓN, EN MATERIA DE REGULACIÓN

DEL USO DE DISPOSITIVOS DIGITALES DURANTE LA JORNA-
DA ESCOLAR, RECIBIDA DEL DIPUTADO HÉCTOR ALFONSO

DE LA GARZA VILLARREAL, INTEGRANTE DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PVEM, EN LA SESIÓN DE LA CO-
MISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 10 DE JUNIO DE

2026

Quien suscribe, diputado Héctor Alfonso De la Garza
Villarreal, integrante del Grupo Parlamentario del Par-
tido Verde Ecologista de México en la LXVI Legisla-

Gaceta Parlamentaria Jueves 18 de junio de 20266



tura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II; y 78, fracción III, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; así como 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a consi-
deración de esta asamblea la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma y adiciona el
artículo 74 de la Ley General de Educación, en mate-
ria de regulación del uso de dispositivos digitales du-
rante la jornada escolar, al tenor de las siguientes

Consideraciones

1. La Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos reconoce en su artículo 3 el derecho de toda
persona a la educación y establece que ésta se basará
en el respeto irrestricto de la dignidad de las personas,
con un enfoque de derechos humanos e igualdad sus-
tantiva. Asimismo, dispone que la educación imparti-
da por el Estado contribuirá al desarrollo integral del
educando.

2. El artículo 4 constitucional reconoce el interés su-
perior de la niñez como principio rector de la actua-
ción del Estado, imponiendo a todas las autoridades la
obligación de velar y cumplir con dicho principio en el
diseño, ejecución y evaluación de las políticas públi-
cas que involucren a niñas, niños y adolescentes.

3. La Convención sobre los Derechos del Niño esta-
blece en sus artículos 3, 17, 19 y 28 la obligación de
los Estados Parte de adoptar las medidas necesarias
para garantizar el interés superior de la niñez, proteger
a niñas, niños y adolescentes frente a toda forma de
violencia y asegurar condiciones adecuadas para el
ejercicio efectivo de su derecho a la educación. 

4. la Observación General No. 25 del Comité de los
Derechos del Niño, relativa a los derechos de la niñez
en relación con el entorno digital, reconoce la facultad
de los Estados para adoptar medidas legislativas, ad-
ministrativas y educativas orientadas a proteger a ni-
ñas, niños y adolescentes frente a riesgos asociados al
uso de tecnologías digitales, garantizando al mismo
tiempo el acceso seguro y adecuado a dichas herra-
mientas.

5. La Ley General de Educación establece las bases
para garantizar una educación integral y prevé la

adopción de acciones orientadas a promover ambien-
tes escolares seguros, inclusivos y libres de violencia.

6. El artículo 74 regula las acciones que deben imple-
mentar las autoridades educativas para promover la
cultura de la paz, la convivencia democrática y la pre-
vención de la violencia en el entorno escolar, median-
te estrategias de sensibilización, información y forma-
ción dirigidas a la comunidad educativa.

7. En los últimos años se ha incrementado el uso de
dispositivos digitales personales por parte de estudian-
tes durante la jornada escolar. No obstante, la Ley Ge-
neral de Educación no contempla expresamente la
emisión de lineamientos y protocolos para regular su
utilización cuando éstos no formen parte de los mate-
riales o herramientas educativas, por lo que la presen-
te iniciativa se enfoca en incorporar dicha previsión
dentro de las acciones orientadas a la promoción de
ambientes escolares seguros y de una convivencia li-
bre de violencia.

Por lo anterior, la presente iniciativa propone adicio-
nar una fracción al artículo 74 de la Ley General de
Educación de acuerdo con la siguiente

Exposición de Motivos

Como ha señalado la publicación de la UNAM, Celu-
lares en las aulas: ¿herramienta educativa o distrac-
ción?, algunas investigaciones sugieren que prohibir el
uso de celulares en las aulas puede mejorar la concen-
tración, aumentar el rendimiento académico, fomentar
la interacción entre compañeros y promover un uso
más responsable de la tecnología.1

Es innegable aceptar que las tecnologías digitales for-
man parte de la vida cotidiana de niñas, niños y ado-
lescentes. Su presencia en los entornos educativos ha
generado nuevas oportunidades para el acceso a la in-
formación, la comunicación y el aprendizaje, incluso
en la pandemia fungieron como el único mecanismo
para garantizar la educación; sin embargo, dichas tec-
nologías también han planteado retos que requieren la
atención de las autoridades educativas para garantizar
que su utilización contribuya efectivamente al des-
arrollo integral de las personas estudiantes.

La Observación General número 25 (2021) del Comi-
té de los Derechos del Niño reconoce que el entorno
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digital reviste una creciente importancia para casi to-
dos los aspectos de la vida de las niñas y los niños2 y
que ofrece nuevas oportunidades para el ejercicio de
sus derechos, aunque también puede generar riesgos
que deben ser atendidos por los Estados. Asimismo,
señala que corresponde a las autoridades adoptar me-
didas legislativas y normativas para garantizar un en-
torno digital compatible con los derechos de la niñez.

En el ámbito educativo, las herramientas tecnológicas
constituyen recursos valiosos cuando forman parte de
los procesos de enseñanza y aprendizaje. No obstante,
el uso irrestricto de dispositivos digitales personales
durante la jornada escolar puede generar distracciones,
afectar la atención de las y los estudiantes e incidir en
las dinámicas de convivencia dentro de los planteles
educativos.

El propio Comité de los Derechos del Niño ha señala-
do que el uso de dispositivos digitales no debe ser per-
judicial, ni sustituir las interacciones personales entre
los niños o entre estos y sus padres o cuidadores,3 des-
tacando la importancia de preservar espacios de inter-
acción directa que favorezcan el desarrollo cognitivo,
emocional y social de niñas, niños y adolescentes.

De igual forma, la Observación General número 25 re-
conoce que los Estados deben adoptar medidas para
proteger a las personas menores de edad frente a ries-
gos presentes en el entorno digital, entre ellos aquellos
relacionados con contenidos nocivos, ciberagresiones,
acoso y otras formas de violencia que pueden verse fa-
cilitadas por el uso inadecuado de las tecnologías.

Diversos organismos internacionales han advertido
también sobre los efectos que puede generar una ex-
posición excesiva a las pantallas. UNICEF ha señala-
do que el exceso de tiempo frente a dispositivos digi-
tales puede tener consecuencias negativas en el
desarrollo infantil, incluyendo afectaciones en la aten-
ción, la interacción social y la empatía. Asimismo,
destaca que mientras niñas y niños permanecen frente
a una pantalla dejan de realizar actividades fundamen-
tales para su desarrollo, como la convivencia con otras
personas, el juego, la exploración y el aprendizaje me-
diante experiencias directas.

Por ello, resulta pertinente que las autoridades educa-
tivas cuenten con herramientas normativas que les per-
mitan establecer criterios homogéneos para regular el

uso de dispositivos digitales personales durante la jor-
nada escolar, distinguiendo aquellos que forman parte
de los procesos pedagógicos de aquellos cuyo uso no
tiene una finalidad educativa.

La presente iniciativa propone adicionar una fracción
al artículo 74 de la Ley General de Educación para fa-
cultar a las autoridades educativas a emitir lineamien-
tos y protocolos que regulen, durante la jornada esco-
lar, el uso de dispositivos digitales que no formen
parte de los materiales, recursos o herramientas educa-
tivas, fortaleciendo con ello las acciones orientadas a
promover una convivencia escolar adecuada y entor-
nos educativos propicios para el aprendizaje.

A través del siguiente cuadro comparativo se podrán
observar las modificaciones propuestas al texto vigen-
te:
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En virtud de lo anteriormente expuesto, someto a la
consideración de esta honorable soberanía el siguiente
proyecto de: 

Decreto por el que se reforma y adiciona el artícu-
lo 74 de la Ley General de Educación, en materia
de regulación del uso de dispositivos digitales du-
rante la jornada escolar

Artículo Único. Se reforman las fracciones VIII y IX,
y se adiciona una fracción X, al artículo 74 de la Ley
General de Educación para quedar como sigue:

Artículo 74. …

…

I. a VII. …

VIII. Realizar campañas, mediante el uso de las
tecnologías de la información, comunicación, cono-
cimiento y aprendizaje digital, que concienticen so-
bre la importancia de una convivencia libre de vio-
lencias o maltrato, ya sea psicológico, físico o
cibernético, en los ámbitos familiar, comunitario,
escolar y social;

IX. Elaborar y difundir materiales educativos para
la prevención y atención de los tipos y modalidades
de maltrato escolar, así como coordinar campañas
de información sobre las mismas, y

X. Emitir lineamientos y protocolos para regu-
lar, durante la jornada escolar, el uso de disposi-
tivos digitales que no formen parte de los mate-
riales, recursos o herramientas educativas.

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las autoridades educativas competentes
emitirán los lineamientos y protocolos previstos en la
fracción X del artículo 74 dentro de los ciento ochen-
ta días naturales siguientes a la entrada en vigor del
presente decreto.

Notas

1 Pepe Herrera, Celulares en las aulas: ¿herramienta educativa o

distracción?, UNAM Global Revista, 04 de febrero de 2025, [en lí-

nea], https://unamglobal.unam.mx/global_revista/celulares-en-las-

aulas-herramienta-educativa-o-distraccion/ [consulta: 30 de mayo

de 2026].

2 Naciones Unidas, Observación general núm. 25 (2021) relativa

a los derechos de los niños en relación con el entorno digital, Co-

mité de los Derechos del Niño, Convención de los Derechos del

Niño, Distr. General 02 de marzo de 2021, [en línea],

https://docs.un.org/es/CRC/C/GC/25 [consulta: 30 de mayo de

2026].

3 Ibidem.

Dado en el Salón de Sesiones de la Comisión 
Permanente, a los 10 días del mes de junio de 2026.

Diputado Héctor Alfonso de la Garza Villarreal
(rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Educación. Junio 10 de 2026.)
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QUE ADICIONA UN SEGUNDO PÁRRAFO AL ARTÍCULO 1390
BIS 4 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, EN MATERIA DE NULI-
DAD DE TRANSFERENCIAS BANCARIAS NO RECONOCIDAS,
RECIBIDA DEL DIPUTADO RUBÉN IGNACIO MOREIRA VAL-
DEZ, INTEGRANTE DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI,
EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉR-
COLES 10 DE JUNIO DE 2026

Quien suscribe, Rubén Ignacio Moreira Valdez, dipu-
tado federal e integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional de la LXVI Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en los artículos 78, párrafo segundo, fracción III, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; 116 y 122 de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos; 56, del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, así como
31 de las Reglas Básicas para el Funcionamiento de la
Comisión Permanente del honorable Congreso de la
Unión, someto a consideración de esta asamblea, ini-
ciativa con proyecto de decreto al tenor de la siguien-
te

Exposición de Motivos

Durante las últimas dos décadas, México ha experi-
mentado una profunda transformación en la manera en
que las personas administran sus recursos financieros.
Las operaciones bancarias han migrado progresiva-
mente de las sucursales físicas hacia plataformas digi-
tales, aplicaciones móviles, sistemas de banca por in-
ternet y mecanismos de transferencias electrónicas
inmediatas.

De acuerdo con datos de la Comisión Nacional Ban-
caria y de Valores1, durante el primer semestre de 2024
se registraron alrededor de 61 millones de usuarios de
banca móvil en México, cifra que representa un creci-
miento anual del 11 por ciento. Asimismo, la banca
por internet alcanzó más de 23 millones de usuarios.

Dentro de las operaciones realizadas mediante estos
canales, las transferencias electrónicas constituyeron
la actividad más frecuente, representando cerca del 48
por ciento del total de operaciones efectuadas por me-
dios digitales.

Lo anterior demuestra que las transferencias electróni-
cas han dejado de ser operaciones excepcionales para
convertirse en uno de los principales mecanismos de
circulación de recursos en la economía nacional.

Esta realidad tecnológica ha generado enormes benefi-
cios en materia de inclusión financiera, eficiencia eco-
nómica y reducción de costos transaccionales. Sin em-
bargo, también ha provocado el surgimiento de nuevas
controversias jurídicas derivadas de operaciones elec-
trónicas no reconocidas, errores en la dispersión de re-
cursos, fraudes informáticos, robo de identidad, su-
plantación de credenciales digitales y vulneraciones a
los sistemas de autenticación bancaria.

La creciente dependencia de los medios electrónicos
de pago exige que el marco jurídico procesal evolu-
cione paralelamente para ofrecer mecanismos eficaces
de solución de controversias que contemplen la parti-
cipación de todos los sujetos cuya esfera jurídica pue-
da verse afectada por una resolución judicial.

Sin embargo, esta expansión de la banca digital ha ve-
nido acompañada de un aumento significativo en las
reclamaciones relacionadas con operaciones electróni-
cas controvertidas.

Datos de la Comisión Nacional para la Protección y
Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros
muestran que únicamente durante los primeros cinco
meses de 2024 se registraron 66,939 reclamaciones en
contra de instituciones bancarias. Entre las principales
causas de reclamación se encontraron los consumos no
reconocidos, las transferencias electrónicas y los car-
gos no reconocidos, que en conjunto acumularon más
de 29 mil reclamaciones.2
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Asimismo, la propia CONDUSEF revela que durante
2024 las instituciones bancarias recibieron más de 150
mil reclamaciones de usuarios del sistema financiero,
destacando un incremento superior al 40 por ciento en
las quejas relacionadas con operaciones electrónicas
no reconocidas realizadas por internet.

Esta institución reconoce que los cargos y operaciones
no reconocidas constituyen uno de los problemas más
frecuentes que enfrentan los usuarios de servicios fi-
nancieros en México. El organismo engloba diversas
causas y productos sobre los que los usuarios pueden
levantar quejas y por los consumos vía internet no re-
conocidos hubo 8 mil 666 reportes, lo que implicó un
alza de 40.5 por ciento respecto a los 6 mil 169 de
2023.3

Estas cifras evidencian que las controversias relacio-
nadas con transferencias electrónicas no constituyen
casos aislados, sino una problemática recurrente que
afecta a miles de usuarios cada año y que genera un
creciente número de juicios por la vía oral mercantil.

En consecuencia, las reglas procesales aplicables a es-
te tipo de controversias deben responder a la comple-
jidad de las relaciones jurídicas que se generan en tor-
no a una transferencia electrónica, especialmente
cuando existen personas que resultaron beneficiadas
por la recepción de los recursos cuya validez se cues-
tiona judicialmente.

Uno de los principios fundamentales de todo proceso
jurisdiccional consiste en que ninguna persona cuyos
derechos o intereses jurídicos puedan verse afectados
por una resolución judicial, debe quedar excluida de la
posibilidad de comparecer ante el órgano jurisdiccio-
nal.

En las controversias derivadas de transferencias elec-
trónicas bancarias presuntamente erróneas, inexisten-
tes o no reconocidas, el titular de la cuenta receptora
de los recursos mantiene una vinculación material in-
mediata con el objeto mismo del litigio.

Aunque formalmente la acción se dirija contra la ins-
titución bancaria, la realidad nos dice que la declara-
ción judicial sobre la validez o invalidez de la transfe-
rencia constituye un antecedente indispensable para
determinar el destino final de los recursos transferidos
y para sustentar eventuales acciones de recuperación,

restitución o repetición respecto de los fondos deposi-
tados en la cuenta beneficiaria.

Por ello, resulta jurídicamente inexacto considerar que
el titular de la cuenta receptora es completamente aje-
no a la controversia.

La sentencia que eventualmente declare la nulidad de
una transferencia electrónica puede generar conse-
cuencias patrimoniales directas o indirectas sobre
quien recibió los recursos, razón por la cual resulta
compatible con los principios constitucionales del de-
bido proceso y de la tutela judicial efectiva, consagra-
dos en los artículos 14, 16 y 17 constitucionales, que
dicho sujeto tenga la oportunidad de intervenir dentro
del procedimiento oral mercantil.

El artículo 14 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos establece que nadie puede ser
privado de sus propiedades, posesiones o derechos, si-
no mediante juicio seguido ante tribunales previamen-
te establecidos4.

La Suprema Corte ha sostenido en diversos criterios,
que las formalidades esenciales del procedimiento
comprende la posibilidad real de defensa de toda per-
sona cuya esfera jurídica pueda verse afectada por una
determinación jurisdiccional5.

Bajo esta lógica, la comparecencia del beneficiario de
una transferencia electrónica controvertida constituye
una garantía de audiencia previa y efectiva.

La reforma no pretende convertir automáticamente al
beneficiario en demandado principal ni modificar la
naturaleza de la acción ejercitada por el cuentahabien-
te frente a la institución financiera.

Lo que se busca es garantizar que el órgano jurisdic-
cional pueda escuchar a todas las personas que tienen
una relación material con el acto jurídico controverti-
do.

De esta manera se fortalece el principio constitucional
de garantía de audiencia y se asegura que la sentencia
se dicte con pleno conocimiento de las circunstancias
que rodearon la operación bancaria.

Resulta particularmente útil el siguiente criterio judi-
cial del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del
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Primer Circuito con el registro I.3o.C.235 C (10a.) del
Libro 34, Septiembre de 2016, Tomo IV, página 3019,
que establece lo siguiente6:

“Tercero llamado a juicio. El alcance y las conse-
cuencias que genera la sentencia en la esfera ju-
rídica de aquel, son directamente proporcionales
al grado y naturaleza del interés que tiene el in-
terviniente.

Con el emplazamiento formal y material el tercero
queda vinculado a los efectos del proceso y con los
derechos, deberes, obligaciones y cargas inherentes.
Su participación en el proceso puede ser para cola-
borar con alguna de las partes en el juicio en la de-
fensa del derecho hecho valer por alguno de ellos,
incluso, para aportar elementos que se encuentren
en su poder y que sirvan para dilucidar la contro-
versia, por los perjuicios que pudiera reportarle el
dictado de la sentencia. A esa calidad que deriva de
esa situación se le denomina tercero coadyuvante.
Éste, si bien está interesado en la contienda y la
eventual sentencia puede generarle un perjuicio, no
puede deducir pretensiones contradictorias durante
el juicio, ni ejercer acciones o defensas distintas de
las surgidas en el procedimiento. Por otro lado, tam-
bién puede acudir al juicio cuando tiene un interés
jurídico propio o diferente al de las partes, para ex-
cluir un derecho que es materia del juicio o para que
se le pague un crédito en forma preferente. En ese
sentido, con el acto del emplazamiento a juicio, los
terceros están en aptitud de actuar y obrar con la
mayor libertad en los procedimientos, presentar
promociones, pruebas, alegatos, recursos, etcétera;
intervenir en las audiencias y demás actos procesa-
les de su incumbencia, con la única medida racional
de que su intervención se dirija a la defensa de su
interés. El alcance y consecuencias que el proceso
va a producir o generar la sentencia para el tercero,
en su esfera jurídica, serán directamente proporcio-
nales al grado y naturaleza del interés que tiene el
interviniente y, de ningún modo, podrá desbordarlo,
aunque sea llamado y se abstenga de comparecer al
procedimiento. Para determinar los efectos de la
sentencia respecto al tercero es necesario acudir, en
cada caso, al interés que tiene al respecto (simple,
legítimo o jurídico). Por tanto, la finalidad de lla-
mar o admitir en juicio a terceras personas, consis-
te en integrarlas a la suerte de éste en la medida de
su interés respecto a la materia litigiosa, para que

sobre estos aspectos les depare perjuicio o pueda
obtenerse una sentencia ejecutoria que evite la ne-
cesidad del surgimiento posterior de nuevos proce-
sos en defensa de tales intereses, y con el propósito
de brindar mayor seguridad jurídica a las partes,
con el fortalecimiento de la cosa juzgada. En ese
sentido, teniendo en cuenta esa finalidad de la ley
que concreta el derecho, no debe interpretarse de
manera restrictiva la legislación adjetiva civil, en
cuanto a la intervención de terceros a un catálogo
cerrado, sino que es una intervención integrada por
la realidad que surge en cada época y cambia por el
desarrollo social y toda la dinámica del tiempo.”

Este criterio reconoce que la presencia de terceros
dentro de un procedimiento judicial tiene precisamen-
te la finalidad de permitir que aporten elementos rele-
vantes para la resolución de la controversia cuando la
sentencia pueda generarles consecuencias jurídicas.
Además señala que la intervención del tercero puede
servir para aportar elementos probatorios que se en-
cuentren en su poder y que resulten útiles para diluci-
dar la controversia.

Este razonamiento encuadra perfectamente en los ca-
sos de transferencias electrónicas bancarias.

En numerosos asuntos, el beneficiario de la transfe-
rencia es la única persona capaz de aportar informa-
ción relevante respecto del origen de los recursos, la
causa que motivó el depósito, la existencia o inexis-
tencia de una relación jurídica previa con el actor, el
destino dado a los fondos recibidos, la eventual buena
o mala fe en la recepción de los recursos, entre otros
elementos para deliberar con la verdad.

Excluir a dicho sujeto del proceso implica privar al
juzgador de información potencialmente indispensa-
ble para reconstruir correctamente los hechos.

El juicio oral mercantil fue concebido para privilegiar
la concentración, inmediación, contradicción y depu-
ración de las controversias.

Asimismo, el propio Código de Comercio sostiene que
la oralidad mercantil busca una impartición de justicia
pronta, eficaz y completa.

La intervención del beneficiario de la transferencia es
congruente con dichos principios porque permite que
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la controversia sea analizada integralmente desde el
inicio del procedimiento.

Lejos de generar dilaciones innecesarias, su participa-
ción evita que posteriormente deban promoverse nue-
vos juicios para determinar circunstancias que pudie-
ron ser esclarecidas dentro del procedimiento original.

Otro aspecto fundamental de esta Iniciativa consiste
en imponer a la institución bancaria demandada la
obligación de colaborar con el órgano jurisdiccional
para identificar al beneficiario de la transferencia.

Esta medida encuentra justificación en una realidad
objetiva. La institución financiera es el único partici-
pante del sistema de pagos que posee acceso inmedia-
to a la información relativa a la titularidad de la cuen-
ta receptora, los datos de identificación del
beneficiario, su domicilio registrado, así como la tra-
zabilidad de la operación.

El actor generalmente carece de acceso a estos datos
debido al secreto bancario y a la protección de datos
personales. Por ello, imponer al usuario afectado la
carga de identificar al beneficiario equivaldría, en mu-
chos casos, a hacer imposible el cumplimiento de la
obligación procesal.

En cambio, el banco cuenta con la infraestructura tec-
nológica, documental y operativa necesaria para pro-
porcionar dicha información al órgano jurisdiccional.
La reforma únicamente traslada la carga procesal a
quien materialmente se encuentra en mejores condi-
ciones para cumplirla, siguiendo el principio procesal
de facilidad probatoria y disponibilidad de la informa-
ción.

En la actualidad, las controversias derivadas de trans-
ferencias electrónicas bancarias involucran una rela-
ción jurídica más compleja que la existente entre el
usuario y la institución financiera. El destinatario de
los recursos constituye un sujeto directamente vincu-
lado con el acto cuya validez se controvierte.

En consecuencia, un modelo procesal que excluya sis-
temáticamente su participación resulta incompatible
con los principios de audiencia, contradicción, ex-
haustividad, economía procesal y tutela judicial efecti-
va que rigen el sistema jurídico mexicano.

Por estas razones, presento esta iniciativa la cual bus-
ca que los conflictos derivados de transferencias elec-
trónicas sean resueltos con la participación de todos
los sujetos involucrados y con pleno respeto a las ga-
rantías constitucionales de acceso a una justicia com-
pleta.

Por ello, propongo adicionar un segundo párrafo al ar-
tículo 1390 Bis 4 con el objeto de que en los juicios
orales mercantiles donde se reclame la nulidad de
transferencias electrónicas bancarias, será requisito
llamar a juicio como tercero, al o los titulares de las
cuentas receptoras beneficiarias de los recursos objeto
de la litis. La institución de crédito demandada, a peti-
ción y requerimiento de la autoridad judicial, deberá
auxiliar al juez a conocer la identidad y localización
del o los titulares de las cuentas receptoras beneficia-
rias de los recursos, para efectos de que pueda orde-
narse la notificación correspondiente.

La transformación digital de los servicios financieros
ha generado nuevas oportunidades para millones de
mexicanos, pero también ha creado nuevos riesgos y
nuevas formas de vulneración patrimonial que el le-
gislador no puede ignorar.

Frente a esta realidad, el Estado mexicano tiene la
obligación de garantizar que los mecanismos de im-
partición de justicia evolucionen al mismo ritmo que
las transformaciones tecnológicas de la sociedad.

La presente iniciativa parte de una convicción funda-
mental, la tecnología debe estar al servicio de las per-
sonas y no convertirse en un obstáculo para el acceso
a la justicia. Por ello, propone que quienes resultaron
beneficiarios de los recursos cuya transferencia se
controvierte tengan la oportunidad de comparecer al
procedimiento y aportar los elementos necesarios para
que el juzgador pueda resolver con pleno conocimien-
to de los hechos.

Las y los legisladores del Partido Revolucionario Ins-
titucional sostenemos que la modernización del país
no puede limitarse a la digitalización de los servicios
financieros; debe comprender también la moderniza-
ción de las instituciones encargadas de proteger los de-
rechos de las personas. La innovación tecnológica de-
be ir acompañada de mayores garantías jurídicas, de
mayor certeza procesal y de una tutela judicial verda-
deramente efectiva.
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A continuación, presento un cuadro comparativo de
los cambios propuestos:

Esta iniciativa constituye una medida legislativa eficaz
ante el crecimiento acelerado de la banca electrónica,
las transferencias inmediatas y los sistemas digitales
de pago ha superado, en muchos aspectos, la capaci-
dad de adaptación de las normas procesales que regu-
lan la resolución de los conflictos derivados de estas
operaciones.

Hoy, miles de usuarios realizan diariamente movi-
mientos electrónicos por montos que representan una
parte sustancial de su patrimonio, de sus ahorros fami-
liares, de sus actividades productivas o de sus fuentes
de ingreso.

Por ello, esta iniciativa representa una respuesta res-
ponsable, equilibrada y acorde con las exigencias del
México contemporáneo. Su aprobación permitirá for-
talecer la protección del patrimonio de los usuarios del

sistema financiero, robustecer el derecho de audiencia
de quienes puedan verse afectados por una resolución
judicial y consolidar un modelo de justicia mercantil
más completo, más eficiente y más cercano a las nece-
sidades reales de la sociedad mexicana.

Por lo anteriormente expuesto, propongo a esta hono-
rable asamblea, el siguiente proyecto de:

Decreto que adiciona un segundo párrafo al artícu-
lo 1390 bis 4 del Código de Comercio

Artículo Único. Se adiciona un segundo párrafo al ar-
tículo 1390 Bis 4, recorriéndose el subsecuente, del
Código de Comercio, para quedar como sigue:

Artículo 1390 Bis 4.- El juez tendrá las más amplias
facultades de dirección procesal para decidir en forma
pronta y expedita lo que en derecho convenga.

En los juicios orales mercantiles donde se reclame
la nulidad de transferencias electrónicas bancarias,
para una mejor apreciación de los hechos y resolu-
ción, se deberá llamar a juicio al o los titulares de
las cuentas receptoras beneficiarias de los recursos
objeto de la litis. La institución de crédito deman-
dada, al ser requerida, deberá auxiliar al juez para
conocer la identidad y localización del o los titula-
res de las cuentas receptoras beneficiarias de los re-
cursos, para efectos de que puedan ser llamados a
juicio y aleguen lo que a derecho corresponda.

Para hacer cumplir sus determinaciones el juez puede
hacer uso de las medidas de apremio que se mencio-
nan en el artículo 1067 Bis, en los términos que ahí se
especifican.

Transitorios

Primero. - El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. - Se derogan todas las disposiciones que se
opongan al presente decreto.

Notas:

1 https://expansion.mx/economia/2024/09/06/usuarios-banca-

movil-en-mexico-2024-cnbv
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2 https://www.informador.mx/economia/Condusef-revela-que-

han-bajado-reclamaciones-contra- bancos-en-2024-20240712-

0107.html

3 https://www.jornada.com.mx/noticia/2025/01/14/economia/re-

puntaron-40-las-quejas-por-compras- en-internet-no-reconocidas-

en-2024-indica-la-condusef-9408

4 https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2005716

5 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

6 https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2012656

Dado en el Salón de Sesiones de la 
Comisión Permanente, a 10 de junio de 2026.

Diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Economía, Comercio y Competitividad.

Junio 10 de 2026.)

QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES A LA LEY GENE-
RAL DE EDUCACIÓN, EN MATERIA DE EDUCACIÓN SOBRE

EL CUIDADO ANIMAL, RECIBIDA DEL DIPUTADO FIDEL DA-
NIEL CHIMAL GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PAN, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL

MIÉRCOLES 10 DE JUNIO DE 2026

El que suscribe, diputado federal Fidel Daniel Chi-
mal García, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional en la LXVI Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, conforme a lo dis-
puesto en los artículos: 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6,
fracción I, 78 y 79, fracción II; 80, 82, punto 2, frac-
ción I, del Reglamento de la Cámara de Diputados del

honorable Congreso de la Unión, someto a considera-
ción de esta honorable soberanía, la presente iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se adicionan
diversas disposiciones a la Ley General de Educa-
ción, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

1. El abandono de animales de compañía como pro-
blemática estructural y la necesidad de una inter-
vención preventiva desde la educación

En México los animales de compañía han dejado de
ser concebidos únicamente como mascotas para con-
vertirse en integrantes de la familia, estableciendo vín-
culos afectivos profundos y cotidianos con las perso-
nas. 

Sin embargo, esta realidad convive con una contradic-
ción estructural: millones de estos animales que algu-
na vez formaron parte de un hogar terminan en situa-
ción de abandono. De acuerdo con la Universidad
Nacional Autónoma de México (UNAM), en nuestro
país existen al menos 29.7 millones de perros y gatos
en situación de calle, y cada año se abandonan alrede-
dor de 500 mil más, lo que evidencia una problemáti-
ca persistente que no se origina en la vida callejera, si-
no en procesos fallidos de adopción y posterior
desvinculación familiar.1

La sobrepoblación de animales en entornos urbanos y
sin hogar es una problemática real alrededor de todo el
vasto territorio mexicano y forma parte de una reali-
dad que representa una ruptura en la responsabilidad
social asociada al cuidado de los seres sintientes.

La mayoría de los animales en situación de calle no
nacieron en ella, sino que fueron previamente integra-
dos a un núcleo familiar del cual fueron posteriormen-
te desechados, lo que pone de relieve que el problema
central no es únicamente la existencia de animales ca-
llejeros, sino la falta de conciencia sobre lo que impli-
ca adoptar y cuidar a un animal de compañía.

En este contexto, especialistas de la UNAM han seña-
lado que una parte sustancial del problema radica en
decisiones de adopción impulsivas y en la ausencia de
información sobre las responsabilidades reales que
conlleva la tenencia de un animal, lo que deriva en
abandono cuando cambian las condiciones de vida de
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las personas. pone de relieve que el problema central
no es únicamente la existencia de animales callejeros,
sino la falta de conciencia sobre lo que implica adop-
tar y cuidar a un animal de compañía.

El abandono no es sólo de quienes sueltan a un animal
en una carretera, involucra a toda la sociedad: las fa-
milias que adoptan sin preparación, a quienes permi-
ten la reproducción sin control, a quienes regalan ani-
males como si fueran objetos, al mercado que
promueve el consumo de animales sin comprometerse
con su bienestar animal, a escuelas que no educan en
el vínculo interespecie y a gobiernos que no asignan
recursos ni articulan soluciones de largo plazo. 2

En México, miles de familias han recurrido a la adop-
ción como el primer paso para integrar a un perro o un
gato a su núcleo familiar; no obstante, este acto impli-
ca una responsabilidad que requiere una reflexión pre-
via informada. 

Antes de adoptar un animal de compañía, resulta in-
dispensable valorar si se cuenta con las condiciones
necesarias —económicas, de espacio y de tiempo—
para garantizar una vida digna. 

Asimismo, es fundamental comprender que la adopción
conlleva obligaciones permanentes, como la atención
médica, los esquemas de vacunación y los cuidados
continuos a lo largo de toda su vida, en el entendido de
que se trata de seres sintientes cuyo bienestar depende
directamente de quienes asumen su tutela.

Lo anterior tiene como resultado una cifra preocupan-
te ya que se estima que únicamente 1 de cada 10 pro-
cesos de adopción resulta exitoso, lo que revela que
una proporción significativa de animales regresa a
condiciones de abandono.

En este contexto, la UNAM han señalado que una par-
te sustantiva del problema radica en decisiones de
adopción impulsivas y en la ausencia de información
sobre las responsabilidades reales que conlleva la te-
nencia de un animal, lo que deriva en abandono cuan-
do cambian las condiciones de vida de las personas.3

En este mismo sentido, cabe señalar que México es el
país donde más de 1 mil 300 animales son abandona-
dos cada día, una cifra que preocupa ya que supera los
500 mil animales al año. Lo anterior da muestra de un

problema estructural de educación y conciencia colec-
tiva sobre el valor que le damos a aquellos que no pue-
den alzar la voz y sobre todo desde aquello que se ha
dejado de hacer para que esto no suceda.4

Esta situación, también genera efectos a nivel local
que trascienden el bienestar animal, al incidir en la sa-
lud pública y en la convivencia social, particularmen-
te en contextos urbanos donde el incremento de ani-
males en situación de calle puede representar riesgos
sanitarios y tensiones comunitarias.

A nivel local, la problemática del abandono animal ad-
quiere una dimensión particularmente visible en la
Ciudad de México, donde se estima la existencia de
más de 1.2 millones de perros en situación de calle,
con cifras de abandono que pueden alcanzar hasta 500
mil animales al año. 

Esta situación ha generado una presión significativa
sobre los refugios, las organizaciones de la sociedad
civil y los servicios públicos encargados del control y
bienestar animal. La magnitud del fenómeno en la ca-
pital del país evidencia que el abandono no es un even-
to aislado, sino una práctica recurrente asociada a de-
cisiones de adopción sin la información ni la
preparación necesarias.5

En la zona metropolitana de Guadalajara, la problemá-
tica presenta características similares, con un incre-
mento sostenido en la población de perros y gatos en
situación de calle, particularmente en áreas urbanas
con alta densidad poblacional. 

Diversos reportes señalan que los centros de control
animal y refugios enfrentan condiciones de saturación,
lo que refleja una capacidad limitada para atender el
flujo constante de animales abandonados. Este escena-
rio pone de manifiesto que el abandono no solo es con-
secuencia de factores económicos o urbanos, sino tam-
bién de la ausencia de una cultura de tenencia
responsable, lo que refuerza la necesidad de intervenir
desde el ámbito educativo.6

En el caso de Nuevo León, particularmente en la zona
metropolitana de Monterrey, el crecimiento de la po-
blación de animales en situación de calle ha sido iden-
tificado como un problema en expansión, asociado al
desarrollo urbano acelerado y a la falta de mecanismos
preventivos eficaces. 
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Autoridades locales y organizaciones civiles han ad-
vertido sobre el aumento de reportes relacionados con
abandono y maltrato animal, así como sobre la presión
que esto genera en los servicios municipales. 

Esta tendencia confirma que, más allá de las particula-
ridades regionales, el abandono animal responde a pa-
trones estructurales vinculados a la falta de informa-
ción y conciencia sobre la responsabilidad que implica
la adopción de un animal de compañía.7

A nivel internacional, el bienestar animal ha sido con-
ceptualizado a través de estándares ampliamente reco-
nocidos como las denominadas “Cinco Libertades”,
las cuales establecen que todo animal bajo cuidado
humano debe estar libre de hambre y sed, de inco-
modidad, de dolor, lesión o enfermedad, de miedo y
angustia, así como contar con la posibilidad de ex-
presar su comportamiento natural. Estas libertades
constituyen el umbral mínimo para garantizar condi-
ciones dignas a los animales de compañía y han sido
adoptadas como referencia en políticas públicas y
marcos normativos a nivel internacional. Sin embargo,
su cumplimiento depende, en gran medida, del grado
de conocimiento y conciencia de quienes asumen la
responsabilidad de su cuidado.8

En este sentido, la persistencia del abandono animal
evidencia no solo una falla en los mecanismos de con-
trol, sino una brecha formativa en la sociedad respec-
to a estos principios básicos, lo que refuerza la necesi-
dad de incorporar, desde la educación básica,
contenidos específicos que permitan comprender y
materializar dichas condiciones en la vida cotidiana.

La evidencia muestra que su origen no se encuentra
únicamente en factores económicos o de infraestructu-
ra, sino en la falta de información, conciencia y for-
mación sobre las responsabilidades que implica la
adopción de un ser sintiente.

Por ello, resulta insuficiente continuar abordando el
problema exclusivamente mediante medidas correcti-
vas o de control poblacional, por lo que se vuelve ne-
cesario transitar hacia un enfoque preventivo que
atienda sus causas de origen. Bajo esta lógica, la edu-
cación básica se posiciona como un instrumento fun-
damental para formar, desde edades tempranas, una
cultura de tenencia responsable, empatía y respeto ha-
cia los animales de compañía, lo que justifica la nece-

sidad de fortalecer el marco normativo educativo en
esta materia.

2. Fortalecimiento de la educación básica como he-
rramienta para la promoción de la tenencia res-
ponsable y el bienestar animal

El modelo educativo vigente en México, en el marco
de la Nueva Escuela Mexicana, se caracteriza, entre
muchos elementos, por una estructura curricular flexi-
ble basada en programas sintéticos organizados por fa-
ses de aprendizaje, los cuales constituyen un punto de
partida para la práctica docente. De acuerdo con di-
chos programas, las maestras y los maestros, en ejer-
cicio de su autonomía profesional, determinan los con-
tenidos y procesos de desarrollo de aprendizaje a partir
de la contextualización de la realidad de sus comuni-
dades, lo que permite adaptar la enseñanza a las nece-
sidades específicas de niñas y niños.9

Este enfoque representa un avance significativo en la
construcción de una educación contextualizada y per-
tinente; sin embargo, también implica que ciertos te-
mas de relevancia social pueden no ser abordados de
manera sistemática o uniforme en todos los entornos
escolares. En particular, contenidos relacionados con
la tenencia responsable de animales de compañía y la
prevención del abandono animal dependen, en gran
medida, de la decisión pedagógica de cada docente, lo
que limita su alcance como herramienta preventiva a
nivel nacional.

En este sentido, si bien los programas educativos con-
templan valores generales como el respeto a los seres
vivos, la empatía y la responsabilidad comunitaria, es-
tos no se traducen necesariamente en aprendizajes es-
pecíficos sobre las implicaciones reales de la adopción
y cuidado de animales de compañía. La ausencia de
una orientación clara en esta materia genera una bre-
cha entre los principios formativos y su aplicación
práctica en la vida cotidiana

Por otro lado, el catálogo oficial de libros de texto gra-
tuitos de educación primaria permite identificar que
los materiales educativos vigentes se estructuran bajo
un modelo pedagógico basado en proyectos y campos
formativos, tales como “Proyectos de aula”, “Proyec-
tos comunitarios” y “Nuestros saberes”, los cuales
buscan articular el aprendizaje a partir de la realidad
social de las y los estudiantes.10
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Este enfoque, si bien fortalece la contextualización de
la enseñanza, implica que los contenidos específicos
dependen en gran medida del diseño pedagógico que
realice cada docente, lo que puede generar variaciones
en la incorporación de temáticas relevantes. En conse-
cuencia, problemáticas como la tenencia responsable
de animales de compañía y la prevención del abando-
no animal no cuentan con una garantía de abordaje sis-
temático dentro del proceso educativo, pese a su rele-
vancia social.

Además, en el análisis académico de los materiales
educativos vigentes, se ha señalado que los libros de
texto gratuitos constituyen únicamente uno de los ele-
mentos dentro del proceso de enseñanza-aprendizaje,
el cual involucra a docentes, familias y comunidades
en un entorno educativo más amplio. En este sentido,
diversos estudios han identificado la necesidad de for-
talecer la articulación entre los contenidos educativos
y los programas de aprendizaje, a fin de garantizar una
formación integral y pertinente.11

Adicionalmente, diversas iniciativas a nivel local han
comenzado a vincular el ámbito educativo con la aten-
ción al abandono animal, mediante el desarrollo de
materiales pedagógicos y proyectos comunitarios
orientados a la concientización y el cuidado de anima-
les de compañía. Estas experiencias evidencian que la
educación puede constituirse como una herramienta
eficaz para incidir en la prevención del abandono, al
generar conocimiento y sensibilidad social desde eda-
des tempranas.12

En este orden de ideas, la Ley General de Educación
establece que la educación debe orientarse al desarro-
llo integral de las personas y al fortalecimiento de va-
lores que permitan la convivencia armónica en socie-
dad, así como el respeto al entorno y a los seres vivos.

Bajo este marco, la incorporación de contenidos espe-
cíficos en materia de bienestar animal y tenencia res-
ponsable no constituye una ampliación ajena al siste-
ma educativo, sino una evolución coherente con sus
propios fines y principios.

En consecuencia, la presente iniciativa busca fortale-
cer los instrumentos educativos existentes, dotándolos
de una orientación clara que permita atender de mane-
ra preventiva una problemática social relevante, ga-
rantizando que la formación de niñas, niños y adoles-

centes incluya elementos que fomenten la responsabi-
lidad, la empatía y el cuidado de los animales de com-
pañía.

Por lo anteriormente expuesto y fundamentado, some-
to a consideración de esta asamblea la siguiente ini-
ciativa con proyecto de:

Decreto por el que se adicionan diversas disposicio-
nes a la Ley General de Educación

Único. Se reforma la fracción XXV y se adiciona la
fracción XXVI al artículo 30 de la Ley General de
Educación, para quedar como sigue:

Artículo 30. Los contenidos de los planes y programas
de estudio de la educación que impartan el Estado, sus
organismos descentralizados y los particulares con au-
torización o con reconocimiento de validez oficial de
estudios, de acuerdo al tipo y nivel educativo, serán,
entre otros, los siguientes:

I a XXIV…

XXV. El fomento del bienestar animal, el reco-
nocimiento de los animales como seres sintientes
y la promoción de la tenencia responsable de ani-
males de compañía, así como la prevención del
abandono animal, y

XXVI. Los demás necesarios para el cumplimien-
to de los fines y criterios de la educación estable-
cidos en los artículos 15 y 16 de la presente Ley.

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Secretaría de Educación Pública, en el
ámbito de sus atribuciones, realizará las adecuaciones
necesarias a los planes y programas de estudio de edu-
cación básica para incorporar los contenidos previstos
en el presente Decreto, en un plazo no mayor a ciento
ochenta días naturales, contados a partir de la entrada
en vigor del presente Decreto.

Tercero. Las acciones que, en su caso, se deriven del
presente Decreto se realizarán en el ámbito de las atri-
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buciones y conforme a la disponibilidad presupuesta-
ria de las dependencias competentes.

Notas

1 Pepe Herrera & Diana Rojas. “UNAM: soluciones al abandono

de perros y gatos en México”. Revista UNAM Global. 5 de sep-

tiembre de 2024. Ver en:https://unamglobal.unam.mx/global_re-

vista/unam-soluciones-al-abandono-de-perros-y-gatos-en-mexico/

2 Trinidad Ferreiro. “29.7 millones de perros y gatos viven en las

calles de México”. Question Mark. 26 de enero de 2026. Ver en:

https://questionmark.com.mx/29-7-millones-de-perros-y-gatos-vi-

ven-en- las-calles-de-mexico/

3 Op Cit.Pepe Herrera & Diana Rojas, Pp 1

4 Carmela Rivero. “El hogar roto: qué dice el abandono animal so-

bre México”. Forbes. 6 de agosto de 2025. Ver en: https://for-

bes.com.mx/el-hogar-roto-que-dice-el-abandono-animal-sobre-

mexico/

5 Edrei Duron. “Crisis en México: 30 millones de animales calle-

jeros en 2026”. A tiempo. 27 de enero de 2026. Ver en:

https://atiempo.tv/medio-ambiente/animales-callejeros-en-mexi-

co/

6 Óp. Cit

7 Óp. Cit.

8 Animal Human Society. “The Five Freedoms for Animals”. S.f.

Ver en: https://www.animalhumanesociety.org/health/five-free-

doms-animals

9 Secretaria de Educación Pública (SEP). Programas Sintéticos pa-

ra la Educación Primaria. S.f.Ver en:

https://educacionbasica.sep.gob.mx/programas-de-estudio-para-

la-educacion-preescolar- primaria-y-secundaria-programas-sinte-

ticos-de-las-fases-1-a-6/

10 Comisión Nacional de Libros de Texto Gratuitos (Conaliteg).

S.f. Ver en: https://libros.conaliteg.gob.mx/primaria.html

11 Patricia Rosas Chavez & Brenda González Pérez. “Análisis de

los nuevos libros de texto gratuitos Volumen I. Preceptos normati-

vos y temas específicos”. Universidad Autónoma de Guadalajara.

2023. Pp 9. Ver en:

https://itralicuaad.udg.mx/sites/default/files/docs/01.pdf

12 Jessica Santiago. “Libros que rescatan”: iniciativa impulsa edu-

cación y apoyo a animales abandonados. Debate Sinaloa. 26 de

abril de 2026. Ver en: https://www.debate.com.mx/sinaloa/losmo-

chis/libros-que-rescatan-iniciativa-impulsa-educacion-y- apoyo-a-

animales-abandonados-20260426-0021.html

Salón de sesiones de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, miércoles 10 de junio de 2026.

Diputado Fidel Daniel Chimal García (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Educación. Junio 10 de 2026.)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 23 DE LA LEY GENERAL DE

EDUCACIÓN, A FIN DE FORTALECER LOS MECANISMOS DE

CONSULTA Y COORDINACIÓN CON LAS ENTIDADES FEDE-
RATIVAS EN EL DISEÑO Y ACTUALIZACIÓN DE LOS PLANES

Y PROGRAMAS DE ESTUDIO, RECIBIDA DE LA DIPUTADA

HILDA MAGDALENA LICERIO VALDÉS, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DEL PVEM, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN

PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 10 DE JUNIO DE 2026

Quien suscribe, diputada Hilda Magdalena Licerio
Valdés, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México en la LXVI Legislatura
de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artí-
culos 71, fracción II, y 78, fracción III, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; así co-
mo 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de
esta asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 23 de la Ley General de
Educación, a fin de fortalecer los mecanismos de con-
sulta y coordinación con las entidades federativas en el
diseño y actualización de los planes y programas de
estudio, al tenor de las siguientes
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Consideraciones

1. El artículo 3o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos reconoce el derecho de
toda persona a recibir educación y establece la rec-
toría del Estado en la materia, correspondiendo a la
federación, las entidades federativas y los munici-
pios concurrir al cumplimiento de los fines educati-
vos en el ámbito de sus respectivas competencias.

2. La Ley General de Educación reconoce que los
planes y programas de estudio deben responder a la
diversidad de saberes, así como a las condiciones
personales, sociales, culturales, económicas y terri-
toriales de las comunidades educativas, con el pro-
pósito de garantizar la pertinencia de los procesos
de enseñanza y aprendizaje en las distintas regiones
del país.

3. El artículo 23 de la Ley General de Educación
prevé que la Secretaría de Educación Pública consi-
dere la opinión de los gobiernos de las entidades fe-
derativas para la elaboración de los planes y pro-
gramas de estudio; sin embargo, la legislación
vigente no establece mecanismos específicos para
la recepción, análisis, valoración y seguimiento de
dichas opiniones, lo que limita la participación ins-
titucional de las autoridades educativas locales.

4. Fortalecer los mecanismos de consulta y coordi-
nación entre la federación y las entidades federati-
vas permite consolidar un federalismo educativo
cooperativo, sin menoscabo de la facultad de la Se-
cretaría de Educación Pública para determinar los
planes y programas de estudio, favoreciendo la in-
corporación de propuestas relacionadas con las rea-
lidades culturales, regionales y locales, a fin de for-
talecer la pertinencia y contextualización de los
procesos educativos.

Por lo anterior, se propone modificar el artículo 23 de
la Ley General de Educación, de acuerdo con la si-
guiente:

Exposición de Motivos

Al abordar el diseño de políticas públicas de alcance
nacional, especialmente hablando de la educación, re-
sulta indispensable reconocer la complejidad y diver-
sidad que caracteriza al Estado mexicano. Sobre este

punto, el jurista Juan Ferrando Badía señala que una
nación se integra a partir de elementos compartidos
como el territorio, la cultura, la economía, el sistema
político e incluso ciertas manifestaciones religiosas
asumidas colectivamente por sus habitantes.1 Si bien
México constituye jurídicamente un Estado nacional,
la realidad social del país se distingue por una extraor-
dinaria pluralidad de identidades, culturas, tradiciones
y formas de organización que conviven dentro de un
mismo marco constitucional.

Esta diversidad encuentra reflejo en las dimensiones
del territorio nacional. México cuenta con una superfi-
cie de un millón 960 mil 647 kilómetros cuadrados,
extensión que lo ubica entre los países más grandes del
mundo y en la que podrían caber aproximadamente
veinticuatro países europeos.2 A lo largo de este vasto
territorio se desarrollan condiciones geográficas suma-
mente distintas, que incluyen montañas, valles, llanu-
ras, selvas, desiertos, lagos, ríos y lagunas. Del mismo
modo, existe una amplia variedad climática, con re-
giones de clima cálido húmedo, cálido subhúmedo, se-
co, semiseco, muy seco, templado húmedo, templado
subhúmedo, semifrío y frío.3

La pluralidad mexicana también se expresa en el ám-
bito cultural y social. De acuerdo con información del
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi),
en el país convergen diversas expresiones religiosas
agrupadas en múltiples credos y denominaciones, se-
gún datos del Inegi en México hay cuatro tipos de cre-
dos religiosos, divididos entre catorce grupos religio-
sos y más de 50 denominaciones religiosas.4

Asimismo, México posee una de las mayores riquezas
lingüísticas del mundo, al reconocer 69 lenguas nacio-
nales: el español y 68 lenguas indígenas con sus res-
pectivas variantes lingüísticas.5 A ello se suman las
particularidades históricas, económicas, productivas,
sociales y culturales que distinguen a cada entidad fe-
derativa y que configuran realidades profundamente
distintas entre sí.

En consecuencia, resulta difícil sostener que las nece-
sidades educativas de una comunidad indígena en la
sierra Tarahumara, de una localidad pesquera en la pe-
nínsula de Yucatán, de una zona agrícola del Bajío o de
una gran metrópoli como la Ciudad de México sean
idénticas. Si bien los planes y programas de estudio
deben preservar una visión nacional común que garan-
tice la igualdad de oportunidades educativas, también
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es necesario que existan mecanismos institucionales
que permitan incorporar las particularidades regiona-
les y locales que enriquecen el proceso educativo.

Por otro lado, los planes y programas de estudio cons-
tituyen los instrumentos fundamentales que orientan
los contenidos, métodos, objetivos y procesos de ense-
ñanza dentro del Sistema Educativo Nacional. A través
de ellos se define qué conocimientos, habilidades, va-
lores y competencias deberán adquirir las y los edu-
candos en cada nivel educativo.

Por lo anterior, su diseño debe partir del reconoci-
miento de que las niñas, niños, adolescentes y jóvenes
se desarrollan en contextos distintos y enfrentan reali-
dades sociales, culturales, económicas y territoriales
diversas. Cuando los contenidos educativos toman en
consideración las características y necesidades de los
educandos y de las comunidades en las que viven, el
aprendizaje adquiere mayor significado, favorece la
inclusión, fortalece la identidad cultural y contribuye
al desarrollo integral de las personas, permitiendo que
la educación responda de manera más efectiva a los
desafíos de cada región del país.

Por ello, fortalecer la participación de las entidades fe-
derativas en los procesos de consulta y coordinación
para la elaboración y actualización de los planes y pro-
gramas de estudio no sólo es congruente con la diver-
sidad que caracteriza al país, sino que constituye una
herramienta para lograr una educación más pertinente,
contextualizada y cercana a las realidades que viven
las comunidades educativas en las distintas regiones
de México.

A través del siguiente cuadro comparativo, se podrán
observar las modificaciones propuestas al texto vigen-
te:
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En virtud de lo anteriormente expuesto, someto a con-
sideración de esta honorable soberanía la siguiente ini-
ciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 23 de la
Ley General de Educación, a fin de fortalecer los
mecanismos de consulta y coordinación con las en-
tidades federativas en el diseño y actualización de
los planes y programas de estudio

Artículo Único. Se reforman los párrafos segundo y
tercero del artículo 23 de la Ley General de Educación
para quedar como sigue:

Artículo 23. …

Para tales efectos, la Secretaría considerará la opinión
de los gobiernos de los estados, de la Ciudad de Méxi-
co y de diversos actores sociales involucrados en la
educación, así como el contenido de los proyectos y
programas educativos que contemplen las realidades y
contextos, regionales y locales. La Secretaría esta-
blecerá mecanismos periódicos de consulta y coor-
dinación para su recepción, análisis y valoración.
De igual forma, tomará en cuenta aquello que, en su
caso, formule la Comisión Nacional para la Mejora
Continua de la Educación.

Las autoridades educativas de los gobiernos de las en-
tidades federativas y municipios podrán solicitar a la
Secretaría actualizaciones y modificaciones de los pla-
nes y programas de estudio, para atender el carácter
cultural, regional, local, contextual, situacional del
proceso de enseñanza aprendizaje, así como otros
contenidos que contribuyan a fortalecer la perti-
nencia y contextualización de los procesos educati-
vos, siempre que sean compatibles con los fines,
principios y criterios previstos en la presente ley.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 FERRANDO BADÍA, Juan, La Nación, Dialnet, 1975, pp.20,

[consulta: 30 de mayo de 2026].

2 INEGI, Usa la estadística y la geografía para descubrir México:

Extensión territorial de México, [Base de datos] https://cuenta-

me.inegi.org.mx/descubre/geografia/extension_territorial/ [con-

sulta: 30 de mayo de 2026].

3 INEGI, Usa la estadística y la geografía para descubrir México:

México, la riqueza de sus climas, [Base de datos] https://cuenta-

me.inegi.org.mx/descubre/geografia/climas/ [consulta: 30 de ma-

yo de 2026].

4 INEGI, Clasificación de religiones 2020, [Base de datos]

https://www.inegi.org.mx/contenidos/productos/prod_serv/conte-

nidos/espanol/bvinegi/productos/nueva_estruc/702825197261.pdf

[consulta: 30 de mayo de 2026].

5 Secretaría de Cultura, ¿Sabías que en México hay 68 lenguas in-

dígenas, además del español? Gobierno de México, 21 de febrero

de 2018, México. [en línea], https://www.gob.mx/cultura/articu-

los/lenguas-indigenas?idiom=es [consulta: 30 de mayo de 2026].

Senado de la República, sede de la 
Comisión Permanente, a 10 de junio de 2026.

Diputada Hilda Magdalena Licerio Valdés (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Educación. Junio 10 de 2026.)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 6, FRACCIÓN XXIX, DE LA

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIA-
LES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, Y EL ARTÍCULO

CUADRAGÉSIMO TERCERO TRANSITORIO DEL DECRETO

POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGU-
RIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES

DEL ESTADO, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA

FEDERACIÓN, EL 31 DE MARZO DE 2007, EN MATERIA DE

SEGURIDAD SOCIAL PARA LAS PERSONAS TRABAJADORAS

POR HONORARIOS, RECIBIDA DEL DIPUTADO MANUEL DE

JESÚS BALDENEBRO ARREDONDO, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN

PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 10 DE JUNIO DE 2026

Manuel de Jesús Baldenebro Arredondo, diputado inte-
grante de la LXVI Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, del Grupo Parlamentario de Morena, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; artículos 55, fracción II, y 179 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
consideración del pleno iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforma el artículo 6, fracción
XXIX, de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado, y el artículo
cuadragésimo tercero transitorio del decreto por el que
se expide la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado, publicado en
el Diario Oficial de la Federación el 31 de marzo de
2007, en materia de seguridad social para las personas
trabajadoras por honorarios, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

El derecho a la seguridad social es reconocido en nu-
merosos instrumentos de derechos humanos, entre
ellos la Declaración Universal de Derechos Humanos
y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales, considerado como un derecho fun-
damental para garantizar una vida digna.1

La Organización Mundial de la Salud (OMS) señala
que la garantizar la seguridad social para todas las per-
sonas trabajadoras, constituye un derecho humano bá-
sico indispensable para alcanzar el bienestar físico,
mental y social de la población a nivel global.

La importancia de este derecho se centra en los si-
guientes ejes clave:

• Acceso universal a la salud: asegura que todas las
personas reciban servicios sanitarios integrales y de
calidad sin sufrir dificultades financieras.

• Reducción de desigualdades: protege a los indivi-
duos más vulnerables frente a las crisis económicas,
la enfermedad y la exclusión social.

• Protección del bienestar integral: garantiza medios
de subsistencia ante contingencias como accidentes
laborales, enfermedades profesionales, maternidad
o vejez.2

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales (CDESC) en su observación general número 19
establece las siguientes características esenciales del
derecho a la seguridad social:

• Disponibilidad: Los estados deben garantizar un sis-
tema de seguridad social establecido por ley, financia-
do colectivamente y administrado de manera transpa-
rente para cubrir las principales contingencias sociales
(desempleo, enfermedad, vejez, discapacidad).

• Accesibilidad: los regímenes deben ser accesibles
para todos sin discriminación. Esto incluye la acce-
sibilidad física a las instalaciones, la asequibilidad
económica de las cotizaciones o prestaciones, y el
acceso a la información sobre los derechos.

• Adecuación y suficiencia: las prestaciones, ya se-
an en efectivo o en especie, deben ser de un impor-
te y duración suficientes para garantizar a cada per-
sona y a su familia un nivel de vida digno y
protegerlos contra la pobreza.

• No discriminación e igualdad: el acceso a la segu-
ridad social debe estar garantizado sin distinción de
raza, color, sexo, idioma, religión, origen social o
cualquier otra condición.

• Participación: los beneficiarios y la sociedad civil
deben tener derecho a participar en la administra-
ción y el diseño de los sistemas de seguridad social.

• Respeto, protección y garantía: son las tres obli-
gaciones principales de los estados para implemen-
tar políticas que protejan a los individuos frente a
contingencias que mermen sus ingresos o aumenten
sus gastos médicos.3
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En México, el derecho humano a la seguridad social
constituye una prerrogativa reconocida por la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos al se-
ñalar en el artículo 123 constitucional la obligación del
Estado de garantizar condiciones laborales dignas y
protección social para las personas trabajadoras al ser-
vicio de los poderes públicos.

La relación jurídica de trabajo entre el Estado y sus
servidores públicos se deriva de un nombramiento for-
mal emitido por el titular de la dependencia o por fi-
gurar en las listas de raya, es decir existe una relación
laboral derivada de dicho nombramiento, asegurando
que el servidor público actúe bajo los principios de le-
galidad y lealtad.

La Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales
de los Trabajadores del Estado (LISSSTE), en su artí-
culo 6, fracción XXIX, reconoce como persona traba-
jadora a aquellas que perciben emolumentos exclusi-
vamente con cargo a la partida de honorarios, al
señalar lo siguiente:

“Artículo 6. Para los efectos de esta Ley, se enten-
derá por:

I. a XXVIII. …

XXIX. Trabajador o persona trabajadora, aquella a
la que se refiere el artículo 1o. de esta Ley que pres-
te sus servicios en las dependencias o entidades,
mediante designación legal o nombramiento, o por
estar incluida en las listas de raya de las personas
trabajadoras temporales, incluidas aquéllas que
presten sus servicios mediante contrato personal su-
jeto a la legislación común, que perciban sus emo-
lumentos exclusivamente con cargo a la partida de
honorarios por contrato, o que estén incluidas en las
listas de raya, siempre y cuando hayan laborado una
jornada completa de acuerdo con las condiciones
generales de trabajo y el contrato sea por un perio-
do mínimo de un año;

XXX. a XXXI. …”.4

Sin embargo, en la práctica administrativa federal por
lo que se refiere a la contratación de personal bajo el
régimen de honorarios, mediante las cuales miles de
personas desarrollan funciones permanentes, subordi-
nadas y continuas para dependencias y entidades pú-

blicas, no cuentan un con un acceso pleno a servicios
médicos, seguros, pensiones, riesgos de trabajo y de-
más prestaciones derivadas del régimen de seguridad
social previsto en la Ley del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, por
condicionar la prestación del derecho a la seguridad
social al cumplimiento de un año de trabajo.

En ese sentido, resulta indispensable adecuar la LISS-
STE para incorporar expresamente a las personas con-
tratadas por honorarios cuando exista prestación per-
sonal, subordinada o continua de servicios para
instituciones públicas federales, sin que exista de por
medio el limitante de la temporalidad que se señala, la
cual equivale a un año ininterrumpido, otorgado el de-
recho de seguridad social desde el inicio de la presta-
ción de sus servicios, lo que permitirá reconocerlos co-
mo sujetos de aseguramiento obligatorio,
fortaleciendo el principio de igualdad y no discrimina-
ción entre personas trabajadoras del sector público.

A continuación, se presenta cuadro comparativo para
visibilizar la propuesta de modificaciones:
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Como es de observarse, resulta necesario continuar
salvaguardando los derechos laborales de las personas
trabajadoras acorde a los principios de justicia y equi-
dad.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y motivado
someto a consideración de este pleno la presente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 6, fracción
XXIX, de la Ley del Instituto de Seguridad y Servi-
cios Sociales de los Trabajadores del Estado, y el
artículo cuadragésimo tercero transitorio del de-
creto por el que se expide la Ley del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores
del Estado, publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 31 de marzo de 2007, en materia de se-
guridad social para las personas trabajadoras por
honorarios

Artículo Primero. Se reforma el artículo 6, fracción
XXIX, de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado para quedar
como sigue:

Artículo 6. Para los efectos de esta Ley, se entenderá
por:

I. a XXVIII. …

XXIX. Trabajador o persona trabajadora, aquella a
la que se refiere el artículo 1o. de esta Ley que pres-
te sus servicios en las dependencias o entidades,
mediante designación legal o nombramiento, o por
estar incluida en las listas de raya de las personas
trabajadoras temporales, incluidas aquéllas que
presten sus servicios mediante contrato personal su-
jeto a la legislación común, que perciban sus emo-
lumentos exclusivamente con cargo a la partida de
honorarios por contrato, o que estén incluidas en las
listas de raya; y tendrán derecho a su incorpora-
ción obligatoria al régimen de seguridad social
previsto en esta Ley, desde el inicio de la presta-
ción de sus servicios.

XXX. a XXXI. …

Artículo Segundo. Se reforma el artículo cuadragési-
mo tercero transitorio del decreto por el que se expide
la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales

de los Trabajadores del Estado, publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 31 de marzo de 2007, para
quedar como sigue:

Cuadragésimo Tercero. A las personas que presten
sus servicios a las dependencias o entidades mediante
contrato personal sujeto a la legislación común, que
perciban sus emolumentos exclusivamente con cargo a
la partida de honorarios por contrato, o que estén in-
cluidos en las listas de raya, se les incorporará inte-
gralmente al régimen de seguridad social, desde el ini-
cio de la prestación de sus servicios.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. A partir de su entrada en vigor, las depen-
dencias y entidades contarán con un plazo de ciento
ochenta días naturales para regularizar la inscripción
ante el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado de las personas contrata-
das bajo el régimen de honorarios.

Notas

1 Para consulta en: https://www.ohchr.org/es/social-security

2 Para consulta en: https://acnudh.org/wp-content/uplo-

ads/2022/02/13-El-derecho-humano-a-la- seguridad-social.pdf

3 Para consulta en:

https://www.ohchr.org/sites/default/files/key_points_social_pro-

tection.docx

4 Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-

bajadores del Estado. Disponible en

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm

Senado de la República, sede de la 
Comisión Permanente, a 10 de junio de 2026.

Diputado Manuel de Jesús Baldenebro Arredondo
(rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Seguridad Social. Junio 10 de 2026.)

Jueves 18 de junio de 2026 Gaceta Parlamentaria25



QUE REFORMA LA LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECO-
LÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE, PARA ESTABLE-
CER UN SISTEMA DE INCENTIVOS E INSTRUMENTOS SOBRE

DESARROLLO SUSTENTABLE, RECIBIDA DEL DIPUTADO MI-
GUEL ÁNGEL GUEVARA RODRÍGUEZ, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PAN, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PER-
MANENTE LLEVADA A CABO EL MIÉRCOLES 10 DE JUNIO

DE 2026

El que suscribe, diputado federal Miguel Ángel Gue-
vara Rodríguez, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional en la LXVI Legislatura,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se adiciona un artículo 21 Bis a la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

México enfrenta desafíos ambientales cada vez más
complejos relacionados con el cambio climático, la
contaminación atmosférica, la sobreexplotación de re-
cursos naturales, la gestión de residuos, el estrés hídri-
co, la pérdida de biodiversidad y el crecimiento urba-
no desordenado. Estos fenómenos afectan
directamente la calidad de vida de millones de perso-
nas y representan una presión creciente sobre los eco-
sistemas y las capacidades institucionales de los go-
biernos locales.1 El deterioro ambiental ya no
constituye únicamente una preocupación ecológica;
actualmente representa un problema económico, sani-
tario, territorial y social de gran magnitud. Las afecta-
ciones derivadas de contaminación del aire, escasez de
agua, inundaciones, incendios forestales, degradación
de suelos, deficiente manejo de residuos sólidos y ex-
pansión urbana sin planeación generan costos crecien-
tes para las finanzas públicas, reducen la competitivi-
dad territorial y afectan directamente el bienestar de la
población.2

Los municipios desempeñan un papel estratégico en la
protección ambiental debido a que son el nivel de go-
bierno más cercano a la ciudadanía y concentran atri-
buciones fundamentales relacionadas con el ordena-
miento territorial, el manejo de residuos sólidos
urbanos, la regulación del desarrollo urbano, la presta-

ción de servicios públicos, la movilidad, el manteni-
miento de áreas verdes, la protección de ecosistemas
locales y la aplicación de diversas disposiciones am-
bientales. Desde el ámbito municipal se toman deci-
siones que inciden directamente en la calidad del en-
torno: la planeación del crecimiento urbano, la
autorización de usos de suelo, la gestión de parques y
jardines, la recolección y disposición de residuos, la
conservación de espacios públicos, la atención a de-
nuncias ciudadanas y la regulación de actividades que
pueden generar impactos ambientales. Además, la ac-
ción municipal resulta determinante porque muchos de
los problemas ambientales se manifiestan primero en
el territorio local. La acumulación de residuos en ca-
lles, barrancas o cuerpos de agua; la pérdida de áreas
verdes por expansión urbana; la falta de infraestructu-
ra para movilidad sustentable; la presión sobre los ser-
vicios públicos; la contaminación por actividades eco-
nómicas; y la vulnerabilidad frente a inundaciones,
sequías o altas temperaturas son fenómenos que afec-
tan de manera inmediata la vida cotidiana de las per-
sonas. Por ello, los municipios no solo deben ser vis-
tos como ejecutores administrativos, sino como
actores clave para prevenir riesgos, ordenar el territo-
rio y construir comunidades más sostenibles y resi-
lientes.

Sin embargo, las capacidades institucionales munici-
pales en materia ambiental presentan profundas des-
igualdades. Mientras algunos municipios han impulsa-
do políticas innovadoras relacionadas con reciclaje,
movilidad sustentable, eficiencia energética, digitali-
zación ambiental, protección de áreas naturales, ges-
tión hídrica, infraestructura verde, reforestación urba-
na o reducción de emisiones contaminantes, otros
continúan enfrentando rezagos importantes derivados
de limitaciones presupuestarias, técnicas y administra-
tivas. En muchos casos, las áreas ambientales munici-
pales operan con personal insuficiente, baja capacidad
de inspección, escasa información territorial actualiza-
da, limitada coordinación interinstitucional y pocos re-
cursos para dar continuidad a programas ambientales
de largo plazo. Esta desigualdad institucional provoca
que la protección ambiental dependa, en buena medi-
da, de la capacidad administrativa, financiera y técni-
ca de cada municipio. Como resultado, existen territo-
rios que logran avanzar en prácticas de sostenibilidad,
conservación ecológica y mejora urbana, mientras
otros enfrentan mayores dificultades para cumplir in-
cluso con funciones básicas de prevención, vigilancia,
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planeación y atención ambiental. Por ello, resulta ne-
cesario fortalecer las capacidades municipales y gene-
rar mecanismos que reconozcan, incentiven y acompa-
ñen a los gobiernos locales que implementen mejores
prácticas ambientales en beneficio de sus comunida-
des.

Actualmente, el diseño de los mecanismos de coordi-
nación y asignación de recursos públicos no incorpora
de manera suficiente incentivos vinculados con resul-
tados ambientales verificables. En la práctica, esto sig-
nifica que municipios que realizan esfuerzos relevan-
tes para mejorar su desempeño ambiental reciben
condiciones similares a aquellos que mantienen reza-
gos importantes en materia de sostenibilidad, protec-
ción ecológica o gestión ambiental.3 Lo anterior gene-
ra un problema de incentivos públicos. El sistema
actual no reconoce suficientemente a los municipios
que implementan mejores prácticas ambientales, forta-
lecen capacidades institucionales o desarrollan políti-
cas locales sostenibles. La presente iniciativa parte de
una premisa fundamental: la protección ambiental
también debe construirse desde el fortalecimiento ins-
titucional de los gobiernos locales.

Las políticas ambientales más exitosas a nivel interna-
cional han demostrado que los incentivos positivos
pueden generar mejores resultados que los esquemas
exclusivamente sancionatorios. Diversos organismos
internacionales, como la Organización para la Coope-
ración y el Desarrollo Económicos (OCDE), el Pro-
grama de las Naciones Unidas para el Medio Ambien-
te (PNUMA) y la Agenda 2030 de las Naciones
Unidas, han señalado la importancia de fortalecer me-
canismos de gobernanza ambiental multinivel, recono-
ciendo el papel estratégico de ciudades y municipios
en el cumplimiento de metas climáticas y de sosteni-
bilidad.4 El objetivo del Desarrollo Sostenible estable-
ce la necesidad de construir ciudades y comunidades
sostenibles, resilientes e incluyentes, al mismo tiempo
que se reconoce la urgencia de adoptar medidas inme-
diatas para combatir el cambio climático y mitigar sus
efectos sobre la población y los ecosistemas. Bajo es-
ta perspectiva, los gobiernos municipales han adquiri-
do un papel cada vez más relevante dentro de la agen-
da ambiental, debido a que son el nivel de gobierno
más apegado a la ciudadanía y el primero en enfrentar
muchas de las consecuencias derivadas del deterioro
ambiental, el crecimiento urbano desordenado y la
presión sobre los recursos naturales.

En México, diversos municipios han comenzado a im-
plementar políticas públicas orientadas a fortalecer la
sostenibilidad urbana y la protección ambiental, parti-
cularmente mediante acciones relacionadas con la se-
paración y reciclaje de residuos, la reducción de emi-
siones contaminantes, la promoción de movilidad
sustentable, el impulso a infraestructura verde, la efi-
ciencia energética, la recuperación de espacios públi-
cos, la protección de áreas naturales, la gestión inte-
gral del agua y la digitalización de trámites
ambientales. Asimismo, algunas administraciones lo-
cales han comenzado a desarrollar estrategias de adap-
tación climática, programas de reforestación urbana,
sistemas de captación de agua pluvial y mecanismos
de monitoreo ambiental, buscando reducir impactos
ecológicos y mejorar la calidad de vida de la pobla-
ción. Sin embargo, estos esfuerzos continúan siendo
aislados y muchas veces carecen de incentivos institu-
cionales, instrumentos económicos o mecanismos de
reconocimiento que permitan fortalecerlos y replicar-
los en otras regiones del país.5

La presente iniciativa tiene como objetivo crear un
Sistema de Incentivos e Instrumentos sobre Desarrollo
Sustentable dirigido a reconocer, promover y fortale-
cer a los municipios que acrediten avances verificables
en desempeño ambiental, sostenibilidad, protección
ecológica, gestión integral de residuos, manejo susten-
table del agua, reducción de emisiones contaminantes,
protección de áreas verdes, movilidad sustentable y
demás acciones orientadas a la preservación del equi-
librio ecológico y la protección al ambiente. El objeti-
vo no consiste en generar cargas burocráticas adicio-
nales ni establecer mecanismos discrecionales de
asignación de recursos, sino promover un modelo de
mejora continua basado en resultados medibles, crite-
rios objetivos, indicadores técnicos y mecanismos
transparentes de evaluación ambiental.

El Sistema de Incentivos e Instrumentos sobre Des-
arrollo Sustentable permitirá impulsar una cultura ins-
titucional orientada al fortalecimiento de políticas pú-
blicas sostenibles y de mejora continua en los
gobiernos municipales, promoviendo el desarrollo de
capacidades técnicas y administrativas que permitan
atender de manera más eficiente los desafíos ambien-
tales que enfrentan las ciudades y comunidades del pa-
ís. Asimismo, contribuirá a mejorar indicadores am-
bientales locales mediante el fortalecimiento de
estrategias relacionadas con sostenibilidad urbana,
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protección ecológica, resiliencia climática y gestión
responsable de recursos naturales.

De igual forma, el sistema incentivará la innovación
pública ambiental, el diseño de políticas sostenibles de
largo plazo, la transparencia en la gestión ambiental y
la coordinación entre los distintos órdenes de gobier-
no, permitiendo generar mecanismos de cooperación
institucional orientados a fortalecer modelos locales
de desarrollo sustentable. Además, favorecerá la gene-
ración de una competencia positiva entre municipios,
incentivando la implementación de mejores prácticas
ambientales, el intercambio de experiencias y la con-
solidación de modelos de gobernanza ambiental más
eficientes y modernos. Entre los criterios que podrán
considerarse para la evaluación del desempeño am-
biental municipal destacan aquellos relacionados con
el manejo integral de residuos sólidos, el tratamiento y
reúso de agua, la protección y recuperación de áreas
verdes, la eficiencia energética, la movilidad sustenta-
ble, la reducción de emisiones contaminantes, las ac-
ciones de mitigación y adaptación frente al cambio cli-
mático, la preservación de biodiversidad, la
digitalización de trámites ambientales y el cumpli-
miento de metas e indicadores ambientales verifica-
bles.

Estos elementos permitirán construir mecanismos de
evaluación más objetivos, transparentes y orientados a
resultados medibles en materia de sostenibilidad y
protección ambiental. La implementación de incenti-
vos e instrumentos sobre desarrollo sustentable tam-
bién representa una herramienta estratégica para forta-
lecer la resiliencia territorial frente al cambio
climático, particularmente en un contexto donde las
ciudades mexicanas enfrentan crecientes riesgos rela-
cionados con sequías, inundaciones, contaminación at-
mosférica y estrés hídrico.

La Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente ya reconoce la relevancia de los in-
centivos y de los instrumentos económicos como he-
rramientas para orientar la política ambiental. En
particular, el artículo 21 establece que la Federación,
las entidades federativas y los municipios, en el ámbi-
to de sus respectivas competencias, diseñarán, des-
arrollarán y aplicarán instrumentos económicos que
incentiven el cumplimiento de los objetivos de la polí-
tica ambiental. Asimismo, el artículo 22 distingue los
instrumentos económicos de carácter fiscal, financiero

y de mercado, por lo que resulta necesario que cual-
quier propuesta legislativa en esta materia sea con-
gruente con dicha estructura normativa y evite dupli-
cidades.

Por ello, la presente iniciativa no busca crear una atri-
bución aislada dentro del artículo 5o., relativo a las fa-
cultades de la Federación, sino incorporar un artículo
21 Bis dentro del capítulo correspondiente a los ins-
trumentos de política ambiental, a fin de establecer un
sistema específico que articule incentivos, mecanis-
mos de asistencia técnica, reconocimiento institucio-
nal y, en su caso, instrumentos económicos conforme
a la propia ley. Con ello, se fortalece la técnica legis-
lativa de la propuesta y se garantiza su congruencia
con el diseño normativo vigente de la LGEEPA.

La presente iniciativa encuentra sustento jurídico y
constitucional en diversos preceptos que reconocen el
derecho a un medio ambiente sano y las obligaciones
del Estado mexicano en materia de protección am-
biental. El artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos reconoce el derecho de
toda persona a un medio ambiente sano para su des-
arrollo y bienestar. Del mismo modo, el artículo 115
constitucional reconoce las atribuciones municipales
relacionadas con servicios públicos, desarrollo urbano
y administración territorial.

Con base en estos preceptos, se propone adicionar un
artículo 21 Bis a la Ley General del Equilibrio Ecoló-
gico y la Protección al Ambiente, para establecer un
Sistema de Incentivos e Instrumentos sobre Desarrollo
Sustentable dirigido a reconocer, promover y fortale-
cer a los municipios que acrediten avances verificables
en desempeño ambiental.

Decreto

Artículo Único. Se adiciona un artículo 21 Bis a la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente, para quedar como sigue:

Artículo 21. La Federación y las entidades federati-
vas, en el ámbito de sus respectivas competencias, di-
señarán, desarrollarán y aplicarán instrumentos econó-
micos que incentiven el cumplimiento de los objetivos
de la política ambiental, y mediante los cuales se bus-
cará:
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I. a V. …

Artículo 21 Bis. La federación, las entidades fede-
rativas y los municipios, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias y de conformidad con lo dis-
puesto en esta ley, podrán establecer un Sistema de
Incentivos e Instrumentos sobre Desarrollo Susten-
table dirigido a reconocer, promover y fortalecer a
los municipios que acrediten avances verificables
en desempeño ambiental, sostenibilidad, protección
ecológica, gestión integral de residuos, manejo sus-
tentable del agua, reducción de emisiones contami-
nantes, protección de áreas verdes, movilidad sus-
tentable y demás acciones orientadas a la
preservación del equilibrio ecológico y la protec-
ción al ambiente.

Los lineamientos, criterios de evaluación, indicado-
res y mecanismos de operación del Sistema debe-
rán observar principios de objetividad, transparen-
cia, sostenibilidad, mejora continua y evaluación
técnica verificable, considerando el carácter am-
biental, económico y social del desarrollo sustenta-
ble previsto en esta Ley.

Los incentivos y, en su caso, los instrumentos eco-
nómicos previstos en el Sistema podrán consistir,
conforme a la disponibilidad presupuestaria, en ac-
ceso preferente a programas de fortalecimiento ins-
titucional, asistencia técnica, fondos concursables,
mecanismos de coinversión, capacitación, innova-
ción pública ambiental y demás mecanismos orien-
tados a fortalecer las capacidades municipales en
materia de desarrollo sustentable, sin perjuicio de
los instrumentos económicos previstos en el artícu-
lo 22 de esta ley.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Secretaría de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales contará con un plazo no mayor a 180 dí-
as naturales para emitir los lineamientos generales pa-
ra la implementación y operación del Sistema de
Incentivos e Instrumentos sobre Desarrollo Sustenta-
ble previsto en el artículo 21 Bis de esta ley.

Tercero. Los lineamientos generales deberán estable-
cer los criterios de evaluación, indicadores, mecanis-
mos de operación y parámetros técnicos verificables
del sistema, considerando aspectos relacionados con
gestión ambiental, sostenibilidad, protección ecológi-
ca, resiliencia climática y fortalecimiento institucional
municipal.

Cuarto. La implementación del sistema deberá reali-
zarse de manera progresiva y conforme a la disponibi-
lidad presupuestaria correspondiente.

Notas

1 https://www.gob.mx/inecc/articulos/estudios-e-inves-
tigaciones-281965

2 https://www.gob.mx/inecc

3 https://www.gob.mx/sedatu

4 https://agenda2030lac.org/es/ods/11-ciudades-y-comunidades-

sostenibles

5 https://cambioclimatico.gob.mx/reunen-semarnat-e-inecc-a-re-

presentantes-de-municipios-mas- vulnerables-para-implementar-

a c c i o n e s - d e - a d a p t a c i o n - a l - c a m b i o -

climatico/?utm_source=chatgpt.com

Sede de la Comisión Permanente,
10 de junio de 2026.

Diputado Miguel Ángel Guevara Rodríguez (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales.

Junio 10 de 2026.)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 50 DE LA LEY GENERAL DE

LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, RE-
CIBIDA DE LA DIPUTADA PAOLA MILAGROS ESPINOSA

SÁNCHEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN, EN LA

SESIÓN DE LA COMSIÓN PERMANENTE LLEVADA A CABO

EL MIÉRCOLES 10 DE JUNIO DE 2026

La suscrita, diputada Paola Milagros Espinosa Sán-
chez, en nombre propio y de las diputadas y los dipu-
tados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional en la LXVI Legislatura del Congre-
so de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción
I; 76, numeral 1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a
consideración de esta soberanía iniciativa con proyec-
to de decreto por el que se reforma el artículo 50 de la
Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes, conforme a la siguiente:

Exposición de Motivos

La protección y garantía de los derechos de niñas, ni-
ños y adolescentes constituye una de las responsabili-
dades centrales del Estado mexicano, en tanto que de
su ejercicio efectivo depende el desarrollo individual
de este grupo poblacional y el bienestar general de la
sociedad. La infancia y la adolescencia representan
etapas decisivas en la formación física, emocional,
cognitiva y social de las personas, por lo que la actua-
ción pública durante estos periodos tiene efectos di-
rectos y duraderos a lo largo de la vida.

El orden jurídico nacional ha reconocido de manera
progresiva a niñas, niños y adolescentes como titulares
plenos de derechos, esta concepción ha transformado
el papel del Estado, que hoy se encuentra obligado a
diseñar normas, políticas públicas y acciones institu-
cionales orientadas a garantizar condiciones reales pa-
ra el ejercicio de tales derechos, bajo el principio del
interés superior de la niñez.

Dentro de este marco, el derecho a la salud ocupa una
posición central debido a su estrecha vinculación con
derechos como la alimentación adecuada, la educa-
ción, el desarrollo integral y la vida digna. La protec-
ción de la salud durante la infancia y la adolescencia
exige una aproximación preventiva e integral, susten-
tada en evidencia científica y en la identificación de

los factores que inciden de manera directa en el bien-
estar físico y mental de este grupo.

En México, la situación de salud de niñas, niños y ado-
lescentes se encuentra marcada, entre otras, por trans-
formaciones sociales, económicas y culturales que han
modificado los patrones de alimentación, de actividad
física y de organización del tiempo cotidiano. Dichos
cambios han generado nuevas formas de riesgo que re-
quieren ser atendidas desde el ámbito legislativo, con
el propósito de asegurar que el marco normativo res-
ponda a la realidad y desafíos actuales que enfrenta la
infancia.

La Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y
Adolescentes constituye el eje rector de la política pú-
blica en la materia y expresa el compromiso de todas
las autoridades con la protección integral de este sec-
tor de la población, sin embargo, como todo ordena-
miento jurídico, requiere de procesos de actualización
que permitan fortalecer la eficacia de los derechos re-
conocidos y adecuar su contenido a problemáticas en
evolución.

En este contexto, resulta pertinente analizar el derecho
a la salud y las obligaciones específicas de las autori-
dades en materia nutrición, actividad física y estilos de
vida saludables. La evidencia científica y los datos ofi-
ciales muestran que la desnutrición, el sobrepeso, la
obesidad, los trastornos de la conducta alimentaria y el
sedentarismo, se han consolidado como problemas es-
tructurales que afectan de manera directa el desarrollo
integral de niñas, niños y adolescentes.

Al respecto, de acuerdo con la Encuesta Nacional de
Salud y Nutrición (Ensanut 2020-2024), 14.1 por cien-
to de las niñas y niños menores de cinco años presen-
ta talla baja por desnutrición crónica, mientras que el
4.1 por ciento registra bajo peso y el 1.3 por ciento
desnutrición aguda, problemática que se intensifica en
contextos de pobreza, marginación y población indí-
gena.1

Paralelamente, el sobrepeso y la obesidad infantil con-
tinúan siendo uno de los principales problemas de sa-
lud pública ya que se estima que 36.6 por ciento de la
población escolar entre 5 y 11 años presenta sobrepe-
so u obesidad, mientras que en la población adoles-
cente de 12 a 19 años la prevalencia asciende a 40.1
por ciento, lo que significa que más de 12 millones de
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niñas, niños y adolescentes viven con esta condición
en el país.2

A lo anterior se suma el sedentarismo, reconocido a ni-
vel internacional como uno de los principales factores
de riesgo para el desarrollo de enfermedades no trans-
misibles.3 La Organización Mundial de la Salud ha ad-
vertido que la inactividad física es responsable de un
porcentaje significativo de la carga mundial de morbi-
lidad y que más de 80 por ciento de los adolescentes
no cumple con la recomendación mínima de 60 minu-
tos diarios de actividad física.

En México, únicamente 32.6 por ciento de la pobla-
ción escolar de entre 10 y 14 años realiza en promedio
una hora de actividad física de intensidad moderada a
vigorosa al menos cuatro días a la semana.4 Asimismo,
35.9 por ciento de los adolescentes entre 15 y 19 años
presenta inactividad física y 25 por ciento de este gru-
po etario mantiene tiempos elevados de comporta-
miento sedentario.

La persistencia del sedentarismo en niñas, niños y
adolescentes representa un factor de riesgo relevan-
te para su salud física y mental ya que se ha docu-
mentado que las conductas sedentarias, especial-
mente aquellas asociadas con el uso prolongado de
pantallas como televisión, videojuegos y dispositi-
vos móviles se relacionan directamente con el incre-
mento del sobrepeso y la obesidad, así como con la
presencia temprana de enfermedades cardiovascula-
res y metabólicas.

De manera adicional, los periodos prolongados de in-
actividad física se vinculan con alteraciones en la con-
dición física general, así como con afectaciones en el
desarrollo muscular y óseo. Estas condiciones adquie-
ren especial relevancia durante la infancia y la adoles-
cencia, al tratarse de etapas determinantes para el des-
arrollo integral.

En el ámbito cognitivo y emocional, el sedentarismo
se asocia con menores niveles de atención, memoria y
funciones ejecutivas, así como con una mayor preva-
lencia de ansiedad, depresión, baja autoestima y difi-
cultades en la interacción social, lo que incide negati-
vamente en el bienestar de las niñas, niños y
adolescentes.5

En este sentido, la practica regular del deporte consti-

tuye una herramienta fundamental para la promoción
de la salud, no solo por sus beneficios físicos, sino
también por su contribución al desarrollo de las habi-
lidades sociales, valores como la disciplina, el trabajo
en equipo, la inclusión y la convivencia pacífica. El
deporte, entendido como una actividad formativa, re-
creativa y accesible, debe ser promovido por el Estado
como parte integral de las acciones dirigidas a garan-
tizar el desarrollo pleno de la infancia y la adolescen-
cia.

Es por lo anterior que surge la necesidad de fortalecer
acciones orientadas a promover la activación física, la
práctica del deporte y en general, los hábitos saluda-
bles desde edades tempranas, como medidas funda-
mentales para prevenir enfermedades y mejorar la ca-
lidad de vida de las infancias.

El artículo 50, fracción VIII, de la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes establece
actualmente la coordinación que debe existir entre las
autoridades de los tres órdenes de gobierno para com-
batir la desnutrición, el sobrepeso, la obesidad y otros
trastornos de la conducta alimentaria mediante la pro-
moción de una alimentación equilibrada, el consumo
de agua potable y el fomento del ejercicio físico.

Si bien, esta disposición contempla elementos rele-
vantes de la política preventiva, su redacción no incor-
pora de manera expresa al sedentarismo como un fac-
tor de riesgo ni destaca la práctica regular del deporte
como componente estructural de la protección del de-
recho a la salud.

Por ello, la presente iniciativa tiene por objeto fortale-
cer el contenido normativo de dicha fracción, incorpo-
rando de manera explícita el combate al sedentarismo
y la promoción de la práctica regular del deporte, con
el fin de dotar a las autoridades de un mandato más
preciso y acorde con la evidencia científica y los es-
tándares internacionales en materia de salud infantil y
adolescente.

Adicionalmente, se precisa que la propuesta se susten-
ta en el artículo 4o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, que reconoce el derecho a
la protección de la salud y establece el interés superior
de la niñez como principio rector de la actuación del
Estado.
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El artículo 1o. constitucional establece, además, el
principio de progresividad de los derechos humanos,
que obliga a las autoridades a ampliar y fortalecer su
contenido cuando las condiciones sociales y la infor-
mación disponible así lo demanden. La incorporación
expresa del sedentarismo y de la práctica regular del
deporte se inscribe en esta lógica de fortalecimiento
normativo.

De igual forma, la propuesta de reforma guarda con-
gruencia con la Ley General de Salud, que privilegia
la prevención como eje de la política sanitaria, así co-
mo con diversas estrategias implementadas tanto en
administraciones pasadas como en la actual. Entre
ellas destaca de la estrategia “Mundial social 2026”,
impulsada por el gobierno federal a través de la Secre-
taría de Salud, cuyo objetivo es promover en escuelas
y comunidades la prevención de enfermedades cróni-
cas no transmisibles mendiente acciones orientadas a
fomentar la activación física, el autocuidado y la re-
ducción del sedentarismo.6

Si bien se reconoce que en los últimos años distintos
gobiernos han colocado en la agenda pública la im-
portancia de combatir el sedentarismo y promover es-
tilos de vida saludables, estas acciones, aunque positi-
vas, no pueden depender únicamente de programas
temporales o estrategias administrativas sujetas a cam-
bios de gobierno. Es necesario dar un paso adicional y
establecer en la ley bases claras y permanentes que ga-
ranticen la implementación de políticas públicas de
prevención, con enfoque integral y continuidad insti-
tucional.

Finalmente, en el plano internacional, esta propuesta
se alinea con la Convención sobre los Derechos del
Niño, particularmente con su artículo 24, que recono-
ce el derecho al disfrute de más alto nivel posible de
salud y obliga a los Estados parte a adoptar medidas
orientadas a la prevención de la malnutrición y las en-
fermedades mediante acciones preventivas.7 El Comi-
té de los Derechos del Niño, en su Observación Gene-
ral No. 15, ha señalado que la promoción de estilos de
vida saludables, incluida la actividad física regular y el
deporte, forman parte esencial del contenido del dere-
cho a la salud.

En suma, el fortalecimiento del marco jurídico en ma-
teria de salud infantil y adolescente resulta indispensa-
ble para enfrentar los desafíos actuales que inciden en

el desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes.
Atender de manera preventiva factores de riesgo como
el sedentarismo, así como promover condiciones que
favorezcan estilos de vida activos y saludables, consti-
tuye una responsabilidad ineludible del Estado, orien-
tada a garantizar el ejercicio efectivo del derecho a la
salud y el interés superior de la niñez.

Para mayor claridad, a continuación, se compara el
texto vigente de la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes, con la respectiva propues-
ta de reforma:

Por lo expuesto, someto a la consideración de esta so-
beranía la presente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforma el artículo 50 de la
Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y
Adolescentes

Único. Se reforma la fracción VIII del artículo 50 de
la Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y
Adolescentes, para quedar como sigue:

Artículo 50. …

I. a VII. …

Combatir la desnutrición crónica y aguda, sobrepe-
so y obesidad, así como otros trastornos de conduc-
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ta alimentaria y el sedentarismo mediante la pro-
moción de una alimentación equilibrada, el consu-
mo de agua potable, el fomento del ejercicio físico,
la práctica deportiva regular, e impulsar progra-
mas de prevención e información sobre estos temas;

IX. a XVIII. …

…

…

…

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Desnutrición y sobrepeso en menores de cinco años en localida-

des urbanas y rurales de México. Encuesta Nacional de Salud y

Nutrición (Ensanut 2020-2024). Disponible en: https://saludpubli-

ca.mx/index.php/spm/article/view/17050/12749

2 Prevalencia nacional y estatal de sobrepeso y obesidad en esco-

lares y adolescentes en México y factores asociados. Ensanut

2020-2024 Disponible en: https://ensanut.insp.mx/encuestas/ensa-

n u t c o n t i n u a 2 0 2 4 / d o c t o s / a n a l i t i c o s / 1 7 3 1 1 -

Texto%20del%20art%C3%ADculo-92189-1-10-20251118.pdf

3 ¿Cómo afecta el sedentarismo a la salud? La UNAM lo analiza.

UNAM Global Revista. Disponible en:

https://unamglobal.unam.mx/global_revista/como-afecta-el-se-

dentarismo-a-la-salud-la-unam-lo- analiza/4 La actividad física en

México. Una perspectiva Actual. Instituto Belisario Domínguez.

Disponible en: http://www.bibliodigitalibd.senado.gob.mx/bitstre-

am/handle/123456789/6585/Mirada%20Legislativa%20La%20act

ividad%20f%C3%ADsica%20en%20M%C3%A9xico.pdf?se-

quence=1&isAllowed=y

5 Can physical activity counteract the negative ecects of sedentary

behavior on the physical and mental health of children and adoles-

cents? A narrative review. National Library of Medicine. Disponi-

ble en: https://pubmed.ncbi.nlm.nih.gov/39157520/

6 Secretearía de Salud fortalece la prevención y atención tempra-

na del sobrepeso y la obesidad. Disponible en:

https://www.gob.mx/salud/articulos/secretaria-de-salud-fortalece-

la-prevencion-y-atencion-temprana-del-sobrepeso-y-la-obesidad

7 Convención sobre los Derechos del Niño. Disponible en:

https://www.un.org/es/events/childrenday/pdf/derechos.pdf

Ciudad de México, sede de la Comisión Permanente,
a 10 de junio de 2026.

Diputada Paola Milagros Espinosa Sánchez (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia.

Junio 10 de 2026.)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRA-
TIVAS, EN MATERIA DE ACOSO Y HOSTIGAMIENTO SEXUAL

EN EL SERVICIO PÚBLICO, RECIBIDA DEL DIPUTADO JAVIER

TAJA RAMÍREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORE-
NA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL

MIÉRCOLES 10 DE JUNIO DE 2026

El que suscribe, diputado Javier Taja Ramírez, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; así como en los artículos 6, nume-
ral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración de esta sobe-
ranía iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley
General de Responsabilidades Administrativas, en ma-
teria de acoso y hostigamiento sexual en el servicio
público, al tenor de la siguiente
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Exposición de Motivos

El ejercicio del servicio público exige algo más que el
cumplimiento formal de la ley, implica actuar con la
congruencia del cargo, la integridad y respeto hacia to-
das las personas. Sin embargo, dentro de las institu-
ciones aún se presentan conductas que vulneran estos
principios, particularmente aquellas relacionadas con
el acoso y el hostigamiento sexual.

“El 2023 cerró con mil 380 denuncias y la mayoría
de mujeres que señalaron sufrir hostigamiento se-
xual en escuelas, hospitales y dependencias guber-
namentales”.1

Este tipo de prácticas no sólo afectan a quienes las
padecen, son actos que también deterioran el am-
biente laboral, inhiben la participación en condicio-
nes de igualdad y debilitan la confianza en las auto-
ridades. La presencia de estas conductas refleja el
uso indebido de posiciones de poder y pone en evi-
dencia la necesidad de fortalecer los mecanismos de
control y sanción.

Una situación que pareciera ser normalizada dentro de
diversos lugares de trabajo, sin embargo, son un flage-
lo que debe ser erradicado, pues tan sólo como ejem-
plo, uno de los casos más recientes se dio en el estado
de Guanajuato:

“Guanajuato. La Procuraduría de los Derechos
Humanos del Estado de Guanajuato (Prodheg) in-
vestiga 23 denuncias por acoso sexual presentadas
por mujeres que trabajan en cuatro dependencias
estatales y ocho gobiernos municipales, informó la
titular del organismo, Karla Alcaraz Olvera.2

Y aunque el marco jurídico ha avanzado en materia de
responsabilidades administrativas, no siempre ofrece
herramientas claras para enfrentar estas situaciones
con la contundencia que ameritan. El acoso y hostiga-
miento sexual siguen siendo los grandes retos con el
que, particularmente, las mujeres tienen que lidiar a
diario y soportar dichas conductas en sus lugares de
trabajo, pues de lo contrario pueden verse afectadas en
lo que representa el sustento económico de ellas y de
sus familias.

Al respecto, nuestra Constitución, los tratados interna-
cionales e incluso las leyes generales como el Código

Penal Federal y la Ley General de Acceso de las Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencias sancionan este ti-
po de ilícitos, no obstante la falta de una regulación es-
pecífica dentro de la Ley General de
Responsabilidades Administrativas genera espacios de
ambigüedad que puede traducirse en respuestas insufi-
cientes frente a hechos de especial gravedad, sobre to-
do cuando un servidor público, en su calidad de perso-
na que ostenta un cargo u comisión de alto rango,
abusa de su autoridad para cometer estos ilícitos en
perjuicio de sus subordinadas.

“Las cinco instituciones públicas con el mayor nú-
mero de denuncias fueran Petróleos Mexicanos (Pe-
mex), con 155; Universidad Nacional Autónoma de
México (UNAM), con 128; la Universidad Autóno-
ma Metropolitana (UAM) con 40; el Colegio de Ba-
chilleres, con 38; el Instituto de Seguridad y Servi-
cios Sociales de los trabajadores del Estado
(ISSSTE), con 28, mientras que el Servicio de Pro-
tección Federal (SPF) sumó 27.

También destaca que la mayoría de las quejas ter-
minaron archivadas o con sanciones leves a los res-
ponsables, como toma de cursos de sensibilización,
suspensión de días de trabajo o amonestaciones es-
critas o verbales”.2

Ante este panorama, la propuesta busca incorporar de
manera expresa dichas conductas como faltas admi-
nistrativas graves, estableciendo consecuencias acor-
des con el daño que provocan. Con ello, se pretende
cerrar vacíos normativos y dotar de mayor certeza a
las autoridades encargadas de su investigación y reso-
lución.

De igual forma, en la presente propuesta se plantea re-
forzar las directrices que orientan el actuar de las per-
sonas servidoras públicas, incorporando la obligación
de conducirse bajo criterios de igualdad sustantiva.

Este elemento no se concibe únicamente como un
principio declarativo, sino como una pauta concreta de
comportamiento en el desempeño cotidiano.

El endurecimiento de las sanciones responde a la ne-
cesidad de generar un efecto preventivo real. La fina-
lidad no se limita a castigar, sino a desincentivar cual-
quier conducta que atente contra la dignidad y la
integridad de las personas dentro del ámbito institu-
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cional. Refuércese con la siguiente jurisprudencia del
Poder Judicial de la Federación.

“Registro digital: 2029094
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Undécima Época
Materia(s): Laboral, Constitucional
Tesis: 1 2o.T.18 L (11a.)
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Fede-
ración, Libro 39, Julio de 2024, Tomo1, Volumen 2,
página 1850
Tipo: Tesis Aislada

Acoso sexual en los centros de trabajo. Los pro-
cesos jurisdiccionales que involucren esa con-
ducta deben juzgarse con perspectiva de género
y garantizar la participación efectiva de la pre-
sunta víctima, aun cuando no sea parte procesal.

Hechos: Una persona trabajadora demandó de la
universidad patronal su reinstalación con motivo
del despido injustificado del que adujo fue objeto.
La demandada argumentó que la rescisión de su
contrato individual de trabajo se debió a la falta de
probidad y honradez, en virtud de los actos de aco-
so sexual en que incurrió contra una docente.

La Junta condenó a la reinstalación y demás presta-
ciones reclamadas. Criterio jurídico: Este Tribunal,
Colegiado de Circuito determina que los procesos
jurisdiccionales que involucren acoso sexual en los
centros de trabajo deben juzgarse con perspectiva
de género y garantizar la participación efectiva de la
presunta víctima, aun cuando no sea parte procesal.

Justificación: De conformidad con el parámetro de
regularidad constitucional del derecho, de las muje-
res a una vida libre de violencia y a la erradicación
del acoso en los centros de trabajo, establecido en
los artículos 1o. y 4o., primer párrafo, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2
y 7 de, la Convención

Interamericana para Prevenir, Sancionar Erradicar
la Violencia contra la Mujer, “Convención de Be-
lém do Pará”, 4 y 10 del Convenio 190 sobre la Eli-
minación de la Violencia y el Acoso en el Mundo
del Trabajo, de la Organización internacional del
Trabajo (OIT) y 1 en la Convención sobre la Elimi-
nación de Todas las Formas de Discriminación con-

tra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés), es
obligación de los Estados establecer procedimien-
tos justos y eficaces en los que, se garantice a la víc-
tima la correcta, investigación de los actos de acoso
sexual y su acceso efectivo a los mismos; para ello
es necesario dotarla de los elementos que le permi-
tan estar al tanto, no sólo del resultado de aquéllos,
sino también de su: desarrollo, lo cual se cristaliza
cuando se respeta su derecho de acceso a la infor-
mación, se garantiza su participación efectiva y la
no re victimización. Por tanto la autoridad laboral
debe garantizar la participación efectiva de la pre-
sunta víctima en el procedimiento, en aras de evitar
su re victimización, aun cuando no sea parte proce-
sal en el juicio laboral, pues no debe obviarse su si-
tuación, toda vez que ello equivaldría a invisibili-
zar, normalizar y perpetuar las desigualdades de un
grupo históricamente desventajado, lo cual trata de
erradicar la perspectiva de género”.4

Por lo anteriormente expuesto, la iniciativa busca con-
tribuir a la construcción de espacios laborales más se-
guros, así como a consolidar una administración pú-
blica congruente con los valores que la legitiman.

Para una perspectiva más clara de esta iniciativa, se
presenta el siguiente cuadro comparativo:
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Por las razones expuestas, en ejercicio de la facultad
conferida en el artículo 71, fracción I, de la Constitu-

ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en lo dispuesto por los artículos 6, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, se somete a
consideración del pleno de esta soberanía iniciativa
con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley General de Responsabi-
lidades Administrativas

Articulo Único. Se reforman los artículos 6o., 7o. y
78, y se adiciona un artículo 64 Quinquies a la Ley Ge-
neral de Responsabilidades Administrativas, para que-
dar de la siguiente manera:

Artículo 6. Todos los entes públicos están obligados a
crear y mantener condiciones estructurales y normati-
vas que permitan el adecuado funcionamiento del Es-
tado en su conjunto, y la actuación ética y responsable
de cada Persona Servidora Pública, en el marco del
respeto a los derechos humanos reconocidos en la
Constitución federal, incluyendo la buena adminis-
tración pública y la perspectiva de género.

Artículo 7. Las Personas Servidoras Públicas obser-
varán en el desempeño de su empleo, cargo o comi-
sión, los principios de austeridad, disciplina, legalidad,
objetividad, profesionalismo, honradez, lealtad impar-
cialidad, integridad, rendición de cuentas, eficacia, efi-
ciencia y racionalidad en el uso de los recursos públi-
cos, mismos que rigen el servicio público.

Para la efectiva aplicación de dichos principios, las
Personas Servidoras Públicas observarán las siguien-
tes directrices:

I. a VII. …

VII Bis. Promover, respetar, proteger y garantizar
el respeto irrestricto en el marco de la igualdad sus-
tantiva.

VIII a XIII. …

Artículo 64 Quinquies. Son faltas administrativas
graves todos los actos de acoso u hostigamiento sexual
realizado por parte de los servidores públicos.

Artículo 78. Las sanciones administrativas que im-
ponga el Tribunal a los Servidores Públicos, derivado
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de los procedimientos por la comisión de faltas admi-
nistrativas graves, consistirán en:

I. a IV. …

…

La suspensión del empleo, cargo o comisión que se
imponga podrá ser de treinta a noventa días natura-
les.

En casos de acoso u hostigamiento sexual, las
sanciones se aumentarán al doble de la que co-
rresponda cuando el autor tuviere alguna rela-
ción laboral que implique una subordinación de
la víctima.

La inhabilitación en los casos de acoso u hostiga-
miento sexual será de seis a doce años.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 https://política.expansion.mx/mexico/2024/11/28/denuncias-

acoso-sexual-aumentan-dependencias-de-gobierno

2 https://www.elimparcial.com/mexico/2025/11/28/denuncian-ser-

vidoras-publicas-violencia-laboral-y-sexual-la-procuraduria-de-

los-derechos-humanos-del-estado-de-guanajuato-investiga-23-de-

nuncias-que-involucran-a-funsionarias-de-12-dependencias-de-go

bierno/ 

3 https://www.eluniversal.com.mx/nacion/crecen-acoso-y-agre-

sion-en-el-sector-publico/

4 https://bj.scjn.gob.mx/documento/tesis/2029094 

Senado de la República, sede de la 
Comisión Permanente, a 10 de junio de 2026.

Diputado Javier Taja Ramírez (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción. Junio

10 de 2026.)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY GENERAL DE MECANISMOS ALTERNATIVOS DE

SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS, EN MATERIA DE CULTURA

DE PAZ, RECIBIDA DEL DIPUTADO ROBERTO MEJÍA MÉN-
DEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA

SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES

10 DE JUNIO DE 2026

El que suscribe, diputado Roberto Mejía Méndez, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena en la
LXVI Legislatura del Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 55, fracción II, del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, somete a consideración del
pleno la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman y adicionan diversas disposi-
ciones de la Ley General de Mecanismos Alternativos
de Solución de Controversias, en materia de cultura
de paz. 

Exposición de Motivos 

En México existe un mandato en materia penal a par-
tir de la reforma constitucional de 2008, con lo que se
crearon los órganos especializados en mecanismos al-
ternativos de solución de controversias (MASC) en los
poderes judiciales estatales, que en su conjunto reci-
bieron 247,183 asuntos, de los cuales 234,804 se con-
cluyeron, según datos del Censo Nacional de Imparti-
ción de Justicia Estatal 2024 del Instituto Nacional de
Estadística y Geografía (Inegi), con datos correspon-
dientes al ejercicio 2023, esta extraordinaria eficiencia
resolutiva demuestra que los mecanismos alternativos
no son un complemento opcional del sistema de justi-
cia, sino uno de sus pilares más productivos y con ma-
yor potencial de crecimiento.

Los datos del Inegi del mismo censo indican que algu-
nas entidades pueden lograr mejores resultados que
otras, como en Jalisco, con su Instituto de Justicia Al-
ternativa, que cuenta con 29 oficinas de atención dis-
tribuidas en todo el estado, donde abrieron 18,240 ex-
pedientes en 2024, mientras que en otras entidades
muestran una infraestructura mínima y tasas de uso
muy bajas, por lo que ese desequilibrio no se resuelve
con más infraestructura física, sino que se requiere que
la ley establezca mandatos precisos de difusión, vin-
culación de la comunidad y cultura de la paz que mo-
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tiven a la ciudadanía a preferir la vía alternativa sobre
la contenciosa.

La Universidad Nacional Autónoma de México
(UNAM), en su estrategia Cultura de Paz: un Semille-
ro Universitario, menciona que la violencia se ha nor-
malizado como forma de vida y que las instituciones
del Estado tienen la responsabilidad de construir me-
canismos pacíficos para resolver conflictos, señalando
que esta transformación debe llegar a todos los ámbi-
tos de la vida, incluyendo el sistema de justicia y sus
mecanismos alternativos. 

Héctor Fix-Fierro investigador del Instituto de Investi-
gaciones Jurídicas de la UNAM, ha señalado que el
acceso a la justicia en México es un derecho incom-
pleto, porque la cultura jurídica dominante privilegia
la confrontación adversaria! sobre el acuerdo y el diá-
logo, por lo que incorporar la cultura de la paz como
principio rector autónomo de la Ley General de Meca-
nismos Alternativos de Solución de Controversias
(LGMASC) aportara una base teórica y empírica sóli-
da que incrementa el alcance transformador del siste-
ma de justicia alternativa. 

En el campo internacional, William Ury, codiseñador
del método de negociación de Harvard y autor de Ob-
tenga el Sí (1981, con Roger Fisher) y El camino del sí
(2000), ha demostrado con sus investigaciones que la
resolución de conflictos basada en intereses produce
acuerdos más estables y satisfactorios para ambas par-
tes, que evitan la violencia directa de un conflicto sin
resolver y que construyen condiciones de una convi-
vencia no violenta, por lo que la cultura de paz no es un
ideal, sino que se convierte en una herramienta prácti-
ca y comprobada para solucionar conflictos de manera
efectiva, sostenible y orientada al bienestar común. 

La Asamblea General de la Organización de las Na-
ciones Unidad a través de su resolución y programa de
Acción sobre una Cultura de Paz identifica el compro-
miso con el arreglo pacífico de los conflictos como
uno de los valores constitutivos de la Cultura de la
Paz, así mismo, los Principios básicos sobre la utiliza-
ción de programas de justicia restaurativa adoptados
por el Consejo Económico y Social de la ONU en
2002 establecen que los programas pueden usarse en
cualquier etapa del proceso penal y que sus resultados
deben asegurar la reparación integral del daño a las
víctimas.

Nuestra Carta Magna en el artículo 1o. consagra el
principio pro persona y la obligación de todas las au-
toridades de promover, respetar, proteger y garantizar
los derechos humanos conforme a los principios de
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y pro-
gresividad, así mismo, el artículo 17°, reconoce el de-
recho de toda persona a que sus controversias sean re-
sueltas mediante mecanismos alternativos de solución
de controversias en los términos que establezca la ley
y dispone que las leyes preverán mecanismos alterna-
tivos de solución de controversias con el fin de “pro-
piciar que los particulares puedan resolver sus diferen-
cias sin necesidad de que intervenga el Estado”. 

El sistema de justicia mexicano puede elegir entre la
de la confrontación, que convierte el conflicto en un
proceso de averiguación y sanción con un ganador y
un perdedor, y la de la restauración, que convierte el
conflicto en una oportunidad de reparación, diálogo y
reconstrucción de relaciones, y que según los princi-
pios básicos de la ONU sobre justicia restaurativa es la
respuesta que produce mejores resultados tanto para
las víctimas como para la seguridad comunitaria a lar-
go plazo. 

La Estrategia Nacional de Seguridad Pública 2024-
2030 que está implementando el gobierno de México,
reconoce que el acceso a la justicia y la reducción de
la impunidad son parte del eje de atención a las causas
estructurales de la violencia, la presidenta Claudia
Sheinbaum Pardo en el informe de Gobierno 2024-
2025 documenta que los mecanismos de mediación
comunitaria implementados en el marco de los Terri-
torios de Paz fueron uno de los componentes de mayor
aceptación ciudadana, lo que confirma que los conflic-
tos resueltos por la vía del diálogo producen paz más
duradera que los resueltos por la vía del castigo. 

La justicia alternativa en México lleva décadas siendo
un recurso para los conflictos menores, cuando las par-
tes que no tienen abogado o para los casos que el sis-
tema formal no tiene tiempo de atender, por lo que se
debe de dotar a los mecanismos alternativos de princi-
pios que se conectan con la Cultura de Paz, para otor-
gar garantías que protejan a las víctimas, la paz en Mé-
xico no se construye solo en los salones de audiencias
ni en los operativos de seguridad, sino también en los
espacios donde las personas aprenden a resolver sus
conflictos sin violencia. 
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En atención a lo anteriormente expuesto, la presente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
ma el artículo 6, fracciones V a XIV, y se adiciona la
fracción XV, se reforma el artículo 18, fracciones VI y
VII, y se adiciona la fracción VIII, se reforma el artí-
culo 19, fracción VI, se reforma el artículo 21, se re-
forma el artículo 29, fracción XI, de Ley General de
Mecanismos Alternativos de Solución de Controver-
sias, en materia de cultura de paz. 
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a
consideración de esta honorable asamblea la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 6, fraccio-
nes V a XIV, y se adiciona la fracción XV, se refor-
ma el artículo 18, fracciones VI y VII, y se adiciona
la fracción VIII; se reforma el artículo 19 fracción
VI; se reforma el artículo 21; y se reforma el artí-
culo 29, fracción XI, de Ley General de Mecanis-
mos Alternativos de Solución de Controversias, en
materia de cultura de paz

Único. Se reforma el artículo 6, fracciones V a XIV, y
se adiciona la fracción XV, se reforma el artículo 18,
fracciones VI y VII, y se adiciona la fracción VIII; se
reforma el artículo 19 fracción VI; se reforma el artí-
culo 21; y se reforma el artículo 29, fracción XI, de
Ley General de Mecanismos Alternativos de Solución
de Controversias, en materia de cultura de paz, para
quedar como sigue:

Artículo 6. Son Principios rectores de esta Ley, los si-
guientes: 

I a IV. …

V. Cultura de la paz. Los mecanismos alternati-
vos de solución de controversias constituyen una
expresión concreta de la cultura de la paz. Su
aplicación deberá orientarse a transformar los
conflictos en oportunidades de diálogo, com-
prensión mutua y convivencia no violenta. 

VI. Equidad. Las personas facilitadoras propiciarán
la igualdad y equilibrio entre las partes que inter-
vienen en el procedimiento a fin de que los acuer-
dos alcanzados respeten derechos humanos, sean
leales, proporcionales y equitativos; 

VII. Flexibilidad. Los mecanismos alternativos de
solución de controversias se desarrollarán sin for-
malidades y trámites rígidos o excesivos para las
partes; 

VIII. Gratuidad. La tramitación de los mecanismos
alternativos de solución de controversias en el ám-
bito público y los que se realicen por los Tribunales
de Justicia Administrativa, Órganos Constituciona-
les Autónomos, la Administración Pública Centrali-

zada o Descentralizada, en sus respectivos niveles
de gobierno y ámbitos de competencia, deberán ser
gratuitos, a fin de garantizar el acceso a la justicia
alternativa efectiva; 

IX. Honestidad. Las partes, personas facilitadoras,
abogadas colaborativas y terceros deberán conducir
su participación durante el mecanismo alternativo
de solución de controversia con apego a la verdad y
profesionalismo; 

X. Imparcialidad. Las personas facilitadoras o las
abogadas colaborativas que conduzcan los mecanis-
mos alternativos de solución de controversias debe-
rán mantenerse libres de favoritismos, o preferen-
cias personales, que impliquen la concesión de
ventajas indebidas a alguna de las partes; 

XI. Interés superior de niñas, niños y adolescentes.
Criterio de interpretación que implica que el ejerci-
cio pleno de sus derechos debe ser considerado co-
mo rector en los procedimientos de mecanismos al-
ternativos de solución de controversias; 

XII. Legalidad. Los mecanismos alternativos de so-
lución de controversias tendrán como límite la Ley,
el irrestricto respeto a los derechos humanos, orden
público y la voluntad de las partes; 

XIII. Neutralidad. Las personas facilitadoras debe-
rán tratar los asuntos con objetividad y evitar jui-
cios de valor, opiniones o prejuicios que puedan in-
fluir en la toma de decisiones de las partes; 

XIV. Voluntariedad. La participación de las partes
en los mecanismos alternativos de solución de con-
troversias se realiza por decisión propia y libre, y 

XV. Los demás establecidos en la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y los Trata-
dos Internacionales de los que el Estado mexicano
sea parte.

Artículo 18. Corresponde al Consejo, en el ámbito de
sus facultades, lo siguiente:

I. a V. … 

VI. Elaborar y aprobar su reglamento interno, y 
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VII. Establecer una agenda nacional de cultura
de paz articulada con los mecanismos alternati-
vos de solución de controversias, que incluya me-
tas, indicadores de paz social y mecanismos de
evaluación periódicos para todos los Centros Pú-
blicos del país, y 

VIII. Las demás que resulten necesarias para el
cumplimiento de esta Ley. 

Artículo 19. De conformidad con los Lineamientos
que al efecto expida el Consejo, corresponde a los Po-
deres Judiciales Federal o de las entidades federativas,
en sus respectivos ámbitos de competencia lo siguien-
te: 

I. a V. … 

VI. Impulsar, fomentar y difundir el uso de los me-
canismos alternativos de solución de controversias
como un derecho fundamental reconocido por la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos para garantizar el acceso efectivo a la justicia,
y generar una cultura de paz, la no violencia y la
solución pacífica de conflictos como objetivos su-
periores del sistema de justicia.

VII a IX …. 

Artículo 21. La capacitación de las personas que aspi-
ren a obtener la certificación como facilitadoras públi-
cas o privadas, en ningún caso podrá ser menor a cien-
to veinte horas, de conformidad con los Lineamientos
que para tal efecto emita el Consejo. 

En caso de que la persona facilitadora pretenda imple-
mentar, dirigir o participar en procesos de Justicia
Restaurativa, además de la capacitación señalada en el
párrafo que antecede, deberá contar con sesenta horas
más de capacitación especializada en Procesos Res-
taurativos, que incorporarán contenidos de cultura
de la paz y educación para la no violencia como ejes
transversales de la intervención restaurativa. 

Artículo 29. Corresponde a la persona Titular del Cen-
tro Público de Mecanismos Alternativos de Solución
de Controversias, al menos, lo siguiente:

I. a X. …

XI. Instrumentar políticas públicas, planes y pro-
gramas de desarrollo, difusión y establecimiento de
mecanismos de solución pacífica de controversias y
de cultura de la paz, en los contextos sociales que
se requiera y sea necesario, incluyendo actividades
de vinculación comunitaria orientadas a trans-
formar los conflictos en oportunidades de diálo-
go y convivencia no violenta;

Artículos Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en la Gaceta Oficial de la
Federación.

Segundo. Las autoridades competentes, en el ámbito
de sus atribuciones, emitirán las disposiciones admi-
nistrativas necesarias para la adecuada aplicación del
presente decreto. 

Comisión Permanente, a 10 de junio de 2026. 

Diputado Roberto Mejía Méndez (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Justicia. Junio 10 de 2026.)

QUE REFORMA LOS INCISOS B) Y C), ADICIONANDO UN IN-
CISO D), AL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 80 DE LA

LEY AGRARIA, EN MATERIA DE DERECHOS DE LAS CON-
CUBINAS, RECIBIDA DE LA DIPUTADA MARÍA ROSETE, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN DE

LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 10 DE JUNIO

DE 2026

Quien suscribe, diputada María Rosete, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Legisla-
tura, con fundamento en lo dispuesto por el artículo
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71, fracción II, y 78, párrafo segundo, fracción III, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como el artículo 55, fracción II, y 179 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
consideración de esta asamblea iniciativa con proyec-
to de decreto por el que se reforman los incisos b) y c),
adicionando un inciso d), al primer párrafo del artícu-
lo 80 de la Ley Agraria, en materia de derechos de las
concubinas, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La tierra ejidal no es únicamente un bien productivo;
en miles de comunidades rurales constituye patrimo-
nio familiar, medio de subsistencia, arraigo comunita-
rio y garantía material de vida digna. Por ello, el régi-
men sucesorio agrario debe responder a la realidad
social del campo mexicano, en donde muchas mujeres
han trabajado, cuidado, administrado y sostenido la
parcela familiar durante años, pero al fallecer su espo-
so ejidatario enfrentan obstáculos jurídicos, sociales y
administrativos para ser reconocidas plenamente como
titulares de derechos agrarios.

En México, las mujeres rurales representan un sector
históricamente colocado en condiciones de desigual-
dad.

De acuerdo con información de Instituto Nacional de
las Mujeres (Inmujeres), poco más de 13 millones de
mujeres viven en entornos rurales, lo que equivale a
20.5 por ciento del total de mujeres mexicanas.1

Además, datos oficiales señalan que la participación
económica de las mujeres rurales sigue siendo limita-
da y marcada por brechas de acceso al trabajo remu-
nerado, prestaciones, propiedad y toma de decisiones
comunitarias, limitando el acceso para que las mujeres
sean titulares de sus tierras, creando así obstáculos pa-
ra gozar las tierras trabajadas por la no actualización
de las leyes que se quedaron el por el simple.

La desigualdad también se refleja en la tenencia de la
tierra. El Registro Agrario Nacional ha señalado que
las mujeres representan 34.79 por ciento de los sujetos
agrarios que reciben documentos agrarios, lo que evi-
dencia que, aunque existe avance en su participación,
la titularidad agraria continúa concentrada mayorita-
riamente en hombres.2 Esta realidad obliga al Estado

mexicano a fortalecer los mecanismos legales que ga-
ranticen a las esposas, concubinas o concubinarios del
ejidatario fallecido el acceso efectivo a los derechos
parcelarios cuando la tierra fue parte de la vida fami-
liar, productiva y económica del hogar.

La Ley Agraria vigente reconoce la posibilidad de
transmitir derechos agrarios por sucesión; sin embar-
go, en la práctica muchas mujeres quedan en estado
de indefensión cuando no existe lista de sucesión,
cuando existen conflictos familiares, cuando se des-
conoce su participación en la explotación de la parce-
la o cuando, pese a haber contribuido durante años al
sostenimiento del núcleo familiar, no se les reconoce
jurídicamente esa aportación. La Procuraduría Agra-
ria ha explicado que en materia agraria existen reglas
específicas para la sucesión de derechos y que, en au-
sencia de lista sucesoria, debe atenderse el orden pre-
visto por la ley, incluyendo al cónyuge, concubina o
concubinario.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) ha
sostenido criterios relevantes en la materia. En la tesis
de rubro “Sucesión legítima en materia agraria. El de-
recho preferente en favor del cónyuge supérstite, pre-
visto en el artículo 18, fracción I, de la Ley Agrarias”,
se reconoce que el cónyuge sobreviviente tiene un de-
recho preferente en la sucesión legítima de derechos
agrarios.

Asimismo, existen precedentes que analizan si el cón-
yuge supérstite debe acreditar vida en común con el ti-
tular de los derechos agrarios para poder heredar, lo
que confirma que la sucesión agraria no puede anali-
zarse de manera aislada, sino atendiendo la realidad
familiar, social y comunitaria del caso concreto.

En este sentido es importante señalar que el 30 de abril
de 2026, el pleno de la SCJN determinó que las perso-
nas en concubinato tienen derecho a ejercer el derecho
preferente de adquisición sobre tierras ejidales. Al re-
solver el amparo directo en revisión 6598/2025, el má-
ximo tribunal declaró inconstitucional la exclusión le-
gal de las concubinas del llamado “derecho del tanto”.

El litigio comenzó cuando dos mujeres, quienes ase-
guraron ser la esposa y la hija del vendedor de una par-
cela agraria, demandaron la nulidad de un contrato de
enajenación que databa del año 2001. Su principal re-
clamo fue que no se les notificó para poder ejercer el
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derecho del tanto, una preferencia que otorga la ley pa-
ra adquirir los derechos de la tierra.3

La presente reforma busca cerrar una brecha de des-
igualdad estructural: que las esposas de los ejidatarios,
después del fallecimiento de sus cónyuges, puedan re-
clamar la tierra o los derechos parcelarios cuando
acrediten su vínculo familiar y su relación con la par-
cela como fuente de sustento, trabajo y patrimonio fa-
miliar. No se trata de desconocer la naturaleza social
del ejido ni de alterar indebidamente su régimen jurí-
dico, sino de armonizarlo con los principios constitu-
cionales de igualdad, seguridad jurídica, protección a
la familia, acceso a la justicia y perspectiva de género.

Esta modificación también responde al mandato cons-
titucional de proteger a las mujeres frente a formas in-
directas de discriminación. En muchas comunidades
rurales, las mujeres participan de manera cotidiana en
las labores productivas, en la administración del hogar,
en el cuidado de hijas, hijos, personas mayores y en la
continuidad de la vida comunitaria; sin embargo, esa
aportación no siempre se traduce en reconocimiento
patrimonial. Por ello, negarles la posibilidad efectiva
de reclamar derechos agrarios tras la muerte del espo-
so ejidatario reproduce una desigualdad histórica que
las coloca en riesgo de despojo, pobreza y dependen-
cia económica.

La reforma propuesta fortalece la certeza jurídica en
los núcleos agrarios, previene conflictos familiares y
comunitarios, y permite que los tribunales unitarios
agrarios cuenten con una base normativa clara para va-
lorar la situación de las esposas sobrevivientes. Con
ello, se protege a quienes han hecho de la parcela su
hogar, su trabajo y su medio de vida, evitando que la
muerte del titular formal se convierta en causa de des-
pojo o abandono para las mujeres rurales.

Para mayor claridad se presenta el siguiente cuadro
comparativo para su mayor entendimiento:
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Por lo anterior, resulta necesario reformar la Ley Agra-
ria para reconocer expresamente el derecho de las es-
posas de los ejidatarios a reclamar los derechos sobre
la tierra o la parcela después del fallecimiento de sus
cónyuges, cuando acrediten los supuestos legales co-
rrespondientes. Esta reforma es un acto de justicia so-
cial, de igualdad sustantiva y de reconocimiento al tra-
bajo silencioso de miles de mujeres rurales que han
sostenido al campo mexicano sin que la ley les haya
dado el lugar que merecen.

Por lo anteriormente expuesto, y reafirmando mi com-
promiso con el derecho de las mujeres concubinas a
ser tomadas en cuenta al momento de vender una par-
cela, es que propongo la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto por el que se reforman los incisos b) y c),
adicionando un inciso d) al primer párrafo del ar-
tículo 80 de la Ley Agraria

Único. Se reforman los incisos b) y c), adicionando un
inciso d), al primer párrafo del artículo 80 de la Ley
Agraria, para quedar como sigue:

Artículo 80. Los ejidatarios podrán enajenar sus dere-
chos parcelarios a otros ejidatarios o avecindados del
mismo núcleo de población.

Para la validez de la enajenación se requiere:

a) La manifestación de conformidad por escrito de
las partes ante dos testigos, ratificada ante fedatario
público;

b) La notificación por escrito al cónyuge, concubina
o concubinario y los hijos del enajenante, quienes,
en ese orden, gozarán del derecho del tanto, el cual
deberán ejercer dentro del término de treinta días na-
turales contados a partir de la notificación a cuyo
vencimiento caducará tal derecho. Será aceptable
para este efecto la renuncia expresada por escrito an-
te dos testigos e inscrita en el Registro Agrario Na-
cional. En caso de que se desconozca el domicilio o
ubicación de las personas que gozan del derecho del
tanto, se procederá en términos de lo dispuesto por
el párrafo tercero del artículo 84 de esta Ley;

c) Cuando el cónyuge, concubina o concubinario
del enajenante acredite ante el Tribunal Unitario

Agrario correspondiente haber participado de
manera directa y permanente en el trabajo y ex-
plotación productiva de la parcela por un perio-
do mínimo de dos años, y que dicha parcela
constituya fuente principal de sustento familiar,
podrá solicitar una compensación económica
equitativa derivada de la enajenación de los de-
rechos parcelarios.

Para determinar la procedencia y monto de la
compensación, el Tribunal deberá valorar las
circunstancias económicas y sociales de las par-
tes, la participación productiva acreditada y el
principio de protección familiar en el ámbito ru-
ral.

En caso de no tener hijo en común, se tomará co-
mo prueba la constancia de concubinato, emiti-
da por el Registro Civil, y

d) Dar aviso por escrito al comisariado ejidal.

Realizada la enajenación, el Registro Agrario Nacio-
nal, procederá a inscribirla y expedirá los nuevos cer-
tificados parcelarios, cancelando los anteriores. Por su
parte, el comisariado ejidal deberá realizar la inscrip-
ción correspondiente en el libro respectivo.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Registro Agrario Nacional y los tribuna-
les agrarios deberán emitir, dentro de los ciento ochen-
ta días siguientes a la entrada en vigor del presente de-
creto, los lineamientos y criterios administrativos
necesarios para su correcta aplicación.

Notas

1 https://www.gob.mx /historico-instituto/es/articulos/las-mujeres-

al-centro- de-la-economia-rural?idiom=es 

2 https://www.gob.mx/ran/articulos/las-mujeres-avanzan-en-la-

participacion-y-fortaleza-de-los-nucleos-agrarios-ran

3 https://www2.scjn.gob.mx/Juridica/Engroses/Cerrados/Publi-

co/Proyecto/2026/04/ADR6598_2025.pdf
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Senado de la República, sede de la 
Comisión Permanente, a 10 de junio de 2026.

Diputada María Rosete (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Desarrollo y Conservación Rural, Agrí-

cola y Autosuficiencia Alimentaria. Junio 10 de 2026.)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY NACIONAL DEL SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA

PENAL PARA ADOLESCENTES, EN MATERIA DE CULTURA

DE PAZ, RECIBIDA DEL DIPUTADO ROBERTO MEJÍA MÉN-
DEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA

SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES

10 DE JUNIO DE 2026

El que suscribe, diputado Roberto Mejía Méndez, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena en la
LXVI Legislatura del Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos: 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 55, fracción II, del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a consideración del pleno
la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman y adicionan diversas disposiciones
de la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia
Penal para Adolescentes, en materia de cultura de
paz.

Exposición de Motivos

En México existen dos realidades: por un lado, el es-
fuerzo de las instituciones de los tres niveles de go-
bierno que intentan reducir la violencia y, por otro, la
opinión de millones de familias que conviven con la
inseguridad. 

Para cerrar esta brecha, se necesita aplicar un modelo
de políticas públicas de prevención del delito centra-
das en la cultura de paz, para fortalecer el Estado de
derecho y reconstruir el tejido social a través del diá-
logo y la resolución no violenta de conflictos, para po-
der transformar la percepción de inseguridad en la po-
blación.

Las Estadísticas sobre Personas Adolescentes en Con-
flicto con la Ley (Epacol), publicadas por el Instituto
Nacional de Estadística y Geografía en julio de 2025,
revelan que del periodo 2017-2023, un total de 32 mil
852 personas adolescentes fueron registradas como
imputadas en carpetas de investigación y tan solo del
2021 al 2023 se dio un salto de 22 mil 654 a 32 mil
852 personas, dando una señal de que el sistema de
justicia juvenil requiere herramientas formativas
orientadas a transformar los patrones de conducta de
las personas adolescentes desde la raíz.

Los mismos datos del Inegi nos indican que los tres
delitos más frecuentes en materia de justicia adoles-
cente durante 2023 fueron lesiones (24.8 por ciento),
robo (15.2 por ciento), amenazas (9.4 por ciento), lo
que significa que los casos involucran violencia direc-
ta. 

La Encuesta Nacional de Adolescentes en el Sistema
de Justicia Penal (Enasjup 2022, Inegi) muestra que el
71.7 por ciento contaba únicamente con educación bá-
sica y uno de cada cinco no tuvo acompañamiento de
padres, familiares o tutores durante su primera audien-
cia, datos que revelan perfiles de abandono en los jó-
venes y que el sistema puede ser reforzado normativa-
mente para atender de manera integral estos casos.

La Constitución Política de nuestro país muestra que
el artículo 1o. obliga a todas las autoridades a promo-
ver, respetar, proteger y garantizar los derechos huma-
nos conforme a los principios de universalidad, inter-
dependencia, indivisibilidad y progresividad, e
impone la obligación de interpretar toda norma en la
forma que mejor proteja a la persona. 

Así mismo, el artículo 4o., en su décimo párrafo, con-
sagra el principio del interés superior de la niñez como
criterio rector de todas las decisiones y actuaciones del
Estado, y garantiza el derecho de las personas adoles-
centes a un desarrollo integral que incluye la educa-
ción, la salud y el sano esparcimiento. 
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Además, el artículo 18, en su párrafo cuarto, establece
que el sistema integral de justicia para adolescentes
tiene una naturaleza integral que va más allá del pro-
cesamiento judicial, sino que exige intervenciones que
atiendan la totalidad de la persona adolescente, inclu-
yendo su formación ética y social.

La Convención sobre los Derechos del Niño indica
que la educación de la niñez debe tender a la prepara-
ción para asumir una vida responsable con espíritu de
comprensión, paz y tolerancia, además de que debe
prevalecer el derecho de las personas adolescentes in-
fractoras a ser tratadas de manera que fomente su rein-
tegración constructiva en la sociedad. 

Asimismo, las Reglas Mínimas de las Naciones Uni-
das para la Administración de la Justicia de Menores
(Reglas de Beijing, 1985) exigen que el personal de
los sistemas de justicia juvenil reciba capacitación es-
pecializada con contenidos pedagógicos. Y las Direc-
trices de Riad (1990) establecen que la prevención de
la delincuencia juvenil es parte esencial de la preven-
ción del delito y que las políticas públicas deben favo-
recer la socialización e integración efectivas de los jó-
venes.

La Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal
para Adolescentes reconoce que la justicia restaurativa
“construye comprensión y promueve armonía social”.
Sin embargo, ese principio carece de un anclaje explí-
cito con la cultura de paz que es el conjunto de valo-
res, actitudes, tradiciones, comportamientos y estilos
de vida basados en el respeto a la vida, el fin de la vio-
lencia y la promoción de la no violencia por medio de
la educación, el diálogo y la cooperación, y establece
que la educación debe orientarse a la solución pacífica
de los conflictos, como marco conceptual, de estrate-
gia de prevención del delito y de la formación del per-
sonal.

El sociólogo noruego Johan Galtung, fundador del
campo académico de la Investigación para la Paz, nos
habla de que existen tres formas de violencia interde-
pendientes: la directa, la estructural y la cultural. Y en
su teoría de las tres R (Reconstrucción, Reconciliación
y Resolución), el autor demuestra que la superación
duradera de la violencia no puede lograrse únicamen-
te mediante sanciones, sino que requiere programas
activos que transformen los patrones culturales que la
originan.

La Universidad Nacional Autónoma de México
(UNAM), a través de su Programa Universitario de
Derechos Humanos, ha señalado que los sistemas de
justicia juvenil deben tener como propósito principal
la rehabilitación, la formación integral y la reintegra-
ción social de las personas adolescentes, en congruen-
cia con los estándares de la Comisión Interamericana
de Derechos Humanos, por lo que la institución ha
puesto en marcha la estrategia Cultura de Paz: un Se-
millero Universitario, que reconoce que la violencia se
ha normalizado como forma de vida y que correspon-
de a las instituciones del Estado construir mecanismos
pacíficos para resolverla.

La Cultura de Paz en el sistema de justicia para ado-
lescentes es una apuesta por la eficacia real del siste-
ma, porque un adolescente que sale del sistema de jus-
ticia habiendo aprendido a mediar conflictos, a reparar
daños, a construir un proyecto de vida y a relacionar-
se de manera no violenta es un adolescente que tiene
significativamente más probabilidades de no volver a
entrar y crear un adulto que contribuirá en a la cons-
trucción de la paz en su comunidad.

En atención a lo anteriormente expuesto, la presente
iniciativa con proyecto de decreto reforma el artículo
2, fracción VIII, adiciona la fracción IX; y reforma los
artículos 21, 23, 28 y 30 de la Ley Nacional del Siste-
ma Integral de Justicia Penal para Adolescentes, en
materia de cultura de paz.
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a
esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de:

Decreto por el que se reforma el artículo 2, fracción
VIII; se adiciona la fracción IX, y se reforman los
artículos 21, 23, 28 y 30 de la Ley Nacional del Sis-
tema Integral de Justicia Penal para Adolescentes,
en materia de cultura de paz

Único. Se reforma el artículo 2, fracción VIII; se adi-
ciona la fracción IX, y se reforman los artículos 21, 23,
28 y 30 de la Ley Nacional del Sistema Integral de Jus-
ticia Penal para Adolescentes, en materia de cultura de
paz, para quedar como sigue:

Artículo 2. Objeto de la Ley Esta Ley tiene como ob-
jeto:

I a VII. ...

VIII. Determinar los mecanismos de cumplimiento,
sustitución y terminación de las medidas de san-
ción, y

IX. Promover la cultura de la paz, la no violen-
cia y la solución pacífica de conflictos como prin-
cipios orientadores de todas las intervenciones
del Sistema, con especial énfasis en los procesos
de reintegración social y familia r de las perso-
nas adolescentes.
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Artículo 21. Justicia Restaurativa

El principio de justicia restaurativa es una respuesta a
la conducta que la ley señala como delito, que respeta
la dignidad de cada persona, que construye compren-
sión y promueve armonía social a través de la restau-
ración de la víctima u ofendido, la persona adolescen-
te y la comunidad, en el marco de una cultura de la
paz que privilegie el diálogo, la no violencia y la re-
paración del tejido social. Este principio puede des-
arrollarse de manera individual para las personas men-
cionadas y sus respectivos entornos y, en la medida de
lo posible, entre ellos mismos, a fin de reparar el daño,
comprender el origen del conflicto, sus causas y con-
secuencias.

La justicia restaurativa deberá articularse con pro-
gramas de educación para la paz que permitan a la
persona adolescente, a la víctima u ofendido y a la
comunidad construir acuerdos de convivencia pací-
fica sostenibles en el tiempo.

Artículo 23. Especialización

Todas las autoridades del Sistema deberán estar for-
madas, capacitadas y especializadas en materia de jus-
ticia para adolescentes en el ámbito de sus atribucio-
nes.

Las instituciones u órganos que intervengan en la ope-
ración del Sistema, deberán proveer la formación, ca-
pacitación y actualización específica a sus servidores
públicos, de acuerdo a su grado de intervención en las
diferentes fases o etapas de dicho sistema, por lo que
incluirán lo anterior en sus programas de capacitación,
actualización y/o de formación correspondientes, in-
corporando de manera obligatoria contenidos de
cultura de la paz, mediación, resolución pacífica de
conflictos y enfoque restaurativo.

Asimismo, deberán conocer los fines del Sistema Inte-
gral de Justicia Penal para Adolescentes, la importan-
cia de sus fases, particularmente de las condiciones
que motivan que las personas sujetas a esta Ley come-
tan o participen en hechos señalados como delitos por
las leyes penales y las circunstancias de la etapa co-
rrespondiente a la adolescencia, así como los princi-
pios de la cultura de la paz aplicables a la interven-
ción con personas adolescentes en conflicto con la
ley.

Desde el inicio del procedimiento, todas las actuacio-
nes y diligencias estarán a cargo de órganos especiali-
zados en el Sistema, en los términos de esta Ley.

Artículo 28. Reintegración social y familiar de la
persona adolescente.

La reintegración social y familiar es un proceso inte-
gral que se debe desarrollar durante la ejecución de la
medida de sanción, cuyo objeto es garantizar el ejerci-
cio de los derechos de la persona adolescente encon-
trada responsable de la comisión de un delito.

La reintegración se llevará a través de diversos pro-
gramas socioeducativos de intervención destinados a
incidir en los factores internos y externos, en los ám-
bitos familiar, escolar, laboral y comunitario de la per-
sona adolescente para que genere capacidades y com-
petencias que le permitan reducir la posibilidad de
reincidencia y adquirir una función constructiva en la
sociedad.

Dichos programas incorporarán de manera trans-
versal la cultura de la paz, la no violencia, la empa-
tía y la resolución pacífica de conflictos como com-
petencias fundamentales para la reintegración
plena de la persona adolescente en su entorno fa-
miliar y comunitario.

Artículo 30. Carácter socioeducativo de las medi-
das de sanción.

Las medidas de sanción tendrán un carácter socioedu-
cativo, promoverán la formación de la persona adoles-
cente, el respeto por los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales, el fomento de vínculos
socialmente positivos, la cultura de la paz, la convi-
vencia no violenta y la solución pacífica de conflic-
tos y el pleno desarrollo de su personalidad y de sus
capacidades.

En la ejecución de las medidas de sanción se deberá
procurar que la persona adolescente se inserte en su
familia y en la sociedad, mediante el pleno desarrollo
de sus capacidades y su sentido de la responsabilidad,
incorporando programas específicos de educación
para la paz, manejo constructivo de emociones y
habilidades de convivencia pacífica.
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Artículos Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de la
Federación.

Segundo. Las autoridades competentes, en el ámbito
de sus atribuciones, emitirán las disposiciones admi-
nistrativas necesarias para la adecuada aplicación del
presente Decreto.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, miércoles 10 de junio del 2026.

Diputado Roberto Mejía Méndez (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Justicia. Junio 10 de 2026.)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 10, 97 Y 99 DE LA LEY

NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL, EN MATERIA DE GES-
TIÓN MENSTRUAL DIGNA Y SEGURA, RECIBIDA DE LA DI-
PUTADA CLARA CÁRDENAS GALVÁN, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN

PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 10 DE JUNIO DE 2026

La que suscribe, Clara Cárdenas Galván, diputada
federal de la LXVI Legislatura del honorable Congre-
so de la Unión e integrante del Grupo Parlamentario
de Morena, con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos: 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y 55 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de
la Comisión Permanente del honorable Congreso de la
Unión la siguiente iniciativa con proyecto de decre-

to por el que se reforman y adicionan diversos artí-
culos de la Ley Nacional de Ejecución Penal, al te-
nor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La situación de las mujeres privadas de la libertad en
México constituye un tema complejo que refleja des-
igualdades estructurales, violencia de género y defi-
ciencias en el sistema de justicia. Aunque representan
un porcentaje menor de la población penitenciaria to-
tal, las mujeres enfrentan condiciones particulares que
suelen ser invisibilizadas.

En México, de acuerdo con los Censos Nacionales de
Sistemas Penitenciarios en los ámbitos estatal y fede-
ral (Cnsipee-f) 2024. Al cierre del año 2023, en los
ámbitos estatal y federal, la población privada de la li-
bertad internada se conformó por 233 mil 277 perso-
nas: 94.3 por ciento correspondió a hombres y 5.7 por
ciento, a mujeres. Con respecto a 2022, se registró un
aumento de 3.2 por ciento.1

En el caso particular de las mujeres privadas de la li-
bertad en México representan aproximadamente el 5.6
por ciento de la población penitenciaria total, sin em-
bargo, la situación que viven es muy crítica y frecuen-
temente ignorada, además de considerar que el sistema
carcelario fue diseñado principalmente para hombres,
exacerbando la violencia de género, el abandono fami-
liar y las fallas estructurales del Estado, de tal manera
que las condiciones que enfrentan las mujeres privadas
de la libertad, se pueden resumir en los siguientes ejes:

I. Infraestructura y Centros Mixtos

Falta de instalaciones exclusivas: La mayoría de
las mujeres no se encuentra en centros femeniles es-
pecializados, sino en “anexos” de prisiones varoni-
les.

Deficiencias estructurales: Esto se traduce en una
grave desigualdad en el acceso a espacios adecua-
dos, talleres, áreas deportivas y seguridad, en com-
paración con la población masculina.

II. Abandono y Vínculos Familiares

Ruptura del tejido social: Mientras que los hom-
bres suelen mantener el apoyo de sus familias y pa-
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rejas sentimentales, las mujeres sufren un abandono
paulatino.

Estigma social: Son señaladas con mayor fuerza
por el estigma de transgredir tanto el sistema penal
como el rol tradicional de cuidadoras y madres que
la sociedad les impone.

III. Maternidad en Prisión

Derechos de la niñez: La ley permite que las mu-
jeres mantengan consigo a sus hijos menores de
edad dentro de los centros penitenciarios (usual-
mente hasta los 3 años).

Escasez de recursos: Los penales rara vez cuentan
con la infraestructura pediátrica, alimentaria, edu-
cativa o médica adecuada para garantizar un des-
arrollo infantil saludable.

IV. Violencia de Género y Acceso a la Justicia

Historia de violencia previa: Muchas de estas mu-
jeres tienen historial es de violencia de género, abu-
so o pobreza extrema desde la infancia, condiciones
que a menudo las orillaron a cometer delitos.

Fallas del sistema: Una alta proporción se encuen-
tra en prisión preventiva o ha sido presionada a
aceptar procedimientos abreviados, evidenciando
una impartición de justicia que carece de perspecti-
va de género e interseccionalidad.

Por otro lado, es importante recalcar que, al ingresar a
un penal, la mayoría de las internas tiene un deficien-
te y pobre nivel escolar. El nivel de escolaridad de las
mujeres internas en México en su mayoría es analfa-
beto o tienen estudios incompletos de educación pri-
maria, secundaria y preparatoria, y en un pequeño por-
centaje iniciaron alguna carrera que solo pocas
lograron terminar y la reinserción no les proporciona
muchas herramientas para su instrucción.

Un dato importante para considerar es que la mayoría
de las mujeres privadas de la libertad en México están
relacionadas con delitos de bajo impacto, como narco-
menudeo, robo o delitos contra la salud, y estos delitos
suelen estar vinculados a contextos de:

Cabe resaltar que, de acuerdo con las investigaciones
antropológicas, realizadas por Marcela Lagarde se ex-
plica que la mayoría de las mujeres presas llegan a la
cárcel no como delincuentes autónomas, sino por his-
torias de amor romántico y la complicidad o subordi-
nación hacia sus parejas masculinas, es lo que en mu-
chas ocasiones las lleva a involucrarse en delitos como
el narcotráfico o encubrimiento a través de la depen-
dencia afectiva. Es decir, las reclusas encarnan así la
prisión genérica de todas las mujeres: vivir atadas a los
mandatos del amor patriarcal, este enfoque sostiene
que el encierro físico se suma al condicionamiento
cultural, donde las dinámicas de control social y los
mandatos tradicionales afectan de manera despropor-
cionada a las mujeres.

Adicionalmente en el ámbito de la criminología femi-
nista, autoras como Elena Larrauri han analizado có-
mo el sistema penal suele castigar no solo el delito, si-
no también la desviación de las mujeres respecto a los
roles de género tradicionales, como la maternidad y el
cuidado.

En muchos casos, las mujeres no ocupan posiciones de
poder dentro de las estructuras criminales, sino que
participan en actividades de menor jerarquía, lo que
evidencia un patrón de criminalización de la pobreza y
la vulnerabilidad.

Lo cual se evidencia al hablar de sus derechos huma-
nos.
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Es importante reconocer que las mujeres como perso-
nas menstruantes tienen el derecho a una gestión
menstrual digna en México, de tal manera que garan-
tizar el acceso a toallas femeninas, tampones y copas
menstruales, así como también el derecho a condicio-
nes de salud sin discriminación. Ya que hablar del de-
recho a la gestión menstrual en el país está respaldado
por los siguientes puntos clave:

Educación y distribución gratuita: Ya que la Ley
General de Educación mandata a las autoridades fa-
cilitar de manera progresiva y gratuita el acceso a
productos de higiene menstrual (toallas, tampones y
copas) en planteles de educación básica y media su-
perior.

Reconocimiento constitucional: Entidades como
la Ciudad de México han elevado a rango constitu-
cional el derecho a desarrollar la menstruación de
forma digna, segura, higiénica y libre de violencia o
discriminación.

Tasa Cero de IVA: Gracias al Paquete Económico
federal, la venta de toallas sanitarias, tampones y
copas menstruales tiene una tasa del 0 por ciento de
IVA, lo que reduce su costo final y evita que sean
considerados artículos de lujo.

Sin embargo, a pesar de que en los centros penitencia-
rios se han promovido reformas e iniciativas para ga-
rantizar el suministro gratuito e higiénico de estos
productos a mujeres en reclusión, como parte de sus
derechos humanos fundamentales. Hoy en día hay una
falta de acceso gratuito a toallas femeninas en las cár-
celes, lo cual es una grave violación a los derechos hu-
manos y a la dignidad menstrual.

Es por ello por lo que, en los centros penitenciarios de
México, la carencia institucional obliga a las mujeres
a improvisar con trapos, ropa vieja o fragmentos de
colchoneta, además de exponerlas a cobros excesivos
por insumos básicos.

Si bien, las normativas actuales exigen un enfoque de
género e interseccional para garantizar una vida libre
de violencia en reclusión. Actualmente hay rubros que
requieren atención prioritaria como, por ejemplo:

Salud sexual y reproductiva: Ya que se tiene dere-
cho a recibir la atención ginecológica especializada,

prevención, y el ejercicio de una maternidad digna
y crianza para quienes tienen a sus hijos en prisión.

Gestión menstrual digna: Pues se debe garantizar
el suministro gratuito de suficientes productos de
higiene menstrual para evitar prácticas insalubres

Atención psicológica: Es necesario contar con pro-
gramas enfocados en tratar el trauma derivado de
episodios previos de violencia y abuso, así como el
consumo de sustancias.

Alimentación adecuada: Las dietas deben ser sufi-
cientes y nutritivas, evitando que la comida se con-
vierta en una moneda de cambio o herramienta de
castigo.

La realidad que se viven en las prisiones al no contar
con un presupuesto adecuado hace imposible que pue-
dan contar con estos recursos, los cuales suelen cu-
brirse por las donaciones de la sociedad civil o de las
tiendas internas, donde llegan a costar hasta un 50 por
ciento más que en el exterior.

Como es el caso del Centro de Reinserción Social (Ce-
reso) de Tlaxcala, donde las mujeres privadas de su li-
bertad elaboran sus propias toallas sanitarias, esto de-
rivado de un proyecto el cual fue impulsado mediante
la entrega de máquinas de coser y equipo, el cual tenía
el objetivo de proveer a las internas de artículos de hi-
giene menstrual seguros, dignos y de calidad. Adicio-
nalmente, este proyecto buscaba también la indepen-
dencia económica, pues se les capacita a las mujeres y
se les permite generar ingresos para sus familias. En
este caso particular, se ha genera una marca, la cual ha
dado paso a iniciativas apoyadas por colectivos, como
las toallas ecológicas de tela de la marca Cihuatlam-
pa.2

Si bien la Ley Nacional de Ejecución Penal contempla
el derecho a la salud e higiene, la operación de los pe-
nales suele invisibilizar estas necesidades básicas, vul-
nerando la integridad física de las internas.

Por lo anterior, es importante realizar adecuaciones a
la Ley Nacional de Ejecución Penal, para garantizar
una gestión menstrual digna y segura, como se ilustran
en el siguiente cuadro comparativo:
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En virtud de lo aquí expuesto y fundamentado, se so-
mete a consideración de esta Comisión Permanente el
siguiente proyecto de iniciativa por el que se reforman
las fracciones III, XI, XII y XIII del artículo 10, y los
artículos 97 y 99 de la Ley Nacional de Ejecución Pe-
nal, en materia de gestión menstrual digna y segura.

Decreto

Único. Se reforman las fracciones III, XI, XII y XIII
del artículo 10, y los artículos 97 y 99 de la Ley Na-
cional de Ejecución Penal, para quedar de la siguiente
manera:

Capítulo II
Derechos y Obligaciones de las personas

Artículo 10. Derechos de las mujeres privadas de su
libertad en un Centro Penitenciario

Además de los derechos establecidos en el artículo an-
terior, las mujeres privadas de la libertad tendrán dere-
cho a:

I. a II

III. Contar con las instalaciones adecuadas y los ar-
tículos necesarios para garantizar una gestión
menstrual digna y segura, lo cual incluye el ac-
ceso productos o artículos para satisfacer las ne-
cesidades de higiene propias de su género;

IV. a X.

XI. Recibir la atención psicológica especializada,
la cual deberá brindarse en hospitales o lugares
específicos establecidos en el Centro Penitencia-
rio para garantizar el bienestar emocional y la
reinserción social.

XII. Recibir capacitación laboral, talleres de ofi-
cios y proyectos de economía circular dentro del
centro penitenciario, procurando los que se en-
focan en la elaboración de sus propios artículos
de gestión menstrual, garantizando con ello las
medidas de salubridad e higiene requeridas.

XIII. Los demás previstos en las disposiciones le-
gales aplicables.

….

….

….

….
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….

….

….

Capítulo VI Trabajo

Artículo 97. Autoempleo

El autoempleo es la modalidad a través de la cual las
personas privadas de la libertad realizan una actividad
productiva lícita desarrollada por ellas mismas.

Para el desarrollo de esta modalidad, la Autoridad Pe-
nitenciaria podrá autorizar la proveeduría de los insu-
mos necesarios desde el exterior, siempre que no se
contravenga ninguna disposición ni se ponga en riesgo
la seguridad de las personas o del Centro Penitenciario,
procurando el bienestar emocional de las mujeres.

Capítulo VI Trabajo

Artículo 99. Actividades productivas realizadas a
cuenta de terceros

Las actividades productivas realizadas a cuenta de ter-
ceros son la modalidad a través de la cual las personas
privadas de la libertad realizan actividades productivas
lícitas, en el marco de los convenios que para tal efec-
to suscriba la Autoridad Penitenciaria con las institu-
ciones del Estado y las personas físicas o jurídicas co-
rrespondientes, procurando el bienestar emocional
de las mujeres.

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las Secretarías del Ramo tendrán un plazo
de 120 días naturales para realizar las adecuaciones
necesarias sobre los nuevos objetivos del presente De-
creto.

Notas

1 Censos Nacionales de Sistemas Penitenciarios en los Ámbitos

Estatal y Federal (CNSIPEE- F) 2024 1,2,

2 Mujeres encarceladas en Puebla y Tlaxcala sufren para obtener

toallas sanitarias: CNDH.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, miércoles 10 de junio del 2026.

Diputada Clara Cárdenas Galván (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Justicia. Junio 10 de 2026.)

QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DEL

IMPUESTO SOBRE LA RENTA Y DE LA LEY GENERAL DE

INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES, RECI-
BIDA DEL DIPUTADO JULIO CÉSAR MORENO RIVERA, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN DE

LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 10 DE JUNIO

DEL 2026

El suscrito, diputado Julio Cesar Moreno Rivera, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena en la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión, con fundamento en los artículos:
71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; 55, fracción II, y 179 del Re-
glamento para el Gobierno Interno del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, presenta
iniciativa con proyecto de decreto por el que se adi-
cionan diversas disposiciones de la Ley del Impues-
to Sobre la Renta y de la Ley General de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales, a fin de
establecer mecanismos de reconocimiento cívico y
deducción fiscal para las personas que faciliten in-
muebles destinados a la instalación de casillas elec-
torales, de conformidad con la siguiente:

Exposición de Motivos

Planteamiento del Problema y Argumentos de la
Iniciativa
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La organización de los procesos electorales federales
en México depende, en gran medida, de la disponibili-
dad de espacios físicos adecuados para la instalación y
funcionamiento de casillas electorales. 

La función electoral requiere que dichos inmuebles re-
únan condiciones de accesibilidad, seguridad, neutra-
lidad, viabilidad técnica y suficiencia operativa que
permitan garantizar el ejercicio libre y secreto del su-
fragio.

De conformidad con el artículo 41, fracción V, Aparta-
do B, inciso a), numeral 4, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, el Instituto Nacio-
nal Electoral tiene la obligación de localizar, verificar
y aprobar inmuebles que cumplan con los requisitos
legales necesarios para la instalación de casillas elec-
torales, debiendo garantizar, entre otros aspectos:

-Fácil y libre acceso para el electorado;

-Condiciones materiales adecuadas para preservar
el secreto del voto;

-Neutralidad política del inmueble;

-Inexistencia de vínculos con partidos políticos,
candidaturas o servidores públicos; y

-Condiciones geográficas y operativas que permitan
el adecuado desarrollo de la jornada electoral.

Asimismo, el artículo 253 de la citada Ley establece
que, en toda sección electoral, deberá instalarse al me-
nos una casilla por cada setecientos cincuenta electo-
res o fracción, pudiendo instalarse múltiples casillas
contiguas o extraordinarias cuando las condiciones de-
mográficas, geográficas o socioculturales así lo re-
quieran.

De igual forma, el artículo 255 dispone que las casillas
deberán ubicarse preferentemente en escuelas y ofici-
nas públicas, siempre que dichos inmuebles reúnan
condiciones de accesibilidad, neutralidad y funcionali-
dad para el desarrollo de la jornada electoral.

Para cumplir con dichas obligaciones constitucionales
y legales, el Instituto Nacional Electoral desarrolla
complejos procedimientos técnicos y operativos de lo-
calización, revisión y aprobación de inmuebles en to-

do el territorio nacional. Conforme al artículo 256 de
la Ley General de Instituciones y Procedimientos
Electorales, las trescientas juntas distritales ejecutivas
deben recorrer las secciones electorales de todo el pa-
ís para identificar inmuebles que cumplan con los re-
quisitos previstos por la ley, mientras que los consejos
distritales verifican y aprueban definitivamente la ubi-
cación de las casillas.

La magnitud territorial y operativa de esta función
quedó acreditada durante el Proceso Electoral Concu-
rrente 2023-2024. La Comisión de Capacitación y Or-
ganización Electoral del Instituto Nacional Electoral el
9 de mayo de 2024, informó que los Consejos Distri-
tales aprobaron la instalación de 170 mil 320 casillas
electorales en todo el país1, distribuidas en:

-70 mil 555 casillas básicas;

-90 mil 307 casillas contiguas;

-8 mil 281 casillas extraordinarias; y

-1 mil 177 casillas especiales.2

Para ello, fue necesario utilizar 81 mil 561 inmuebles
en todo el territorio nacional, Asimismo, el Instituto
Nacional Electoral realizó 7 mil 398 recorridos por
parte de las juntas distritales ejecutivas y 3 mil 085 vi-
sitas de examinación por parte de los consejos distrita-
les, con el propósito de verificar la ubicación geográ-
fica, condiciones físicas, accesibilidad y viabilidad
técnica de los inmuebles susceptibles de ser utilizados
para la instalación de casillas electorales.

En dichas actividades participaron además consejeros
electorales, representantes de partidos políticos, candi-
daturas independientes y personas integrantes de los
organismos públicos locales electorales, lo que de-
muestra la complejidad logística, territorial y adminis-
trativa que implica la ubicación e instalación de casi-
llas electorales en México.

De los inmuebles utilizados:

-44 mil 677 correspondieron a escuelas, equivalen-
tes al 54.8 por ciento;

-20 mil 092 fueron domicilios particulares, equiva-
lentes al 24.6 por ciento;
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-12 mil 809 correspondieron a lugares públicos,
equivalentes al 15.7 por ciento; y

-3 mil 983 fueron oficinas públicas, equivalentes al
4.9 por ciento.3

Tal y como se aprecia en la siguiente grafica del infor-
me sobre las actividades de ubicación, equipamiento,
acondicionamiento y publicación de casillas del Pro-
ceso Electoral Concurrente 2023-2024 del Instituto
Nacional Electoral, emitida en el mes de mayo del año
dos mil veinticuatro.

Las cifras anteriores evidencian que prácticamente una
cuarta parte de las casillas electorales instaladas en Mé-
xico dependen directamente de la colaboración volunta-
ria de personas particulares que facilitan gratuitamente
sus inmuebles para el desarrollo de la jornada electoral.

De igual manera, la experiencia institucional demues-
tra que entidades federativas con alta densidad pobla-
cional y elevado número de secciones electorales, co-
mo el estado de México y Ciudad de México, presentan
una mayor dependencia operativa de domicilios parti-

culares para garantizar la instalación oportuna y fun-
cional de casillas electorales, particularmente en zonas
urbanas densamente pobladas, comunidades rurales y
regiones con infraestructura pública insuficiente.

Uno de los principales retos operativos que enfrenta el
Instituto Nacional Electoral durante la organización de
los procesos electorales consiste en la localización y
disponibilidad de inmuebles adecuados para la instala-
ción de casillas electorales, particularmente cuando se
trata de domicilios particulares utilizados histórica-
mente como centros de votación.

En la práctica, un número importante de ciudadanas y
ciudadanos que previamente habían facilitado volunta-
riamente sus inmuebles para la instalación de casillas
electorales han decidido dejar de hacerlo en procesos
posteriores, derivado de diversas afectaciones materia-
les, sanitarias, operativas y de privacidad generadas
durante el desarrollo de la jornada electoral.

Entre las principales causas de negativa ciudadana
destacan:

-Acumulación de basura y desechos al término de la
jornada electoral;

-Uso inadecuado y falta de limpieza de sanitarios;

-Afectaciones a la privacidad y tranquilidad fami-
liar durante el desarrollo de la votación;

-Ocupación prolongada del inmueble desde horas
previas hasta después del cierre de casillas;

-Permanencia temporal de mobiliario, materiales
electorales o documentación en el domicilio;

-Daños menores o desgaste en instalaciones;

-Concentración excesiva de personas en espacios
habitacionales; y

-Ausencia de mecanismos institucionales de apoyo,
limpieza o reconocimiento posterior a la colabora-
ción ciudadana.

-Consumo de energía eléctrica durante el escrutinio
y cómputo, así como en el armado del paquete elec-
toral.
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Estas circunstancias generan desincentivas sociales
para continuar facilitando inmuebles particulares, aun
tratándose de casillas históricas que previamente habí-
an permitido garantizar cobertura territorial y cercanía
del electorado con los centros de votación.

En muchos casos, la negativa posterior de las personas
propietarias u ocupantes obliga a las juntas distritales
ejecutivas a reiniciar procedimientos de búsqueda, ve-
rificación y aprobación de nuevos espacios, incremen-
tando costos operativos, complejidad logística y ries-
gos de insuficiencia de inmuebles adecuados para la
instalación de casillas.

Asimismo, en zonas urbanas densamente pobladas o
comunidades con limitada infraestructura pública, la
pérdida de domicilios históricamente utilizados para la
función electoral puede dificultar el cumplimiento de
los principios de accesibilidad, cercanía y funcionali-
dad previstos en la Ley General de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales.

Pese a lo anterior, la importancia de esta colaboración
ciudadana para el funcionamiento del sistema electo-
ral, el marco jurídico vigente no contempla mecanis-
mos institucionales suficientes de reconocimiento,
apoyo operativo, coordinación administrativa o incen-
tivos cívicos que permitan compensar las afectaciones
materiales y personales que implica facilitar gratuita-
mente un inmueble para la instalación de casillas elec-
torales.

La ausencia de instrumentos jurídicos de reconoci-
miento genera diversos problemas operativos y admi-
nistrativos, entre ellos:

-Insuficiencia de espacios disponibles para instalar
casillas electorales;

-Incremento en costos operativos y logísticos para
la autoridad electoral;

-Resistencia ciudadana a facilitar inmuebles parti-
culares;

-Dificultades de instalación en zonas urbanas y ru-
rales;

-Incertidumbre respecto del uso temporal de inmue-
bles privados; y

-Ausencia de incentivos institucionales que forta-
lezcan la corresponsabilidad ciudadana en la orga-
nización de elecciones.

Asimismo, el marco jurídico vigente no establece me-
canismos claros de coordinación entre autoridades ha-
cendarías, y autoridades electorales para implementar
instrumentos administrativos o fiscales que reconoz-
can la colaboración ciudadana en la función electoral.

Por otra parte, cualquier medida de reconocimiento
vinculada con procesos electorales debe diseñarse ba-
jo estrictos principios de neutralidad, imparcialidad y
legalidad, evitando que los beneficios derivados de la
instalación de casillas puedan utilizarse como meca-
nismos de promoción personalizada, propaganda gu-
bernamental o beneficio partidista.

Por ello, se considera pertinente establecer una de-
ducción fiscal dentro del artículo 151 de la Ley del
Impuesto sobre la Renta toda vez que se formula en
observancia de los principios de responsabilidad ha-
cendaría, sostenibilidad de las finanzas públicas y
evaluación del impacto presupuestario previstos en
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria. En particular, el artículo 18 de dicho or-
denamiento reconoce la necesidad de valorar los
efectos presupuestarios de las iniciativas legislativas
que puedan incidir en los ingresos públicos, mien-
tras que los artículos 40, fracción I, inciso d), y 40,
fracción II, inciso d), contemplan a los estímulos y
gastos fiscales como instrumentos legítimos de polí-
tica pública sujetos a evaluación y control institucio-
nal.

En ese sentido, el estímulo fiscal propuesto no consti-
tuye una exención generalizada ni un privilegio inde-
bido, sino un mecanismo específico de reconocimien-
to cívico vinculado al cumplimiento de una actividad
de utilidad pública que contribuye directamente a la
organización de los procesos electorales y al fortaleci-
miento del sistema democrático. 

Asimismo, su aplicación se encuentra sujeta a requisi-
tos objetivos de acreditación, verificación y fiscaliza-
ción por parte de las autoridades competentes, lo que
permite garantizar su compatibilidad con los princi-
pios de legalidad, eficiencia recaudatoria, transparen-
cia y responsabilidad hacendaria, para las personas
propietarias poseedoras o legítimas ocupantes que
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presten gratuitamente sus inmuebles para la instala-
ción de casillas electorales, a efecto de:

-Reconocer su aportación al fortalecimiento demo-
crático;

-Incentivar la disponibilidad futura de espacios;

-Reducir presiones operativas en la organización
electoral; y

-Promover una mayor cultura de cumplimiento de
las obligaciones fiscales federales mediante esque-
mas de corresponsabilidad entre ciudadanía y esta-
do.

Impacto Presupuestario, Fiscalización y Rendición
de Cuentas

La iniciativa se formula en observancia de los princi-
pios de responsabilidad hacendaria, transparencia y
rendición de cuentas previstos en la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley Federal
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y la Ley
de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federa-
ción.

De acuerdo con el Informe General Ejecutivo de la
Fiscalización Superior de la Cuenta Pública 2024, la
Auditoría Superior de la Federación destacó la impor-
tancia de fortalecer los mecanismos de control, verifi-
cación y seguimiento de los recursos públicos y bene-
ficios fiscales, a fin de garantizar su adecuada
aplicación, transparencia y rendición de cuentas.

En ese contexto, la deducción fiscal prevista en la pre-
sente iniciativa deberá sujetarse a mecanismos de
acreditación, comprobación y fiscalización que permi-
tan verificar el uso efectivo de los inmuebles destina-
dos a la instalación de casillas electorales, mediante la
coordinación institucional entre el Instituto Nacional
Electoral, el Servicio de Administración Tributaria y
las demás autoridades competentes.

Asimismo, la implementación de este estímulo deberá
ser objeto de evaluación periódica respecto de su im-
pacto recaudatorio, eficiencia administrativa y contri-
bución al fortalecimiento de la participación ciudada-
na en la organización de los procesos electorales.

Argumentos de la Iniciativa

La iniciativa tiene como finalidad fortalecer la organi-
zación de los procesos electorales federales mediante
mejores condiciones para la instalación de casillas en
inmuebles particulares que la ciudadanía facilita vo-
luntariamente a la autoridad electoral. De esta manera,
se busca contribuir al adecuado desarrollo de la jorna-
da electoral y garantizar que la autoridad cuente con
los espacios necesarios para el ejercicio efectivo del
derecho al voto.

La experiencia del Instituto Nacional Electoral ha de-
mostrado que una proporción significativa de casillas
electorales depende directamente de la colaboración
ciudadana, especialmente en zonas urbanas densamen-
te pobladas, comunidades rurales y regiones con in-
fraestructura pública insuficiente.

Resulta jurídicamente procedente establecer mecanis-
mos normativos que permitan reconocer institucional-
mente la colaboración ciudadana, fortaleciendo simul-
táneamente la corresponsabilidad social en la
organización de elecciones y garantizando el cumpli-
miento de los principios constitucionales de certeza,
legalidad, imparcialidad, objetividad y máxima publi-
cidad que rigen la función electoral.

Asimismo, la iniciativa resulta compatible con los
principios de neutralidad e imparcialidad electoral,
toda vez que las deducciones y mecanismos de reco-
nocimiento previstos no constituyen remunerac1on,
contraprestación econom1ca, beneficio partidista ni
instrumento de promoción personalizada, sino medi-
das estrictamente administrativas y de reconocimien-
to cívico sujetas a control institucional y fiscaliza-
ción.

De igual manera, la propuesta fortalece la coordina-
ción interinstitucional entre autoridades electorales y
hacendarias, permitiendo generar mecanismos trans-
parentes de validación respecto del uso efectivo de in-
muebles particulares destinados a la instalación de ca-
sillas electorales.

La deducción fiscal cumple con criterios de propor-
cionalidad y razonabilidad, la propuesta no constituye
un privilegio indebido ni una exención generalizada,
ya que:
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-Se encuentra vinculada a una actividad concreta de
utilidad pública;

-El beneficio dependería de la acreditación formal
emitida por la autoridad electoral competente;

-Y puede establecer límites objetivos respecto del
monto deducible.

Asimismo, el universo potencial de beneficiarios es
plenamente identificable y verificable mediante las
constancias expedidas por el Instituto Nacional Elec-
toral.

Objetivos Generales de la Iniciativa

Fortalecer los mecanismos de colaboración ciudadana
en la organización de los procesos electorales federa-
les mediante el reconocimiento jurídico, administrati-
vo y fiscal a las personas que faciliten gratuitamente
inmuebles destinados a la instalación y funcionamien-
to de casillas electorales así como establecer una de-
ducción fiscal en el artículo 151 de la Ley del Impues-
to Sobre la Renta para las personas propietarias o
poseedoras o legítimas ocupantes que presten gratuita-
mente sus inmuebles para la instalación de casillas
electorales durante los procesos electorales federales,
locales y concurrentes, con la finalidad de reconocer
su aportación cívica al fortalecimiento democrático,
incentivar la participación ciudadana y promover una
mayor cultura de cumplimiento de obligaciones fisca-
les.

En observancia de los principios de responsabilidad
hacendaría, sostenibilidad de las finanzas públicas y
evaluación del impacto presupuestario previstos en la
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria.

De conformidad con el artículo 18 de dicho ordena-
miento, las iniciativas que puedan generar efectos so-
bre los ingresos públicos deben sujetarse a una valora-
ción de su impacto presupuestario, a efecto de
garantizar que las medidas legislativas sean compati-
bles con el equilibrio de las finanzas públicas y con los
objetivos de disciplina fiscal del Estado mexicano.

Asimismo, los artículos 40, fracción I, inciso d), y 40,
fracción II, inciso d), de la Ley Federal de Presupues-
to y Responsabilidad Hacendaria reconocen a los estí-

mulos y gastos fiscales como instrumentos legítimos
de política pública susceptibles de ser utilizados para
promover conductas socialmente útiles, siempre que
se encuentren debidamente justificados, evaluados y
sujetos a mecanismos de control y fiscalización. 

En ese sentido, la deducción fiscal prevista en la pre-
sente iniciativa tiene como finalidad reconocer una ac-
tividad ciudadana de utilidad pública que contribuye
de manera directa al adecuado desarrollo de los proce-
sos electorales y al fortalecimiento del sistema demo-
crático nacional, mediante la facilitación voluntaria y
gratuita de inmuebles destinados a la instalación de ca-
sillas electorales.

La medida propuesta no constituye una exención ge-
neralizada ni un privilegio fiscal injustificado, toda
vez que su procedencia dependerá de la acreditación
formal expedida por el Instituto Nacional Electoral
respecto del uso efectivo del inmueble para fines elec-
torales, así como del cumplimiento de los requisitos y
mecanismos de verificación que establezcan las auto-
ridades hacendarias competentes.

Asimismo, la implementación de los estímulos previs-
tos deberá realizarse con estricto apego a los princi-
pios de legalidad, transparencia, eficiencia recaudato-
ria y responsabilidad hacendaria, procurando en todo
momento que su aplicación resulte compatible con la
disponibilidad presupuestaria y con los objetivos de
estabilidad financiera del Estado mexicano.

Objetivos Específicos

1. De igual forma, la iniciativa pretende evitar cual-
quier uso político, clientelar o propagandístico de
los beneficios previstos, al tiempo que incorpora en
la legislación tributaria federal mecanismos que re-
conozcan actividades ciudadanas de utilidad públi-
ca que contribuyen al fortalecimiento institucional
y democrático del Estado mexicano.

2. Incorporar en la legislación tributaria federal me-
canismos que reconozcan actividades ciudadanas
de utilidad pública que contribuyan al fortaleci-
miento institucional y democrático del Estado me-
xicano.

3. Fortalecer la participación ciudadana y la corres-
ponsabilidad social en la función electoral median-
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te el establecimiento de mecanismos de reconoci-
miento institucional y fiscal para las personas pro-
pietarias, poseedoras o legítimas ocupantes de in-
muebles que, de manera voluntaria y gratuita,
faciliten sus domicilios para la instalación de casi-
llas electorales. Asimismo, busca contribuir a la dis-
ponibilidad de espacios adecuados para el desarro-
llo de los procesos electorales, mejorar la eficiencia
logística y operativa del Instituto Nacional Electo-
ral, fortalecer la coordinación entre las autoridades
electorales y fiscales, y garantizar que las deduccio-
nes que se otorguen se rijan por los principios de le-
galidad, transparencia, neutralidad e imparcialidad
electoral.

La iniciativa no modifica la estructura constitucional
del sistema electoral mexicano ni altera los principios
rectores de la función electoral previstos en los artícu-
los 41 y 134 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, toda vez que los mecanismos de
reconocimiento previstos tienen naturaleza estricta-
mente administrativa y cívica, sin constituir remunera-
ción, financiamiento electoral, beneficio partidista o
instrumento de promoción gubernamental.

Asimismo, las deducciones previstas en la iniciativa se
encuentran sujetos a principios de legalidad, neutrali-
dad, imparcialidad, transparencia y fiscalización, evi-
tando cualquier uso clientelar, propagandístico o elec-
toral de los beneficios derivados de la colaboración
ciudadana en la instalación de casillas electorales.

II. Contenido de la Iniciativa

La iniciativa con proyecto de decreto que presento an-
te esta soberanía incluye modificaciones que actuali-
zan el marco jurídico electoral en materia de reconoci-
miento cívico y deducciones administrativas o fiscales
a personas propietarias poseedoras o legítimas ocu-
pantes que faciliten inmuebles para la instalación de
casillas electorales.

Argumentado lo anterior, a continuación, se presenta
un cuadro comparativo con las adiciones propuestas a
los artículos 151, fracción IX, de la Ley de Impuesto
Sobre la Renta, 255, párrafo 4, 256, inciso g), 449, in-
ciso h), de la Ley General de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales.
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Por lo expuesto, me permito presentar ante el pleno de
esta soberanía el siguiente:

Decreto por el que adicionan diversas disposiciones
de la Ley del Impuesto Sobre la Renta y de la Ley
General de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales, a fin de establecer mecanismos de reconoci-
miento cívico y deducción fiscal para las personas
que faciliten inmuebles destinados a la instalación
de casillas electorales

Primero. Se adiciona la fracción IX al artículo 151 de
la Ley de Impuesto Sobre la Renta, para quedar como
sigue:

Artículo 151. ...

I. a VIII. ...

IX. Las personas propietarias, poseedoras o legí-
timas ocupantes de inmuebles que faciliten gra-
tuitamente su uso para la instalación de casillas
electorales durante procesos electorales federa-
les, locales o concurrentes, podrán deducir el va-
lor fiscalmente correspondiente a dicho uso tem-
poral, determinado conforme a las reglas de
carácter general que emita el Servicio de Admi-

nistración Tributaria, siempre que esta circuns-
tancia se acredite mediante constancia expedida
por el Instituto Nacional Electoral.

Segundo. Se adicionan los artículos 255, párrafo 4,
256, inciso g), 449, inciso h), de la Ley General de Ins-
tituciones y Procedimientos Electorales, para quedar
como sigue:

Artículo 255.

1. Las casillas deberán ubicarse en lugares que reú-
nan los requisitos siguientes:

2. ...

3. ...

4. Las personas propietarias poseedoras o legíti-
mas ocupantes de inmuebles utilizados para la
instalación de casillas electorales podrán acceder
a mecanismos de reconocimiento cívico y deduc-
ciones previstas en otras disposiciones jurídicas
aplicables.

Artículo 256.

l. El procedimiento para determinar la ubicación de
las casillas será el siguiente:

a). a f) ....

g) El presidente del Consejo Distrital expedi-
rá las constancias oficiales respecto del uso
efectivo de inmuebles particulares utilizados
para la instalación y funcionamiento de casi-
llas electorales.

Artículo 449.

1. ...

a). a g)....

h) Utilizar las deducciones o reconocimientos
derivados de la instalación de casillas electo-
rales para fines de promoción personalizada,
propaganda gubernamental o beneficio parti-
dista o electoral.
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Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Consejo General del Instituto Nacional
Electoral deberá emitir, dentro de los ciento ochenta
días naturales siguientes a la entrada en vigor del pre-
sente Decreto, los lineamientos generales para la ex-
pedición de constancias de validación relativas al uso
temporal de inmuebles destinados a la instalación de
casillas electorales, así como los mecanismos de coor-
dinación administrativa previstos en el presente De-
creto.

Tercero. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público
y el Servicio de Administración Tributaria deberán re-
alizar las adecuaciones administrativas, tecnológicas y
normativas necesarias para la implementación de los
mecanismos de control, validación y aplicación de las
deducciones fiscales previsto en el presente Decreto.

Cuarto. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público
y el Servicio de Administración Tributaria podrán ce-
lebrar convenios de coordinación con el Instituto Na-
cional Electoral para implementar mecanismos de re-
conocimiento cívico, beneficios administrativos o
deducciones fiscales relacionados con la facilitación
de inmuebles para la instalación de casillas electora-
les, conforme a su disponibilidad presupuestaria y au-
tonomía hacendaría.

Quinto. Los beneficios, deducciones o mecanismos de
reconocimiento previstos en el presente Decreto ten-
drán carácter estrictamente cívico, administrativo e
institucional, por lo que en ningún caso constituirán
remuneración, contraprestación contractual, financia-
miento electoral, beneficio partidista o mecanismo de
promoción personalizada.

Sexto. Queda prohibido utilizar las deducciones, reco-
nocimientos o beneficios derivados de la instalación
de casillas electorales con fines de propaganda guber-
namental, promoción personalizada, condicionamien-
to político, clientelismo electoral o beneficio partidis-
ta, en términos de lo dispuesto por los artículos 41 y
134 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y demás disposiciones aplicables.

Séptimo. El Instituto Nacional Electoral y el Servicio
de Administración Tributaria establecerán mecanis-
mos de intercambio de información y verificación ins-
titucional para prevenir simulaciones, duplicidades,
falsedad documental o uso indebido de las deduccio-
nes previstas en el presente Decreto.

Octavo. La implementación de los mecanismos admi-
nistrativos y operativos derivados del presente Decre-
to se realizará con cargo a los presupuestos aprobados
de las autoridades competentes, sin generar ampliacio-
nes automáticas al gasto público federal.

Noveno. Los mecanismos de reconocimiento y deduc-
ciones previstos en el presente Decreto podrán imple-
mentarse de manera gradual y progresiva conforme a
la disponibilidad presupuestaria y capacidad operativa
de las autoridades competentes.

Décimo. El Consejo General del Instituto Nacional
Electoral, el Servicio de Administración Tributaria y
las autoridades hacendarias competentes emitirán, en
el ámbito de sus respectivas atribuciones, los linea-
mientos, reglas administrativas y criterios operativos
necesarios para la debida implementación y cumpli-
miento del presente Decreto.

Décimo primero. La deducción fiscal prevista en el
presente Decreto estará sujeta a la valoración de im-
pacto presupuestario correspondiente y deberá obser-
var los principios de responsabilidad hacendaria esta-
blecidos en la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria.

Décimo Segundo. El Servicio de Administración Tributa-
ria emitirá las reglas de carácter general necesarias para
determinar el monto deducible previsto en la fracción IX
del artículo 151 de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

Décimo Tercero. La Secretaría de Hacienda y Crédito
Público deberá incluir anualmente en el Informe sobre
la Situación Económica, las Finanzas Públicas y la
Deuda Pública, información relativa al número de
contribuyentes beneficiados, el monto de las deduc-
ciones aplicadas y la estimación del impacto recauda-
torio derivado de la presente reforma.

Notas

1 ccoe-2so-20-05-2024-p12.pdf pag.65
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2 Prevé INE instalar la mayoría de las casillas en escuelas y domi-

cilios particulares - Central Electoral, *ccoe-2so-20-05-2024-

p12.pdf pág. 41

3 ccoe-2so-20-05-2024-pl2.pdf pag.65

Salón de sesiones de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, miércoles 10 de junio del 2026.

Diputado Julio César Moreno Rivera (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Reforma Política-Electoral, con opi-

nión de la  Comisión de Hacienda y Crédito Público. Junio 10 de

2026.)

QUE REFORMA LA LEY GENERAL DE POBLACIÓN, EN MA-
TERIA DE DERECHO A LA IDENTIDAD E INTERCULTURALI-
DAD PARA PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS Y AFRO-
MEXICANAS, RECIBIDA DE LA DIPUTADA CLAUDIA

ALEJANDRA HERNÁNDEZ SÁENZ, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN

PERMANENTE LLEVADA A CABO EL MIÉRCOLES 10 DE JU-
NIO DE 2026

Quien suscribe, Claudia Alejandra Hernández Sáenz,
diputada de la LXVI Legislatura e integrante del Gru-
po Parlamentario de Morena, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así
como 55, fracción II, y 179 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, se permite someter a la considera-
ción de esta soberanía la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se adicionan los artículos
91 Septies y 91 Octies de la Ley General de Población,
en materia de derecho a la identidad e interculturalidad
para pueblos y comunidades indígenas y afromexica-
nas, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El derecho humano a la identidad constituye un presu-
puesto indispensable para el ejercicio efectivo de los
demás derechos fundamentales reconocidos por la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y los tratados internacionales en materia de dere-
chos humanos. El registro de nacimiento y defunción
permite acreditar la personalidad jurídica, nacionali-
dad, filiación, así como garantizar el acceso a servicios
públicos, salud, educación, seguridad social, el acceso
a los programas sociales y la tutela jurisdiccional efec-
tiva.

Sin embargo, en México persisten barreras estructura-
les que dificultan el acceso al registro civil para miles
de personas integrantes de pueblos y comunidades in-
dígenas y afromexicanas, particularmente en regiones
rurales, aisladas y de alta marginación. La ausencia de
oficialías cercanas, las barreras lingüísticas, la insufi-
ciencia institucional y la imposición de requisitos ad-
ministrativos incompatibles con las condiciones terri-
toriales y culturales de dichas comunidades generan
fenómenos de invisibilidad jurídica, exclusión institu-
cional y obstáculos desproporcionados para el ejerci-
cio efectivo de derechos fundamentales1

Diversas fuentes han documentado que las personas
indígenas y afromexicanas continúan enfrentando con-
diciones estructurales de discriminación y desigualdad
en el acceso a servicios públicos e instituciones del Es-
tado2

Lo anterior ha provocado que miles de personas indí-
genas y habitantes de zonas rurales enfrenten obstácu-
los para acceder a apoyos gubernamentales debido a la
ausencia de acta de nacimiento o CURP certificada.
En 2026, medios nacionales reportaron que inconsis-
tencias o inexistencia de CURP certificada podían im-
pedir el acceso a programas sociales y becas federa-
les3.

Asimismo, autoridades del Registro Civil del estado
de Chiapas señalaron públicamente que niñas, niños y
adolescentes sin acta de nacimiento permanecen en
una condición de invisibilidad jurídica que limita el
acceso a salud, educación y programas sociales4

De igual forma, investigaciones periodísticas han evi-
denciado que en comunidades indígenas de la Sierra
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Tarahumara existen personas adultas mayores que
nunca fueron registradas oficialmente y que sólo bus-
can obtener actas de nacimiento cuando requieren ac-
ceder a programas de apoyo gubernamental5

Ante esta problemática estructural, destaca el caso
de integrantes de la comunidad rarámuri de Tehueri-
chi, en el estado de Chihuahua, quienes durante años
enfrentaron obstáculos para obtener actas de naci-
miento y defunción debido a condiciones de aisla-
miento territorial, pobreza, barreras lingüísticas y
ausencia de mecanismos registrales culturalmente
adecuados.

Estas circunstancias dieron origen al Amparo en Revi-
sión 423/2025, resuelto por la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación el 5 de marzo de 20266 en el cual el
Alto Tribunal analizó las barreras estructurales que en-
frentan las comunidades indígenas para acceder al de-
recho humano a la identidad y al reconocimiento de su
personalidad jurídica.

De acuerdo con lo documentado en la sentencia, des-
de 2012 integrantes de dicha comunidad solicitaron en
diversas ocasiones la intervención de autoridades esta-
tales para obtener el registro y expedición de constan-
cias del estado civil; sin embargo, las solicitudes fue-
ron rechazadas o ignoradas bajo el argumento de no
cumplir con requisitos administrativos ordinarios, co-
mo certificados médicos o constancias oficiales expe-
didas por instituciones estatales7

La situación resultaba particularmente grave porque la
comunidad se rige conforme a su propio sistema nor-
mativo interno y cuenta con autoridades tradicionales
reconocidas comunitariamente, entre ellas el Goberna-
dor o Siríame, autoridad civil elegida en asamblea que
históricamente ha llevado registros comunitarios rela-
cionados con nacimientos y defunciones.

No obstante, las autoridades registrales siempre han
desconocido la validez de dichas constancias comuni-
tarias, sin considerar las condiciones geográficas, te-
rritoriales y culturales de la comunidad ni prácticas
tradicionales como la inhumación de personas falleci-
das junto con sus documentos personales, circunstan-
cia que hacía materialmente imposible cumplir con di-
versos requisitos burocráticos exigidos por el sistema
registral ordinario8.

La falta de actas de nacimiento y defunción generó
consecuencias directas sobre el ejercicio de otros de-
rechos fundamentales, pues integrantes de la comuni-
dad enfrentaron obstáculos para acceder a programas
sociales, acreditar parentesco, tramitar procedimientos
sucesorios, acceder a servicios públicos y ejercer ple-
namente su personalidad jurídica frente al Estado.

En dicha resolución, la Suprema Corte determinó que
las autoridades registrales no pueden rechazar las
constancias expedidas por autoridades tradicionales
cuando dichas constancias permitan acreditar razona-
blemente hechos vinculados con nacimiento, defun-
ción o identidad comunitaria.

La Suprema Corte sostuvo que la exigencia de certifi-
cados médicos hospitalarios u otros requisitos mate-
rialmente inaccesibles para comunidades indígenas ru-
rales constituye una medida desproporcionada y
discriminatoria, incompatible con:

• El derecho humano a la identidad;

• La igualdad sustantiva;

• La libre determinación;

• El principio de no discriminación; y

• El reconocimiento constitucional de los sistemas
normativos internos.

De igual forma, la Suprema Corte reconoció que las
autoridades tradicionales cuentan con legitimidad
constitucional derivada del derecho a la libre determi-
nación y autonomía de los pueblos y comunidades in-
dígenas y afromexicanas, por lo que las constancias
emitidas conforme a sus sistemas normativos internos
pueden constituir medios suficientes de acreditación
respecto de hechos vinculados con actos del estado ci-
vil.

Incluso, la resolución ordenó implementar medidas es-
tructurales de coordinación institucional e intercultu-
ralidad administrativa para garantizar el acceso efecti-
vo de las comunidades indígenas al sistema nacional
de identidad, reconociendo la necesidad de adoptar
mecanismos diferenciados compatibles con la realidad
territorial, lingüística y cultural de dichas comunida-
des.
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Si bien el caso concreto se refería a una comunidad ra-
rámuri, los principios constitucionales desarrollados
por la Suprema Corte resultan igualmente aplicables a
pueblos y comunidades afromexicanas, en virtud del
reconocimiento previsto en el artículo 2o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el
cual reconoce que la Nación mexicana tiene una com-
posición pluricultural sustentada originalmente en sus
pueblos indígenas y afromexicanos9.

Asimismo, la reforma constitucional en materia de
pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas,
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 30
de septiembre de 2024, fortaleció su reconocimiento
como sujetos de derecho público con personalidad ju-
rídica y patrimonio propio, así como el ejercicio de su
libre determinación y autonomía.

De igual forma, reconoció expresamente la validez de
sus sistemas normativos internos y la obligación de las
autoridades de garantizar sus derechos desde una pers-
pectiva intercultural. En este contexto, resulta indis-
pensable que las instituciones del Estado adecuen sus
procedimientos administrativos para asegurar el ejer-
cicio pleno del derecho a la identidad, respetando las
formas propias de organización y acreditación comu-
nitaria de los pueblos y comunidades indígenas y afro-
mexicanas10.

El pluralismo jurídico supone aceptar la coexistencia
legítima de diversos sistemas normativos compatibles
con el orden constitucional, lo que permite que autori-
dades tradicionales comunitarias participen en la acre-
ditación de hechos relacionados con nacimiento, de-
función e identidad colectiva11.

No obstante, el modelo registral vigente continúa sus-
tentado en parámetros centralizados y burocráticos
que frecuentemente desconocen las condiciones mate-
riales, territoriales, lingüísticas y culturales de las co-
munidades indígenas y afromexicanas.

La presente iniciativa busca armonizar el marco jurí-
dico nacional con los criterios emitidos por la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación y con los estándares
constitucionales e internacionales en materia de dere-
chos humanos.

Asimismo, la reforma encuentra sustento en diversos
instrumentos internacionales vinculantes para el Esta-

do mexicano. El Convenio 169 de la Organización In-
ternacional del Trabajo establece la obligación de los
Estados de respetar las instituciones, sistemas norma-
tivos y formas de organización social de los pueblos
indígenas12.

De igual forma, la Organización de las Naciones Uni-
das reconoce, en la Declaración sobre los Derechos de
los Pueblos Indígenas, el derecho de los pueblos origi-
narios a conservar, fortalecer y desarrollar sus institu-
ciones jurídicas, políticas, económicas, sociales y cul-
turales13.

Por su parte, la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos ha sostenido que el derecho a la personalidad
jurídica y a la identidad constituye un presupuesto
esencial para el ejercicio efectivo de otros derechos
fundamentales, particularmente respecto de grupos
históricamente discriminados14.

En consecuencia, conforme al artículo 1o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el
marco jurídico nacional debe interpretarse y aplicarse
bajo los principios de interpretación conforme, pro
persona, interculturalidad y no discriminación.

La presente iniciativa busca garantizar el acceso efec-
tivo al derecho humano a la identidad de los pueblos y
comunidades indígenas y afromexicanas mediante la
eliminación de barreras estructurales históricamente
normalizadas dentro del sistema registral mexicano.

El reconocimiento jurídico de las constancias emitidas
por autoridades tradicionales fortalece:

• La libre determinación;

• El pluralismo jurídico;

La igualdad sustantiva;

• El acceso efectivo a los derechos fundamentales;
y

• La construcción de un modelo de estado intercul-
tural compatible con la composición pluricultural
de la nación mexicana.

Asimismo, la presente reforma armoniza el marco ju-
rídico nacional con:
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• La Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos;

• Los tratados internacionales en materia de dere-
chos humanos;

• Los estándares interamericanos; y

• Los criterios emitidos por la Suprema Corte de
Justicia de la Nación.

Para mayor claridad sobre el alcance de la presente
iniciativa, se presenta el siguiente cuadro comparati-
vo:

Por lo expuesto y fundado, someto a la consideración
del pleno la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se adicionan los artículos 91
Septies y 91 Octies a la Ley General de Población,
en materia de derecho a la identidad e intercultu-
ralidad para pueblos y comunidades indígenas y
afromexicanas

Único. Se adicionan los artículos 91 Septies y 91 Oc-
ties a la Ley General de Población, para quedar como
sigue:

Artículo 91 Septies. Las autoridades del Registro
Civil de las entidades federativas reconocerán co-
mo medios suficientes de acreditación, salvo prue-
ba en contrario, las constancias expedidas por au-
toridades tradicionales de pueblos y comunidades
indígenas y afromexicanas respecto de hechos vin-
culados con el nacimiento, la defunción y los demás
actos del estado civil, conforme a sus sistemas nor-
mativos internos, prácticas culturales y formas tra-
dicionales de organización comunitaria. 

El Registro Nacional de Población, en coordinación
con las autoridades competentes de las entidades
federativas, emitirá los lineamientos y mecanismos
de coordinación administrativa que permitan la in-
corporación de dichos registros al sistema nacional
de identidad y la expedición de la Clave Única de
Registro de Población, a fin de garantizar el acceso
efectivo al derecho a la identidad de las personas
integrantes de pueblos y comunidades indígenas y
afromexicanas. 

Las autoridades competentes deberán privilegiar
en todo momento: 

I. La interpretación conforme; 

II. El principio pro persona;

III. La interculturalidad;

IV. El pluralismo jurídico;

V. La igualdad sustantiva; y

VI. La no discriminación.

Jueves 18 de junio de 2026 Gaceta Parlamentaria65



Artículo 91 Octies. Para efectos de la presente Ley,
se entenderá por autoridad tradicional aquella per-
sona, órgano, asamblea, sistema de cargos o insti-
tución comunitaria reconocida por los pueblos y las
comunidades indígenas y afromexicanas, en ejerci-
cio de su libre determinación y autonomía, confor-
me a sus sistemas normativos internos, usos, cos-
tumbres, prácticas culturales o formas propias de
organización social, política o comunitaria.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Registro Nacional de Población, en coor-
dinación con el Instituto Nacional de los Pueblos Indí-
genas y las autoridades competentes de las entidades
federativas, emitirá, dentro de los ciento ochenta días
naturales siguientes a la entrada en vigor del presente
decreto, los lineamientos y mecanismos de coordina-
ción administrativa necesarios para la implementación
del presente decreto. 
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Salón de sesiones de la Comisión Permanente, 
10 de junio de 2026.

Diputada Claudia Alejandra Hernández Sáenz (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Gobernación y Población. Junio 10 de

2026.)

QUE REFORMA EL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIEN-
TOS CIVILES Y FAMILIARES, RECIBIDA DEL DIPUTADO FI-
DEL DANIEL CHIMAL GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIA DEL PAN, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN

PERMANENTE VERIFICADA EL MIÉRCOLES 10 DE JUNIO DE

2026

El que suscribe, diputado Fidel Daniel Chimal García,
integrante del Grupo Parlamentario de Acción Nacio-
nal en la LXVI Legislatura del Honorable Congreso de
la Unión, conforme a lo dispuesto en el artículo 71,
fracción II de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; artículos 6° fracción I, 78 y 79
fracción II; artículo 80, 82 punto 2 fracción I del Re-
glamento de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión, someto a consideración de esta
honorable soberanía, la presente Iniciativa con proyec-
to de decreto por el que se adicionan diversas disposi-
ciones al Código Nacional de Procedimientos Civiles
y Familiares, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

1. La importancia de fortalecer los mecanismos de
protección de niñas, niños y adolescentes en los
procedimientos familiares

La protección integral de niñas, niños y adolescentes
constituye una de las obligaciones prioritarias del Es-
tado mexicano. La complejidad de los conflictos fami-
liares contemporáneos, así como el incremento de di-

versas formas de violencia que impactan a la niñez y
adolescencia, evidencian la necesidad de fortalecer los
mecanismos institucionales y procesales que permitan
a las autoridades jurisdiccionales adoptar decisiones
informadas, oportunas y orientadas a garantizar entor-
nos seguros para el desarrollo integral de las personas
menores de edad.

En esta dirección, la protección de niñas, niños y ado-
lescentes constituye una obligación prioritaria del Es-
tado mexicano y un compromiso asumido por nuestro
país en diversos instrumentos internacionales en mate-
ria de derechos humanos. La Convención sobre los
Derechos del Niño reconoce que toda persona menor
de dieciocho años debe gozar de protección especial
para garantizar su desarrollo físico, mental, emocional
y social en condiciones de dignidad, seguridad y bien-
estar. Asimismo, dicho instrumento internacional esta-
blece que las autoridades deben adoptar todas las me-
didas necesarias para asegurar el interés superior de la
niñez en cualquier decisión o procedimiento que les
involucre1.

Actualmente la violencia dentro de los entornos fami-
liares y de crianza representa uno de los principales
factores de riesgo para el desarrollo integral de niñas,
niños y adolescentes. Organismos internacionales co-
mo UNICEF han advertido que las agresiones físicas,
psicológicas y emocionales ejercidas dentro del hogar
generan consecuencias profundas y duraderas en la sa-
lud mental, autoestima y estabilidad emocional de las
personas menores de edad. Incluso, el organismo in-
ternacional ha señalado que la violencia durante la
crianza no sólo produce afectaciones emocionales in-
mediatas, sino que también puede normalizar patrones
violentos de relación y reproducción de conductas
agresivas en distintos ámbitos de la vida social y fa-
miliar.2

A nivel nacional y de acuerdo con la Encuesta Nacio-
nal sobre la Dinámica de las Relaciones en los Ho-
gares (Endireh) 2021, elaborada por el Instituto
Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), la vio-
lencia psicológica continúa representando una de las
formas más recurrentes de violencia dentro de los en-
tornos familiares en México. Dicho instrumento reco-
noce que conductas como el abandono, descuido reite-
rado, amenazas, humillaciones, restricciones y
agresiones emocionales generan afectaciones directas
en la estabilidad psicológica y emocional de las perso-
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nas, particularmente dentro de contextos familiares
conflictivos. Asimismo, la ENDIREH identifica que
las dinámicas de violencia intrafamiliar y los antece-
dentes de violencia física o psicológica constituyen
factores relevantes para comprender los riesgos y con-
diciones de vulnerabilidad que pueden impactar el
bienestar y desarrollo integral de infancias y adoles-
cencias3

Sin embargo, la violencia contra niñas, niños y ado-
lescentes continúa representando una problemática de
dimensiones alarmantes que exige el fortalecimiento
de las capacidades institucionales de protección y pre-
vención. De acuerdo con información de la Red por
los Derechos de la Infancia en México (REDIM),
entre enero y noviembre de 2025 se registraron 694
víctimas de homicidio doloso de entre 0 y 17 años a ni-
vel nacional, además de un incremento en diversos de-
litos cometidos contra personas menores de edad, par-
ticularmente aquellos relacionados con lesiones,
violencia familiar y corrupción de menores4.

Asimismo, la violencia homicida contra personas me-
nores de edad continúa representando una de las ex-
presiones más graves de afectación a la niñez en Mé-
xico. Información especializada sobre homicidio de
infancia y adolescencia señalada por la misma RE-
DIM apunta a que, de enero a noviembre de 2025, se
registraron 752 asesinatos de niñas, niños y adolescen-
tes en el país, lo que equivale a un promedio aproxi-
mado de 2.3 homicidios diarios de personas de entre 0
y 17 años. La misma fuente advierte que esta violen-
cia no sólo vulnera de manera irreversible el derecho a
la vida y al desarrollo integral, sino que refleja la per-
sistencia de entornos de riesgo, violencia y desprotec-
ción que afectan directamente a la población infantil y
adolescente en el territorio nacional5.

La necesidad de fortalecer los mecanismos de protec-
ción de niñas, niños y adolescentes en los procedi-
mientos familiares también encuentra sustento en di-
versos estudios especializados que han advertido la
estrecha relación existente entre el entorno familiar y
el desarrollo emocional, psicológico y social de la in-
fancia. Investigaciones académicas han señalado que
los conflictos intrafamiliares, la violencia en el hogar,
la negligencia y las dinámicas familiares inadecuadas
pueden generar afectaciones profundas en la estabili-
dad emocional de niñas, niños y adolescentes, reper-
cutiendo directamente en su desarrollo integral, su sa-

lud mental y su capacidad de construir relaciones se-
guras durante la infancia y adolescencia.6

En ese sentido, estudios sobre desarrollo infantil y di-
námica familiar sostienen que el entorno familiar
constituye uno de los factores más determinantes para
el bienestar emocional de niñas, niños y adolescentes,
particularmente en contextos de separación parental,
disputas de guarda y custodia o conflictos familiares
judicializados. De igual manera, se ha advertido que la
exposición prolongada a contextos de violencia intra-
familiar o confrontación severa puede generar conse-
cuencias psicológicas de largo plazo, incluyendo an-
siedad, estrés, depresión, afectaciones conductuales y
dificultades en los procesos de socialización7

Diversos estudios especializados en materia de dere-
chos de la infancia y violencia familiar realizados por
la Universidad Nacional Autónoma de México
(UNAM), han advertido que las niñas, niños y adoles-
centes constituyen un grupo particularmente vulnera-
ble frente a contextos de violencia intrafamiliar, mal-
trato y dinámicas familiares que afectan su integridad
física, psíquica y emocional. Investigaciones académi-
cas desarrolladas desde el ámbito jurídico y conven-
cional sostienen que el Estado tiene la obligación de
adoptar medidas legislativas, jurisdiccionales y admi-
nistrativas orientadas a garantizar una vida libre de
violencia para las personas menores de edad, así como
mecanismos eficaces de protección frente a contextos
familiares que puedan comprometer su bienestar y
desarrollo integral.8

En consecuencia, el contexto actual de violencia, vul-
nerabilidad y conflictividad familiar que afecta a ni-
ñas, niños y adolescentes en México evidencia la ne-
cesidad de fortalecer las herramientas institucionales
con las que cuentan las autoridades jurisdiccionales
para proteger efectivamente el interés superior de la
niñez. La complejidad de los procedimientos relacio-
nados con guarda y custodia, convivencias y demás
controversias familiares exige que las decisiones judi-
ciales se sustenten en elementos técnicos, especializa-
dos e interdisciplinarios que permitan identificar opor-
tunamente posibles factores de riesgo que puedan
comprometer el bienestar físico, emocional y psicoló-
gico de las personas menores de edad. 

Bajo esa lógica, resulta indispensable consolidar me-
canismos procesales que permitan a las autoridades ju-
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risdiccionales contar con mayores elementos de valo-
ración para adoptar decisiones orientadas a garantizar
entornos familiares seguros, libres de violencia y ade-
cuados para el desarrollo integral de niñas, niños y
adolescentes. 

2. El interés superior de la niñez como eje rector de
la justicia familiar 

El principio del interés superior de la niñez constitu-
ye uno de los ejes rectores del sistema jurídico mexi-
cano en materia de protección de derechos de niñas,
niños y adolescentes. La incorporación de este princi-
pio al texto constitucional mexicano representó un
cambio sustancial en el paradigma de protección de
los derechos de niñas, niños y adolescentes, al estable-
cer la obligación de todas las autoridades de priorizar
su bienestar, dignidad, integridad física y emocional,
así como su desarrollo integral en cualquier decisión o
actuación que les involucre. A partir de la reforma
constitucional en materia de derechos humanos de
2011, dicho principio adquirió una dimensión re-
forzada como parámetro obligatorio para la actua-
ción estatal y para la interpretación de las normas
relacionadas con la protección de la infancia y ado-
lescencia. 

Derivado de ello, el Estado mexicano consolidó un
marco normativo especializado mediante la expedi-
ción de la Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes, ordenamiento que reconoce prin-
cipios fundamentales como el interés superior de la
niñez, la igualdad sustantiva, la participación infantil,
la no discriminación y el derecho a una vida libre de
violencia. Asimismo, dicho ordenamiento establece
obligaciones específicas para las autoridades de los
distintos órdenes de gobierno orientadas a garantizar
mecanismos efectivos de protección integral para ni-
ñas, niños y adolescentes. 

En esta dirección, la Suprema Corte de Justicia de la
Nación (SCJN) ha sostenido que el interés superior
de la niñez constituye una consideración primor-
dial en cualquier decisión que afecte a niñas, niños
y adolescentes, lo que obliga a las autoridades juris-
diccionales a evaluar de manera integral las circuns-
tancias particulares de cada caso, especialmente en
controversias relacionadas con guarda y custodia, con-
vivencias y responsabilidad parental. Asimismo, los
criterios emitidos por el Máximo Tribunal del país han

reconocido que las decisiones judiciales en materia fa-
miliar deben orientarse a garantizar el bienestar físico,
emocional y psicológico de las personas menores de
edad mediante mecanismos efectivos de protección y
análisis contextual de los entornos familiares.9

Asimismo, la corte mexicana ha sostenido que las de-
terminaciones relacionadas con guarda y custodia no
pueden sustentarse en presunciones automáticas o pre-
ferencias preconcebidas respecto de alguno de los pro-
genitores, sino en la obligación de garantizar de mane-
ra efectiva el bienestar y desarrollo integral de niñas,
niños y adolescentes. En el Amparo Directo en Revi-
sión 745/2009, el Máximo Tribunal del país determinó
que el artículo 4º constitucional no consagra un princi-
pio fundamental que privilegie la permanencia de las
personas menores de edad con la madre, sino que re-
conoce la igualdad jurídica entre hombres y mujeres y
la responsabilidad compartida de ambos progenitores
en el cuidado, protección y desarrollo integral de sus
hijas e hijos.

De igual manera, la Suprema Corte estableció que la
obligación constitucional del Estado en materia de ni-
ñez implica generar mecanismos que permitan a las
autoridades jurisdiccionales adoptar decisiones orien-
tadas a salvaguardar efectivamente el interés superior
de niñas, niños y adolescentes, mediante el análisis
particular de las circunstancias de cada caso concreto.
En ese sentido, el criterio constitucional vigente reco-
noce que las controversias familiares relacionadas con
guarda y custodia requieren una valoración contextual
e individualizada del entorno familiar, priorizando en
todo momento la protección integral, estabilidad emo-
cional y desarrollo adecuado de las personas menores
de edad, por encima de cualquier criterio abstracto o
generalizado. 

La doctrina especializada en materia de derechos de la
infancia ha sostenido que el interés superior de la ni-
ñez constituye no sólo un principio interpretativo, sino
también una auténtica norma de procedimiento que
obliga a las autoridades jurisdiccionales a realizar eva-
luaciones individualizadas de las circunstancias parti-
culares de cada caso en el que se encuentren involu-
cradas niñas, niños y adolescentes.10

En ese sentido, estudios desarrollados desde el ámbito
jurídico y convencional advierten que la determina-
ción del interés superior requiere analizar factores es-
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pecíficos como el entorno familiar, la seguridad, la es-
tabilidad emocional y las relaciones de cuidado, me-
diante mecanismos de valoración contextual y multi-
disciplinaria que permitan garantizar de manera
efectiva el bienestar integral de las personas menores
de edad. 

En concordancia con lo anterior, la Observación Ge-
neral número 14 del Comité de los Derechos del Ni-
ño de las Naciones Unidas ha establecido que el inte-
rés superior de la niñez constituye no sólo un principio
sustantivo, sino también una norma de procedimiento
que obliga a las autoridades jurisdiccionales y legisla-
tivas a evaluar de manera individualizada las circuns-
tancias particulares de cada niña, niño o adolescente
involucrado en una decisión judicial o administrativa.

Dicho instrumento internacional señala que la deter-
minación del interés superior debe realizarse atendien-
do al contexto específico de cada caso, considerando
factores como el entorno familiar, las relaciones afec-
tivas, la seguridad, la estabilidad emocional y las ne-
cesidades particulares de la persona menor de edad,
mediante procedimientos adecuados y con participa-
ción de personal especializado y multidisciplinario.11

En consecuencia, el interés superior de la niñez exige
que las autoridades jurisdiccionales en materia fami-
liar adopten decisiones sustentadas en análisis integra-
les, individualizados y contextualizados que permitan
identificar de manera efectiva las condiciones particu-
lares en las que se desarrollan niñas, niños y adoles-
centes. La protección reforzada reconocida por la
Constitución, los tratados internacionales, la legisla-
ción nacional y los criterios de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación implica que los procedimientos
relacionados con guarda y custodia, convivencias y
responsabilidad parental deben contar con herramien-
tas procesales suficientes que permitan evaluar ade-
cuadamente posibles factores de riesgo, violencia o
afectaciones emocionales que puedan comprometer el
bienestar integral de las personas menores de edad.

3. La necesidad de fortalecer los mecanismos pro-
cesales de valoración integral en procedimientos de
guarda y custodia

Los procedimientos familiares relacionados con guar-
da y custodia, régimen de convivencias y medidas de
protección constituyen una de las materias más sensi-

bles dentro del sistema de impartición de justicia, de-
bido a que las decisiones adoptadas en dichos asuntos
impactan directamente en el entorno cotidiano, estabi-
lidad emocional y desarrollo integral de niñas, niños y
adolescentes. A diferencia de otros procedimientos ju-
risdiccionales, las controversias familiares involucran
dinámicas emocionales, psicológicas y sociales com-
plejas que requieren mecanismos especializados de
análisis y valoración por parte de las autoridades juris-
diccionales.

En ese sentido, la evolución del marco constitucional
y convencional en materia de derechos de la infancia
ha generado la necesidad de fortalecer progresivamen-
te las herramientas procesales con las que cuentan las
autoridades jurisdiccionales para garantizar una tutela
judicial efectiva del interés superior de la niñez. Ello
implica que las decisiones relacionadas con guarda y
custodia, convivencias y responsabilidad parental no
sólo deben sustentarse en los argumentos formulados
por las partes, sino también en elementos técnicos y
especializados que permitan identificar posibles con-
textos de riesgo, violencia, negligencia o afectaciones
emocionales que puedan comprometer el bienestar in-
tegral de niñas, niños y adolescentes.

Asimismo, la doctrina especializada y los criterios ju-
risdiccionales nacionales e internacionales previamen-
te mostrados han sostenido que las controversias fami-
liares requieren análisis individualizados y
contextualizados de las circunstancias particulares de
cada núcleo familiar, privilegiando en todo momento
el bienestar físico, emocional y psicológico de las per-
sonas menores de edad. Bajo esa lógica, la interven-
ción de personal especializado en áreas psicológicas y
sociofamiliares constituye una herramienta fundamen-
tal para que las autoridades jurisdiccionales puedan
contar con mayores elementos objetivos al momento
de resolver asuntos relacionados con guarda y custodia
o régimen de convivencias.

En fechas recientes, diversos casos de alto impacto
social relacionados con controversias familiares y
guarda y custodia han evidenciado la importancia
de fortalecer los mecanismos institucionales de va-
loración integral en procedimientos que involucren
a niñas, niños y adolescentes. Particularmente, he-
chos recientes ocurridos en Baja California genera-
ron un amplio debate público respecto de la necesi-
dad de que las autoridades jurisdiccionales cuenten
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con mayores herramientas técnicas y especializa-
das para identificar oportunamente posibles facto-
res de riesgo dentro de los entornos familiares so-
metidos a consideración judicial.

Lo anterior ha puesto de manifiesto la relevancia de
fortalecer los procedimientos jurisdiccionales en mate-
ria familiar mediante mecanismos que permitan a las y
los juzgadores contar con valoraciones más integrales
respecto de las dinámicas familiares, condiciones
emocionales y posibles contextos de vulnerabilidad
que puedan afectar a niñas, niños y adolescentes. Ello
resulta particularmente importante considerando que
las determinaciones relacionadas con guarda y custo-
dia o convivencias pueden producir consecuencias
profundas y, en algunos casos, irreversibles sobre el
desarrollo emocional y bienestar integral de las perso-
nas menores de edad.

En consecuencia, la presente iniciativa busca con-
tribuir al fortalecimiento de la tutela judicial efec-
tiva de niñas, niños y adolescentes mediante meca-
nismos procesales que permitan mejorar la
capacidad institucional de análisis y protección
dentro de los procedimientos familiares, garanti-
zando que las decisiones relacionadas con guarda y
custodia, convivencias y responsabilidad parental
se encuentren sustentadas en valoraciones integra-
les, especializadas y orientadas prioritariamente al
bienestar y desarrollo integral de las personas me-
nores de edad.

Por lo expuesto y fundamentado, someto a considera-
ción de esta asamblea la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto por el que se adicionan diversas disposicio-
nes al Código Nacional de Procedimientos Civiles y
Familiares

Único. Se reforma la fracción II del artículo 557, se
adiciona el artículo 557 Bis y se adiciona un párra-
fo al artículo 675 del Código Nacional de Procedi-
mientos Civiles y Familiares.

Artículo 557. Tratándose de trámites en los que se en-
cuentren involucrados los derechos de niñas, niños y
adolescentes, la autoridad jurisdiccional, proveerá al
efecto y de manera inmediata los ajustes razonables
que se requiera en debida observancia del principio de

interés superior de las niñas, niños y adolescentes, de
conformidad con lo siguiente:

I. …

II. Priorizar el derecho a la protección especial, con-
tra toda forma de sufrimiento, abuso o descuido, in-
cluidos el físico, psicológico, mental y emocional;
así como priorizar el desarrollo integral en un am-
biente sano y libre de violencia, mediante una va-
loración integral e interdisciplinaria del entorno
familiar de la niña, niño o adolescente; 

III. a VII. …

Artículo 557 Bis. En los procedimientos contencio-
sos en los que se controvierta la guarda y custodia,
régimen de convivencias o cualquier medida rela-
cionada con el cuidado de niñas, niños y adolescen-
tes, la autoridad jurisdiccional deberá ordenar, de
oficio o a petición de parte, la práctica de valoracio-
nes psicológicas y sociofamiliares cuando existan
elementos que permitan advertir posibles afectacio-
nes a la integridad física, emocional, psicológica o al
desarrollo integral de la niña, niño o adolescente.

Las valoraciones a que se refiere el párrafo ante-
rior deberán realizarse por personal especializado,
atendiendo al principio de mínima intervención y
evitando prácticas que puedan generar revictimi-
zación o afectación emocional a niñas, niños y ado-
lescentes.

La autoridad jurisdiccional deberá valorar dichas
pruebas de manera integral al momento de resol-
ver sobre guarda y custodia, régimen de conviven-
cias o cualquier otra medida vinculada con el inte-
rés superior de la niñez.

Lo anterior no impedirá que la autoridad jurisdic-
cional dicte medidas urgentes de protección cuando
exista riesgo inminente para la integridad de niñas,
niños o adolescentes, las cuales deberán emitirse en
estricta observancia del principio del interés supe-
rior de la niñez y demás principios previstos en la
Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes.

Artículo 675. En la Audiencia Preliminar, la autoridad
jurisdiccional se pronunciará respecto de la admisión
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de las pruebas, así como la forma en que deberán pre-
pararse para su desahogo en la audiencia de juicio,
quedando a cargo de las partes su oportuna prepara-
ción, bajo el apercibimiento que, de no hacerlo, se de-
clararán desiertas de oficio las mismas por causas im-
putables al oferente.

Durante la etapa de admisión de pruebas, las partes po-
drán igualmente objetar las pruebas que consideren
pertinentes.

De estimarlo necesario, la autoridad jurisdiccional, en
auxilio del oferente, expedirá los oficios o citaciones y
realizará el nombramiento de las personas peritas para
su aceptación en la misma audiencia, en el entendido
de que los oficios serán puestos a disposición de la
parte oferente, a efecto de que preparen sus pruebas y
éstas se desahoguen en la audiencia de juicio.

Tratándose de procedimientos relacionados con
guarda y custodia, régimen de convivencias o me-
didas de protección respecto de niñas, niños y ado-
lescentes, la autoridad jurisdiccional privilegiará el
desahogo oportuno de pruebas psicológicas, socio-
familiares e interdisciplinarias necesarias para sal-
vaguardar el interés superior de la niñez.

En su caso, la autoridad jurisdiccional señalará fe-
cha para la entrevista de la niña, niño o adolescen-
te en comparecencia.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Los Poderes Judiciales de las entidades fe-
derativas y de la federación, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, deberán realizar las acciones
necesarias para fortalecer la capacitación y especiali-
zación del personal jurisdiccional y pericial en materia
de valoración psicológica, socio familiar e interdisci-
plinaria relacionada con niñas, niños y adolescentes.
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QUE REFORMA LAS LEYES DEL SISTEMA NACIONAL DE

INFORMACIÓN ESTADÍSTICA Y GEOGRÁFICA, Y GENERAL

DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIO-
LENCIAS, CON EL OBJETIVO DE GENERAR UNA ENCUESTA

SOBRE MASCULINIDADES Y CONDUCTAS ASOCIADAS A LA

IDENTIDAD DE LOS HOMBRES, RECIBIDA DE LAS DIPUTA-
DAS MIRIAM DE LOS ÁNGELES VÁZQUEZ RUIZ Y KARINA

MARGARITA DEL RÍO ZENTENO, DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PER-
MANENTE VERIFICADA EL MIÉRCOLES 10 DE JUNIO DE

2026

Quienes suscriben, Miriam de los Ángeles Vázquez
Ruiz y Karina Margarita del Río Zenteno, diputadas
integrantes del Grupo Parlamentario de Morena de la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y de
conformidad con lo dispuesto en el 55, fracción II, del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, someten a

consideración del pleno la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforma fracción I del
artículo 78 de la Ley del Sistema Nacional de Infor-
mación Estadística y Geográfica, así como la adición
de un párrafo a la fracción IX del artículo 38 de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencias, para generar una encuesta sobre masculi-
nidades y conductas asociadas a la identidad de los
hombres en México, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La violencia de género es un problema de desigualdad
agravada que representa una crisis para el Estado me-
xicano debido a su crecimiento en las últimas décadas.
La consecuencia de lo anterior ha generado una mayor
intervención del Estado, sin embargo, los resultados
han sido heterogéneos y ello no permite referir a una
estrategia consolidada para atender un patrón sistemá-
tico de violaciones a la dignidad, salud y vida de las
mujeres y niñas.

Parte de esta limitada actuación tiene relación con el
arraigo de la violencia a distintos patrones sociocultu-
rales como factores causales, mismos que se descono-
cen y que son necesarios identificar y erradicar con el
fin de inhibir estas prácticas violentas que se mani-
fiestan de distintas formas hacia las mujeres.

Derivado de esta conducta agravada por parte del
hombre, la iniciativa que se presenta busca crear una
encuesta sobre masculinidades para generar informa-
ción sobre valores, comportamientos y conductas del
hombre y complementar a la información ya existente
sobre violencia como la producida por la Encuesta Na-
cional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Ho-
gares, ENDIREH. Aunado a lo anterior, el objetivo
también se vincula a la necesidad de dar cabida en el
diseño de políticas a un enfoque preventivo en la vio-
lencia de género.

El enfoque de masculinidades encuentra su relevancia
y pertinencia porque al conocer las distintas formas
que existen de ser un hombre, se puede conocer las
tendencias de estas en nuestro país y dar respuestas so-
bre cómo estas creencias y distintos tipos de identida-
des del hombre pueden influir en las relaciones, com-
portamiento e interacción con el género opuesto y
ofrecer esquemas preventivos de violencia y reeduca-
ción.
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En México en 2021, a nivel nacional, del total de cin-
cuenta punto y cinco de millones de mujeres de 15
años y más, 70.1 % experimentó al menos un inciden-
te de violencia, del tipo psicológica, económica, patri-
monial, física, sexual o discriminación en al menos un
ámbito y ejercida por cualquier persona agresora a lo
largo de su vida. La cifra anterior muestra un incre-
mento de 4 puntos porcentuales en la violencia total
respecto a la última medición realizada en 2016 (En-
cuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones
en los Hogares, ENDIREH, 2021).

En los últimos años, acorde al Índice de Paz México
2023, elaborado por el Instituto para la Economía y la
Paz, ha habido una creciente conciencia social sobre la
violencia de género debido al aumento continuo en las
tasas de violencia familiar y violencia sexual en el pa-
ís- mismas que se han más que duplicado desde 2015-
así como a la creciente prevalencia del delito de femi-
nicidio.

Acorde a estas cifras, la violencia en las últimas déca-
das no solo va en aumento sino además existen casos
representativos que dan muestra de las necesidades in-
mediatas que requiere el rediseño de las políticas pú-
blicas con las que se busca inhibir este tipo de accio-
nes. En este sentido, mientras una asociación civil
identifica a la violencia familiar y violencia sexual, el
Inegi (2021) a través de la ENDIREH coloca a la vio-
lencia psicológica y sexual como las de mayor fre-
cuencia, señalando que es en el ámbito comunitario
donde más se violenta a las mujeres.

Parte de esta información sobre la violencia hacia la
mujer en México es generada por la ENDIREH, con el
objetivo de obtener información sobre la magnitud de
la violencia contra las mujeres mexicanas de 15 años y
más así como sobre la dinámica de las relaciones de
pareja y de otras personas agresoras, las acciones que
llevan a cabo las mujeres que experimentan violencia,
y las consecuencias de estas vivencias (ENDIREH,
2022).

En sus informes, esta encuesta además señala que ge-
nera información sobre cinco tipos de violencia contra
las mujeres reconocidos en la Ley General de Acceso
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia
(LGAMVLV): psicológica, física, sexual, económica
y patrimonial, además de indagar sobre la violencia
que se ejerce en los ámbitos de pareja, familiar, labo-

ral, escolar y en la comunidad en distintos periodos de
referencia. 

Sin embargo, a pesar de la trascendencia de la ENDI-
REH al proporcionar información para sustentar las
medidas de política pública para mejorar las relaciones
de pareja en los hogares, así como disminuir experien-
cias de violencia en distintos ámbitos, también se de-
be reconocer que la ausencia de la medición sobre al-
guna de las causas de la violencia de género es parte
de un mismo problema que requiere, por lo menos en
su análisis y diagnóstico, de una lógica que permita
explicar las dinámicas de este fenómeno que estamos
viviendo en esta época, y ello puede ser mediante una
encuesta de masculinidades. 

Así, al acercarse a la experiencia sobre la violencia y
en un contexto donde el gobierno tiene una interven-
ción más destacada en los últimos años pero sin consi-
derar una referencia del funcionamiento integral de es-
te fenómeno debido a la ausencia de instrumentos que
midan factores causales, es necesario incluir otro tipo
de enfoques para terminar con una actuación limitada
del Estado en cuanto a resultados y ámbitos de inter-
vención.

Acorde a la CNDH (2022) la masculinidad se define
como el conjunto de atributos, valores, y conductas
que son característicos del hombre en una sociedad de-
terminada. Actualmente se cuestiona la presencia de
un hombre universal, ya que actuar como hombre va-
ría de acuerdo con el contexto histórico, social, cultu-
ral, etcétera. 

Hablar de masculinidades plantea la existencia de di-
versas maneras posibles de ser hombre así como ac-
tuar desde la autocrítica, la reflexión y la evaluación
de cómo los varones al ser socializados en un mundo
patriarcal se benefician de este sistema. A partir de esa
aceptación, es posible ser conscientes de las desigual-
dades de género y socializar de un modo diferente al
que reproduce los roles, prejuicios y estereotipos que
colocan a los varones al frente del poder social, políti-
co, cultural y económico (Fundar, sin fecha).

Sin embargo, este tema a pesar de su relevancia para el
entendimiento y actuación en contextos de violencia
de género no ha sido integrado a la agenda de gobier-
no, sobre todo para su medición. El esquema preventi-
vo y de reeducación que ofrece este enfoque sobre la
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violencia de género, debe estar a la par del esquema
reactivo y de acceso a la justicia, debido a que se trata
no solo de una estrategia complementaria sino de en-
tendimiento para ampliar el conocimiento sobre una
de las variables clave en el fenómeno de la violencia. 

Parte de las causalidades de la violencia de género,
misma que se presenta de múltiples formas de abuso y
en distintos ámbitos, está ligado al comportamiento y
percepciones de los agresores como el origen de la
violencia. Por ello, cuestionar el machismo tan arrai-
gado en México a través de una radiografía o diagnós-
tico de las emociones y experiencias de los hombres
así como el grado de normalización de distintos tipos
de violencia significa una oportunidad para el Estado
de transformar la cultura y estructura en la que se ori-
gina y desarrolla, y de esta forma avanzar hacia rela-
ciones más equitativas entre géneros, mediante diag-
nósticos más puntuales. Acorde al PNUD (2025) para
lograr la igualdad de género, es crucial involucrar a
hombres y niños. Esto implica analizar los roles que
desempeñan en sus comunidades, culturas, economías
y políticas, y comprender la manera en que dichos ro-
les repercuten en las vidas de las mujeres y las niñas.

Bajo esta idea, la masculinidad se traza como un con-
tinum, donde de un lado de los extremos, existe la
masculinidad tóxica la cual hace referencia a prácticas
que promueven la dominación, la agresión y la miso-
ginia devaluando las relaciones y emociones de las
mujeres. Y del otro extremo, la masculinidad positiva,
el ideal hacia donde transitar; referida a la promoción
de formas constructivas, no violentas y justas, des-
afiando las normas tradicionales que sostienen el se-
xismo, la dominación y la agresión. 

Así, al atender las causales de la violencia de género
generada desde esta visión hegemónica de quien, en la
mayoría de los casos, produce la violencia, permite
una intervención preventiva orientada a reeducar me-
diante la clarificación del rol bajo el cual debería pro-
curarse el hombre para transitar hacia una vida armó-
nica y sin violencia hacia la mujer. En este sentido, la
ENDIREH como instrumento que mide la violencia de
género dentro del hogar o en pareja, así como en dis-
tintos entornos, requiere de la información comple-
mentaria que se pueda generar en una encuesta sobre
masculinidades y así atender los factores intervinien-
tes en el origen de la violencia de género. 

Sin embargo, esta información, a pesar de ser parte
fundamental del rompecabezas que representa el fenó-
meno de la violencia de género, no existe de forma sis-
tematizada o si existen registros son: parciales, limita-
dos y desvinculados de las políticas que combaten la
violencia de género. Como ejemplo de este tipo de re-
gistros de comportamientos de generadores de violen-
cia de género, se puede señalar: 

La creación desde el 2010 del Banco Nacional de Da-
tos e Información de Casos de Violencia contra las
Mujeres (Banavim) con el objetivo de concentrar toda
la información de los bancos estatales en las entidades
federativas, para facilitar su análisis y desarrollar polí-
ticas públicas que atendieran el grave problema de las
violencias contra las mujeres (Banavim, 2023).

El programa para la reeducación a víctimas y agreso-
res en casos de violencia de pareja para población me-
xicana. Este programa funciona mediante un manual
dirigido a las y los profesionales que tendrán a su car-
go la conducción de grupos de mujeres y de hombres
que han vivido relaciones de violencia, se facilitan
procesos reeducativos (Instituto Nacional de Salud
Pública, INSP, 2010).

Estudios sobre masculinidades elaborados por distin-
tas dependencias gubernamentales donde se atiende
una diversidad de dimensiones de este enfoque.

Sin embargo, esta información no es suficiente, ni pre-
cisa ni completa ya sea por las fallas en su registro co-
mo lo ha destacado Banavim (2023) o por la limita-
ción en el alcance nacional de los otros instrumentos
que funcionan más sobre casos puntuales o focaliza-
dos y que por esta característica no podrían tener re-
presentación nacional.

Antes estas condiciones, se plantea la necesidad de
institucionalizar un instrumento de medición orientado
específicamente a las masculinidades como eje rector
de la generación de violencia de género. En este senti-
do, se debe de resaltar que la estrategia de elaborar po-
líticas feministas para hombres hasta el momento, co-
mo ya se había señalado, ha presentado una variación
de resultados, motivo por el cual requiere de la inclu-
sión de la voz del hombre, desde su identidad en el
contexto nacional, para comprender estos comporta-
mientos violentos.
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Aunado a lo anterior, la justificación para complemen-
tar la información generada por la ENDIREH también
encuentra fundamento en la crisis del modelo de mas-
culinidad. Actualmente se afirma que las formas en
que se estructuró la vida entre hombres y mujeres du-
rante gran parte del siglo XX, ha entrado en una deba-
cle de las relaciones de género. Así, la vida familiar
como la organización del trabajo, la política sobre los
cuerpos, y la subjetividad e identidad de hombres y
mujeres son objeto de disputa por parte de actores so-
ciales que pugnan entre sí, afectando la permanencia
del modelo de masculinidad dominante que produce
tensiones y frustraciones porque no corresponde a la
realidad cotidiana ni inquietudes e intereses de distin-
tos hombres (Olavarría, 2003).

Acorde a esta idea, el sentido de la adopción del enfo-
que de masculinidades como un marco complementa-
rio e interpretativo de la violencia de género, apuesta
por atender y generar información sobre cómo los
hombres construyen su masculinidad y cómo se asocia
ésta con la sexualidad, la reproducción, la paternidad,
el trabajo y la violencia, en un contexto de crisis. Así
como con las identidades masculinas, los procesos
subjetivos, los modelos de masculinidad dominantes y
las contradicciones y conflictos que enfrentan los
hombres en la vida cotidiana y en la relación con las
mujeres y otros hombres (Olavarría, 2003).

Con la actual administración, a cargo de la presidenta
Claudia Sheinbaum Pardo, se firmó el decreto por el
cual se garantiza la igualdad sustantiva para las muje-
res dentro de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y, con ello, avanzar en el acceso a
sus derechos. Por ello, resulta tan relevante entender y
cuestionar masculinidades hegemónicas porque de es-
ta forma se traza la ruta para fomentar nuevas formas
donde la no violencia y el cuidado sean las constantes
de esta relación que busca inhibir y erradicar al mismo
tiempo los valores aún vigentes de un sistema patriar-
cal.

Bajo estas consideraciones, los cambios en el marco
jurídico para la prevención, atención y erradicación de
la violencia de género, más allá de los avances que ha
logrado, aún presentan retos para lograr la igualdad
sustantiva. Una parte de estos obstáculos, se relacio-
nan con la forma en la que se interpreta la información
que se genera para la toma de decisiones.

Desde un enfoque sistémico por ejemplo, el rol del
hombre sería parte clave del entendimiento en las re-
laciones entre mujeres y hombres; sin embargo, el en-
foque de masculinidades no ha sido integrado por lo
menos en el diseño de las políticas en esta materia. En
cambio, lo que ha priorizado es la visibilización de las
desigualdades que sufren las mujeres, sus efectos so-
bre todo en materia de acceso a derechos y las formas
en las que se pueden subsanar, colocando en un se-
gundo apartado todo lo relacionado al comportamien-
to del hombre y sus causas. Desde luego, la violencia
de género al ser un fenómeno complejo y reciente en
su atención institucionalizada por parte de los distintos
niveles de gobierno, es en cierto sentido normal esta
priorización hacia las condiciones de maltrato hacia la
mujer. Sin embargo, limitar la intervención sin consi-
derar las demás dimensiones que la rodean puede ge-
nerar esfuerzos estériles. Es un hecho que en la cons-
trucción de la igualdad sustantiva no se puede abstraer
de este proceso al hombre y su reeducación, y para lo-
grar lo anterior, se requiere del conocimiento de su
identidad e influencia de esta en su relación con el gé-
nero opuesto.

En México, en las últimas décadas los avances legisla-
tivos y acciones en contra de la violencia de género se-
ñalan que han ido en aumento por lo menos desde el
2008. Gracias a esos esfuerzos, hoy se cuenta con la
mayoría de las entidades federativas con leyes armo-
nizadas en la materia, así como un mayor avance en
programas presupuestarios que promueven la reduc-
ción de brechas de desigualdad de género (Instituto
Nacional de las Mujeres, Inmujeres 2024).

Cómo parte de estas consecuencias de interpretar una
realidad de forma parcial, Alonso Pesado (2020) seña-
la que al no considerar una mirada sistémica en Siste-
ma Nacional de Prevención, Atención, Sanción y Erra-
dicación de la Violencia contra las Mujeres,
SNPASEVM, que incluya a las masculinidades, se im-
pide que el sistema identifique a los hombres como su-
jetos de intervención, generando un modelo fragmen-
tado con acciones e intervenciones limitadas que
impide una estrategia de acción de transformación
transversal en todos los contextos donde se genera la
violencia.

Un sistema que solo visibiliza los efectos de la violen-
cia sobre la víctima pero invisibiliza el comportamien-
to del generador de la violencia y por tanto no particu-
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lariza ni interviene de forma efectiva sobre las distin-
tas violencias que se ejercen contra la mujer en distin-
tos entornos, es un sistema limitado, ambiguo y en
cierto sentido contradictorio al avanzar sobre metas
sobre la sanción pero sin el involucramiento de los
factores que inciden en el origen de la violencia. 

Bajo esta idea, no solo se debe de interpretar que la ac-
tuación del Estado es limitada por los fallos y retos es-
tructurales que están presentes en el funcionamiento
del SNPASEVM, sino también por la ausencia de una
mirada integral donde las masculinidades y otras va-
riables deben ser parte de las causas con las que se
combate la violencia en contra de las mujeres. 

De esta forma, a través de lo expuesto, se presenta un
cuadro comparativo para establecer los alcances del
proyecto de la iniciativa:

Por lo expuesto y fundado, me permito someter a la
consideración de esa Soberanía el siguiente

Decreto por el que se reforma fracción I del artícu-
lo 78 de la Ley del Sistema Nacional de Informa-
ción Estadística y Geográfica, así como la adición
de un párrafo a la fracción IX del artículo 38 de la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida
Libre de Violencias

Artículo Primero. Se reforma fracción I del artículo
78 de la Ley del Sistema Nacional de Información Es-
tadística y Geográfica, para quedar como sigue;

Artículo 78. Además de los temas señalados en las
fracciones I a III del artículo 59 del presente ordena-
miento, sólo podrá considerarse Información de Inte-
rés Nacional para efectos de esta Ley, la que satisfaga
los cuatro criterios siguientes: 

I. Se trate de los siguientes temas, grupos de datos
o indicadores: población y dinámica demográfica;
masculinidades, salud; educación; empleo; distri-
bución de ingreso y pobreza; de gobierno, seguri-
dad pública e impartición de justicia; vivienda; sis-
tema de cuentas nacionales; información financiera;
precios; trabajo; ciencia y tecnología; telecomuni-
caciones y radiodifusión; atmósfera; biodiversidad;
agua; suelo; flora; fauna; residuos peligrosos y resi-
duos sólidos; marco de referencia geodésico; lími-
tes costeros, internacionales, estatales y municipa-
les; datos de relieve continental, insular y
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submarino; datos catastrales, topográficos, de re-
cursos naturales y clima, y nombres geográficos, o
bien se trate de temas que sean aprobados por una-
nimidad por el Consejo Consultivo Nacional, inclu-
yendo aquéllos que deban conocer los Subsistemas
a que se refiere el último párrafo del artículo 17 de
este ordenamiento;

II. a IV. …

Artículo Segundo. Se adiciona un párrafo segundo a
la fracción IX del artículo 38 de la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencias,
para quedar como sigue;

Artículo 38. El Programa contendrá las acciones con
perspectiva de género para:

I. a VIII. …

IX. Garantizar la investigación y la elaboración de
diagnósticos estadísticos, con enfoque diferenciado,
sobre las causas, la frecuencia y las consecuencias
de la violencia contra las mujeres, con el fin de eva-
luar la eficacia de las medidas desarrolladas para
prevenir, atender, sancionar y erradicar todo tipo de
violencia;

Asimismo, dicha información estadística deberá
incorporar de manera permanente los resultados
de las encuestas nacionales que abordan el tema
de las masculinidades, como instrumento para
identificar y analizar las percepciones, roles,
conductas y mandatos de género vinculados con
la reproducción y normalización de las conduc-
tas violentas, a fin de diseñar políticas públicas
de prevención.

X. a XVI. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Inegi tendrá un plazo de 240 días para
publicar la metodología base en el Diario Oficial de la
Federación.

Tercero. El primer levantamiento de la encuesta sobre
masculinidades deberá realizarse en el ejercicio fiscal
inmediato posterior a la aprobación de este decreto, a
partir de entonces, su periodicidad deberá alinearse y
empatar de manera concurrente con los ciclos de le-
vantamiento de la Encuesta Nacional sobre la Dinámi-
ca de las Relaciones en los Hogares, garantizando la
comparabilidad temporal de ambos instrumentos. 

Cuarto. El impacto presupuestario derivado del dise-
ño, levantamiento y procesamiento de la Encuesta Na-
cional de Masculinidades a que se refiere el presente
decreto, deberá ser considerado y programado en el
Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación
para el Ejercicio Fiscal de 2027. 

Para tal efecto, el Inegi) incluirá en su respectivo ante-
proyecto de presupuesto las previsiones e impactos fi-
nancieros necesarios para su ejecución, remitiéndolo a
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en los tér-
minos de la Ley Federal de Presupuesto y Responsa-
bilidad Hacendaria, a fin de asegurar la suficiencia
presupuestaria para el cumplimiento de la presente
disposición. 

Sede de la Comisión Permanente, 
a 10 de junio de 2026.

Diputadas: Miriam de los Ángeles Vázquez Ruiz y Karina Mar-

garita del Río Zenteno (rúbricas)

(Turnada a la Comisión de Gobernación y Población, con opinión

de la Comisión de Igualdad de Género. Junio 10 de 2026.)
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QUE REFORMA LA LEY FEDERAL DE ARMAS DE FUEGO Y

EXPLOSIVOS, RECIBIDA DEL DIPUTADO FIDEL DANIEL

CHIMAL GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PAN, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE LLE-
VADA A CABO EL MIÉRCOLES 10 DE JUNIO DE 2026

El que suscribe, diputado Fidel Daniel Chimal García,
integrante del Grupo Parlamentario de Acción Nacio-
nal en la LXVI Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, conforme a lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; así como 6, fracción I, 78 y 79
fracción II; artículo 80, 82, punto 2, fracción I, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, somete a consideración de esta
honorable soberanía, la presente iniciativa con proyec-
to de decreto por el que se adicionan diversas disposi-
ciones a la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosi-
vos , al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

1. La necesidad de fortalecer la prevención de ries-
gos en actividades relacionadas con artificios piro-
técnicos

La fabricación, almacenamiento y manejo de artificios
pirotécnicos constituye una actividad que, por su pro-
pia naturaleza, implica riesgos relevantes para la inte-
gridad física de las personas, la seguridad pública y la
protección del patrimonio de las comunidades donde
se desarrolla. En México, la actividad pirotécnica po-
see además una dimensión cultural, artesanal y econó-
mica profundamente arraigada en diversas regiones
del país; sin embargo, ello no exime al Estado mexi-
cano de su obligación de establecer mecanismos jurí-
dicos eficaces para prevenir accidentes y reducir los
riesgos derivados del manejo de materiales explosi-
vos.

La preservación de las expresiones culturales vincula-
das a la pirotecnia debe ir acompañada de medidas
preventivas orientadas a reducir accidentes, proteger
la integridad física de las personas y evitar que activi-
dades de alto riesgo se desarrollen en condiciones que
pongan en peligro a comunidades enteras. Precisa-
mente bajo esa lógica, diversas autoridades nacionales
y estatales en materia de protección civil, prevención
de desastres y salud pública han advertido durante los
últimos años la necesidad de fortalecer los mecanis-

mos de supervisión, ubicación territorial y seguridad
aplicables a talleres y establecimientos dedicados al
manejo de artificios pirotécnicos.

Actualmente, la actividad pirotécnica en México re-
presenta una práctica productiva presente en al menos
28 entidades federativas del país. El estado de México
destaca como la principal entidad productora de artifi-
cios pirotécnicos a nivel nacional, concentrándose es-
ta actividad principalmente en municipios como Tulte-
pec, Zumpango, Almoloya de Juárez, Ozumba,
Texcoco, Chimalhuacán y Axapusco. Asimismo, en
dicha entidad se encuentra el Instituto Mexiquense de
la Pirotecnia, considerado el único organismo público
especializado en materia pirotécnica en el país.1

La necesidad de regular disposiciones relacionadas a la
pirotecnia no es algo nuevo. Desde años anteriores di-
versos programas, estrategias y datos nacionales reve-
lan la urgencia de observar el tema pirotécnico como
parte de los programas estatales de protección civil.
Desde 2022 el Centro Nacional de Prevención de De-
sastres (CENAPRED) demostró que una parte impor-
tante de los accidentes con pirotecnia ocurría en talle-
res clandestinos y en casas habitación utilizadas para
almacenamiento o elaboración de artificios pirotécni-
cos. De acuerdo con la estrategia nacional en la mate-
ria de aquel año, los talleres clandestinos representan el
40.8 por ciento de los accidentes registrados entre
2003 y 2021, mientras que las casas habitación con-
centran el 13.1 por ciento de dichos incidentes.2

Actualmente y de acuerdo con información de la Co-
ordinación General de Protección Civil y Gestión
Integral del Riesgo del Estado de México, en los úl-
timos quince meses los accidentes relacionados con
el manejo de pirotecnia han dejado al menos 17
personas fallecidas y 34 lesionadas, particularmente
en municipios con alta concentración de esta activi-
dad, como Tultepec y Almoloya de Juárez3.

Por otro lado, el “Programa Preventivo: Artificios
Pirotécnicos 2025” del Gobierno del Estado de Mé-
xico, apunta que el crecimiento urbano desordenado y
la cercanía de talleres pirotécnicos a zonas habitadas
han incrementado el nivel de riesgo para la población.
Asimismo, dicho documento señala que durante la pri-
mera mitad de 2025 se registró al menos una explosión
grave por mes relacionada con actividades pirotécni-
cas en la entidad4.
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El propio programa reconoce la necesidad de imple-
mentar medidas preventivas, distancias de seguridad y
mecanismos técnicos de control para disminuir riesgos
derivados de la fabricación, almacenamiento y manejo
de artificios pirotécnicos.

Al mismo tiempo la “Guía para el almacenamiento
temporal, uso en exteriores y talleres de artificios
pirotécnicos”, elaborada por el Centro Nacional de
Prevención de Desastres (Cenapred), reconoce ex-
presamente que los talleres pirotécnicos deben ubicar-
se fuera de centros poblacionales y alejados de sitios
de concentración humana, tales como escuelas, hospi-
tales, estadios, líneas de alta tensión, ductos de sustan-
cias inflamables y carreteras5.

Los talleres pirotécnicos deberán cumplir las siguien-
tes medidas mínimas de seguridad:

Los talleres pirotécnicos deben ubicarse fuera de cen-
tros poblacionales alejados de cualquier sitio de con-
centración de personas como son escuelas, hospitales,
estadios, líneas de alta tensión, ductos de sustancias
inflamables, instalaciones, así como, de almacena-
miento de gas LP, vías férreas y carreteras. 

Lo anterior evidencia que las propias autoridades na-
cionales en materia de protección civil y prevención
de riesgos identifican la ubicación territorial de talle-
res pirotécnicos como un elemento fundamental para
disminuir riesgos a la población.

Asimismo, el citado documento señala que la activi-
dad pirotécnica implica el manejo de sustancias quí-
micas y materiales peligrosos con características ex-
plosivas, inflamables y tóxicas, destacando además
que gran parte de la producción se realiza de manera
artesanal, sin procesos estandarizados ni mecanismos
suficientes de control de calidad, salud ocupacional y
seguridad6.

Como consecuencia de ello, se han registrado acciden-
tes en los que predominan explosiones, pérdidas hu-
manas, personas lesionadas y daños estructurales en
instalaciones y viviendas donde se almacenaban o ela-
boraban artificios pirotécnicos. Evidencia de lo ante-
rior son los datos proporcionados por el Consejo Na-
cional para la Prevención de Accidentes, mismos
que señalan que durante la temporada decembrina, el
uso de artificios pirotécnicos representa una de las

principales causas de lesiones por quemaduras en Mé-
xico. 

Dicha institución señala que, entre los meses de no-
viembre, diciembre y enero, aproximadamente el 73
por ciento de las lesiones por quemaduras registra-
das en el país están relacionadas con el manejo de
pirotecnia. Asimismo, las autoridades sanitarias han
advertido que este tipo de accidentes afecta principal-
mente a niñas, niños y jóvenes, y puede ocasionar da-
ños irreversibles, incluyendo amputaciones y lesiones
permanentes7.

De igual forma, datos oficiales señalan que el 82 por
ciento de las lesiones derivadas del uso de pirotec-
nia se presentan en manos, seguidas de afectaciones
en rostro y ojos, evidenciando el alto nivel de riesgo
asociado a la manipulación y cercanía con estos mate-
riales explosivos. Incluso, se han documentado casos
de lesiones en menores de edad que no participaron di-
rectamente en el manejo de artificios pirotécnicos, lo
que demuestra que el peligro trasciende a quienes los
utilizan y puede impactar a la población en general
cuando no existen condiciones adecuadas de seguridad
y prevención.

En consecuencia, los datos estadísticos, diagnósticos
técnicos y recomendaciones emitidas por autoridades
especializadas en materia de protección civil y pre-
vención de desastres evidencian que el principal reto
no radica en prohibir la actividad pirotécnica, sino en
fortalecer su regulación bajo criterios preventivos y de
seguridad pública.

Particularmente, resulta indispensable establecer me-
canismos claros sobre la ubicación territorial de talle-
res y establecimientos dedicados a la fabricación, al-
macenamiento y manejo de artificios pirotécnicos, a
fin de disminuir los riesgos derivados de su cercanía
con zonas habitacionales y espacios de concentración
humana. Bajo esa premisa, resulta necesario analizar
la insuficiencia del marco jurídico vigente en materia
de localización y distancias de seguridad aplicables a
este tipo de instalaciones.

2. La importancia de establecer criterios territoria-
les y de ubicación para talleres de pirotecnia

La regulación vigente en materia de artificios pirotéc-
nicos reconoce la necesidad de que las actividades re-
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lacionadas con la fabricación, almacenamiento y ma-
nejo de materiales explosivos se desarrollen bajo con-
diciones de seguridad; sin embargo, la Ley Federal de
Armas de Fuego y Explosivos no establece de manera
expresa criterios específicos respecto de la ubicación
territorial de talleres y establecimientos dedicados a la
actividad pirotécnica en relación con centros de pobla-
ción.

Si bien el artículo 39 del citado ordenamiento dispone
que deberá existir conformidad de las autoridades lo-
cales y municipales respecto a la seguridad y ubica-
ción de los establecimientos correspondientes, la le-
gislación federal vigente no contempla parámetros
mínimos homogéneos relacionados con distancias de
seguridad, densidad poblacional o cercanía respecto
de escuelas, hospitales, mercados, carreteras o espa-
cios de concentración humana. Esta ausencia normati-
va ha provocado que, en la práctica, numerosos talle-
res y centros de almacenamiento operen en zonas
urbanas o en inmediaciones de viviendas, incremen-
tando considerablemente los riesgos para la población
civil8.

La problemática se agrava debido al crecimiento urba-
no desordenado registrado en diversas regiones del pa-
ís, particularmente en municipios con alta concentra-
ción de actividad pirotécnica. En muchos casos,
instalaciones que originalmente se encontraban aleja-
das de zonas pobladas quedaron incorporadas al entor-
no urbano derivado de la expansión territorial de las
ciudades, generando escenarios de riesgo permanente
para miles de personas. 

Ejemplo de ello fue la explosión registrada en un taller
clandestino de pirotecnia el 2 de febrero de 2026, una
explosión sacudió el Barrio Santa Isabel en Tultepec,
estado de México, donde autoridades de emergencia y
protección civil realizaron labores de atención y miti-
gación ante el peligro que representaba la cercanía del
inmueble con zonas habitacionales9.

En este contexto, las propias autoridades nacionales
especializadas en materia de protección civil han reco-
nocido la necesidad de establecer medidas más estric-
tas sobre ubicación territorial y distancias de seguri-
dad. La “Guía para el almacenamiento temporal, uso
en exteriores y talleres de artificios pirotécnicos”, ela-
borada por el Centro Nacional de Prevención de De-
sastres, señala expresamente que los talleres pirotécni-

cos deben ubicarse fuera de centros poblacionales y
alejados de sitios de concentración humana como es-
cuelas, hospitales, ductos de sustancias inflamables,
carreteras y líneas de alta tensión.

Asimismo, la “Estrategia para la Prevención de Acci-
dentes en las Actividades con Pirotecnia” elaborada
por el Cenapred reconoce la necesidad de actualizar la
Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos y forta-
lecer la regulación relacionada con producción, alma-
cenamiento y comercialización de artificios pirotécni-
cos. El mismo documento advierte que una parte
importante de los accidentes ocurre en talleres clan-
destinos y casas habitación utilizadas para almacenar o
fabricar pirotecnia, evidenciando los riesgos derivados
de la cercanía entre estas actividades y las zonas habi-
tacionales.

Por ello, la presente iniciativa propone incorporar
dentro de la Ley Federal de Armas de Fuego y Ex-
plosivos disposiciones expresas que permitan esta-
blecer criterios técnicos de ubicación territorial pa-
ra talleres, fábricas, almacenes y establecimientos
relacionados con artificios pirotécnicos, priorizan-
do en todo momento la protección de la vida, la in-
tegridad física y la seguridad de la población. Lo
anterior no implica restringir o prohibir la activi-
dad pirotécnica, sino fortalecer su regulación me-
diante mecanismos preventivos acordes con los
riesgos inherentes al manejo de materiales explosi-
vos. 

Por lo anteriormente expuesto y fundamentado, some-
to a consideración de esta asamblea la siguiente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto por el que se adicionan diversas disposicio-
nes a la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosi-
vos

Único. Se adiciona un párrafo al artículo 39, se adi-
ciona un párrafo al artículo 45 y se adiciona un ar-
tículo 45 Ter a la Ley Federal de Armas de Fuego y
Explosivos

Artículo 39. En los casos a que se refieren los artícu-
los 37 y 38 de esta Ley, se requerirá la conformidad de
las autoridades locales y municipales del lugar respec-
to a la seguridad y ubicación de los establecimientos
correspondientes. 
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Tratándose de fábricas, talleres, almacenes o esta-
blecimientos dedicados a la fabricación, manejo o
almacenamiento de artificios pirotécnicos, éstos de-
berán ubicarse en zonas alejadas de centros de po-
blación, conforme a las distancias mínimas, crite-
rios técnicos y condiciones de seguridad que
determine la Secretaría en coordinación con las au-
toridades competentes en materia de protección ci-
vil.

Artículo 45. Las fábricas, plantas industriales, talle-
res, comercios y demás establecimientos que se dedi-
quen a las actividades reguladas en este Título deben
reunir las condiciones de seguridad y de ubicación, y
contar con la conformidad de la autoridad correspon-
diente en materia de Protección Civil; además, deben
reunir las condiciones de funcionamiento técnico y
producción que determine el Reglamento de esta ley.

En el caso de establecimientos relacionados con ar-
tificios pirotécnicos, la Secretaría verificará que su
ubicación reduzca al mínimo los riesgos para la po-
blación civil, tomando en consideración la densidad
poblacional, cercanía con zonas habitacionales, es-
cuelas, hospitales, mercados y demás espacios de
concentración humana.

Artículo 45 Ter. Para efectos de esta Ley, se enten-
derá por zonas alejadas de centros de población
aquellas áreas que, conforme a los lineamientos téc-
nicos emitidos por la Secretaría y las autoridades
competentes en materia de protección civil, permi-
tan disminuir significativamente el riesgo de afec-
tación a personas, viviendas o infraestructura es-
tratégica derivado de accidentes relacionados con
artificios pirotécnicos.

La Secretaría emitirá las disposiciones administra-
tivas necesarias para establecer:

I. Distancias mínimas entre talleres de pirotecnia
y zonas habitacionales;

II. Criterios técnicos de ubicación territorial;

III. Medidas especiales de seguridad según el ti-
po de artificio pirotécnico;

IV. Mecanismos de supervisión y verificación pe-
riódica;

V. Condiciones para la regularización gradual de
establecimientos previamente existentes.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Secretaría de la Defensa Nacional, en
coordinación con las autoridades competentes en ma-
teria de protección civil, deberá emitir las disposicio-
nes administrativas, lineamientos y criterios técnicos
a que se refiere el presente decreto, dentro de los
ciento ochenta días naturales siguientes a su entrada
en vigor.

Tercero. Las personas físicas o morales que, a la en-
trada en vigor del presente decreto, cuenten con per-
misos vigentes para la operación de talleres, fábricas,
almacenes o establecimientos relacionados con artifi-
cios pirotécnicos, deberán adecuarse gradualmente a
las disposiciones previstas en el presente decreto y a
los lineamientos que deriven de este, conforme a los
plazos y condiciones que determine la Secretaría de la
Defensa Nacional.

Cuarto. La Secretaría de la Defensa Nacional podrá
establecer programas de regularización, reubicación
progresiva y verificación para los establecimientos de-
dicados al manejo de artificios pirotécnicos que se en-
cuentren ubicados en zonas de riesgo o cercanas a cen-
tros de población.

Notas

1 Centro Nacional de Prevención de Desastres (Cenapred).” Guía

para el almacenamiento temporal, uso en exteriores y talleres de

artificios pirotécnicos” (sin fecha) Ver en: https://www.cena-

pred.unam.mx/es/Publicaciones/archivos/377-GUAPIROTCNI-

COS.pdf 

2 Cenapred. “Estrategia para la prevención de accidentes en las ac-

tividades con pirotecnia”. 2022. Ver en:

https://www1.cenapred.unam.mx/COORDINACION_ADMINIS-

TRATIVA/SANI/CI/2023/2do.%20Trimestre/32/COMPLEMEN-

TO%201ER%20Trim/AUDITOR%C3%8DA/4/4%20DAGR/02

%20Riesgos%20Qu%C3%ADmicos-Tecnol%C3%B3gicos/Estra-

tegia%20prevenci%C3%B3n%20pirotecnia%202022.pdf 
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3 Melisa López. “Percances pirotécnicos han dejado 17 muertos en

15 meses, señala PC”. Milenio. 17 de abril de 2026. Ver en:

https://www.milenio.com/estados/percances-pirotecnicos-dejado-

17-muertes-15-meses-senala-pc

4 Coordinación General de Protección Civil y Gestión Integral de

Riesgo. “ Programa Preventivo Artificios Pirotécnicos 2025” Go-

bierno del Estado de México. 31 de julio de 2025. Ver en: .

https://cgproteccioncivil.edomex.gob.mx/sites/cgproteccioncivil.e

domex.gob.mx/files/files/Que%20ofrecemos%202025/A_PIRO-

TE%CC%81CNICOS%202025.pdf 

5 Centro Nacional de Prevención de Desastres (Cenapred). “Guía

para el almacenamiento temporal, uso en exteriores y talleres de

artificios pirotécnicos” s.f Ver en:

https://www.cenapred.unam.mx/es/Publicaciones/archivos/377-

GUAPIROTCNICOS.pdf 

6 Obra citada página 5.

7 La Jornada. “El 73 por ciento de lesiones por quemaduras en es-

ta temporada, son por uso de pirotecnia”. 25 de diciembre de 2025.

Ver en: https://www.jornada.com.mx/noticia/2025/12/25/socie-

dad/el-73-de-lesiones-por-quemaduras-en-esta-temporada-son-

por-uso-de-pirotecnia

8 Coordinación General de Protección Civil y Gestión Integral de

Riesgo. “Programa Preventivo Artificios Pirotécnicos 2025” Go-

bierno del Estado de México. 31 de julio de 2025. Ver en:

https://cgproteccioncivil.edomex.gob.mx/sites/cgproteccioncivil.e

domex.gob.mx/files/files/Que%20ofrecemos%202025/A_PIRO-

TE%CC%81CNICOS%202025.pdf

9 Consultores CMC. “Explosión en taller clandestino de pirotecnia

Tultepec: lecciones críticas”. 11 de febrero de 2026. Ver en:

https://consultorescmc.com/explosion-taller-clandestino-pirotec-

nia-tultepec/

Sede de la Comisión Permanente, 
10 de junio de 2026.

Diputado Fidel Daniel Chimal García (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Defensa Nacional. Junio 10 de 2026.)

QUE ADICIONA UN PÁRRAFO AL ARTÍCULO 50 DE LA LEY

FEDERAL DEL TRABAJO, EN MATERIA DE INTELIGENCIA

ARTIFICIAL, RECIBIDA DEL DIPUTADO LUIS HUMBERTO

FERNÁNDEZ FUENTES, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE

DEL MIÉRCOLES 10 DE JUNIO DE 2026

El suscrito, diputado Luis Humberto Fernández Fuen-
tes, integrante del Grupo Parlamentario de Morena en
la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, y con las facultades
conferidas por lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y los artículos 55 y 56 del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, somete a considera-
ción de esta soberanía iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se adiciona un párrafo al artículo 50 de
la Ley Federal del Trabajo, misma que tiene sustento
en el desarrollo de la siguiente

Exposición de Motivos

La transformación tecnológica impulsada por el des-
arrollo de la inteligencia artificial (IA) está redefinien-
do de manera profunda la organización del trabajo, los
procesos productivos y las competencias laborales en
todo el mundo.

México no es ajeno a esta realidad. La adopción de sis-
temas automatizados, algoritmos y herramientas de in-
teligencia artificial ha incrementado la productividad
en diversos sectores, pero también ha generado nuevos
desafíos en materia de estabilidad laboral y protección
de los derechos de las personas trabajadoras.

La innovación tecnológica es un motor fundamental
para el crecimiento económico y la competitividad del
país.

Sin embargo, el progreso debe construirse bajo princi-
pios de inclusión y justicia social. La incorporación de
inteligencia artificial en los procesos productivos puede
derivar en la sustitución de funciones laborales que an-
teriormente eran desempeñadas por personas, generando
escenarios de vulnerabilidad para quienes ven afectada
su fuente de empleo por causas ajenas a su desempeño.

Diversos organismos internacionales han advertido so-
bre el impacto de la inteligencia artificial en el empleo.
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El Fondo Monetario Internacional ha señalado que
cerca de 40 por ciento del empleo global se encuentra
expuesto a los efectos de esta tecnología, mientras que
el World Economic Forum estima que millones de em-
pleos podrían transformarse o desaparecer como resul-
tado de la automatización en los próximos años. Estos
datos reflejan que el fenómeno no implica necesaria-
mente la desaparición del trabajo, pero sí una profun-
da reconfiguración de las habilidades requeridas y de
la estructura del mercado laboral.1

En México, el avance de la inteligencia artificial tam-
bién está modificando el perfil de las ocupaciones y
las competencias demandadas. Estudios recientes se-
ñalan que el uso de estas tecnologías está asociado con
incrementos en la productividad y en la generación de
valor por trabajador, al tiempo que acelera la necesi-
dad de actualizar habilidades de manera constante. En
este contexto, la capacitación continua y la reconver-
sión laboral se convierten en elementos esenciales pa-
ra garantizar la empleabilidad de las personas trabaja-
doras.

La Ley Federal del Trabajo establece mecanismos de
protección frente al despido injustificado; sin embar-
go, no contempla de manera específica los supuestos
en los que la terminación de la relación laboral deriva
de decisiones tecnológicas que transforman los proce-
sos productivos. En estos casos, la pérdida del empleo
no obedece a una causa imputable al trabajador, sino a
una decisión empresarial orientada a la adopción de
nuevas tecnologías que incrementan la eficiencia.

Ante esta realidad, resulta necesario actualizar el mar-
co jurídico laboral para incorporar un enfoque de tran-
sición justa frente al cambio tecnológico. La presente
iniciativa no busca obstaculizar la innovación ni gene-
rar cargas desproporcionadas para las empresas, sino
establecer un equilibrio entre el desarrollo tecnológico
y la protección de las personas trabajadoras.

Por ello, se propone la adición de un párrafo al artícu-
lo 50 de la Ley Federal del Trabajo, mediante el cual
se establece una indemnización a la persona trabaja-
dora cuya relación laboral sea terminada por una sus-
titución de inteligencia artificial, automatización o tec-
nologías equivalentes.

La propuesta se alinea con las tendencias internacio-
nales en materia de futuro del trabajo, que colocan la

capacitación, la empleabilidad y la transición laboral
como ejes centrales frente a los efectos de la automa-
tización.

Al mismo tiempo, fortalece el principio de justicia so-
cial que inspira el derecho laboral mexicano, adaptán-
dolo a los desafíos del siglo XXI.

En suma, esta iniciativa reconoce que la inteligencia
artificial es una herramienta clave para el desarrollo
económico, pero también que el Estado tiene la res-
ponsabilidad de garantizar que su implementación no
genere exclusión ni precarización laboral. Se trata de
asegurar que el avance tecnológico y la dignidad de las
personas trabajadoras avancen de manera conjunta.

Para una mejor comprensión, se presenta el siguiente
cuadro comparativo.

Por lo aquí expuesto fundado y motivado, someto a
consideración de esta honorable asamblea la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se adiciona un párrafo al artículo 50
de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 50. Las indemnizaciones a que se refiere el
artículo anterior consistirán:

I. a III. …

Cuando la terminación de la relación laboral tenga co-
mo causa directa la sustitución de las funciones de la
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persona trabajadora por sistemas de inteligencia artifi-
cial, automatización o tecnologías equivalentes, la per-
sona empleadora deberá cubrir, adicionalmente a las
indemnizaciones previstas en este artículo, una com-
pensación especial equivalente a dos meses de salario
integrado.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Nota

1 Fondo Monetario Internacional (2024)

ht tps : / /www.imf.org /en/publicat ions/s taff -di scussion-

notes/issues/2024/01/14/gen-ai-artificial-intelligence-and-the-fu-

ture-of-work-542379

Senado de la República, sede de la 
Comisión Permanente, a 10 de junio de 2026.

Diputado Luis Humberto Fernández Fuentes (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Trabajo y Previsión Social. Junio 10 de

2026.)

QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES A LA LEY FEDE-
RAL DE JUEGOS Y SORTEOS, EN MATERIA DE RESPONSABI-
LIDAD PUBLICITARIA Y PROTECCIÓN DE NIÑAS, NIÑOS Y

ADOLESCENTES, RECIBIDA DEL DIPUTADO FIDEL DANIEL

CHIMAL GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PAN, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL

MIÉRCOLES 10 DE JUNIO DE 2026

El que suscribe, diputado Fidel Daniel Chimal García,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional en la LXVI Legislatura del honorable Con-

greso de la Unión, conforme a lo dispuesto en el artí-
culo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; artículos 6, fracción I; 78
y 79, fracción II; artículos 80; 82 punto 2, fracción I,
del Reglamento de la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, somete a consideración de
esta honorable soberanía iniciativa con proyecto de
decreto por el que se adicionan diversas disposiciones
a la Ley Federal de Juegos y Sorteos, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

1. La creciente exposición de niñas, niños y adoles-
centes a contenidos promocionales de apuestas en
entornos digitales y deportivos

La transformación digital de las últimas dos décadas ha
modificado profundamente la forma en que niñas, ni-
ños y adolescentes consumen información, entreteni-
miento y contenidos audiovisuales. El acceso cada vez
más extendido a internet, dispositivos móviles, redes
sociales y plataformas digitales ha generado nuevas
oportunidades para el ejercicio de derechos relaciona-
dos con la educación, la comunicación y el acceso a la
información; sin embargo, también ha propiciado la
aparición de riesgos emergentes asociados a la exposi-
ción temprana a determinados contenidos comerciales.

La acelerada transformación digital registrada durante
las últimas décadas ha modificado significativamente
los hábitos de comunicación, información y entreteni-
miento de niñas, niños y adolescentes. El acceso cada
vez más extendido a internet, dispositivos móviles y
plataformas digitales ha convertido a los entornos di-
gitales en espacios centrales para la interacción social,
el consumo de contenidos audiovisuales y la construc-
ción de experiencias cotidianas de las personas meno-
res de edad. Este proceso ha generado importantes
oportunidades para el ejercicio de diversos derechos,
pero también ha dado lugar a nuevos desafíos relacio-
nados con la exposición temprana a contenidos co-
merciales y estrategias de mercadotecnia cada vez más
sofisticadas.1

En México, la presencia de niñas, niños y adolescen-
tes en entornos digitales es cada vez más significativa.

De acuerdo con información difundida por el Fondo
de las Naciones Unidas para la Infancia (Unicef), el
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uso de internet se ha convertido en una actividad coti-
diana para este sector de la población, permitiéndoles
acceder a información, desarrollar actividades educati-
vas y mantener vínculos sociales. En particular, se es-
tima que 50 por ciento de las niñas y niños de entre 6
y 11 años utilizan internet o una computadora, mien-
tras que entre las personas adolescentes de 12 a 17
años dicha proporción oscila entre 80 y 94 por ciento.
Esta realidad confirma que los espacios digitales cons-
tituyen hoy uno de los principales entornos de interac-
ción y consumo de contenidos para las personas me-
nores de edad.2

Sin embargo, el propio organismo internacional ha ad-
vertido que el incremento en el tiempo de conexión
también implica una mayor exposición a diversos ries-
gos presentes en el entorno digital. Unicef ha señalado
que niñas, niños y adolescentes pueden encontrarse
expuestos a contenidos nocivos, estrategias de capta-
ción comercial y otras dinámicas que pueden afectar
su desarrollo, salud mental e integridad personal, lo
que ha llevado a insistir en la necesidad de construir
entornos digitales más seguros y adecuados para su
edad.

Paralelamente, el mercado de las apuestas deportivas
ha experimentado un crecimiento acelerado a nivel in-
ternacional como resultado de la expansión de plata-
formas digitales y aplicaciones móviles especializa-
das. Diversos estudios de mercado estiman que la
industria global de las apuestas deportivas continuará
registrando incrementos sostenidos durante la próxima
década, impulsada principalmente por el uso de teléfo-
nos inteligentes, el acceso permanente a internet y la
creciente preferencia de los usuarios por servicios di-
gitales. Asimismo, se ha identificado que las modali-
dades en línea representan actualmente el segmento de
mayor crecimiento dentro de esta industria, lo que
confirma la estrecha relación existente entre la expan-
sión de las apuestas y el desarrollo de los ecosistemas
digitales contemporáneos.3

Por otro lado, diversas investigaciones han advertido
que las nuevas estrategias de mercadotecnia digital
han modificado profundamente la forma en que se di-
funden mensajes comerciales a las audiencias más jó-
venes. A diferencia de la publicidad tradicional, ac-
tualmente una parte importante de las promociones se
realiza mediante contenidos patrocinados, colabora-
ciones con personas influenciadoras digitales, publica-

ciones en redes sociales y otras modalidades que pue-
den dificultar la identificación inmediata de su carác-
ter publicitario. Esta situación ha generado preocupa-
ción entre especialistas y organizaciones dedicadas a
la protección de los derechos de la niñez, debido a la
capacidad de estos mecanismos para influir en las de-
cisiones y comportamientos de las personas menores
de edad.4

“Niñas y niños menores de 13 años están presentes
en redes sociales, navegan y consumen publicidad
que genera en ellas y ellos una aspiración y un de-
seo; frente a esta exposición, ¿cómo estamos dando
herramientas a niñas, niños y adolescentes para
identificar la publicidad en redes sociales? Y, por
otro lado, ¿cómo exigimos que las redes sociales no
usen los datos de niñas, niños y adolescentes para
mostrarles publicidad?”.

Un informe elaborado por Cultivando Género, AC
y El Poder del Consumidor, documentó más de mil
contenidos publicitarios durante un mes de observa-
ción de perfiles simulados de personas menores de
edad en plataformas digitales, encontrando que las
adolescencias fueron quienes registraron los mayo-
res niveles de exposición. Asimismo, el estudio
identificó que aproximadamente cuatro de cada
diez contenidos publicitarios recurrían a perso-
nas influenciadoras o creadoras de contenido co-
mo intermediarias para promover productos y
servicios, aprovechando la confianza y cercanía
que estas figuras generan entre las audiencias ju-
veniles.5

En resumen, el informe de Cultivando Género, AC y
El Poder del Consumidor tiene cuatro hallazgos clave
sobre este tema:

• Las y los adolescentes son quienes más publici-
dad reciben: el informe señala que las personas
adolescentes de entre 14 y 16 años concentraron los
niveles más altos de exposición publicitaria durante
las navegaciones realizadas.

• Los controles parentales no reducen significati-
vamente la publicidad: el estudio encontró que,
incluso utilizando controles parentales, la exposi-
ción a anuncios fue prácticamente la misma que en
los perfiles sin restricciones.
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• Los influencers son un mecanismo central de
publicidad: el informe encontró que aproximada-
mente 40 por ciento de la publicidad observada re-
curría a figuras públicas o creadores de contenido
como intermediarios para conectar con audiencias
infantiles y juveniles. Además, señala que las reco-
mendaciones y opiniones de influencers influyen
significativamente en las decisiones de consumo de
quienes los siguen.

• La publicidad ya no vende productos, vende ex-
periencias: el estudio concluye que las tendencias
actuales de mercadotecnia buscan menos mostrar
marcas y más generar experiencias, emociones e in-
centivos al consumo mediante contenidos aparente-
mente orgánicos. Asimismo, identifica prácticas co-
mo recomendaciones, retos virales, unboxing e
integración de productos dentro del entretenimiento
digital.

El problema contemporáneo ya no es únicamente la
publicidad visible y claramente identificable, sino la
incorporación de mensajes comerciales dentro de con-
tenidos que las personas menores de edad perciben co-
mo entretenimiento, información o interacción social.

Estas estrategias no son exclusivas de productos de
consumo cotidiano. Diversos estudios han advertido
que el marketing digital contemporáneo recurre cada
vez con mayor frecuencia a mecanismos como el con-
tenido patrocinado, el marketing de influencia, las
interacciones personalizadas y la integración comer-
cial dentro de los contenidos consumidos por niñas, ni-
ños y adolescentes. Unicef ha señalado que estas téc-
nicas permiten una comunicación continua y
altamente persuasiva en redes sociales y plataformas
digitales, aprovechando la participación de influencia-
dores, celebridades y otros formatos diseñados para
captar la atención de las audiencias más jóvenes.6

Los efectos de esta creciente presencia de contenidos
promocionales relacionados con apuestas deportivas
pueden observarse en experiencias documentadas re-
cientemente por diversos medios de comunicación. Un
reportaje publicado por la revista Proceso recogió tes-
timonios de jóvenes que describieron haber iniciado su
participación en plataformas de apuestas a partir de
promociones digitales, bonos de bienvenida y la cons-
tante presencia de mensajes publicitarios vinculados a
eventos deportivos. Los entrevistados señalaron que

las apuestas se encontraban presentes de manera recu-
rrente en transmisiones deportivas, redes sociales y
conversaciones cotidianas entre sus grupos de amigos,
generando una percepción de normalidad respecto de
una actividad legalmente reservada para personas ma-
yores de edad.7

Particularmente relevante resulta el hecho de que va-
rios de los testimonios refieren que la publicidad aso-
ciada a las apuestas no era percibida como anuncios
tradicionales, sino como parte del propio contenido
deportivo consumido diariamente.

Esta circunstancia evidencia cómo la integración co-
mercial de mensajes promocionales dentro de transmi-
siones, análisis deportivos, recomendaciones de in-
fluencers y contenidos digitales puede dificultar la
identificación clara de su naturaleza publicitaria, espe-
cialmente entre audiencias jóvenes.

En suma, la convergencia entre el crecimiento de las
plataformas digitales de apuestas, la expansión de las
redes sociales y la incorporación de nuevas estrategias
de mercadotecnia basadas en contenido patrocinado,
influencers e integración comercial dentro de transmi-
siones deportivas ha transformado profundamente la
forma en que se difunden los mensajes promocionales
relacionados con juegos y apuestas.

Esta realidad ha incrementado la exposición de niñas,
niños y adolescentes a contenidos que, en muchos ca-
sos, se presentan como entretenimiento o información
deportiva, dificultando la identificación de su natura-
leza publicitaria.

Frente a este escenario, resulta necesario analizar si el
marco jurídico vigente cuenta con herramientas sufi-
cientes para garantizar una protección efectiva de las
personas menores de edad frente a estas nuevas moda-
lidades de promoción comercial, particularmente en
un contexto digital que evoluciona con mayor rapidez
que las disposiciones legales actualmente aplicables.

2. La necesidad de fortalecer la responsabilidad
publicitaria de los permisionarios de juegos con
apuestas y sorteos para la protección de niñas, ni-
ños y adolescentes

La protección de niñas, niños y adolescentes frente a
riesgos presentes en los entornos digitales constituye
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una obligación que deriva directamente del principio
del interés superior de la niñez reconocido en el artí-
culo 4o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como de diversos instru-
mentos internacionales suscritos por el Estado me-
xicano, entre ellos la Convención sobre los Dere-
chos del Niño.

Dicho principio exige que las autoridades adopten me-
didas preventivas y de protección cuando existan con-
diciones que puedan afectar el desarrollo integral, la
salud o el bienestar de las personas menores de edad,
particularmente en aquellos ámbitos que han experi-
mentado profundas transformaciones derivadas del
avance tecnológico.

No obstante, el marco jurídico vigente en materia de
juegos con apuestas y sorteos presenta importantes li-
mitaciones para responder a los desafíos que plantea el
ecosistema digital contemporáneo. La Ley Federal de
Juegos y Sorteos fue publicada en 1947, en un contex-
to histórico, tecnológico y social radicalmente distinto
al actual. Su diseño normativo estuvo orientado prin-
cipalmente al control administrativo de establecimien-
tos físicos, permisos, sorteos y actividades presencia-
les relacionadas con juegos de azar, sin prever
fenómenos que hoy constituyen una realidad cotidia-
na, tales como las plataformas digitales, las redes so-
ciales, los creadores de contenido, el marketing de in-
fluencia o la integración comercial de publicidad
dentro de contenidos deportivos y de entretenimiento.

Como resultado de ello, la legislación federal carece
de disposiciones específicas que regulen la difusión de
contenidos patrocinados relacionados con apuestas en
entornos digitales accesibles a personas menores de
edad. Tampoco establece obligaciones claras respecto
de la identificación de publicidad integrada en conte-
nidos de entretenimiento, la utilización de personas in-
fluenciadoras digitales para la promoción de platafor-
mas de apuestas o la responsabilidad de los
permisionarios respecto de terceros contratados para la
difusión de mensajes comerciales.

Esta ausencia regulatoria genera espacios de incerti-
dumbre que dificultan la adopción de medidas preven-
tivas orientadas a proteger a niñas, niños y adolescen-
tes frente a nuevas modalidades de promoción
comercial.

Es importante señalar que la presente propuesta no tie-
ne por objeto prohibir la actividad de juegos con
apuestas y sorteos, restringir de manera desproporcio-
nada la libertad económica de los permisionarios ni li-
mitar el acceso de las personas adultas a actividades
legalmente autorizadas. De igual forma, no pretende
establecer mecanismos de censura sobre contenidos
digitales ni imponer restricciones generales a internet
o a las plataformas tecnológicas. Por el contrario, la
iniciativa parte del reconocimiento de que los juegos
con apuestas constituyen una actividad lícita regulada
por el Estado mexicano y que, en consecuencia, pue-
den ser objeto de promoción comercial dentro de los
límites establecidos por la ley.

Bajo esta lógica, la reforma propone incorporar crite-
rios mínimos de responsabilidad publicitaria aplica-
bles a los permisionarios de juegos con apuestas y sor-
teos cuando difundan contenidos promocionales en
entornos digitales y deportivos accesibles a personas
menores de edad.

Entre dichos criterios destacan la identificación clara
de contenidos patrocinados, la prohibición de meca-
nismos de promoción encubierta, la incorporación de
mensajes preventivos y la responsabilidad de los ope-
radores respecto de terceros contratados para la difu-
sión de campañas comerciales. Se trata de medidas
orientadas a fortalecer la transparencia de los
mensajes publicitarios y a garantizar que las au-
diencias más jóvenes puedan distinguir con clari-
dad entre entretenimiento, información y publici-
dad.

En consecuencia, resulta necesario actualizar la Ley
Federal de Juegos y Sorteos para incorporar herra-
mientas regulatorias acordes con las dinámicas de co-
municación propias del siglo XXI. Fortalecer la res-
ponsabilidad publicitaria de los permisionarios no
implica restringir una actividad económica lícita, sino
establecer condiciones mínimas de transparencia y
protección que permitan salvaguardar el interés supe-
rior de la niñez frente a mecanismos de promoción co-
mercial cada vez más sofisticados.

La presente iniciativa busca precisamente atender ese
vacío normativo mediante una regulación proporcio-
nal, moderna y compatible con los derechos y liberta-
des reconocidos por nuestro orden constitucional.
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Por lo anteriormente expuesto y fundamentado, some-
to a consideración de esta asamblea la siguiente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto por el que se adicionan diversas disposicio-
nes a la Ley Federal de Juegos y Sorteos

Único. Se adiciona un artículo 3 Bis y se reforma el
primer párrafo del artículo 17 de la Ley Federal de
Juegos y Sorteos.

Artículo 3 Bis. Los permisionarios, operadores,
concesionarios, promotores o cualquier persona fí-
sica o moral vinculada con juegos con apuestas y
sorteos deberán sujetarse a criterios de responsabi-
lidad publicitaria y protección reforzada de niñas,
niños y adolescentes en la difusión de contenidos
promocionales, contenidos patrocinados, integra-
ción comercial o publicidad relacionada con apues-
tas en medios digitales, plataformas electrónicas,
redes sociales, transmisiones deportivas o cual-
quier entorno audiovisual accesible mediante tec-
nologías digitales.

Para efectos del presente artículo, se entenderá
por integración comercial o contenido patrocinado
toda referencia, mención, inserción visual, reco-
mendación, promoción, dinámica, enlace, código
promocional, colaboración comercial o estrategia
de difusión mediante la cual se promuevan plata-
formas, servicios o actividades relacionadas con
juegos con apuestas y sorteos dentro de contenidos
audiovisuales, deportivos, digitales o de entreteni-
miento.

En la difusión de contenidos a que se refiere el pre-
sente artículo, se observarán las siguientes disposi-
ciones:

I. Queda prohibida la utilización de mecanismos
de promoción encubierta o estrategias publicita-
rias que oculten el carácter comercial o patroci-
nado de contenidos relacionados con juegos con
apuestas y sorteos;

II. Toda publicidad, integración comercial o con-
tenido patrocinado deberá identificarse de ma-
nera clara, visible y comprensible como conteni-
do publicitario o patrocinado;

III. No podrán emplearse elementos, narrativas,
lenguaje, dinámicas, imágenes, personajes, in-
fluencers, personas creadoras de contenido, de-
portistas, símbolos o referencias que, por su na-
turaleza, contexto o audiencia predominante,
resulten particularmente atractivos para niñas,
niños y adolescentes;

IV. Los permisionarios deberán abstenerse de
promover o integrar contenidos relacionados
con apuestas en transmisiones, contenidos o
eventos cuya audiencia sea predominantemente
infantil o adolescente;

V. Toda difusión comercial relacionada con jue-
gos con apuestas y sorteos deberá incluir mensa-
jes visibles de prevención sobre los riesgos aso-
ciados a conductas compulsivas o adictivas, así
como la prohibición legal de participación de
personas menores de edad;

VI. Los permisionarios serán responsables del
contenido promocional difundido directa o indi-
rectamente por terceros contratados, patrocina-
dos o vinculados comercialmente para la promo-
ción de juegos con apuestas y sorteos, incluyendo
personas influenciadoras digitales, creadores de
contenido, comentaristas, analistas deportivos o
cualquier figura de difusión digital, y

VII. La Secretaría de Gobernación podrá emitir
disposiciones de carácter general para establecer
criterios técnicos, medidas preventivas y linea-
mientos aplicables a la difusión responsable de
contenidos relacionados con juegos con apuestas
y sorteos en entornos digitales y deportivos acce-
sibles a niñas, niños y adolescentes.

Artículo 17. Las infracciones a la presente Ley que no
constituyan delitos, a sus reglamentos o a las disposi-
ciones que dicte la Secretaría de Gobernación, así co-
mo el incumplimiento de las obligaciones previstas
en el artículo 3 Bis de esta Ley por parte de permi-
sionarios, operadores o personas autorizadas para
la explotación de juegos con apuestas y sorteos, se-
rán sancionadas por la misma Secretaría con multa de
cien a diez mil veces el valor diario de la Unidad de
Medida y Actualización, pudiendo revocarse, en su ca-
so, el permiso correspondiente cuando las infracciones
sean graves o reiteradas.
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Cuando la infracción sea cometida por los jugadores,
árbitros, corredores de apuestas o por cualquiera otra
persona que desempeñe funciones en el espectáculo,
juego, establecimiento o sorteo de que se trate; podrá
sancionarse, además, con suspensión hasta por un año
o inhabilitación definitiva para desempeñar la activi-
dad o función respectiva.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Dentro del plazo previsto en el artículo an-
terior, las personas físicas y morales que cuenten con
permisos vigentes para la explotación de juegos con
apuestas y sorteos deberán realizar las adecuaciones
necesarias para dar cumplimiento a las obligaciones
previstas en el artículo 3 Bis de la presente Ley.

Tercero. La Secretaría de Gobernación, en el ámbito
de sus atribuciones, podrá emitir las disposiciones de
carácter general que resulten necesarias para la ade-
cuada aplicación del presente decreto.
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Senado de la República, sede de la 
Comisión Permanente, a 10 de junio de 2026.

Diputado Fidel Daniel Chimal García (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Gobernación y Población. Junio 10 de

2026.)

QUE REFORMA LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE

LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, EN MATERIA DE

PROTECCIÓN DE MENORES FRENTE A PLATAFORMAS DIGI-
TALES DE APUESTAS, RECIBIDA DEL DIPUTADO FIDEL DA-
NIEL CHIMAL GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PAN, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE LLE-
VADA A CABO EL MIÉRCOLES 10 DE JUNIO DE 2026

El que suscribe, diputado Fidel Daniel Chimal García,
integrante del Grupo Parlamentario de Acción Nacio-
nal en la LXVI Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, conforme a lo dispuesto en el artículo 71,
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fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; artículos 6o., fracción I, 78 y 79
fracción II; artículo 80, 82, punto 2, fracción I, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, somete a consideración de esta
honorable soberanía, la presente iniciativa con proyec-
to de decreto por el que se adicionan diversas disposi-
ciones a la Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

1. El crecimiento de las plataformas digitales de
apuestas y su impacto en niñas, niños y adolescen-
tes

La expansión de las tecnologías digitales y el acceso
masivo a dispositivos móviles han transformado pro-
fundamente los hábitos de consumo y entretenimiento
de la población mexicana, particularmente entre niñas,
niños y adolescentes.

Actualmente, las plataformas digitales permiten el ac-
ceso inmediato y permanente a contenidos, aplicacio-
nes y servicios en línea, incluyendo aquellos relacio-
nados con apuestas deportivas y juegos de azar, los
cuales han incrementado significativamente su presen-
cia en redes sociales, transmisiones deportivas, plata-
formas de streaming y espacios digitales frecuente-
mente utilizados por menores de edad.

De acuerdo con información de UNICEF México, en
México el 50 por ciento de las niñas y niños de entre 6
y 11 años son usuarios de internet o de una computa-
dora, mientras que, entre las y los adolescentes de 12
a 17 años, entre el 80 y 94 por ciento utiliza internet o
una computadora.1

Estas cifras reflejan el profundo nivel de digitalización
que actualmente forma parte de la vida cotidiana de ni-
ñas, niños y adolescentes en el país, quienes acceden
de manera permanente a redes sociales, plataformas de
entretenimiento, transmisiones deportivas y aplicacio-
nes móviles mediante teléfonos inteligentes y otros
dispositivos electrónicos.

La creciente conectividad digital ha generado impor-
tantes oportunidades educativas y de comunicación;
sin embargo, también ha incrementado la exposición
de menores de edad a contenidos y dinámicas digitales

potencialmente nocivas, entre ellas aquellas relaciona-
das con plataformas digitales de apuestas y juegos de
azar.

El crecimiento acelerado de las plataformas digitales
de apuestas en México refleja la expansión de un mer-
cado que ha encontrado en internet y los dispositivos
móviles uno de sus principales mecanismos de difu-
sión y captación de usuarios.

De acuerdo con información publicada por el diario El
Economista, el mercado mexicano de juegos de azar
en línea mantiene una tendencia sostenida de creci-
miento y se perfila como uno de los sectores de mayor
expansión en América Latina durante los próximos
años. Las proyecciones estiman que el mercado de
apuestas online en México podría acercarse a los
mil millones de dólares hacia 2031, impulsado prin-
cipalmente por el incremento en el uso de teléfonos in-
teligentes, plataformas móviles y sistemas de pago di-
gitales.2

El mismo análisis señala que las apuestas deportivas
representan actualmente el segmento más importante
del mercado digital de apuestas en México, concen-
trando más de la mitad de los ingresos generados por
la industria y registrando las tasas de crecimiento más
aceleradas dentro del sector. Asimismo, los dispositi-
vos móviles y tabletas concentran la mayor parte de la
actividad de los usuarios, situación que evidencia có-
mo las plataformas digitales de apuestas forman parte
de dinámicas de consumo inmediatas, permanentes y
altamente accesibles desde distintos tipos de dispositi-
vos.

Este crecimiento adquiere especial relevancia debido a
que las nuevas dinámicas digitales han permitido que
las plataformas de apuestas deportivas se integren de
manera cotidiana en redes sociales, transmisiones de-
portivas, contenido digital y publicidad dirigida a au-
diencias jóvenes. La constante exposición a este tipo
de contenidos, sumada a mecanismos digitales diseña-
dos para incentivar la permanencia y participación
continua de los usuarios, ha contribuido a normalizar
las apuestas en línea entre sectores cada vez más jóve-
nes de la población mexicana.

Hoy en día las apuestas digitales dejaron de ser un fe-
nómeno exclusivo de adultos. De acuerdo con la En-
cuesta Nacional de Consumo de Drogas, Alcohol y
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Tabaco (Encodat) 2025, 6.9 por ciento de las y los
adolescentes mexicanos de entre 12 y 17 años parti-
cipó en juegos de apuestas durante el último año, lo
que equivale aproximadamente a 904 mil menores
de edad a nivel nacional. Asimismo, el 7 por ciento
de quienes participaron en estas actividades presenta
indicadores de juego problemático, reflejando la exis-
tencia de conductas compulsivas y riesgos asociados a
plataformas y dinámicas de apuestas accesibles desde
entornos digitales.3

La magnitud del fenómeno resulta particularmente
preocupante si se considera que, de acuerdo con infor-
mación retomada de la Encodat 2025 por El Econo-
mista, alrededor de cuatro millones de personas en
México participan en juegos con apuestas, de las cua-
les más de 249 mil presentan problemas asociados con
juego problemático. Asimismo, la encuesta señala
que 4.3 por ciento de la población entre 12 y 65
años participó en juegos de apuestas durante 2025,
mientras que entre adolescentes se identificaron ni-
veles de malestar psicológico superiores a los regis-
trados en población adulta.4

Especialistas en salud mental y adicciones han señala-
do que las dinámicas digitales vinculadas con apuestas
comparten características similares a otros trastornos
conductuales y adicciones, incluyendo mecanismos
asociados con la ansiedad, el miedo a perderse de al-
go, la necesidad de interacción constante y conductas
compulsivas derivadas de sistemas digitales diseñados
para maximizar la permanencia de los usuarios. Diver-
sos estudios han advertido que niñas, niños y adoles-
centes constituyen un sector particularmente vulnera-
ble frente a este tipo de dinámicas digitales debido a
factores relacionados con impulsividad, búsqueda de
recompensa inmediata y desarrollo emocional aún en
formación.5

La gravedad del fenómeno también ha sido advertida
por especialistas de la Universidad Nacional Autó-
noma de México (UNAM), quienes han señalado que
la ludopatía constituye una adicción psicológica carac-
terizada por la pérdida de control frente a los juegos de
apuesta y por la persistencia de conductas compulsivas
aun cuando generan consecuencias negativas en la vi-
da personal, familiar y económica de las personas.
Asimismo, especialistas de dicha institución esti-
man que entre el uno y el tres por ciento de la po-
blación mexicana podría presentar problemas aso-

ciados con ludopatía, lo que equivaldría aproxima-
damente a 3.9 millones de personas en el país.6

Este escenario adquiere especial relevancia frente al
crecimiento de las plataformas digitales de apuestas,
las cuales permiten acceso permanente e inmediato a
dinámicas de juego desde teléfonos inteligentes, redes
sociales y aplicaciones móviles frecuentemente utili-
zadas por niñas, niños y adolescentes.

El impacto de esta problemática puede observarse en
diversos casos documentados recientemente en Méxi-
co.

Un reportaje publicado por la revista Proceso expone
testimonios de jóvenes estudiantes que desarrollaron
conductas compulsivas relacionadas con apuestas de-
portivas en línea, derivando en afectaciones económi-
cas, emocionales y psicológicas severas. El reportaje
documenta cómo la facilidad de acceso mediante apli-
caciones móviles, la constante publicidad durante
transmisiones deportivas y la normalización de las
apuestas en redes sociales han contribuido a que ado-
lescentes y jóvenes incorporen las apuestas digitales
como parte cotidiana de su entorno de entretenimien-
to.7

La mayor cantidad que Fernando ha perdido en una
sola apuesta fueron 44 mil pesos, para entonces los
montos mínimos que arriesgaba ascendían a 15 mil.
“Ya estaba muy hundido en ese punto. Me endeudé a
niveles que no imaginaba”, recuerda.

A Fernando le duele y avergüenza hablar de cuando
planeó auto secuestrarse. Un amigo le ofreció la casa
de una tía en el Ajusco donde nadie lo buscaría. La
idea era pedirle más de 100 mil pesos a sus papás por
el rescate.

“Sentía desesperación y ansiedad, ya no era cons-
ciente de lo que hacía. Quería pagar mis deudas y
quedarme con un dinero para seguir apostando…
“Ahorita estoy un poco más tranquilo, pero siento la
necesidad de estar apostando.

Los comerciales en los partidos terminan engan-
chándote, aunque ya no quieras. Los comentaristas
siempre terminaban jalándome a apostar. Llegó un
punto en el que ya no tenía autocontrol y me dejaba
llevar por el mínimo anunció que veía.”
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Asimismo, especialistas consultados en dicho reporta-
je advirtieron que las plataformas digitales de apuestas
operan mediante dinámicas diseñadas para incentivar
la permanencia e interacción constante de los usuarios,
a través de recompensas inmediatas, estadísticas en
tiempo real y sistemas de estimulación continua.

Por otro lado, el diario El País ha documentado testi-
monios que demuestran cómo jóvenes apostadores
desarrollaron ansiedad, pérdida de control financiero,
afectaciones en su entorno social y estados depresivos
derivados de pérdidas económicas recurrentes. Incluso
especialistas de la UNAM señalaron que la principal
diferencia entre la ludopatía tradicional y las apuestas
deportivas actuales radica en el componente tecnoló-
gico, ya que actualmente el acceso es inmediato, per-
manente y completamente digital.8

“Empezar a apostar requiere apenas unos momen-
tos desde un celular. Incluso así lo promocionan.
“Es gratis y solo toma 15 segundos…”

“A Martín P., quien prefiere no compartir su apelli-
do, le atrajo una oferta de Caliente que ponía los
primeros 1.000 pesos para invertir. “Me registré, me
los dieron y los aposté. Fue tan sencillo y el rush
(subidón) fue tan grande que me enganché de in-
mediato…”

“Al revisar cuánto dinero había gastado, vio que ha-
bía perdido 8.000 pesos en un año, mientras su suel-
do rondaba los 12 mil mensuales. “Llegué al punto
de apostar en partidos que no tenían sentido como
la segunda división de Francia o tercera de Turquía.
Me di cuenta de que me había gastado lo de mi ren-
ta en apuestas y decidí parar”

“…el gancho está muchas veces en el bombardeo
de publicidad con las promociones de “dinero gra-
tis” … el objetivo real de estas promociones no es
regalar dinero, sino lograr que el usuario entre a la
plataforma y aprenda a usarla.

“Una vez dentro, es mucho más probable que deci-
da apostar su propio dinero tras la primera pérdi-
da…”

Los jóvenes mexicanos son particularmente vulnera-
bles ya que en una etapa de temprano crecimiento y
consolidación de sistema de valores comienzan a in-

dependizarse económicamente, pero no siempre emo-
cionalmente, y buscan la pertenencia a un grupo, que
no siempre aporta a su desarrollo integral.

Asimismo, algunos de los jóvenes entrevistados seña-
laron que las apuestas deportivas modificaron su rela-
ción cotidiana con el deporte y el entretenimiento,
convirtiendo actividades recreativas en fuentes perma-
nentes de ansiedad y presión emocional.

En consecuencia, no se busca restringir una actividad
económica legal ni limitar de manera desproporciona-
da el desarrollo de plataformas digitales relacionadas
con apuestas y juegos de azar. Por el contrario, busca
fortalecer el marco de protección integral de niñas, ni-
ños y adolescentes frente a riesgos emergentes deriva-
dos de entornos digitales cada vez más accesibles, in-
mediatos y presentes en la vida cotidiana de las
personas menores de edad.

La protección del desarrollo integral, la salud mental y
el bienestar emocional de niñas, niños y adolescentes
constituye una obligación constitucional y convencio-
nal del Estado mexicano. En ese sentido, resulta nece-
sario fortalecer las herramientas jurídicas que permi-
tan implementar acciones preventivas, de orientación
y protección frente a plataformas digitales de apuestas
que puedan generar conductas compulsivas y adictivas
en personas menores de edad.

2. La necesidad de fortalecer la protección de niñas,
niños y adolescentes frente a plataformas digitales
de apuestas

El acelerado desarrollo de las tecnologías digitales ha
transformado profundamente la manera en que niñas,
niños y adolescentes interactúan con el entreteni-
miento, la información y los contenidos disponibles
en internet. Actualmente, las plataformas digitales
forman parte cotidiana de la vida de millones de me-
nores de edad en México, quienes acceden de manera
permanente a redes sociales, aplicaciones móviles,
transmisiones deportivas y espacios digitales desde
teléfonos inteligentes y otros dispositivos electróni-
cos. Sin embargo, el crecimiento de estos entornos di-
gitales también ha generado nuevos riesgos que im-
pactan directamente en la salud mental, el bienestar
emocional y el desarrollo integral de niñas, niños y
adolescentes.
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En particular, la expansión de plataformas digitales de
apuestas ha permitido que dinámicas relacionadas con
juegos de azar y apuestas deportivas se integren de
manera constante en espacios digitales frecuentemen-
te utilizados por menores de edad. A diferencia de los
modelos tradicionales de apuestas, las plataformas di-
gitales operan mediante sistemas de acceso inmediato,
disponibilidad permanente y mecanismos tecnológi-
cos diseñados para maximizar la interacción y perma-
nencia de los usuarios dentro de las aplicaciones y si-
tios web.

Si bien las apuestas y juegos de azar constituyen acti-
vidades legales reguladas por el Estado mexicano, ello
no exime a las autoridades de su obligación constitu-
cional de garantizar medidas reforzadas de protección
para niñas, niños y adolescentes frente a riesgos aso-
ciados con entornos digitales potencialmente nocivos.
El artículo 4º de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos establece el principio del
interés superior de la niñez como eje rector de todas
las decisiones y actuaciones del Estado, imponiendo el
deber de garantizar de manera plena sus derechos hu-
manos, así como su desarrollo integral.9

Asimismo, la Convención sobre los Derechos del Ni-
ño, de la cual el Estado mexicano es parte, reconoce la
obligación de adoptar medidas apropiadas para prote-
ger a niñas, niños y adolescentes frente a contenidos,
prácticas o dinámicas que puedan afectar su bienestar
físico, mental y emocional.10

En este sentido, la evolución de las plataformas digita-
les y el crecimiento de mecanismos tecnológicos vin-
culados con apuestas deportivas generan nuevos des-
afíos regulatorios que requieren respuestas preventivas
acordes con las dinámicas digitales actuales.

Actualmente, la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes reconoce diversos meca-
nismos de protección relacionados con salud, integri-
dad y desarrollo integral; sin embargo, no contempla
de manera expresa los riesgos asociados con platafor-
mas digitales de apuestas y juegos de azar accesibles
mediante internet y dispositivos electrónicos. Esta au-
sencia normativa limita la posibilidad de fortalecer po-
líticas preventivas, campañas de orientación y accio-
nes institucionales específicas dirigidas a proteger a
menores de edad frente a dinámicas digitales que pue-
dan derivar en conductas compulsivas o adictivas.

Por ello, la presente iniciativa propone incorporar den-
tro de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes el reconocimiento expreso de las pla-
taformas digitales de apuestas como un entorno sus-
ceptible de generar riesgos para personas menores de
edad, así como establecer obligaciones preventivas
orientadas a garantizar medidas de protección, orienta-
ción e información frente a este tipo de contenidos y
dinámicas digitales.

La propuesta legislativa parte de una visión preventiva
y proporcional, que no busca restringir actividades
económicas legales ni imponer mecanismos despro-
porcionados de control digital, sino fortalecer las ca-
pacidades institucionales del Estado mexicano para
proteger el desarrollo integral de niñas, niños y ado-
lescentes frente a riesgos emergentes derivados de en-
tornos digitales cada vez más complejos y de acceso
inmediato.

Por lo expuesto y fundamentado, someto a considera-
ción de esta asamblea la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto por el que se adicionan diversas disposicio-
nes a la Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes

Único. Se adiciona una fracción XIX Bis al artículo 4,
se adiciona una fracción IX al artículo 47 y se adicio-
na un segundo párrafo al artículo 101 Bis 3 a la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes.

Artículo 4. Para los efectos de esta ley, se entenderá
por:

I. a XVIII. …

XIX. Órgano Jurisdiccional: Los juzgados o tribu-
nales federales o de las entidades federativas;

XIX Bis. Plataformas digitales de apuestas: Sitios
web, aplicaciones, plataformas electrónicas o cual-
quier entorno digital que permita la realización de
apuestas o juegos de azar mediante el uso de inter-
net, dispositivos electrónicos o tecnologías digita-
les.

XX. a XXXIII. …
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Artículo 47. Las autoridades federales, de las entida-
des federativas, municipales y de las demarcaciones
territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de
sus respectivas competencias, están obligadas a tomar
las medidas necesarias para prevenir, atender y san-
cionar los casos en que niñas, niños o adolescentes se
vean afectados por:

I. a VIII. …

IX. La exposición a plataformas digitales de apues-
tas que puedan generar conductas compulsivas o
adictivas y afectar el desarrollo integral de niñas,
niños y adolescentes.

…

…

…

Artículo 101 Bis 3. El Estado garantizará el acceso y
uso seguro del Internet promoviendo políticas de pre-
vención, protección, atención y sanción del ciberacoso
y de todas las formas de violencia que causen daño a
su intimidad, privacidad, seguridad y/o dignidad reali-
zada mediante el uso de tecnologías de la información
y la comunicación, sin afectar los derechos previstos
en esta Ley.

Asimismo, promoverá acciones de información, orien-
tación y protección dirigidas a prevenir la exposición
de niñas, niños y adolescentes a plataformas digitales
de apuestas que puedan generar conductas compulsi-
vas o adictivas y afectar su desarrollo integral.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las autoridades competentes, en el ámbito
de sus respectivas atribuciones, deberán implementar
de manera progresiva acciones y políticas de preven-
ción y orientación dirigidas a proteger a niñas, niños y
adolescentes frente a riesgos asociados a plataformas
digitales de apuestas.
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Salón de sesiones, 10 de junio de 2026.

Diputado Fidel Daniel Chimal García (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia.

Junio 10 de 2026.)

QUE REFORMA LA LEY GENERAL DE EDUCACIÓN, PARA

PROMOVER EL USO RESPONSABLE, INFORMADO Y CONS-
CIENTE DE LAS PLATAFORMAS DIGITALES Y REGULAR EL

USO DE TELÉFONOS INTELIGENTES EN LAS ESCUELAS PRI-
MARIAS Y SECUNDARIAS, RECIBIDA DEL DIPUTADO SER-
GIO MAYER BRETÓN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE

LLEVADA A CABO EL MIÉRCOLES 10 DE JUNIO DE 2026

Sergio Mayer Bretón, diputado de la LXVI Legislatu-
ra de la Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión, integrante del Grupo Parlamentario de
Morena, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II, y 55, 56 y 179 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de
esta honorable asamblea iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley General de Educación, para promover el uso
responsable, informado y consciente de las platafor-
mas digitales y regular el uso de teléfonos inteligentes
en las escuelas primarias y secundarias.

Exposición de Motivos

De acuerdo con diversas fuentes los primeros teléfo-
nos celulares empezaron a funcionar en nuestro país a

finales de 1989, hace 17 años. Evolucionando del telé-
fono fijo al móvil.

A partir de 2008 empezó a extenderse de manera ex-
ponencial el uso de los llamados smartphones o telé-
fonos inteligentes, que incluyen entre muchas otras
funciones el acceso a internet.

Así, actualmente referirse a un teléfono, en la mayoría
de los casos, es hablar de un dispositivo con amplios
alcances en materia de comunicación y acceso a inter-
net, incluso en años recientes se ha incorporado el uso
de la inteligencia artificial (IA). Al respecto, el análi-
sis de diversas iniciativas en la materia de IA se en-
cuentra en estudio en ambas Cámaras del honorable
Congreso de la Unión.

Los dispositivos móviles, como los teléfonos celulares
inteligentes y tabletas electrónicas o “tablet” han
transformado de manera profunda la mayoría de las re-
laciones humanas, el acceso a la información y las co-
municaciones.

En su parte positiva, debemos reconocerlo como un
medio para acceder a información ilimitada de prácti-
camente todos los rincones del mundo, en su lado ne-
gativo ha facilitado y dado lugar a nuevas figuras de-
lictivas y formas de agresión, estas últimas de manera
más recurrente entre niñas, niños y adolescentes.

Asimismo, en el ámbito de salud mental miles de per-
sonas han desarrollado diferentes tipos de adicción a
los dispositivos incluso incrementándose las enferme-
dades mentales, como la depresión, ansiedad, derivan-
do también en un aumento en los suicidios.

Podemos afirmar que los dispositivos han dejado de
ser un accesorio, para convertirse en un elemento pri-
mario o fundamental para muchas personas de prácti-
camente todas las edades.

Las comunicaciones digitales también han impactado
en procesos sociales, creando percepciones distintas y
a veces poco realistas sobre el espacio y el tiempo, in-
cluso produciendo una sensación de inmediatez y re-
configurando la manera en la que se produce y se con-
sume la información.

El desarrollo exponencial en la digitalización ha dado
lugar al surgimiento de un nuevo tipo de comunicador,
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que no siempre cuenta con estudios profesionales o
experiencia en la comunicación, el influencer o crea-
dor de contenido, mediante el uso de distintos recursos
como el lenguaje, el texto, la fotografía, el audio y el
video, convirtiendo a muchas personas en consumido-
res de contenido.

De acuerdo con un estudio de Kantar1, un 23 por cien-
to de los niños aspira a ser influencer cuando sea ma-
yor, mientras que 20 por ciento desea ser youtuber y
10 por ciento prefiere ser gamer o creador de video-
juegos, aspiraciones provocadas por la alta conectivi-
dad digital, la fama que pueda llegar a adquirirse y la
obtención de ingresos vía monetización: aproximada-
mente 70 por ciento de los niños en esta generación
accede a internet a través de smartphones, y platafor-
mas como YouTube (84 por ciento), TikTok (66 por
ciento) y WhatsApp (68 por ciento) son sus principa-
les medios digitales.

Información contenida en la página oficial de la em-
presa Katar,2 en mayo de 2026, indica que cada año es-
tá recopilando millones de datos sobre cómo los con-
sumidores piensan y actúan.

Ricardo Trujillo Correa, académico de la Facultad de
Psicología de la UNAM, sostiene que actualmente los
niños ya no quieren ser bomberos, policías, profesores
o médicos, entrando en una forma de conflicto con sus
padres.

Así, se afirma que los infantes de este tiempo “traen
otro chip” o que son “niños 2.0.”

Si bien el internet ha traído diversos avances para
acortar distancias y potenciar la difusión de informa-
ción, convirtiéndose en una herramienta de comunica-
ción e intercambio de información a nivel global, de
manera relevante entre las nuevas generaciones, tam-
bién ha implicado riesgos por la accesibilidad a múlti-
ples plataformas sin mecanismos de control o de veri-
ficación de la edad de los usuarios, destacadamente las
niñas, niños y adolescentes.

En periodos relativamente cortos se ha multiplicado el
uso de redes sociales para acceder y socializar infor-
mación, lo cual ha representado diversos retos y pro-
blemáticas tanto para los usuarios como las instancias
responsables de regular las telecomunicaciones en
nuestro país, entre otros, la desinformación, el derecho

a la privacidad, incluso el impacto en la salud mental.

De acuerdo con diversos estudios muchos niños y ado-
lescentes se han ubicado en situaciones de presión en
los entornos digitales y la exposición temprana a redes
sociales puede agravar problemas de ansiedad, baja
autoestima o aislamiento social o escolar.

Cabe citar la alerta lanzada en un artículo publicado
recientemente por la periodista Allysia Finley: el uso
excesivo de dispositivos electrónicos y programas de
inteligencia artificial están afectando el desarrollo de
actividades cognitivas fundamentales.

Esta afectación, por supuesto, impacta en muchos ám-
bitos, como la prevención y la seguridad, la formación
de un pensamiento crítico entendida como la habilidad
de analizar, evaluar y reflexionar sobre la información
de manera objetiva.3

Diversas investigaciones sobre la dependencia de dis-
positivos inteligentes en jóvenes revelan que, aquellos
con alta dependencia presentan una atención más frag-
mentada afectando negativamente su rendimiento cog-
nitivo, especialmente en áreas críticas como la memo-
ria y el razonamiento lógico. Los datos obtenidos
indican correlaciones negativas entre la dependencia
de dispositivos y el rendimiento cognitivo, lo que re-
salta la necesidad de abordar los efectos adversos de la
tecnología en la salud mental de los jóvenes.4

Lo anterior está vinculado a la accesibilidad a dispositi-
vos móviles, entre los cuales se encuentran los denomi-
nados teléfonos inteligentes que permiten la accesibili-
dad inmediata al internet, plataformas digitales, redes
sociales y aplicaciones, en la mayoría de los casos sin
medidas de control para el acceso a menores de edad.

Al respecto, de acuerdo con la Procuraduría Federal
del Consumidor, en 2017, sólo 8 por ciento de niños y
niñas usaban juegos en teléfonos, en tanto para 2023,
esta cifra creció a 40.7 por ciento, equivalente a 6.1
millones de menores, de los cuales 43.6 por ciento eras
niñas y 56.4 por ciento niños.

La misma Procuraduría, señala que el acceso a plata-
formas digitales, redes sociales y juegos en dispositi-
vos móviles ha convertido esta actividad en un pasa-
tiempo habitual, que conlleva, entre otros, riesgos
como:
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• Impacto en el rendimiento académico: La expo-
sición prolongada puede afectar la concentración y
disminuir el desempeño escolar.

• Consumo inadecuado: Muchos juegos incluyen
compras dentro de la aplicación que pueden generar
gastos inesperados.

• Seguridad digital: Algunas plataformas permiten
la suplantación de identidad y el contacto con des-
conocidos.

• Alteraciones del sueño: La luz azul de las panta-
llas puede afectar el reloj biológico y dificultar el
descanso.

• Dependencia y ansiedad: La dificultad para al-
canzar metas en algunos juegos puede generar es-
trés y adicción.

• Impacto ambiental: La demanda de dispositivos
electrónicos contribuye a la generación de desechos
tecnológicos.i

Por otra parte, de acuerdo con información de la Or-
ganización para la Cooperación y el Desarrollo Eco-
nómicos (OCDE), México ocupa el primer lugar de
bullying escolar en educación básica a nivel interna-
cional. Los datos de la organización detallaron que
más de 18 millones de estudiantes de nivel primaria y
secundaria sufren de violencia escolar:

• Siete de cada 10 niños sufren algún tipo de vio-
lencia.

• Más de 40 por ciento afirma ser víctima de acoso.

• 25.35 por ciento confirmaron que recibieron in-
sultos y amenazas.

• 17 por ciento señaló que fueron víctimas de vio-
lencia física.

• Más de 44 por ciento relataron recibir violencia
verbal, psicológica, física, incluyendo por medio
de redes sociales.ii

El análisis de la información, opiniones e investiga-
ciones referidas muestran la importancia de fomentar
una educación sólida que permita a los niños desarro-

llar habilidades críticas, creativas y éticas; indepen-
dientemente de sus metas futuras, que el Sistema Edu-
cativo Nacional a partir de diagnósticos especializados
se actualice para brindar herramientas a los educandos
para interactuar de manera responsable en el entorno
digital.

Los procesos referidos, exigen una participación cada
vez más responsable y cercana de los padres o tutores
legales.

En este contexto, de acuerdo a diversos medios de in-
formación, el Reino de Suecia está regresando a méto-
dos de enseñanza aprendizaje tradicionales, en tanto la
tecnología pasa a ser una herramienta de apoyo y no el
elemento principal.

Lo anterior, derivado de estudios que demostraron que
el uso excesivo de dispositivos móviles puede afectar
negativamente la comprensión lectora, la concentra-
ción y la capacidad de pensamiento crítico. Los profe-
sores han observado un deterioro en la escritura a ma-
no y en la capacidad de los alumnos para trabajar con
textos más largos.

Pero no sólo Suecia, diversos países de la Unión Eu-
ropea se están replanteando las interacciones con los
dispositivos móviles, así como el acceso a plataformas
digitales, redes sociales y canales de contenido.

Al respecto, cabe señalar lo dispuesto en la Ley de Se-
guridad en Línea de 2023 de Australia, que prohíbe
el acceso a redes sociales a menores de 16 años, a
efecto de proteger su salud mental.

Asimismo, la ley referida obliga a las plataformas di-
gitales a implementar mecanismos efectivos de verifi-
cación de la edad, para evitar que los niños accedan a
contenido de prioridad primaria que les sea perjudicial
y que el proveedor identifique en el servicio.

De acuerdo con la ley citada (artículo 7) La verifica-
ción de edad o la estimación de edad para identificar
quién es o no un usuario menor de edad o en qué gru-
po de edad se encuentra un usuario son ejemplos de
medidas que (si no son requeridas por el inciso (4)
pueden tomarse o utilizarse (entre otras) con el fin de
cumplir con una obligación establecida en el inciso (2)
o (3). (Texto traducido)5
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Durante el Foro Nacional “Más allá de las pantallas:
Impacto de las Tecnologías Digitales en la Educación
y en la Salud Mental”, organizado por la Secretaría de
Educación Pública en coordinación con la Organiza-
ción de las Naciones Unidas para la Educación, la
Ciencia y la Cultura (UNESCO), en marzo de 2026,
Alia Imtoual consejera de Educación de la Embajada
de Australia en México, expuso que este país combina
liderazgo nacional y estatal para priorizar calidad do-
cente, bienestar estudiantil y seguridad digital y que la
regulación de redes sociales a menores de 16 años y
la exigencia de verificación de edad a plataformas
como TikTok, Instagram y Snapchat, ha reportado
mejoras en el clima escolar, menor acoso y mayor
interacción social.

Las transformaciones de las nuevas tecnologías y el
internet requieren actualizar la Ley General de Educa-
ción a efecto de fomentar las habilidades en el uso de
tecnologías de la información y medios digitales,
orientando su uso responsable, consciente y promo-
viendo el desarrollo de habilidades críticas para anali-
zar y evaluar las comunicaciones e información me-
diática.

Reconocemos las grandes posibilidades que nos abre
el internet, las plataformas digitales y redes sociales,
no obstante, su uso adecuado requiere de mecanismos
de supervisión y verificación.

Las dinámicas que conlleva el uso de las nuevas tec-
nologías incluso han rebasado la actualización de
nuestro marco jurídico, lo que nos exige promover con
visión su actualización, de manera prioritaria para for-
talecer la protección de las niñas, niños y adolescentes,
nuestros recursos humanos en el futuro.

Reconocemos los esfuerzos de la Secretaría de Educa-
ción Pública, de la Secretaría de Economía a través de
la Procuraduría Federal del Consumidor y, reciente-
mente de la Agencia de Transformación Digital y Te-
lecomunicaciones, y autoridades de las entidades fede-
rativas, pero las dinámicas que ha traído el internet y
el uso generalizado sin regulación suficiente exige re-
doblar esfuerzos para enfrentar las nuevas formas de
comunicación y acceso a la información, a través de
plataformas digitales y las redes sociales.

En razón de las problemáticas descritas, la presente
iniciativa tiene como objetivo fortalecer el Sistema

Educativo Nacional a efecto de poder brindar las he-
rramientas a los educandos para enfrentar o relacio-
narse de manera más sana en el entorno digital, así co-
mo proteger la salud mental, para efecto de lo anterior
se contempla:

Fomentar las habilidades en el uso de tecnologías
de la información y medios digitales, orientando su
uso responsable, consciente y promoviendo el pen-
samiento crítico.

Incluir en la Agenda Digital Educativa que será es-
tablecida de manera progresiva, el aprovechamien-
to de las tecnologías de la información, así como el
pensamiento crítico y la educación mediática.

Precisar como una obligación de quienes ejercen la
patria potestad o la tutela, supervisar y regular el
uso responsable de teléfonos inteligentes, en cola-
boración con las autoridades educativas.

Para efectos de lo anterior, se entenderá por pensa-
miento crítico la actividad consciente para analizar,
evaluar y cuestionar la información que se recibe, a
efecto de tomar decisiones basadas en evidencias, da-
tos o razones sólidas, resolver problemas de forma ló-
gica y prevenir la manipulación.

Asimismo, la educación mediática es el proceso de en-
señar a los educandos a acceder, analizar, evaluar, cre-
ar y actuar críticamente frente a los contenidos de los
medios de información y las plataformas digitales, que
tiene como uno de sus objetivos el consumo responsa-
ble de medios para cuidar la salud mental y el bienes-
tar personal.

De acuerdo con la UNESCO, la educación alfabetiza-
ción mediática e informacional proporciona un con-
junto de habilidades esenciales para hacer frente a los
desafíos del siglo XXI, incluyendo la proliferación de
la desinformación y la incitación al odio, la disminu-
ción de la confianza en los medios de comunicación y
las innovaciones digitales, en particular la Inteligencia
Artificial.6

Para identificar con claridad las reformas y adiciones
propuestas, se presenta el siguiente cuadro comparati-
vo:
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La educación como proceso de facilitación del apren-
dizaje, promueve la adquisición de conocimientos, ha-
bilidades y valores, entre otros y permite comprender
el mundo en el que vivimos, nuestro entorno desde di-
ferentes visiones y perspectivas, es también el proceso
formador más importante y eficaz para mejorar las
condiciones de vida de los mexicanos y para el des-
arrollo nacional, razón por la cual se plantea que des-
de este se asuma la vertiente especializada de educa-
ción mediática que fomente el pensamiento crítico, el
análisis de la información y contenidos en el entorno
digital.

Las reformas y adiciones propuestas en la presente ini-
ciativa son congruentes con el objetivo dispuesto en el
artículo 7º de la Ley de Niñas, Niños y Adolescentes
para que las leyes federales y de las entidades federa-
tivas garanticen el ejercicio, respeto, protección y pro-
moción de los derechos de niñas, niños y adolescentes;
así como prever, primordialmente, las acciones y me-
canismos que les permitan un crecimiento y desarrollo
integral plenos.

En el Grupo Parlamentario de Morena, refrendamos
nuestro compromiso con la protección y el sano des-
arrollo de las niñas, niños y adolescentes.

Asimismo, seguiremos trabajando para consolidar la
Nueva Escuela Mexicana, proyecto educativo con en-
foque crítico, humanista y comunitario para formar es-
tudiantes con una visión integral.

En el marco de este nuevo proyecto, la Secretaría de
Educación Pública, ha sostenido que la cultura digital
es clave para formar ciudadanos capaces de desenvol-
verse en un mundo digitalizado, reconociendo su im-
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portancia en la educación de niñas, niños y adolescen-
tes, lo cual es congruente con las reformas y adiciones
propuestas en la presente Iniciativa.

Por lo expuesto, someto a la consideración de esta ho-
norable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto
de

Decreto ue reforma y adiciona diversas disposicio-
nes de la Ley General de Educación

Único. Se reforma la fracción V del artículo 9, frac-
ciones XXIV y XXV del artículo 30; segundo párrafo
del artículo 52, fracciones VIII y IX del artículo 74;
fracciones V y VI del artículo 85, primer párrafo del
artículo 86, y fracciones V y VI del artículo 129; y adi-
ciona, una fracción XXVI al artículo 30, una fracción
X al artículo 74; una fracción VII al artículo 85, una
fracción VII al artículo 129, de la Ley General de Edu-
cación para quedar como sigue:

Artículo 9. …

I. a IV. …

V. Dar a conocer y, en su caso, fomentar diversas
opciones educativas, como la educación abierta y a
distancia, mediante el aprovechamiento responsa-
ble, informado y consciente de las plataformas di-
gitales, la televisión educativa y las tecnologías de
la información, comunicación, conocimiento y
aprendizaje digital;

VI. a XIII. …

Artículo 30. …

I. a XXIII. …

XXIV. El fomento de los principios básicos de se-
guridad y educación vial,

XXV. Fomentar las habilidades en el uso de tecno-
logías de la información y medios digitales, orien-
tando su uso responsable, consciente y promovien-
do el pensamiento crítico, y

XXVI. Los demás necesarios para el cumplimiento
de los fines y criterios de la educación establecidos
en los artículos 15 y 16 de la presente ley.

Artículo 52. …

El desarrollo tecnológico y la innovación, asociados a
la actualización, a la excelencia educativa y a la ex-
pansión de las fronteras del conocimiento se apoyará
en las nuevas tecnologías de la información, comuni-
cación, conocimiento y aprendizaje digital, mediante
el uso de plataformas de acceso abierto, orientando su
uso responsable y promoviendo el pensamiento crí-
tico.

Artículo 74. …

…

I. a VII. …

VIII. Realizar campañas, mediante el uso de las
tecnologías de la información, comunicación, cono-
cimiento y aprendizaje digital, que concienticen so-
bre la importancia de una convivencia libre de vio-
lencias o maltrato, ya sea psicológico, físico o
cibernético, en los ámbitos familiar, comunitario,
escolar y social,

IX. Elaborar y difundir materiales educativos para
la prevención y atención de los tipos y modalidades
de maltrato escolar, así como coordinar campañas
de información sobre las mismas, y

X. Regular, en colaboración con los padres de fa-
milia o de quienes ejercen la patria potestad, el uso
de teléfonos inteligentes por parte de los alumnos
de educación primaria y secundaria, durante su es-
tancia en los planteles escolares.

…

Artículo 85. …

I. a IV. …

V. Creatividad e innovación práctica para la resolu-
ción de problemas,

VI. El pensamiento crítico y la educación mediá-
tica, y

VII. Diseño y creación de contenidos.
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Artículo 86. Las autoridades educativas, en el ámbito
de su competencia, promoverán la formación y capa-
citación de maestras y maestros para desarrollar las
habilidades necesarias en el uso de las tecnologías de
la información, comunicación, pensamiento crítico,
conocimiento y aprendizaje digital para favorecer el
proceso educativo.

…

Artículo 129. …

I. a IV. …

V. Acudir a los llamados de las autoridades educati-
vas y escolares, relacionados con la revisión del
progreso, desempeño y conducta de sus hijas, hijos
o pupilos menores de dieciocho años,

VI. Promover la participación de sus hijas, hijos o
pupilos menores de dieciocho años en la práctica de
actividades físicas, de recreación, deportivas y de
educación física dentro y fuera de los planteles edu-
cativos, como un medio de cohesión familiar y co-
munitaria, y

VII. Regular el uso de teléfonos inteligentes por
parte de los alumnos de educación primaria y se-
cundaria durante su estancia en los planteles es-
colares.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

i Profeco-578.pdf 

ii https://www.cndh.org.mx/noticia/dia-escolar-de-la-no-violen-

cia-y-la-paz-0#: ~:text =Los%20datos%20de%20la%20organiza-

ci%C3%B3n,que%20recibieron%20insultos%20y%20amenazas.

1 Empresa mundial de datos y consultoria.

2 https://www.kantar.com/latin-america/sobre-nosotros

3 AI’s Biggest Threat: Young People Who Can’t Think-WSJ 

4 Dependencia de los Dispositivos Inteligentes: Efectos en la aten-

ción y la Capacidad Cognitiva Journal of Science and Research 

5 https://www.legislation.gov.uk/ukpga/2023/50/pdfs/ukp-

ga_20230050_en.pdf

6 https://www.unesco.org/es/media-information-literacy

Salón de sesiones de la Comisión Permanente, 
10 de junio de 2026.

Diputado Sergio Mayer Bretón (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Educación. Junio 10 de 2026.)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 211 BIS AL CÓDIGO NACIO-
NAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, EN MATERIA DE PRO-
TECCIÓN DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES VÍCTIMAS DE

DELITO, RECIBIDA DE LA DIPUTADA BLANCA ARACELI

NARRO PANAMEÑO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE

DEL MIÉRCOLES 10 DE JUNIO DE 2026

La que suscribe, Blanca Araceli Narro Panameño, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena en la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como 55, fracción II, del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a con-
sideración de esta asamblea iniciativa con proyecto de
decreto por el que se adiciona el artículo 211 Bis al
Código Nacional de Procedimientos Penales, en mate-
ria de protección de niñas, niños y adolescentes vícti-
mas de delito, al tenor de la siguiente
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Exposición de Motivos

La protección de niñas, niños y adolescentes constitu-
ye una de las obligaciones más relevantes del Estado
mexicano. La especial condición de desarrollo en la
que se encuentran las personas menores de edad exige
que todas las autoridades adopten medidas reforzadas
para garantizar el ejercicio pleno de sus derechos y
prevenir cualquier forma de violencia, abuso, explota-
ción o afectación a su integridad física, psicológica o
sexual.

Dicha obligación adquiere una relevancia aún mayor
cuando niñas, niños y adolescentes son víctimas de he-
chos probablemente constitutivos de delito. En estos
casos, la actuación oportuna de las autoridades encar-
gadas de la procuración de justicia resulta fundamen-
tal no sólo para garantizar su protección integral, sino
también para preservar los elementos de investigación
indispensables para el esclarecimiento de los hechos y
evitar la revictimización de quienes han sufrido una
afectación a sus derechos fundamentales.

La experiencia demuestra que, tratándose de delitos
que vulneren la vida, la integridad física, psicológica o
sexual, la libertad, la seguridad personal o el libre des-
arrollo de la personalidad de niñas, niños y adolescen-
tes, el transcurso del tiempo puede ocasionar la pérdi-
da de información relevante, dificultar la obtención de
pruebas periciales, afectar la calidad de los testimo-
nios y agravar las consecuencias emocionales deriva-
das de los hechos investigados.

En este contexto, la Primera Sala de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación resolvió el Amparo en Revi-
sión 667/2023,1 asunto que derivó de una investiga-
ción iniciada por una madre en representación de sus
hijos menores de edad, quienes presuntamente habían
sido víctimas de abuso sexual.

En dicho asunto, la denuncia fue presentada ante la
Fiscalía General de Justicia de Ciudad de México, pe-
se a que los hechos investigados ocurrieron en otra en-
tidad federativa. La autoridad ministerial recibió la de-
nuncia, recabó entrevistas, ordenó la atención médica
y psicológica de las víctimas, obtuvo dictámenes peri-
ciales y posteriormente remitió la investigación a la
fiscalía territorialmente competente; sin embargo, du-
rante el desarrollo del procedimiento penal se cuestio-
nó la validez de dichas actuaciones con el argumento

de que habían sido practicadas por una autoridad que
carecía de competencia territorial para conocer de los
hechos.

Al resolver el asunto, la Primera Sala sostuvo que la
actuación de la autoridad ministerial debía examinarse
a partir de las obligaciones reforzadas que el orden
constitucional y convencional impone respecto de ni-
ñas, niños y adolescentes víctimas de delito. En ese
sentido, destacó que

[...] la autoridad investigadora tiene la obliga-
ción constitucional y legal de recibir la denuncia
de manera inmediata, con independencia del lu-
gar de la comisión del ilícito, y de recabar con la
debida diligencia y sin mayor requisito que la
noticia criminal los datos de prueba básicos y
urgentes para esclarecer los hechos delictivos.

Asimismo, precisó que

[..] lo cierto es que la autoridad ministerial tenía
la obligación constitucional y legal de brindar
atención integral urgente, investigarlos de mane-
ra inmediata, y posterior a ello, declararse in-
competente, una vez garantizada la obtención de
datos de prueba y la seguridad de las partes.

Finalmente, la Primera Sala concluyó:

[…] los datos de prueba no se obtuvieron de for-
ma ilícita ni ilegal, ya que tenía la obligación de
actuar con perspectiva de infancia, por lo que los
datos recopilados son válidos y pueden ser inte-
grados a la carpeta de investigación que radique
la autoridad ministerial competente.

La relevancia de estas consideraciones radica en que la
Suprema Corte reconoció expresamente que la protec-
ción efectiva de niñas, niños y adolescentes exige que
las autoridades ministeriales actúen de manera inme-
diata para preservar elementos de investigación, ga-
rantizar la atención especializada de las víctimas y evi-
tar su revictimización, aun cuando posteriormente
corresponda remitir el asunto a la autoridad territorial-
mente competente.

A pesar de la relevancia del citado precedente, actual-
mente el Código Nacional de Procedimientos Penales
no contiene una disposición expresa que regule esta si-
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tuación, lo cual redunda en perjuicio de las personas
menores de 18 años.

Si bien el Código establece reglas sobre competencia
territorial y regula las facultades de investigación del
Ministerio Público, no prevé expresamente la posibili-
dad de que una autoridad ministerial territorialmente
incompetente practique actuaciones urgentes para la
protección de niñas, niños y adolescentes víctimas de
delitos graves ni determina de manera expresa los
efectos jurídicos de dichas actuaciones.

La ausencia de una disposición específica genera in-
certidumbre jurídica para las víctimas, las fiscalías y
los órganos jurisdiccionales, lo que puede propiciar in-
terpretaciones contradictorias y obstaculizar la protec-
ción efectiva de los derechos de la niñez y las adoles-
cencias.

En virtud de lo anterior, es imperante la intervención
del Poder Legislativo para subsanar la laguna norma-
tiva. De ahí que la presente Iniciativa tiene por objeto
adicionar un artículo 211 Bis al Código Nacional de
Procedimientos Penales a fin de reconocer expresa-
mente la facultad del Ministerio Público para realizar
actuaciones urgentes de protección e investigación en
favor de niñas, niños y adolescentes víctimas de delito
cuando los hechos hubieren ocurrido fuera de su ám-
bito territorial de competencia, garantizando con ello
la preservación de los elementos necesarios para el es-
clarecimiento de los hechos y la protección integral de
las víctimas, previo a la remisión de la carpeta de in-
vestigación a la autoridad territorialmente competente.

La resolución emitida por la Primera Sala constituye
una oportunidad para fortalecer y dotar de mayor cer-
teza jurídica al marco procesal penal vigente, incorpo-
rando expresamente al Código Nacional de Procedi-
mientos Penales un estándar de actuación orientado a
garantizar una protección más efectiva de los derechos
y libertades de las niñas, niños y adolescentes víctimas
de delito. Si bien los criterios jurisdiccionales orientan
la actuación de las autoridades y órganos jurisdiccio-
nales, corresponde a las Cámaras del Congreso de la
Unión incorporar al texto de la ley las reglas necesa-
rias que permitan brindar certeza jurídica y uniformi-
dad en su aplicación a nivel nacional.

Es de precisar que, esta propuesta toma como referen-
cia los derechos reconocidos por la Ley General de los

Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, particular-
mente aquellos relacionados con la vida, la integridad
personal, la libertad, la seguridad personal y el libre
desarrollo de la personalidad, cuya protección exige
una actuación inmediata de las autoridades cuando
existan indicios de que han sido vulnerados mediante
la comisión de un delito.

En este contexto, el marco jurídico mexicano recono-
ce un régimen especial de protección para las personas
menores de edad, sustentado en la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, la legislación na-
cional y los instrumentos internacionales de derechos
humanos ratificados por el Estado mexicano.

El artículo 1o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos establece:

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos to-
das las personas gozarán de los derechos humanos
reconocidos en esta Constitución y en los tratados
internacionales de los que el Estado mexicano sea
parte, así como de las garantías para su protección,
cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse,
salvo en los casos y bajo las condiciones que esta
Constitución establece.

…

Todas las autoridades, en el ámbito de sus com-
petencias, tienen la obligación de promover, res-
petar, proteger y garantizar los derechos huma-
nos de conformidad con los principios de
universalidad, interdependencia, indivisibilidad
y progresividad. En consecuencia, el Estado debe-
rá prevenir, investigar, sancionar y reparar las vio-
laciones a los derechos humanos, en los términos
que establezca la ley.

[…]

Por su parte, el artículo 4o. constitucional señala ex-
presamente:

En todas las decisiones y actuaciones del Estado
se velará y cumplirá el principio del interés su-
perior de la niñez, garantizando de manera ple-
na sus derechos. Los niños y las niñas tienen dere-
cho a la satisfacción de sus necesidades de
alimentación, salud, educación y sano esparcimien-
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to para su desarrollo integral. Este principio deberá
guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evalua-
ción de las políticas públicas dirigidas a la niñez.

La relevancia de este mandato radica en que el interés
superior de la niñez no constituye únicamente un prin-
cipio orientador, sino un auténtico parámetro constitu-
cional de actuación que obliga a todas las autoridades
a privilegiar la protección más amplia posible de los
derechos de niñas, niños y adolescentes.

El artículo 20, Apartado C, de la Constitución recono-
ce diversos derechos en favor de las víctimas u ofen-
didos del delito, entre ellos el acceso a la justicia, la
protección de su integridad física y psicológica, así co-
mo la obligación de las autoridades de brindarles aten-
ción y protección durante el procedimiento penal.

En concordancia con los mandatos previstos en los ar-
tículos 1o. y 4o. constitucionales, la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes estable-
ce en el artículo 2:

Artículo 2. Para garantizar la protección de los
derechos de niñas, niños y adolescentes, las auto-
ridades realizarán las acciones y tomarán medi-
das, de conformidad con los principios estableci-
dos en la presente Ley. Para tal efecto, deberán

I. a IV. …

El interés superior de la niñez deberá ser consi-
derado de manera primordial en la toma de de-
cisiones sobre una cuestión debatida que involu-
cre niñas, niños y adolescentes. Cuando se
presenten diferentes interpretaciones, se atenderá a
lo establecido en la Constitución y en los tratados
internacionales de que México forma parte.

[…]

Amayor abundamiento, es de señalar que dicho orde-
namiento reconoce el derecho de niñas, niños y ado-
lescentes a una vida libre de violencia y establece la
obligación a todas las autoridades de adoptar medidas
especiales de protección cuando sus derechos se en-
cuentren amenazados o vulnerados.

De manera particular, el artículo 47 de la Ley General
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes esta-

blece que las autoridades federales, de las entidades
federativas, municipales y de las demarcaciones terri-
toriales de la Ciudad de México están obligadas a to-
mar las medidas necesarias para prevenir, atender y
sancionar los casos en que niñas, niños o adolescentes
se vean afectados por diversas formas de violencia.

Dicho precepto refleja el deber reforzado del Estado
mexicano de adoptar medidas oportunas y eficaces pa-
ra garantizar la protección integral de las personas me-
nores de edad cuando existan indicios de que han sido
víctimas de conductas que comprometan su integri-
dad, libertad, seguridad personal o adecuado desarro-
llo.

La protección reforzada de las personas menores de
edad también encuentra sustento en diversos instru-
mentos internacionales de los que el Estado mexicano
es Parte, tal es el caso de

La Convención sobre los Derechos del Niño dispone
en su artículo 3, numeral 1:

Artículo 3

1. En todas las medidas concernientes a los niños
que tomen las instituciones públicas o privadas de
bienestar social, los tribunales, las autoridades ad-
ministrativas o los órganos legislativos, una consi-
deración primordial a que se atenderá será el in-
terés superior del niño.

[…] 

El artículo 19 de la misma Convención establece:

Artículo 19 

1. Los Estados parte adoptarán todas las medi-
das legislativas, administrativas, sociales y edu-
cativas apropiadas para proteger al niño contra
toda forma de perjuicio o abuso físico o mental,
descuido o trato negligente, malos tratos o explo-
tación, incluido el abuso sexual […]

2. Esas medidas de protección deberían com-
prender, según corresponda, procedimientos efi-
caces para el establecimiento de programas sociales
con objeto de proporcionar la asistencia necesaria al
niño y a quienes cuidan de él, así como para otras
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formas de prevención y para la identificación,
notificación, remisión a una institución, investi-
gación, tratamiento y observación ulterior de los
casos antes descritos de malos tratos al niño y,
según corresponda, la intervención judicial.

De igual forma, el artículo 34 del referido Instrumen-
to prevé la obligación de los Estados de proteger a ni-
ñas, niños y adolescentes contra todas las formas de
explotación y abuso sexual.

Las disposiciones antes citadas evidencian que la pro-
tección reforzada de las personas menores de edad
constituye una obligación constitucional, legal y con-
vencional que debe reflejarse en todos los ámbitos de
actuación Estatal, incluyendo la investigación de los
delitos.

La necesidad de fortalecer los mecanismos de protec-
ción durante la investigación penal se vuelve especial-
mente relevante ante la persistencia de diversas formas
de violencia que afectan a niñas, niños y adolescentes
en nuestro país. 

De acuerdo con información difundida por el Instituto
Nacional de las Mujeres, con base en la Encuesta Na-
cional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Ho-
gares de 2021, entre las adolescentes de 15 a 19 años,
31.6 por ciento manifestó haber sufrido algún tipo de
violencia durante la niñez. De ellas, 20.4 por ciento re-
firió haber sido víctima de violencia física, 11.6 de
violencia emocional y 10.2 de violencia sexual. Res-
pecto al abuso sexual durante la infancia, 7.7 por cien-
to señaló que alguien tocó sus partes íntimas o la obli-
gó a tocar las de otra persona sin su consentimiento,
3.6 por ciento reportó que intentaron forzarla a tener
relaciones sexuales y el 2.8 por ciento manifestó haber
sido obligada a mantener relaciones sexuales median-
te amenazas o el uso de la fuerza2.3

La Dirección General de Epidemiología de la Secreta-
ría de Salud reportó que en 2022, la tasa de incidencia
de violencia intrafamiliar alcanzó 31.5 casos por cada
cien mil niñas de entre 10 y 14 y 92.5 casos por cada
100 mil adolescentes de entre 15 y 19 años. Asimismo,
las estadísticas de mortalidad del Instituto Nacional de
Estadística y Geografía registraron durante ese mismo
año 6 mil 188 muertes violentas de personas menores
de 18 años.3

Estas cifras evidencian la necesidad de fortalecer los
mecanismos institucionales orientados a la protección
de niñas, niños y adolescentes víctimas de violencia y
de garantizar que las autoridades competentes puedan
adoptar de manera inmediata las medidas necesarias
para su atención, protección y acceso a la justicia. Par-
ticularmente, la práctica oportuna de entrevistas espe-
cializadas, valoraciones médicas, dictámenes psicoló-
gicos y demás actuaciones urgentes resulta
fundamental para evitar la revictimización y preservar
los elementos de investigación indispensables para el
esclarecimiento de los hechos.

Lo expuesto permite advertir que el interés superior de
la niñez exige que las autoridades encargadas de la
procuración de justicia cuenten con herramientas jurí-
dicas claras que les permitan actuar de manera inme-
diata cuando niñas, niños y adolescentes sean víctimas
de delitos que vulneren su vida, integridad física, psi-
cológica o sexual, libertad, seguridad personal o libre
desarrollo de la personalidad.

Si bien la Primera Sala de la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación reconoció en el amparo en revisión
667/2023 la validez constitucional de las actuaciones
urgentes realizadas por una autoridad ministerial dis-
tinta de aquella territorialmente competente, el Código
Nacional de Procedimientos Penales aún no incorpora
de manera expresa dicho estándar de protección refor-
zada.

Esta ausencia normativa genera incertidumbre respec-
to del alcance de las facultades de las autoridades in-
vestigadoras y de los efectos jurídicos de las actuacio-
nes practicadas para salvaguardar los derechos de
niñas, niños y adolescentes víctimas de delito, situa-
ción que puede traducirse en obstáculos para el acceso
efectivo a la justicia y para la adecuada protección de
quienes se encuentran en una condición de especial
vulnerabilidad.

De ahí que, la presente Iniciativa busca otorgar certe-
za jurídica a las víctimas, a las instituciones de procu-
ración de justicia y a los órganos jurisdiccionales, in-
corporando expresamente al Código Nacional de
Procedimientos Penales una regla que permita actua-
ciones urgentes orientadas a proteger a niñas, niños y
adolescentes y preservar los elementos de investiga-
ción indispensables para el esclarecimiento de los he-
chos.
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La propuesta fortalece la observancia del principio del
interés superior de la niñez, armoniza la legislación
procesal penal con los estándares constitucionales y
convencionales vigentes y recoge el criterio desarro-
llado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
con el propósito de garantizar una protección más
efectiva de los derechos de las personas menores de
edad víctimas de delito.

Por lo expuesto se somete a consideración de esta so-
beranía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona el artículo 211 Bis al
Código Nacional de Procedimientos Penales

Único. Se adiciona el artículo 211 Bis al Código Na-
cional de Procedimientos Penales, para quedar como
sigue:

Artículo 211 Bis. Cuando el Ministerio Público tenga
conocimiento de hechos probablemente constitutivos
de delito que vulneren la vida, la integridad física, psi-
cológica o sexual, la libertad, la seguridad personal o
el libre desarrollo de la personalidad de niñas, niños y
adolescentes, deberá adoptar de manera inmediata
las medidas necesarias para garantizar su protección
integral, aun cuando los hechos hubieren ocurrido
fuera de su ámbito territorial de competencia.

Para tal efecto, podrá recibir denuncias y recabar
los datos de prueba que resulten necesarios para
preservar elementos de investigación, proteger a las
víctimas y evitar su revictimización, incluyendo en-
trevistas, valoraciones médicas, psicológicas, peri-
ciales y demás diligencias indispensables para la
atención inmediata del caso.

Las actuaciones realizadas conforme al presente
artículo deberán integrarse a la carpeta de investi-
gación correspondiente cuando ésta sea remitida a
la autoridad competente, siempre que se hayan
practicado con respeto a los derechos humanos, al
debido proceso, al interés superior de la niñez y a
los principios que rigen la investigación penal.

La falta de competencia territorial no afectará, por
sí sola, la validez de las actuaciones practicadas
conforme al presente artículo cuando éstas tengan
por objeto la protección inmediata de niñas, niños
y adolescentes víctimas de delito.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 https://www2.scjn.gob.mx/ConsultasTematica/Detalle/318221

2 http://estadistica-sig.inmujeres.gob.mx/formas/tarjetas/Maltra-

to_infantil.pdf

3 Ídem.

Sede de la Comisión Permanente, 
a 10 de junio de 2026.

Diputada Blanca Araceli Narro Panameño (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Justicia. Junio 10 de 2026.)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 47 BIS DE LA LEY DE AVIA-
CIÓN CIVIL, RECIBIDA DE LA DIPUTADA HAIDYD ARRECIA

LÓPEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA

SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE LLEVADA A CABO

EL MIÉRCOLES 10 DE JUNIO DE 2026

La que suscribe, Haidyd Arrecia López, diputada de la
LXVI Legislatura del honorable Congreso de la Unión
e integrante del Grupo Parlamentario de Morena, con
fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y el artículo 55 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, presento ante esta soberanía la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto que reforma
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la fracción II del artículo 47 bis de la Ley de Aviación
Civil, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

En la actualidad, la movilidad de un gran número de
familias enteras se da por la necesidad de empleo o
factores de seguridad, siendo el servicio de vuelo el
más seguro en trayectos de largas distancias, existien-
do supuestos en los que existen menores de muy corta
edad que bajo el resguardo y protección de su proge-
nitor (a) pueden viajar de forma segura sin que ello
implique un gasto en cuestión de tarifa por asiento
propio. Hoy este supuesto se encuentra reglamentado
en la fracción II del numeral 47 bis de la Ley de Avia-
ción Civil1 acotando este derecho hasta los dos años
del infante, factor de la edad que no tiene una base de
clasificación escolar o de salud.

En nuestra carta magna se establece la clasificación de
educación en México, en el artículo tercero2 encontra-
mos que esta se divide desde educación inicial, prees-
colar, primaria, secundaria, etcétera.

Según la Organización Mundial de la Salud (OMS), los
lactantes son los niños menores de 12 meses, mientras
que la etapa de maternal abarca de los 12 meses hasta la
edad preescolar. En México, los lineamientos oficiales
y el sistema educativo dividen estas etapas en rangos de
edad muy específicos encontrando su base en la Ley
General de Educación, específica mente en el artículo
42, en donde se establece que, la edad mínima para in-
gresar a la educación básica en el nivel preescolar es de
tres años, y para nivel primaria seis años, cumplidos al
31 de diciembre del año de inicio del ciclo escolar.3

Por lo que el límite en la Ley de Aviación Civil “me-
nor de dos años” no tiene un sustento de rangos en
edades de la clasificación de educación o de salud en
nuestro país.

El crecimiento y desarrollo del niño implica un con-
junto de cambios somáticos y funcionales, como re-
sultado de la interacción de factores genéticos y las
condiciones del medio ambiente en que vive la perso-
na. Cuando las condiciones de vida son favorables (fí-
sicas, biológicas, nutricionales y psicosociales), el po-
tencial genético puede expresarse de manera integral
y, por el contrario, si éstas son desfavorables, la ex-
presión se verá disminuida (NOM-008-SSA2-1993).4

Con la presente propuesta de modificación se pretende
que la norma tenga una congruencia con la clasifica-
ción educativa que marca rangos de edad para cada
etapa, así como, al ampliar este margen de edad en el
menor que puede viajar con la persona pasajera mayor
de edad puede, sin pago de ninguna tarifa demostra-
mos que estamos interesados en apoyar a la familia
quien es la institución de la sociedad mexicana.

A continuación, el siguiente cuadro comparativo
muestra la modificación propuesta:

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de
esta asamblea, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma la fracción II del artículo 47
Bis de la Ley de Aviación Civil

Único. Se reforma la fracción II del artículo 47 Bis de
la Ley de Aviación Civil, para quedar como sigue:

Artículo 47 Bis. La persona concesionaria, asignataria
o permisionaria están obligadas a proporcionar un ser-
vicio eficiente y de calidad a las personas pasajeras.

Para garantizar lo anterior, debe respetar y cumplir con
cuando menos sus siguientes derechos:
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I. (Sin correlativo)

II. La persona pasajera mayor de edad puede, sin
pago de ninguna tarifa, llevar a un infante menor de
tres años a su cuidado sin derecho a asiento ni a
franquicia de equipaje, por lo que la persona conce-
sionaria, asignataria o permisionaria está obligada a
expedir sin costo alguno a favor del infante el bole-
to y pase de abordar correspondiente. Únicamente
en este caso, la persona pasajera puede transportar
sin cargo adicional una carriola para infantes.

Artículo Transitorio

Único. La presente reforma entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión. (12

de mayo de 1995). Ley de Aviación Civil. Última reforma publi-

cada en el Diario Oficial de la Federación el 14 de noviembre de

2025. https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio//pdf/LAC.pdf

2 Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión. (5 de

febrero de 1917). Constitución Política de los Estados Unidos Me-

xicanos. Última reforma publicada en el Diario Oficial de la Fede-

ración el 2 de junio de 2026. https://www.diputados.gob.mx/Le-

yesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

3 Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión. (30

de septiembre de 2019). Ley General de Educación. Última refor-

ma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de enero

de 2026. https://www.diputados.qob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGE.pdf

4 Norma oficial mexicana NOM-008-SSA2-1993, Control de la

nutrición, crecimiento y desarrollo del niño y del adolescente. Cri-

terios y procedimientos para la prestación del servicio. https://sa-

lud.qob.mx/unidades/cdi/nom/008ssa23.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
10 de junio de 2026.

Diputada Haidyd Arreola López (rúbrica) 

(Turnada a la Comisión de Comunicaciones y Transportes. Junio

10 de 2026.)

QUE REFORMA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA

LEY DE AVIACIÓN CIVIL, RECIBIDA DE LA DIPUTADA

HAIDYD ARREOLA LÓPEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DE MORENA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANEN-
TE DEL MIÉRCOLES 10 DE JUNIO DE 2026

La que suscribe, diputada Haidyd Arreola López en la
LXVI Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, e integrante del Grupo Parlamentario de More-
na, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y el artículo 55 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, presenta ante esta sobera-
nía iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
deroga diversas disposiciones de la Ley de Aviación
Civil, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Actualmente, la aviación comercial constituye uno
de los principales medios de transporte para millones
de personas, permitiendo el desarrollo de actividades
tanto de turismo, como laborales, académicas, fami-
liares, de negocios y de atención a la salud. Por ello,
la prestación del servicio de transporte aéreo debe re-
alizarse bajo condiciones de certeza jurídica, seguri-
dad y respeto a los derechos de las personas pasaje-
ras.

La importancia de fortalecer la protección de los dere-
chos de las personas pasajeras resulta aún más eviden-
te si se considera la relevancia que ha adquirido el
transporte aéreo en México; de acuerdo con informa-
ción de la Secretaría de Turismo, durante 2025 se
transportaron más de 63.5 millones de pasajeros en
vuelos nacionales, cifra que representó un crecimiento
de 3.3 por ciento respecto al año anterior y de 18.7 por
ciento en comparación con 2019.1

Asimismo, la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos reconoce la obligación del Estado
de proteger los intereses de las personas consumidoras
y promover relaciones de consumo equitativas y trans-
parentes.2 De igual forma, la Ley Federal de Protec-
ción al Consumidor reconoce el derecho de las perso-
nas consumidoras a recibir información adecuada,
clara y veraz sobre los bienes y servicios ofrecidos en
el mercado; establece la obligación de los proveedores
de respetar los términos y condiciones bajo los cuales
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ofrecen sus servicios; y prohíbe que la información o
publicidad pueda inducir al error o confusión.3

Por su parte, la Ley de Aviación Civi1,4 en su artículo
49, establece que el contrato de transporte de pasajeros
se perfecciona con la compra del boleto de pasaje, ge-
nerando derechos y obligaciones para ambas partes.
En consecuencia, cuando una persona adquiere un bo-
leto de avión surge una expectativa legítima de recibir
el servicio contratado en las condiciones ofrecidas por
la transportista aérea.

No obstante, en los artículos 52 y 52 Bis de la legisla-
ción vigente,5 se contempla la expedición de boletos
en exceso a la capacidad disponible de la aeronave, si-
tuación que puede dar lugar a la denegación de em-
barque de personas pasajeras. Asimismo, establece
procedimientos específicos para atender las conse-
cuencias derivadas de dicha práctica.

Si bien el marco jurídico actual prevé medidas para
atender los casos en que una persona resulte afectada
por la denegación de embarque derivada de la expedi-
ción de boletos en exceso (sobreventa) a la capacidad
disponible de la aeronave, dichas medidas no eliminan
las afectaciones que pueden producirse cuando el pa-
sajero ve frustrado el propósito mismo de su viaje.

La imposibilidad de abordar un vuelo puede ocasionar
la pérdida de oportunidades laborales, compromisos
académicos, citas médicas, procedimientos judiciales,
reuniones de negocios, conexiones aéreas o aconteci-
mientos familiares de especial relevancia, situaciones
que difícilmente pueden ser reparadas mediante una
compensación económica posterior.

La presente iniciativa considera que la protección de
los derechos de las personas pasajeras no debe limitar-
se a compensar los daños ocasionados por la expedi-
ción de boletos en exceso (sobreventa) a la capacidad
disponible de la aeronave, sino prevenir que éstos ocu-
rran. Por ello, se propone sustituir un modelo basado
en atender las consecuencias de dicha práctica por uno
orientado a evitar que éstas produzca.

La relevancia de esta problemática también se refleja en
la información pública disponible en el Buró Comercial
de la Procuraduría Federal del Consumidor. De acuerdo
con las consultas realizadas respecto del periodo com-
prendido del 1 de enero de 2019 al 30 de abril de 2026,

diversas aerolíneas comerciales acumulan miles de recla-
maciones por parte de las personas consumidoras, desta-
cando entre los principales motivos la negativa en la pres-
tación del servicio, la cancelación de vuelos, los cambios
de itinerario, el incumplimiento en la entrega del servicio
contratado y las negativas de devolución o reembolso.6

Lo anterior evidencia que las controversias relaciona-
das con la prestación del servicio de transporte aéreo
continúan representando una preocupación relevante
para las personas usuarias, por lo que resulta necesario
fortalecer los mecanismos legales orientados a garan-
tizar el cumplimiento efectivo de las obligaciones asu-
midas por las empresas transportistas.

La presente iniciativa parte del principio de que los
riesgos derivados de las decisiones comerciales adop-
tadas por las empresas transportistas no deben recaer
sobre las personas consumidoras. Si una persona ha
adquirido un boleto y ha cumplido con los requisitos
establecidos para abordar, debe tener la certeza de que
podrá acceder al servicio contratado.

La expedición de boletos en exceso a la capacidad dis-
ponible de la aeronave resulta incompatible con los
principios de certeza jurídica, buena fe contractual y
protección al consumidor, ya que permite comprome-
ter la prestación de un servicio por encima de la capa-
cidad real disponible para proporcionarlo.

Por ello, la presente iniciativa propone establecer ex-
presamente en la Ley de Aviación Civil la prohibición
de expedir boletos en exceso a la capacidad disponible
de la aeronave, garantizando que toda persona que ad-
quiera un boleto de transporte aéreo pueda acceder
efectivamente al servicio contratado.

De manera congruente con dicha prohibición, se propo-
ne derogar las disposiciones que actualmente regulan
los supuestos de denegación de embarque derivados de
la expedición de boletos en exceso a la capacidad dis-
ponible de la aeronave, toda vez que la eliminación de
dicha práctica vuelve innecesaria la existencia de meca-
nismos destinados a atender sus consecuencias.

La reforma fortalece la protección de los derechos de
las personas pasajeras, brinda mayor certeza jurídica en
la contratación del servicio de transporte aéreo y contri-
buye a establecer relaciones más equilibradas entre las
empresas transportistas y las personas consumidoras.
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Por lo anteriormente expuesto, se somete a considera-
ción de esta soberanía la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto.

A continuación, el siguiente cuadro comparativo
muestra la modificación propuesta:

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de
esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma y deroga diversas disposicio-
nes de la Ley de Aviación Civil

Único. Se reforma el artículo 49, segundo párrafo; y,
se derogan los artículos 52, 52 Bis y 53, de la Ley de
Aviación Civil, para quedar como sigue:

Artículo 49. El contrato de transporte de las personas
pasajeras es el acuerdo entre una persona concesiona-
ria, asignataria o permisionaria y una persona pasaje-
ra, por el cual el primero se obliga a trasladar al se-
gundo de un punto de origen a uno de destino, contra
el pago de un precio.

El contrato se perfecciona con la compra del boleto de
pasaje, el cual puede ser emitido a través de medios fí-
sicos o electrónicos. Su formato se sujetará a lo espe-
cificado en las disposiciones técnico-administrativas
correspondientes. Queda prohibido expedir boletos en
exceso a la capacidad disponible de la aeronave.

…

…
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…

…

Artículo 52. Se deroga.

Artículo 52 Bis. Se deroga.

Artículo 53. Se deroga.

Artículo Transitorio

Único. La presente reforma entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Sectur: Más de 122 millones de pasajeros fueron movilizados en

vuelos naciona11es e internacionales en 2025. (2026, 29 enero).

Gobierno de México. https://www.gob.mx/sectur/articulos/sectur-

mas-de-122-millones-de-pasajeros-fueron-movilizados-en-vuelos-

nacionales-e-internacionales-en-2025?idiom=es 

2 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unió1n. (5 de fe-

brero de 1917). Constitución Política de Los Estados Unidos Me-

xicanos. Artículo 28. Ultima reforma publicada en el Diario Ofi-

cial de la Federación el 2 de junio de 2026.

https://www.dip11tados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf /CPEUM.pdf 

3 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión. (24 de di-

ciembre de 1992). Ley Federal de Protección al Consumidor. Artí-

culos 1, 7 y 32. Ultima reforma publicada en el Diario Oficial de

la Federación el 12 de diciembre de 2025. https://www.diputa-

dos.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFPC.pdf

4 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión. (12 de ma-

yo de 1995). Ley de Aviación Civil. Ultima reforma publicada en

el Diario Oficial de la Federación el 14 de noviembre de 2025.

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio//pdf/LAC.pdf 

5 Ibidem

6 Procuraduría Federal del Consumidor (PROFECO). Buró Co-

mercial. Gobierno de México.

https://burocomercial.profeco.gob.mx/ 

Senado de la República, sede de la 
Comisión Permanente, a 10 de junio de 2026.

Diputada Haidyd Arreola López (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Comunicaciones y Transportes. Junio

10 de 2026.)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 6O. DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MA-
TERIA DE PROHIBICIÓN DE DISCURSOS DE ODIO, RECIBIDA

DE LA DIPUTADA GISELLE YUNUEEN ARELLANO ÁVILA,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN

DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 10 DE JU-
NIO DE 2026

La suscrita, diputada Giselle Yunueen Arellano Ávi-
la, en la LXVI Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, integrante del Grupo Parlamentario de
Morena, con fundamento en lo dispuesto por el artí-
culo 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 55, fracción II; 56
y 57 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a consideración de esta honorable asamblea
iniciativa con proyecto de decreto en materia de pro-
hibición de discursos de odio de conformidad con la
siguiente

Exposición de Motivos

I. Introducción

La presente iniciativa tiene por objeto reformar el pri-
mer párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos a fin de incorporar
expresamente la prohibición del discurso de odio co-
mo límite legítimo a la manifestación de las ideas. Con
ello se busca colmar el vacío normativo que existe en
el texto constitucional vigente, armonizar el ordena-
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miento supremo con las obligaciones internacionales
que el Estado mexicano ha contraído en materia de de-
rechos humanos y dotar de un fundamento constitu-
cional explícito a la legislación secundaria que regule
y sancione dichas conductas.

En la actualidad, el artículo 6o. constitucional permite
la limitación de la manifestación de las ideas única-
mente cuando ataque a la moral, la vida privada o los
derechos de terceros, provoque algún delito o perturbe
el orden público, sin embargo, ninguna de estas hipó-
tesis recoge con suficiente especificidad el fenómeno
del discurso de odio, que por su naturaleza produce
efectos de marginación, intimidación y violencia es-
tructural sobre grupos en situación de vulnerabilidad,
sin necesariamente encuadrar en los tipos penales vi-
gentes. La omisión constitucional ha generado crite-
rios dispares en su aplicación y una práctica de impu-
nidad que resulta incompatible con el bloque de
constitucionalidad derivado del artículo 1o. del mismo
ordenamiento.

II. Concepto y elementos constitutivos del discurso
de odio

El discurso de odio carece aún de una definición uni-
versalmente aceptada en el derecho internacional, aun-
que existe un amplio consenso en torno a sus elemen-
tos esenciales. El Comité de Derechos Humanos de la
Organización de las Naciones Unidas, en su observa-
ción general número 34 sobre el artículo 19 del Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 2011,
precisó que la prohibición de la apología del odio
abarca toda expresión que constituya incitación a la
discriminación, la hostilidad o la violencia en razón de
los motivos enumerados en el artículo 20, párrafo 2,
del propio Pacto.1

Por su parte, el Plan de Acción de Rabat2 refiere sobre
la prohibición de la apología del odio nacional, racial
o religioso que constituya incitación a la discrimina-
ción, la hostilidad o la violencia, adoptado en 2012 ba-
jo los auspicios del Alto Comisionado de las Naciones
Unidas para los Derechos Humanos, estableció un um-
bral de gravedad de seis factores para determinar si
una expresión alcanza el nivel de discurso de odio pro-
hibido: el contexto, el orador, la intención, el conteni-
do o forma del discurso, el alcance del discurso inclu-
yendo su naturaleza y extensión, y la probabilidad de
que produzca daño, incluida la inminencia. Esta meto-

dología ha sido adoptada como criterio orientador por
múltiples órganos de tratados.

A los efectos de la presente iniciativa, y sin prejuzgar
la definición que deberá establecer el legislador ordi-
nario en la ley reglamentaria, se entiende por discurso
de odio toda expresión, oral, escrita, simbólica, visual
o difundida por cualquier medio, que tenga por objeto
o efecto incitar, promover, justificar o hacer apología
de la hostilidad, la discriminación o la violencia en
contra de una persona o grupo de personas en razón de
características protegidas, tales como el origen étnico
o nacional, el género, la orientación sexual, la identi-
dad o expresión de género, la condición de salud, la
discapacidad, la religión, las opiniones políticas u
otras condiciones análogas.

III. Obligaciones internacionales del Estado mexi-
cano

México es parte de los principales instrumentos inter-
nacionales que establecen la obligación de prohibir y
sancionar el discurso de odio, los cuales forman parte
del bloque de constitucionalidad conforme al artículo
1o., párrafo segundo, de la Constitución federal, que
incorpora los tratados internacionales como parámetro
de regularidad del ordenamiento jurídico nacional.

En un ámbito de mayor alcance, se encuentra el artí-
culo 20, párrafo 2, del Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos,3 ratificado por México el 23
de marzo de 1981, el cual dispone expresamente que
toda apología del odio nacional, racial o religioso que
constituya incitación a la discriminación, la hostilidad
o la violencia estará prohibida por la ley. Esta disposi-
ción impone una obligación positiva de legislar, no
meramente de abstenerse, lo que distingue a este man-
dato de los que únicamente generan obligaciones de
resultado.

La Convención Internacional sobre la Eliminación de
todas las Formas de Discriminación Racial (ICERD),4

ratificada por México el 20 de febrero de 1975, obliga
en su artículo 4 a los estados parte a declarar punibles,
conforme a la ley, toda difusión de ideas basadas en la
superioridad o el odio raciales, así como toda incita-
ción a la discriminación racial. El Comité para la Eli-
minación de la Discriminación Racial, en su recomen-
dación general número 35, de 2013, amplió el alcance
de esta prohibición a formas contemporáneas de dis-
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curso de odio difundidas a través de medios digitales y
redes sociales.

Ahora bien, la Convención Americana sobre Derechos
Humanos (CADH),5 en su artículo 13, párrafo 5, pro-
híbe toda propaganda en favor de la guerra y toda apo-
logía del odio nacional, racial o religioso que constitu-
yan incitaciones a la violencia o a cualquier otra
acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo
de personas, por ningún motivo, inclusive los de raza,
color, religión, idioma u origen nacional.

Esta prohibición fue ratificada por México y es parte de
su ordenamiento jurídico desde el 24 de marzo de 1981.

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos,
en su Informe sobre Violencia contra Personas LGBTI
en América (2015),6 estableció que el discurso de odio
proveniente de funcionarios públicos genera un efecto
de legitimación social de la violencia contra las perso-
nas pertenecientes a grupos vulnerados, lo que agrava
la responsabilidad del Estado de adoptar medidas pre-
ventivas, entre ellas las legislativas.

En el mismo sentido, la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos ha sostenido que las autoridades públi-
cas tienen un deber reforzado de cuidado en el ejerci-
cio de su libertad de expresión, dado el efecto de
irradiación que sus declaraciones producen sobre la
conducta de terceros.

Si bien el Estado mexicano no está sujeto a la juris-
dicción del Tribunal Europeo de Derechos Humanos
(TEDH), la jurisprudencia de dicho órgano constituye
un criterio interpretativo de alta relevancia en tanto
que desarrolla el estándar internacional de equilibrio
entre libertad de expresión y prohibición del discurso
de odio.

El TEDH ha sostenido de manera reiterada que el artí-
culo 10 del Convenio Europeo de Derechos Humanos
no protege expresiones que propaguen, inciten, pro-
muevan o justifiquen el odio fundado en la intoleran-
cia, y que las restricciones estatales a dichas expresio-
nes son compatibles con las exigencias del principio
de proporcionalidad cuando buscan la protección de
los derechos de otros.7

La recomendación de política general número 15 de la
Comisión Europea contra el Racismo y la Intolerancia

(ECRI),8 adoptada en 2015, sistematiza los elementos
que deben concurrir para que una expresión sea cons-
titutiva de discurso de odio, y resulta especialmente
útil como referente metodológico para la futura legis-
lación reglamentaria que se deberá expedir en térmi-
nos del artículo transitorio segundo del presente de-
creto.

IV. La prohibición del discurso de odio como límite
legítimo a la libertad de expresión

El principal cuestionamiento que puede formularse a
la reforma propuesta consiste en si la incorporación
del discurso de odio como límite a la manifestación de
las ideas resulta compatible con el derecho a la liber-
tad de expresión consagrado en el propio artículo 6o.
y con los estándares interamericanos derivados del ar-
tículo 13 de la CADH. El análisis de este cuestiona-
miento conduce a una respuesta afirmativa, por las ra-
zones que a continuación se exponen.

a) La libertad de expresión no es un derecho absoluto

La Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) ha
sostenido que la libertad de expresión ocupa una posi-
ción preferente en el sistema constitucional por su vín-
culo con la democracia deliberativa y la autonomía de
la persona, pero que esa posición preferente no la con-
vierte en un derecho absoluto ni inmune a restriccio-
nes cuando éstas sean necesarias para proteger dere-
chos de igual jerarquía constitucional, como la
dignidad humana, la igualdad y la no discriminación.9

En el mismo sentido, la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos ha precisado en su opinión consultiva
OC-5/8510 que el artículo 13 de la CADH admite res-
tricciones únicamente cuando éstas estén fijadas por
ley, respondan a objetivos señalados en la Conven-
ción, sean necesarias en una sociedad democrática y
guarden proporcionalidad con el fin que persiguen.

La reforma que se propone cumple con todos estos re-
quisitos: se incorpora a nivel constitucional y se remi-
te a la ley para su reglamentación; tiene como finali-
dad la protección de los derechos a la igualdad, a la no
discriminación y a la dignidad humana, reconocidos
tanto en la CADH como en el artículo 1o. constitucio-
nal; es necesaria ante el vacío normativo existente y la
incapacidad de las figuras jurídicas vigentes para cap-
turar adecuadamente el fenómeno; y es proporcional
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en tanto que no prohíbe cualquier expresión crítica,
polémica o incluso ofensiva, sino únicamente aquella
que incite o promueva activamente la hostilidad o la
violencia.

b) El principio de no discriminación como parámetro
de escrutinio

El artículo 1o. constitucional consagra el principio de
igualdad y no discriminación como eje transversal del
ordenamiento jurídico mexicano, e impone a todas las
autoridades la obligación de promover, respetar, prote-
ger y garantizar los derechos humanos conforme a los
principios de universalidad, interdependencia, indivi-
sibilidad y progresividad.

Este mandato obliga al legislador a adoptar medidas
positivas, entre ellas, las normativas, para remover los
obstáculos que impiden el goce igualitario de los dere-
chos.

El discurso de odio constituye precisamente uno de
esos obstáculos, al normalizar la estigmatización de
grupos históricamente discriminados, produce un
efecto silenciador sobre sus integrantes, lo que la doc-
trina denomina el chilling effect11 sobre el discurso de
las minorías, y contribuye a la reproducción de estruc-
turas de violencia y exclusión. Abstenerse de prohibir-
lo equivale, en términos del principio de progresivi-
dad, a tolerar un retroceso en las condiciones de
ejercicio efectivo de los derechos de esos grupos.

c) La distinción entre discurso de odio y expresión le-
gítimamente controvertida

La reforma propuesta no tiene por efecto prohibir la
expresión de opiniones críticas, la sátira política, el de-
bate académico sobre temas sensibles ni la denuncia
de injusticias sociales. El límite que se incorpora al
texto constitucional opera únicamente respecto de ex-
presiones que, en términos de la legislación reglamen-
taria que deberá expedir el Congreso de la Unión, al-
cancen el umbral de gravedad del discurso de odio
conforme a los criterios internacionales, esto es, que
tengan por objeto o efecto incitar o promover activa-
mente la hostilidad o la violencia en contra de perso-
nas por razón de características protegidas. La remi-
sión a la ley para la definición de dichos términos
constituye, además, una garantía de legalidad que pre-
serva la previsibilidad y la certeza jurídica.

V. Justificación de la reforma

La incorporación expresa del discurso de odio como
límite constitucional a la manifestación de las ideas re-
sulta necesaria por tres razones fundamentales. En pri-
mer lugar, los límites actualmente previstos en el artí-
culo 6o. constitucional ataque a la moral, la vida
privada o los derechos de terceros, provocación de un
delito o perturbación del orden público son insuficien-
tes para capturar la especificidad del discurso de odio,
cuya lesividad es de naturaleza estructural y se mani-
fiesta en el mediano y largo plazo a través de la nor-
malización de la discriminación y la violencia, sin que
necesariamente encuadre en ninguna de esas hipótesis.

En segundo lugar, la ausencia de una disposición cons-
titucional expresa ha generado inseguridad jurídica
tanto para las personas afectadas por el discurso de
odio, que carecen de un fundamento constitucional
claro para exigir su sanción, como para las autoridades
que deben aplicar las normas de igualdad y no discri-
minación. La reforma dotará de base constitucional in-
equívoca a la legislación reglamentaria y orientará la
interpretación de los órganos jurisdiccionales.

En tercer lugar, la omisión legislativa en esta materia
compromete la responsabilidad internacional del Esta-
do mexicano frente a los órganos de supervisión de los
tratados de los que forma parte, que han instado reite-
radamente a los estados a adoptar medidas legales pa-
ra combatir el discurso de odio. Incorporar esta prohi-
bición al texto constitucional representa el
cumplimiento del deber de armonización normativa
que impone el artículo 1o. constitucional.

Para mayor claridad, se presenta el siguiente cuadro
comparativo del texto vigente y propuesta de reforma:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Jueves 18 de junio de 2026 Gaceta Parlamentaria115



Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a
consideración de esta asamblea la siguiente iniciativa
con proyecto de

Decreto por el que se reforma y adiciona el artícu-
lo 6o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia de prohibición de
discursos que tengan como propósito generar odio
ante un grupo en situación de vulnerabilidad e his-
tóricamente oprimido

Artículo Único. Se reforma el artículo 6o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 6o. La manifestación de las ideas no será ob-
jeto de ninguna inquisición judicial o administrativa,
sino en el caso de que ataque a la moral, la vida priva-
da o los derechos de terceros, constituya un discurso
de odio en los términos que determine la ley, provoque
algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de
réplica será ejercido en los términos dispuestos por la
ley. El derecho a la información será garantizado por
el Estado.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Congreso de la Unión contará con un pla-
zo de ciento ochenta días naturales, contados a partir
de la entrada en vigor del presente decreto, para expe-
dir o adecuar la legislación reglamentaria en la que se
defina el discurso de odio, se establezcan sus elemen-
tos constitutivos y se determinen las sanciones aplica-
bles, conforme a los estándares internacionales de de-
rechos humanos vinculantes para el Estado mexicano.

Notas

1

https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2012/8507.pd

f

2 Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Hu-

manos, Plan de Acción de Rabat sobre la prohibición de la apolo-

gía del odio nacional, racial o religioso que constituya incitación a

la discriminación, la hostilidad o la violencia, Rabat, 2012.

3 https://www.ohchr.org/es/instruments-

mechanisms/instruments/international-covenant-civiland-politi-

cal-rights 

4 https://www.ohchr.org/es/instruments-

mechanisms/instruments/international-convention-elimination-all-

forms-racial

5 https://www.oas.org/es/cidh/mandato/documentos-basicos/con-

vencion-americana-derechos-humanos.pdf 

6 https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/violenciapersonas-

lgbti.pdf

7 https://www.derechoshumanos.net/Convenio-Europeo-de-Dere-

chos-Humanos-CEDH/articulol0CEDH.htm 

8 https://www.icagi.net/archivos/archivoszonapublica/noticias/fi-

c h e r o s / 2 0 1 6 _ 1 2 _ 2 1 -

Recomendacion_ECRl_NO_lS_Discurso_odio-ES.pdf 

9 https://www.sitios.scjn.gob.mx/cec/sites/default/files/publica-

tion/documents/2023-

07/CJ%20LIBERTAD%20DE%20EXPRESION%20Y%20ME-

DIOS_LIBR0%20ELECTRONICO_O.pdf 

10 http://corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_OS_esp.pdf

11 https://www.cepc.gob.es/sites/default/files/2023-

12/40295redc12910urias.html

Senado de la República, sede de la 
Comisión Permanente, a 10 de junio de 2026.

Diputada Giselle Yunueen Arellano Ávila (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. Junio 10 de

2026.)
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QUE ADICIONA LOS ARTÍCULOS DEL 107 BIS 1 AL 107 BIS

5 DE LA LEY DE MIGRACIÓN, EN MATERIA DE PROTEC-
CIÓN CIVIL, RECIBIDA DE LA DIPUTADA GISELLE YU-
NUEEN ARELLANO ÁVILA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DE MORENA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANEN-
TE DEL MIÉRCOLES 10 DE JUNIO DE 2026

Quien suscribe, diputada Giselle Yunueen Arellano
Ávila, integrante del Grupo Parlamentario de Morena
en la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados,
con fundamento en lo dispuesto por los artículos 58 y
59 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
mete a consideración de esta soberanía iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona los artículos del 107
Bis 1 al 107 Bis 5 de la Ley de Migración, con base a
la siguiente

Exposición de Motivos

I. Antecedente

El 27 de marzo de 2023, en las instalaciones de la es-
tación migratoria de Ciudad Juárez, Chihuahua, opera-
da por el Instituto Nacional de Migración, un incendio
de consecuencias devastadoras cobró la vida de 40
personas migrantes, originarias de Guatemala, Hondu-
ras, El Salvador, Venezuela y Colombia e hirió grave-
mente a otras 28.

Las víctimas eran hombres jóvenes que habían sido
privados de su libertad ambulatoria por autoridades
migratorias y que al momento del siniestro se encon-
traban encerradas en celdas que carecían de sistemas
eficaces de evacuación.

Las investigaciones realizadas por organismos de de-
rechos humanos, incluida la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos (CNDH) y la Oficina del Alto
Comisionado de 1as Naciones Unidas para los Dere-
chos Humanos (ACNUDH) así como los informes del
Congreso de la Unión, revelaron con crudeza una re-
alidad institucional inaceptable: las instalaciones ca-
recían de programas internos de protección civil ac-
tualizados; no existían rutas de evacuación
debidamente señalizadas; los sistemas de detección y
combate de incendios eran inexistentes o inoperantes;
el personal no había recibido capacitación para situa-
ciones de emergencia; y lo más grave, las celdas don-
de se encontraban las personas migrantes estaban ase-

guradas con candado y cerraduras externas que impo-
sibilitaron su escape.

Esta tragedia no constituye un hecho aislado. Es el re-
sultado previsible y evitable de décadas de omisión
normativa: la Ley de Migración vigente, publicada en
el Diario Oficial de la Federación el 25 de mayo de
2011, no contiene disposición alguna que obligue a las
estaciones migratorias y centro de asistencia al cum-
plir con los más elementales estándares de protección
civil. El vacío legal ha derivado en una situación es-
tructura de riesgo para la vida y la integridad física de
las personas migrantes bajo resguardo del Estado me-
xicano.

II. Marco constitucional

El artículo 1o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos establece que todas las perso-
nas gozarán de los derechos humanos reconocidos en
la propia Constitución y en los tratados internaciona-
les de los que México sea parte, y que las autoridades
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y
garantizar tales derechos. Igualmente prohíbe, de ma-
nera expresa, la discriminación por origen nacional o
estatus migratorio.

El artículo 29 constitucional establece que los dere-
chos a la vida, a la integridad personal y a la protec-
ción a la familia no podrán restringirse ni suspenderse
en ningún caso El artículo 4o. consagra el derecho a la
protección de la salud y reconoce el interés superior de
la niñez como principio rector de las políticas públicas
que involucren a personas menores de edad.

En el plano convencional, el artículo 4o. de la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos protege
el derecho a la vida de toda persona, el artículo 5o. ga-
rantiza el derecho a la integridad personal y prohíbe
los trato crueles, inhumanos o degradantes, y el artícu-
lo 7o. tutela el derecho a la libertad y seguridad perso-
nal. La Corte Interamericana de Derechos Humanos
ha establecido, en reiterada jurisprudencia, que cuan-
do el Estado priva de libertad a una persona asume una
posición especial de garante de su derecho fundamen-
tal, incluido, el derecho a la vida en condiciones dig-
nas.

Los Principios del Alto Comisionado de la ONU sobre
la Detención de Migrantes, los Principios Rectores so-
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bre las Empresas y los Derechos Humanos, y los es-
tándares del Comité de Derechos del niño refuerzan la
obligación del Estado de garantizar condiciones segu-
ras, dignas y protegidas para las personas que se en-
cuentran bajo su custodia por razones migratorias

III. Marco legal aplicable

La Ley General de Protección Civil, publicada el 6 de
junio de 2012 y reformada en diversas ocasiones, esta-
blece el Sistema Nacional de Protección Civil y fija las
obligaciones generales de las dependencias y entida-
des de la administración pública federal en materia de
prevención de riesgos y atención de emergencias. Sin
embargo, dicho ordenamiento no contempla disposi-
ciones específicas aplicables a las instalaciones desti-
nadas al alojamiento de personas migrantes.

La Ley de Migración, por su parte, regula la entrada,
salida, tránsito, estancia y retorno de personas extran-
jeras al territorio nacional, y establece las condiciones
generales de operación de las estaciones migratorias.
No obstante, como se señaló, guarda silencio absoluto
respeto a las obligaciones de protección civil que de-
ben observar dichas instalaciones y los centros de asis-
tencia social que alojan a personas en contexto de mi-
gración.

La presente iniciativa viene a colmar este vacío nor-
mativo, creando un puente expreso entre la Ley de Mi-
gración y la Ley General de Protección Civil, estable-
ciendo obligaciones concretas, sanciones por
incumplimiento y mecanismos de supervisión y rendi-
ción de cuentas, con pleno respeto al principio por per-
sona y al enfoque de derechos humanos.

IV. Objetivo

La presente iniciativa tiene por objeto adicionar a la
Ley de Migración los artículos 107 Bis 1 al 107 Bis 5,
con el objetivo de establecer:

a) La obligación de contar con programas internos
de protección civil.

b) La instalación permanente de rutas de evacua-
ción señalizadas y funcionales;

c) La realización de simulacros periódicos con par-
ticipación de las personas alojadas;

d) La capacitación obligatoria y continua del perso-
nal;

e) La coordinación institucional con las autoridades
de protección civil federales, estatales y municipa-
les;

f) La realización de inspecciones periódicas por la
autoridad competente;

g) La prohibición expresa de usar candados, cade-
nas, cerrojos o cualquier mecanismo que impida la
evacuación inmediata de las personas alojadas; y

h) Las responsabilidades administrativas por in-
cumplimiento y los mecanismos de supervisión y
rendición de cuentas.

Con esta reforma, México cumple con sus obligacio-
nes internacionales en materia de derechos humanos,
honra la memoria de las cuarenta personas que perdie-
ron la vida en Ciudad Juárez y coloca la protección de
la vida como el valor supremo que debe guiar la ac-
tuación de todas las autoridades migratorias.

V. Impacto presupuestal

De conformidad con el artículo 18 de la Ley Federal
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, se hace
constar que la presente iniciativa no imp1ica creación
de nuevos organismos ni estructuras administrativas,
sino el fortalecimiento de obligaciones ya previstas en
la Ley General de Protección Civil que el Ejecutivo fe-
deral deberá atender en el marco del presupuesto ordi-
nario del Instituto Nacional de Migración y de las de-
pendencias responsables.

Para mejor comprensión de la iniciativa se presenta el
siguiente cuadro comparativo:
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Sirvan los razonamientos y argumentos arriba expre-
sados para sustentar ante esta soberanía la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se adicionan los artículos 107 Bis 1,
107 Bis 2, 107 Bis 3, 107 Bis 4 y 107 Bis 5 a la Ley
de Migración, en materia de protección civil:

Artículo 107 Bis 1. Obligación general de protec-
ción civil.

Las instalaciones migratorias deberán contar en to-
do tiempo con medidas integrales de protección ci-
vil que garanticen la seguridad, la vida y la integri-
dad física de las personas migrantes alojadas y del
personal que en ellas labore.

Para tal efecto, el Instituto Nacional de Migración
deberá:

I. Identificar, evaluar y reducir los riesgos inter-
nos y externos de cada instalación conforme a la
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Ley General de Protección Civil, su Reglamento
y las Normas Oficiales Mexicanas aplica cables;

II. Mantener en condiciones óptimas los sistemas
de detección de humo, alarmas contra incendio,
equipos de extinción, señalización de emergencia
y rutas de evacuación, y

III. Garantizar el acceso permanente y expedito
de los cuerpos de emergencia a todas las áreas de
la instalación.

Estas obligaciones son de orden público, no admi-
ten suspensión y constituyen un criterio, obligato-
rio en el diseño, construcción, adaptación o habili-
tación de cualquier instalación migratoria.

Artículo 107 Bis 2. Prohibición de candados y dis-
positivo de cierre en áreas de alojamiento.

Queda estrictamente prohibido el uso de candados,
cerrojos, chapas, cadenas o cualquier dispositivo
mecánico, electrónico o de cualquier naturaleza
que impida o dificulte la apertura inmediata desde
el interior de las celdas, dormitorios y demás espa-
cios donde se alojen personas migrantes.

Los sistemas de control de acceso deberán garanti-
zar la apertura automática e inmediata de toda la
puerta de alojamiento ante cualquier emergencia,
falla eléctrica o activación de alarma.

El incumplimiento de lo previsto en este artículo
constituye infracción grave, con independencia de
las responsabilidades administrativas, civiles y pe-
nales que procedan. El personal de vigilancia debe-
rá recibir capacitación anual sobre los procedi-
mientos de apertura de emergencia.

Artículo 107 Bis 3. Programas internos de protec-
ción civil.

Cada instalación migratoria deberá contar con un
programa Interno de Protección Civil laborado,
validado y actualizado conforme a la Ley General
de Protección Civil, su Reglamento y la Normas
Oficiales Mexicanas aplicables, que contendrá al
menos:

I. La identificación y evaluación de los riesgos a
los que está expuesta la instalación, incluyendo
incendio, sismo, inundación y demás agentes
perturbadores previsibles;

II. Las rutas de evacuación, salidas de emergen-
cia, zonas de seguridad y puntos de reunión, de-
bidamente señalizados;

III. Los procedimientos de evacuación diferen-
ciados para personas adultas, niñas, niños y ado-
lescentes, personas con discapacidad y personas
con barreras idiomáticas;

IV. Los roles del personal en emergencias y la de-
signación de una Unidad Interna de Protección
Civil;

V. El calendario de mantenimiento del equipa-
miento de seguridad, y

VI. El calendario de simulacros con periodicidad
mínima semestral, con participación del perso-
nal y de las personas migrantes alojadas.

El Programa deberá actualizarse ante modificacio-
nes relevantes en la infraestructura o en el contex-
to de riesgo, y, en todo caso, con periodicidad míni-
ma anual. Deberá contar con una versión
simplificada en español y en los idiomas más fre-
cuentes entre la población alojada.

Artículo 107 Bis 4. Responsabilidades instituciona-
les y coordinación.

El Instituto Nacional de Migración es la autoridad
responsable del cumplimiento de las obligaciones
de protección civil, tanto en instalaciones que ad-
ministre directamente como en aquellas operadas
por terceros. Dicha responsabilidad es indelegable
e inexcusable.

El Instituto deberá:

I. Celebrar convenios con las autoridades fede-
rales, estatales y municipales de protección civil
para la supervisión técnica y la respuesta de
emergencia;
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II. Designar al responsable de la Unidad Interna
de Protección Civil en cada instalación y garan-
tizar su capacitación;

III. Realizar verificaciones periódicas, con fre-
cuencia mínima semestral, y levantar acta de ca-
da visita;

IV. Mantener un registro nacional actualizado
con el estado de cumplimiento de las obligacio-
nes de protección civil de cada instalación, e

V. Informar anualmente al Congreso de la Unión
sobre el estado de cumplimiento de las disposi-
ciones del presente Capítulo.

Artículo 107 Bis 5. Consecuencias del incumpli-
miento y derechos de las personas migrantes.

El incumplimiento de las Obligaciones previstas en
los artículos, 107 Bis 1 al 107 Bis 4 generará:

I. Responsabilidad administrativa de los servi-
dores públicos, conforme a la Ley General de
Responsabilidades Administrativas;

II. Responsabilidad patrimonial del Estado
cuando el incumplimiento cause daños a perso-
nas migrantes o a terceros, en términos de la Ley
Federal de Responsabilidad Patrimonial del Es-
tado;

III. Responsabilidad penal de servidores públi-
cos o particulares cuya acción u omisión cause
lesiones o la muerte de personas migrantes, yIV.
Cierre temporal o definitivo de la Instalación
cuando las condiciones representen un riesgo in-
minente para la vida de las personas alojadas,
hasta la subsanación de la deficiencia.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las instalaciones migratorias en operación
al momento de la entrada en vigor del presente decre-
to contarán con un plazo de ciento ochenta días natu-
rales para adoptar las medidas físicas, técnicas y orga-

nizacionales necesarias para cumplir con las obliga-
ciones previstas en el artículo 107 Bis 2. Las instala-
ciones que no cumplan con dicho plazo deberán sus-
pender sus operaciones hasta en tanto acrediten el
cumplimiento de los estándares establecidos.

Tercero. El Instituto Nacional de Migración contará
con un plazo de ciento ochenta días naturales para dar-
le cumplimiento a las demás obligaciones establecidas
en los artículos adicionados, así como para emitir los
lineamientos técnicos complementarios en coordina-
ción con la Secretaría de Seguridad y Protección Ciu-
dadana.

Cuarto. El Ejecutivo federal deberá prever en el Pre-
supuesto de Egresos de la Federación del ejercicio si-
guiente a la entrada en vigor del presente decreto las
partidas necesarias para su implementación.

Senado de la República, sede de la 
Comisión Permanente, a 10 de junio de 2026.

Diputada Giselle Yunueen Arellano Ávila (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Asuntos Migratorios. Junio 10 de

2026.)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 2 DE LA LEY DE PLANEA-
CIÓN, EN MATERIA DE DESARROLLO AMBIENTAL, RECIBIDA

DE LA DIPUTADA GISELLE YUNUEEN ARELLANO ÁVILA,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN

DE LA COMISIÓN PERMANENTE LLEVADA A CABO EL

MIÉRCOLES 10 DE JUNIO DE 2026

Giselle Yunueen Arellano Ávila, diputada integrante
del Grupo Parlamentario de Morena ante la LXVI Le-
gislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 58 y 59 del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de
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los Estados Unidos Mexicanos, somete a considera-
ción de esta soberanía la presente Iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona el párrafo 2 de
la Ley de Planeación, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

I. Introducción

La protección del medio ambiente ha dejado de ser
una preocupación marginal para convertirse en el eje
de la sobrevivencia de las sociedades contemporáneas.
A partir de la Conferencia de Estocolmo de 1972, la
comunidad internacional ha construido un andamiaje
normativo progresivo que reconoce el vínculo indiso-
luble entre los derechos humanos y la integridad de los
ecosistemas.

A partir de este acontecimiento surgieron instituciones
internacionales fundamentales como el Programa de
las Naciones Unidas para el Medio Ambiente, así co-
mo una serie de instrumentos multilaterales que con-
solidaron la protección ambiental como una responsa-
bilidad compartida de la comunidad internacional.

Posteriormente, la Cumbre de la Tierra celebrada en
Río de Janeiro en 1992 fortaleció este proceso me-
diante la adopción de la Declaración de Río sobre Me-
dio Ambiente y Desarrollo, la Agenda 21 y la creación
de mecanismos internacionales para combatir la pérdi-
da de biodiversidad y el cambio climático. Décadas
más tarde, el Acuerdo de París de 2015 reafirmó el
consenso global respecto de la urgencia de reducir las
emisiones de gases de efecto invernadero y acelerar la
transición hacia modelos de desarrollo sostenibles.

En 2022, el Consejo de Derechos Humanos de las Na-
ciones Unidas aprobó la resolución
A/HRC/RES/48/13, reconociendo el derecho a un me-
dio ambiente limpio, saludable y sostenible como un
derecho humano universal.1 Este hito histórico confir-
ma que la tutela ambiental ya no es una aspiración pro-
gramática, sino una obligación jurídica vinculante de
los Estados.

México ha construido un marco constitucional robus-
to en esta materia, en esa construcción, el artículo 4o.
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos consagra el derecho de toda persona a un
medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar, e

impone al Estado la obligación de garantizarlo, el ar-
tículo 25 constitucional establece que el desarrollo
nacional debe ser integral y sustentable, y el artículo
26 funda el Sistema Nacional de Planeación Demo-
crática como instrumento rector de esa aspiración co-
lectiva.

Sin embargo, la Ley de Planeación vigente no refleja
con suficiente claridad y contundencia los mandatos
constitucionales e internacionales, es por ello que esta
iniciativa busca cerrar esa brecha, incorporando de
manera expresa los principios de protección ambien-
tal, resiliencia ecológica y acción climática dentro de
los ejes rectores de la planeación nacional.

En la actualidad, el planeta enfrenta desafíos ambien-
tales sin precedentes. El incremento de la temperatura
global, la frecuencia e intensidad de fenómenos mete-
orológicos extremos, la escasez de agua, la degrada-
ción de los suelos y la pérdida acelerada de biodiver-
sidad constituyen amenazas directas para la seguridad
alimentaria, la salud pública y la estabilidad económi-
ca de las naciones. La crisis ambiental ha dejado de ser
una preocupación exclusiva de especialistas para con-
vertirse en una realidad que afecta la vida cotidiana de
millones de personas.

Los Estados tienen la responsabilidad de fortalecer sus
marcos normativos e institucionales para garantizar
que las decisiones de desarrollo incorporen criterios de
sostenibilidad ambiental. La planeación pública cons-
tituye una de las herramientas más importantes para
lograr este objetivo, pues permite orientar las políticas
gubernamentales hacia un modelo de crecimiento que
preserve los recursos naturales y garantice el bienestar
de las generaciones presentes y futuras.

II. La Crisis ambiental en México

La urgencia de esta reforma se sustenta en evidencia
científica que no admite demora, México enfrenta una
triple crisis ambiental2: degradación de la calidad del
aire, pérdida acelerada de biodiversidad y vulnerabili-
dad creciente frente al cambio climático.

En materia de calidad del aire, según el Informe Na-
cional de Calidad del Aire 20223 del Instituto Nacio-
nal de Ecología y Cambio Climático, en ese mismo
año, 77 días tuvieron concentraciones de dos contami-
nantes por arriba de los límites normados vigentes de
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cualquier contaminante. Este fenómeno afecta de ma-
nera desproporcionada a las comunidades de menores
ingresos, quienes carecen de mecanismos de protec-
ción individual.

En materia de biodiversidad, el Informe Nacional de
Biodiversidad 20204 de la Comisión Nacional para el
Conocimiento y Uso de la Biodiversidad registra 27
mil especies en riesgo de desaparecer, equivalente a 42
por ciento de la biodiversidad total del país.5 La trans-
formación de ecosistemas para uso agropecuario, la
sobreexplotación de recursos y el cambio climático
son las causas primarias identificadas.

En cuanto a gestión de residuos, el Instituto Nacional
de Estadística y Geografía (Inegi) reporta que en 2020
se generaron 106 mil toneladas diarias de residuos só-
lidos urbanos, de las cuales únicamente se recicló 5.2
por ciento del total.6 La diferencia se depositó en re-
llenos sanitarios o tiraderos a cielo abierto, con graves
consecuencias para la salud pública y los ecosistemas
locales.

El sexto informe de evaluación del Panel Interguber-
namental de Expertos sobre el Cambio Climático7

(IPCC, 2022) coloca a México entre los países más
vulnerables al cambio climático, señalando que la
temperatura media anual en el territorio nacional au-
mentó 0.85 grados Celsius entre 1986 y 2016. Los sec-
tores agrícola y pesquero, que sostienen a millones de
familias, son los más expuestos a estas perturbaciones.

Frente a estos desafíos, el Estado mexicano ha impul-
sado durante los últimos años una serie de acciones
orientadas a fortalecer la protección ambiental y la res-
tauración de los ecosistemas estratégicos del país. Du-
rante la administración del presidente Andrés Manuel
López Obrador se promovió el programa Sembrando
Vida, considerado uno de los proyectos de reforesta-
ción y bienestar rural más importantes del mundo, con
el propósito de recuperar superficies degradadas, ge-
nerar empleos en comunidades rurales y contribuir a la
captura de carbono mediante sistemas agroforestales
sostenibles.

Asimismo, se fortalecieron diversas acciones encami-
nadas a la recuperación de áreas naturales, la protec-
ción de recursos hídricos y la atención de regiones his-
tóricamente afectadas por procesos de degradación
ambiental. Estas medidas reflejan una visión de des-

arrollo que reconoce la estrecha relación existente en-
tre justicia social, combate a la pobreza y conservación
de los recursos naturales como elementos indispensa-
bles para alcanzar un crecimiento sustentable.

Bajo el liderazgo de la presidenta Claudia Sheinbaum
Pardo, quien cuenta con una reconocida trayectoria
académica y científica en materia ambiental y cambio
climático, México ha reiterado su compromiso con la
transición energética, la reducción de emisiones conta-
minantes y el fortalecimiento de las políticas de soste-
nibilidad. La presente iniciativa se inscribe dentro de
esa visión de Estado que busca consolidar la protec-
ción ambiental como un componente transversal de la
planeación nacional, garantizando que el desarrollo
económico y social se construya en armonía con la
preservación de los ecosistemas y el bienestar de las
futuras generaciones.

III. Compromisos internacionales asumidos por
México

Como parte firmante del Acuerdo de París, México
asumió compromisos concretos y verificables para
contribuir a limitar el aumento de la temperatura glo-
bal a no más de grados Celsius sobre los niveles prein-
dustriales. Estos compromisos incluyen:

Reducir las emisiones de gases de efecto invernadero
en 22 por ciento para 2030, con un escenario condi-
cionado de reducción de 40 por ciento sujeto a la ob-
tención de financiamiento y transferencia tecnológica
internacional.

Incrementar la participación de energías renovables en
la matriz energética nacional a 35 por ciento para 2024
y 50 por ciento para 2050, reduciendo paralelamente la
intensidad de carbono de la economía en 40 por cien-
to para 2030.

Disminuir las emisiones derivadas del cambio de uso
de suelo y la deforestación en 25 por ciento para 2030,
mediante la implementación de sistemas de monitoreo
y verificación forestal.

Adoptar medidas de adaptación al cambio climático
que reduzcan la vulnerabilidad de las comunidades y
los ecosistemas, incluido un sistema de alerta tempra-
na para fenómenos climáticos extremos.

Jueves 18 de junio de 2026 Gaceta Parlamentaria123



Movilizar recursos financieros y tecnológicos para
cumplir con los compromisos climáticos nacionales,
aprovechando mecanismos de financiamiento verde en
el marco del Fondo Verde del Clima.

Asimismo, como signatario del Convenio sobre la Di-
versidad Biológica y del Marco Global de Biodiversi-
dad Kunming-Montreal (2022), México se comprome-
tió a conservar 30 por ciento de su territorio
continental y marino para 2030, lo que exige una pla-
neación nacional capaz de integrar el valor de los ser-
vicios eco sistémicos en las decisiones de desarrollo.

El cumplimiento de estos compromisos requiere que el
andamiaje de la planeación democrática nacional in-
corpore de manera expresa la dimensión ambiental no
como un elemento accesorio, sino como un principio
estructural del desarrollo.

De lo contrario, la desarticulación normativa seguirá
generando políticas sectoriales contradictorias que fre-
nan el avance hacia la sostenibilidad.

IV. Justificación

La Ley de Planeación, en el artículo 2, establece los
principios sobre los que debe descansar la planea-
ción del desarrollo nacional. Actualmente, la frac-
ción II hace referencia al mejoramiento económico,
social y cultural del pueblo en un medio ambiente
sano, pero lo enmarca en el contexto del sistema de-
mocrático de vida, sin dotarlo de autonomía como
principio rector.

Esta iniciativa propone tres modificaciones sustanti-
vas:

1. Elevar la dimensión ambiental al rango de prin-
cipio autónomo e independiente dentro del artículo
2o., reconociendo que la protección del medio am-
biente no es derivada del desarrollo económico, si-
no condición previa e indispensable para su viabili-
dad.

2. Incorporar de manera expresa la mitigación y
adaptación al cambio climático como obligaciones
de la planeación nacional, en congruencia con la
Ley General de Cambio Climático y los compromi-
sos internacionales de México.

3. Reconocer que el derecho a un medio ambiente
sano, consagrado en el artículo 4o. constitucional,
debe ser garantizado mediante instrumentos de pla-
neación vinculantes y no únicamente a través de le-
gislación ambiental específica.

La articulación de estos tres ejes en un nuevo principio
rector de la planeación permitirá que los Planes Na-
cionales de Desarrollo, los programas sectoriales, ins-
titucionales, regionales y especiales que se deriven de
ellos incorporen sistemáticamente la variable ambien-
tal en su formulación, implementación y evaluación.

La reforma propuesta permitirá fortalecer la coheren-
cia institucional de las políticas públicas federales, al
establecer que la protección ambiental y la acción cli-
mática constituyen principios rectores obligatorios pa-
ra la formulación, ejecución y evaluación de los ins-
trumentos de planeación del desarrollo nacional. Ello
favorecerá una mayor coordinación entre dependen-
cias y una mejor alineación de los programas guberna-
mentales con los objetivos de sostenibilidad previstos
en la Constitución y en los tratados internacionales
suscritos por México.

Asimismo, la incorporación expresa de estos princi-
pios contribuirá a generar mayor certidumbre jurídica
para las inversiones públicas y privadas orientadas a la
transición ecológica, la innovación tecnológica, la efi-
ciencia energética y la protección de los recursos na-
turales. Un marco de planeación ambientalmente res-
ponsable permite anticipar riesgos, optimizar recursos
y promover un crecimiento económico compatible con
la conservación del patrimonio natural del país.

Esta reforma fortalecerá la protección efectiva del de-
recho humano a un medio ambiente sano, benefician-
do de manera directa a las actuales y futuras genera-
ciones. La incorporación de criterios ambientales en la
planeación nacional permitirá construir comunidades
más resilientes frente al cambio climático, mejorar la
calidad de vida de la población, preservar la biodiver-
sidad y garantizar que el desarrollo nacional se susten-
te en principios de justicia ambiental, sostenibilidad y
responsabilidad intergeneracional.

Para mejor comprensión de la iniciativa se presenta el
siguiente cuadro comparativo:
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Sirvan los razonamientos y argumentos expresados
para sustentar ante esta soberanía la siguiente iniciati-
va con proyecto de

Decreto

Artículo Único. Que reforma y adiciona el artículo 2
de la Ley de Planeación, en materia de protección al
ambiente:

Artículo 2. La planeación deberá llevarse a cabo como
un medio para el eficaz desempeño de la responsabilidad
del Estado sobre el desarrollo equitativo, incluyente, in-
tegral, sustentable y sostenible del país, con perspectiva
de interculturalidad y de género, y deberá tender a la
consecución de los fines y objetivos políticos, sociales,
culturales, ambientales y económicos contenidos en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Para ello, estará basada en los siguientes principios:

I. ...

II. La preservación y el perfeccionamiento del régi-
men representativo, democrático, laico y federal

que la Constitución establece; y la consolidación de
la democracia como sistema de vida, fundado en el
constante mejoramiento económico, social, cultural
y ambiental del pueblo;

III. …

IV. …

V. …

VI. …

VI. I. La perspectiva de género, para garantizar la
igualdad sustantiva entre mujeres y hombres, y pro-
mover el adelanto de las mujeres mediante el acce-
so equitativo a los bienes, recursos y beneficios del
desarrollo;

VI. II. La factibilidad cultural de las políticas pú-
blicas nacionales, y

IX. La protección del medio ambiente, la preserva-
ción ecológica, la mitigación y la adaptación al
cambio climático, como condición necesaria para
garantizar el derecho de toda persona a un medio
ambiente sano para su desarrollo y bienestar.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La persona titular del Ejecutivo federal de-
berá adecuar el Plan Nacional de Desarrollo y los pro-
gramas derivados de él para incorporar los principios
establecidos en la fracción IX del artículo 2o. de la
Ley de Planeación en un plazo no mayor a ciento
ochenta días naturales contados a partir de la entrada
en vigor del presente decreto.

Notas

1 https://digitallibrary.un.org/record/3945636/files/A_HRC_RES

_48_13-ES.pdf 

2 https://www.wwf.org.mx/?399791/Urge-WWF-Mexico-a-multi-

plicar-esfuerzos-para-frenar-la-triple-crisis-ambiental 
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3 https://sinaica.inecc.gob.mx/archivo/informes/lnforme2022.pdf 

4 Informe Nacional de Biodiversidad 2020. CONABIO.

https://www.gob.mx/conabio/documentos/informe-nacional-de-

biodiversidad-2020

5 https://cemda.org.mx/mexico-segundo-lugar-del-mundo-en-can-

tidad-de-especies-en-peligro/ 

6 https://apps1.semarnat.gob.mx:8443/dgeialinforme18/tema/

cap7.htm 

7 https://aida-americas.org/es/blog/el-sexto-informe-del-ipcc-la-

cruda-real idad-que-debemos-enfrentar-con-agencia-y-

esperanza?gad_source=1&gad_campaignid=16739613578&gbrai

d=OAAAAAD2Tv2TbqgPSsfRrXffqk9VpjDLOK&gclid=EAlal-

QobChMls_2f-OW51AMVk1R_ABOu1BSJEAAYASAAEg-

KOr_D_BwE

Sede de la Comisión Permanente, 
10 de junio de 2026.

Diputada Giselle Yunueen Arellano Ávila (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 282 DE CÓDIGO PENAL FE-
DERAL, EN MATERIA DE AMENAZAS, RECIBIDA DE LA DI-
PUTADA GISELLE YUNUEEN ARELLANO ÁVILA, DEL GRU-
PO PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN DE LA

COMISIÓN PERMANENTE EFECTUADA EL MIÉRCOLES 10
DE JUNIO DE 2026

Giselle Yunueen Arellano Ávila, diputada integrante
del Grupo Parlamentario de Morena ante la LXVI Le-
gislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 58 y 59 del Reglamen-
to para el Gobierno Interior de Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos somete a consideración
de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman, adicionan y derogan
diversas disposiciones de Código Civil Federal en ma-
teria de divorcio, con base a la siguiente

Exposición de Motivos

I. Introducción

El artículo 282 del Código Penal Federal tipifica el de-
lito de amenazas, figura jurídico penal de larga data en
el ordenamiento mexicano, cuya función es proteger la
libertad psíquica y la sensación de seguridad del indi-
viduo frente a intimidaciones que, aunque no se con-
creten en actos violentos, producen un daño real en la
autonomía y tranquilidad de las personas.

La redacción vigente de dicho precepto data de una
época en que los medios de comunicación se reducían
fundamentalmente al contacto directo y a la escritura
postal. La irrupción masiva de las tecnologías de la in-
formación y la comunicación, en particular las redes
sociales, las aplicaciones de mensajería instantánea, el
correo electrónico y otros entornos digitales, ha gene-
rado nuevas modalidades de amenaza que, si bien téc-
nicamente podrían quedar comprendidas en la fórmu-
la genérica vigente, su regulación expresa dota de
mayor certeza jurídica tanto a víctimas como a opera-
dores del sistema penal.

La presente iniciativa tiene por objeto fortalecer el ti-
po penal, actualizar su contenido a la realidad crimi-
nológica contemporánea y armonizarlo con los están-
dares constitucionales y convencionales en materia de
derechos humanos que vinculan al Estado mexicano.

II. Planteamiento

La norma actualmente vigente adolece de cuatro defi-
ciencias principales que esta iniciativa busca subsanar:

a) Imprecisión en la descripción del medio comisi-
vo

La expresión “de cualquier modo” contenida en el tex-
to original, si bien es una cláusula abierta funcional,
omite hacer referencia explícita a los medios electró-
nicos, digitales y telemáticos. Esta ausencia genera in-
certidumbre interpretativa en sede judicial y puede tra-
ducirse en criterios divergentes al momento de
integrar el tipo, particularmente cuando la amenazas,
se formula a través de plataformas digitales.

b) Catálogo incompleto de bienes jurídicos protegi-
dos
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La enumeración original: persona, bienes, honor y de-
rechos, no contempla de manera explícita la integridad
física psicológica ni sexual como bienes jurídicos au-
tónomos, esta omisión resulta especialmente proble-
mática a la luz de la reforma constitucional de 2011 en
materia de derechos humanos y de los compromisos
internacionales derivados de la Convención de Belém
do Pará, que reconocen la integridad psicológica y se-
xual como derechos fundamentales distinguibles del
concepto genérico de “persona.”

c) Redundancia e imprecisión en la descripción del
vínculo

La locución “con quien esté ligado con algún vínculo”
presenta una redundancia gramatical, pues “ligado” y
“vinculo” 

Connotan lo mismo, lo que debilita la claridad norma-
tiva, adicionalmente, la expresión o especifica la natu-
raleza de los vínculos protegidos, lo que puede gene-
rar exclusiones interpretativas en perjuicio, de las
víctimas.

d) Ausencia de vínculos pasados como agravante de
contexto

Estudios criminológicos y la experiencia comparada
demuestran que un porcentaje significativo de amena-
zas se producen en el contexto de relaciones interper-
sonales concluidas1, parejas sentimentales, ex socios,
ex empleadores o ex convivientes. La redacción vi-
gente no contempla expresamente los vínculos pretéri-
tos, lo que puede propiciar interpretaciones restrictivas
del tipo.

En el contexto actual, la evolución tecnológica de los
últimos años ha transformado profundamente las for-
mas en que se producen las conductas intimidatorias.

Actualmente, las amenazas ya no se limitan a interac-
ciones presenciales o comunicaciones tradicionales,
sino que se manifiestan a través de redes sociales, apli-
caciones de mensajería instantánea, correos electróni-
cos, plataformas, digitales e incluso mediante perfiles
anónimos o cuentas automatizadas. Esta realidad exi-
ge que la legislación penal refleje expresamente los
medios contemporáneos mediante los cuales se genera
afectación a la seguridad y tranquilidad de las perso-
nas.

La creciente digitalización de las relaciones sociales
ha incrementado la capacidad de difusión, permanen-
cia y alcance de las amenazas. Un mensaje intimidato-
rio puede ser replicado de forma masiva, permanecer
almacenado indefinidamente y llegar simultáneamen-
te a familiares, amistades o centros de trabajo de la
víctima, generando afectaciones psicológicas que tras-
cienden ampliamente el acto comunicativo original.

Particular preocupación merece el incremento de ame-
nazas dirigidas contra mujeres, periodistas, personas
defensoras de derechos humanos, personas servidoras
públicas y grupos históricamente vulnerables. Diver-
sos organismos nacionales e internacionales han ad-
vertido que las amenazas constituyen frecuentemente
la antesala de conductas más graves de violencia físi-
ca, psicológica o sexual, por lo que su atención opor-
tuna resulta indispensable para prevenir la escalada de
riesgos contra la integridad de las víctimas.

III. Marco jurídico

La presente iniciativa se sustenta en el siguiente mar-
co normativo:

• Artículo 1o. de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, que consagra el principio
pro persona y la obligación de todas las autoridades
de promover, respetar, proteger y garantizar los de-
rechos humanos.

• Artículos 14 y 16 constitucionales, que establecen
los principios de legalidad y tipicidad en materia
penal, exigiendo que los tipos penales sean claros,
precisos y no dejen margen a la arbitrariedad.

• Artículo 20, Apartado C, constitucional, que reco-
noce los derechos de las víctimas del delito, inclu-
yendo el derecho a la protección efectiva y a la re-
paración del daño.

• Convención Americana sobre Derechos Humanos
(Pacto de San José), artículos 5 (integridad perso-
nal) y 7 (libertad personal) que vinculan al Estado
mexicano a garantizar la protección frente actos que
menoscaben dichos bienes jurídicos.

• Declaración Universal de los Derechos Humanos,
artículos 3 y 12, que establecen el derecho de toda
persona a la vida, la libertad y la seguridad, así co-
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mo a la protección frente a ataques contra su honra,
reputación y vida privada, bienes jurídicos que pue-
den verse afectados mediante conductas intimidato-
rias.

• Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti-
cos, particularmente sus artículos 9 y 17, que reco-
nocen el derecho de toda persona a la libertad y se-
guridad personal, así como a la protección con la
Injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada.
Las amenazas constituyen conductas que afectan
directamente la sensación de seguridad y el ejerci-
cio libre de los derechos fundamentales.

• Convención Interamericana para Prevenir, Sancio-
nar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Con-
vención de Belém do Pará), que obliga al Estado a
tipificar conductas que atenten contra la integridad
física, psicológica y sexual de las mujeres, inclu-
yendo las amenazas.

• Criterios jurisprudenciales de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación en materia de taxatividad pe-
nal conforme a los cuales los tipos penales
deben ser suficientemente precisos para permitir a
los ciudadano conoce con anticipación qué conduc-
tas son punibles.

IV. Marco comparado

La experiencia legislativa de otros ordenamientos jurídi-
cos ofrece referentes valiosos para la presente reforma:

- España Código Penal, artículo 169

El Código Penal español describe el delito de ame-
nazas contempla los vínculos afectivos actuales y
pasados como circunstancias que modulan a penali-
dad. La 1reforma de 2015 incorporó además la mo-
dalidad de amenazas a través de medios tecnológi-
cos.2

- Argentina Código Penal, artículo 149 Bis

La legislación argentina hace referencia a la amena-
za anónima sin necesidad de disposición adicional,
precisamente por la redacción amplia del tipo.3

- Colombia, Código Penal, artículo 347

El tipo colombiano distingue entre “amenazar” y
“constreñir” y expresamente señala como modali-
dades agravadas las cometidas mediante comunica-
ciones electrónicas o sistemas de información, lo
que dota de mayor certeza al operador jurídico.4

V. Objeto

La presente iniciativa propone reformar la fracción
inicial del artículo 282 del Código Penal Federal con
el objeto de:

• Precisar que el delito puede cometerse por cual-
quier medio o modo, incluyen o expresamente los
canales verbales, escritos, simbólicos, electrónicos
y telemáticos, dotando de certeza jurídica a la nor-
ma frente a las nuevas tecnologías.

• Ampliar el catálogo de bienes jurídicos, protegi-
dos para incorporar expresamente la integridad físi-
ca, psicológica y sexual del sujeto pasivo, en armo-
nía con los estándares constitucionales y
convencionales vigente

• Eliminar la redundancia gramatical de la expre-
sión “ligado con algún vínculo”, sustituyendo a por
una locución técnica que especifica los tipos de vín-
culo relevantes, familiar, afectivo, laboral, de con-
vivencia o análogo.

• Extender la protección a los vínculos pasados, in-
corporando, la fórmula “mantenga o haya manteni-
do”, con lo que se cierran las lagunas derivadas de
relaciones interpersonales concluidas.

• Reforzar la protección d la dignidad humana como
valor supremo del orden constitucional: mexicano,
reconociendo que la amenaza constituye una forma
de afectación, a la libertad personal, la, tranquilidad
y el desarrollo pleno de las personas.

• Garantizar que la legislación penal brinde, una tu-
tela efectiva tren e a conductas intimidatorias que
menoscaban la autonomía individual y generen
condiciones de miedo, incertidumbre o someti-
miento incompatible con e1 respeto a los derechos
humanos.

• Fortalecer la protección de las víctimas mediante
una interpretación del tiempo penal acorde con el
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principio pro persona y con los estándares naciona-
les e internacionales en materia de integridad física,
psicológica y emocional.

• Consolidar un marco jurídico que prevenga la nor-
malización de prácticas de intimidación y violencia,
promoviendo una cultura de respeto a la dignidad,
la seguridad y la convivencia pacífica dentro y fue-
ra de los entornos digitales.

Para mejor comprensión de la iniciativa se presenta el
siguiente cuadro comparativo:

Sirvan los razonamientos y argumentos arriba expre-
sados para sustentar, ante esta soberanía, la siguiente
iniciativa con proyecto de:

Decreto

Artículo Único. Se reforma la fracción I del Código
Penal Federal, en materia de amenazas, para quedar
como sigue:

Artículo 282. Se aplicará sanción de tres días a un año
de prisión o de 180 a 360 días multa:

I. A quien, por cualquier medio o modo, ya sea de
forma directa, indirecta, verbal, escrita, simbólica,
digital o a través de medios electrónicos o telemáti-
cos, amenace a otra persona con causarle un mal en
su persona, integridad física, psicológica o sexual,
bienes, honor o derechos; o en la persona, integri-
dad, honor, bienes o derechos de alguien con quien
el sujeto pasivo mantenga o haya mantenido un vín-

culo familiar y afectivo, laboral, de convivencia, o
en cualquier otra naturaleza análoga, y

II. …

Transitorio

Único El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 https://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=

S2007-78582015000200083

2 https://www.boe.es/buscar/pdf/1995/BOE-A-1995-25444-con-

solidado.pdf 

3 https://servicios.infoleg.gobar/infoleglnternetlanexos/15000-

19999/16546/texact.htm 

4 https:/www.unodc.org/cld/es/legislation/col/codigo_penal/li-

bro_segundo_-_titulo_iii_-_capitulo_v/articulo_182- 185/articu-

los-182-185.html 

Sede de la Comisión Permanente, 
10 de junio de 2026.

Diputada Giselle Yunueen Arellano Ávila (rúbrica

(Turnada a la Comisión de Justicia. Junio 10 de 2026.)
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QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL

CÓDIGO PENAL FEDERAL Y DE LA LEY GENERAL DE SA-
LUD, EN MATERIA DE COMBATE A LA USURPACIÓN DE PRO-
FESIÓN Y PROTECCIÓN DE LAS PERSONAS USUARIAS DE

SERVICIOS PROFESIONALES Y DE SALUD, RECIBIDA DEL DI-
PUTADO FAVIO CASTELLANOS POLANCO, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN DE LA CO-
MISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 10 DE JUNIO DE

2026

Quien suscribe, diputado Favio Castellanos Polanco,
integrante del Grupo Parlamentario de Morena en la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II, y 78, fracción III, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, así como 55, frac-
ción II; 56 y 179 del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, somete a consideración de este honorable
pleno iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman y adicionan diversas disposiciones del Códi-
go Penal Federal y de la Ley General de Salud, en ma-
teria de combate a la usurpación de profesión y pro-
tección de las personas usuarias de servicios
profesionales y de salud, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

I. Planteamiento del problema

La confianza pública en las profesiones reguladas
constituye uno de los pilares fundamentales del estado
de derecho. Las profesiones cuya práctica requieren
conocimientos especializados existen para proteger
bienes jurídicos de alta relevancia social, como la vi-
da, la salud, la integridad física, el patrimonio y la se-
guridad de las personas.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos reconoce en su artículo 5o. la libertad de profe-
sión, trabajo e industria; sin embargo, también faculta
al Estado para establecer requisitos y condiciones para
el ejercicio de aquellas actividades cuya práctica exige
conocimientos técnicos o científicos acreditados.

El propósito de esta regulación es garantizar que quie-
nes prestan servicios profesionales cuenten con la pre-
paración académica, las competencias técnicas y las
autorizaciones legales necesarias para desempeñar sus
funciones de manera responsable y segura.

No obstante, durante los últimos años se ha observado
un incremento en los casos de personas que se osten-
tan falsamente como profesionistas, especialistas o ex-
pertos sin contar con la formación requerida, aprove-
chando vacíos normativos, la facilidad de difusión
mediante redes sociales y la limitada verificación por
parte de las personas usuarias.

La usurpación de profesión no constituye únicamen-
te una conducta engañosa. En múltiples ocasiones re-
presenta un riesgo directo para la vida, la salud y la
integridad de quienes depositan su confianza en per-
sonas que aparentan una preparación profesional in-
existente.

La evolución de la usurpación de profesión

Históricamente, la usurpación profesional se asociaba
al ejercicio de actividades reservadas a profesionistas
sin contar con título o autorización legal.

Sin embargo, los mecanismos de fraude han evolucio-
nado significativamente. Actualmente existen perso-
nas que:

• Utilizan títulos apócrifos o alterados.

• Falsifican cédulas profesionales.

• Simulan certificaciones médicas inexistentes.

• Se anuncian en redes sociales como especialistas
sin serlo.

• Contratan campañas publicitarias para aparentar
experiencia profesional.

• Difunden información engañosa sobre supuestos
estudios académicos.

• Promueven procedimientos médicos o estéticos
para los cuales carecen de autorización.

El desarrollo de plataformas digitales ha ampliado
considerablemente la capacidad de estas personas pa-
ra llegar a potenciales víctimas, generando escenarios
que no fueron previstos por la legislación vigente.

Afectaciones a la salud pública
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La problemática adquiere especial gravedad cuando se
presenta en el ámbito sanitario.

El artículo 4o. constitucional reconoce el derecho
humano a la protección de la salud, el cual implica
no solamente el acceso a servicios médicos, sino
también la garantía de que dichos servicios sean
prestados por personal capacitado y legalmente au-
torizado.

La Organización Mundial de la Salud (OMS) ha seña-
lado que la seguridad del paciente constituye un com-
ponente esencial de cualquier sistema sanitario moder-
no y que los estados deben adoptar mecanismos
eficaces para garantizar la competencia profesional de
quienes brindan atención médica.

La atención prestada por personas sin preparación pro-
fesional incrementa los riesgos de:

• Diagnósticos incorrectos.

• Tratamientos inadecuados.

• Procedimientos inseguros.

• Lesiones permanentes.

• Discapacidades evitables.

• Fallecimientos.

En México han sido documentados diversos casos re-
lacionados con falsos médicos, falsos especialistas y
personas que realizan procedimientos quirúrgicos o
estéticos sin contar con la formación necesaria.

La existencia de estos casos demuestra la necesidad de
fortalecer los mecanismos legales de prevención, su-
pervisión y sanción.

Protección de las personas usuarias

Toda persona tiene derecho a recibir información cla-
ra, veraz y verificable respecto de los servicios profe-
sionales que contrata.

Cuando una persona acude a una consulta médica,
contrata servicios psicológicos, odontológicos o se so-
mete a un procedimiento quirúrgico, deposita legíti-

mamente su confianza en que quien la atiende posee la
preparación profesional requerida.

La publicidad engañosa en materia de servicios profe-
sionales genera una grave asimetría de información
que coloca a las personas usuarias en una condición de
vulnerabilidad.

Por ello, resulta indispensable establecer obligaciones
más estrictas de transparencia respecto de las creden-
ciales profesionales utilizadas en la promoción y pu-
blicidad de servicios especializados.

Necesidad de fortalecer el marco jurídico

Si bien el Código Penal Federal contempla actualmen-
te conductas relacionadas con la usurpación de profe-
sión, las disposiciones vigentes resultan insuficientes
para atender las modalidades contemporáneas median-
te las cuales se desarrolla este fenómeno.

La presente iniciativa propone:

a) Incorporar expresamente la promoción, difusión
y ostentación indebida de profesiones mediante me-
dios físicos o digitales.

b) Sancionar el uso de documentos, títulos, diplo-
mas, cédulas o certificaciones falsas.

c) Establecer agravantes cuando las conductas pro-
duzcan daños físicos o psicológicos, lesiones, inca-
pacidad o la muerte.

d) Fortalecer las obligaciones de acreditación pro-
fesional para quienes ofrezcan servicios relaciona-
dos con la salud.

e) Garantizar que la publicidad de servicios espe-
cializados contenga información verificable sobre
las credenciales profesionales correspondientes.

Conclusión

La usurpación de profesión representa una amenaza
creciente para la salud pública, la seguridad jurídica y
la confianza social.

La evolución tecnológica, la expansión de las redes so-
ciales y la sofisticación de los mecanismos de fraude
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exigen una respuesta legislativa acorde con la realidad
contemporánea.

Fortalecer el marco jurídico en esta materia constituye
una medida necesaria para proteger la vida, la salud, la
integridad y el patrimonio de las personas, garantizan-
do que quienes ejerzan profesiones reguladas lo hagan
con la preparación, acreditación y responsabilidad que
la sociedad mexicana exige.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a
consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones del Código Penal Federal y de la
Ley General de Salud, en materia de combate a la
usurpación de profesión y protección de las perso-
nas usuarias de servicios profesionales y de salud

Artículo Primero. Se adicionan las fracciones V, VI,
VII y VIII, así como dos párrafos, al artículo 250 del
Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 250. Se sancionará con prisión de uno a seis
años y multa de cien a trescientos días:

I. a IV. …

V. A quien se ostente, anuncie, promueva o ejer-
za actos propios de una profesión para cuyo des-
empeño la ley exija título profesional, cédula
profesional, autorización, certificación o registro
legalmente expedidos, sin contar con éstos.

A quien utilice, exhiba, altere, falsifique o haga uso
de documentos, títulos, diplomas, cédulas, certifi-
cados o constancias que acrediten estudios, especia-
lidades, subespecialidades o competencias profesio-
nales que no posea legítimamente.

A quien mediante cualquier medio físico, electróni-
co, digital, publicitario o de comunicación pública
se atribuya una profesión, especialidad, subespe-
cialidad, certificación o grado académico que ca-
rezca de manera legítima.

A quien realice procedimientos, tratamientos, in-
tervenciones o servicios especializados en materia
de salud sin contar con la formación académica, tí-

tulo profesional, cédula profesional, cédula de espe-
cialidad o certificación vigente exigidas por la le-
gislación aplicable.

Cuando las conductas previstas en las fracciones V,
VI, VII y VIII ocasionen daño físico o psicológico,
incapacidad temporal o permanente, lesiones, pér-
dida de funciones orgánicas o la muerte de una per-
sona, la pena se incrementará hasta en una mitad.

Asimismo, se impondrá la suspensión o inhabilita-
ción para ejercer la profesión correspondiente por
un periodo igual al de la pena privativa de libertad
impuesta.

Artículo Segundo. Se adicionan un tercer párrafo al
artículo 79; un párrafo sexto al artículo 81, y un cuar-
to párrafo al artículo 272 Bis, todos de la Ley General
de Salud para quedar como sigue:

Artículo 79. …

…

Toda persona física o moral que ofrezca servicios
relacionados con la atención médica, odontológica,
psicológica, de enfermería o cualquier otra profe-
sión regulada en materia de salud deberá acreditar
ante las autoridades competentes la formación pro-
fesional y certificaciones correspondientes en los
términos establecidos por esta Ley y demás dispo-
siciones aplicables.

Artículo 81. …

…

…

…

…

La publicidad, promoción y difusión de servicios
especializados de salud deberá contener de manera
visible y verificable el nombre del profesionista res-
ponsable, número de cédula profesional, número de
cédula de especialidad, en su caso, y certificación
vigente expedida por el consejo de especialidad co-
rrespondiente.
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Artículo 272 Bis. …

I. a II. …

…

…

La realización de procedimientos quirúrgicos,
estéticos, reconstructivos o invasivos por perso-
nas que carezcan de título profesional, cédula
profesional, cédula de especialidad o certifica-
ción correspondiente dará lugar a las responsa-
bilidades administrativas, civiles y penales pre-
vistas por la legislación aplicable.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Secretaría de Salud, en coordinación con
las autoridades educativas competentes, emitirá las
disposiciones necesarias para la implementación de
los mecanismos de verificación de credenciales profe-
sionales dentro de los ciento ochenta días posteriores a
la entrada en vigor del presente decreto.

Tercero. Las entidades federativas deberán armonizar
su legislación correspondiente dentro de los doce me-
ses siguientes a la entrada en vigor del presente decre-
to.

Fuentes

- Burgoa Orihuela, Ignacio. Las garantías individuales. Editorial

Porrúa. Carbonell, Miguel. Los derechos fundamentales en Méxi-

co. Editorial Porrúa.

- Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión. Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos.

- Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión. Código Pe-

nal Federal. Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión.

Ley General de Salud.

- Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión. Ley Regla-

mentaria del Artículo 5° Constitucional, relativo al Ejercicio de las

Profesiones en la Ciudad de México.

- Fix-Zamudio, Héctor y Valencia Carmona, Salvador. Derecho

Constitucional Mexicano y Comparado. Editorial Porrúa.

- Organización Mundial de la Salud. Global Patient Safety Action

Plan 2021–2030. Organización Mundial de la Salud. Global Pa-

tient Safety Report.

- Organización Panamericana de la Salud. Seguridad del Paciente

y Calidad de la Atención en Salud.

- Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos

(OCDE). Health at a Glance.

- Secretaría de Educación Pública. Dirección General de Profesio-

nes. Sistema Nacional de Consulta de Cédulas Profesionales.

- Suprema Corte de Justicia de la Nación. Semanario Judicial de la

Federación. Jurisprudencia relacionada con el ejercicio profesional

y protección de la salud.

Senado de la República, sede de la 
Comisión Permanente, a 10 de junio de 2026.

Diputado Favio Castellanos Polanco (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Justicia, con opinión de la Comisión de

Salud. Junio 10 de 2026.)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 1281 Y SE ADICIONAN LOS

ARTÍCULOS 1281 BIS, 1392 BIS, 1392 TER, 1392 QUÁ-
TER Y 1681 BIS AL CÓDIGO CIVIL FEDERAL, A FIN DE RE-
CONOCER Y REGULAR LA TRANSMISIÓN HEREDITARIA DEL

PATRIMONIO DIGITAL DE LAS PERSONAS, RECIBIDA DEL DI-
PUTADO ARMANDO CORONA ARVIZU, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN DE LA COMI-
SIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 10 DE JUNIO DE 2026

El suscrito, diputado Armando Corona Arvizu, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena e integran-
te de la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; y de confor-
midad con lo dispuesto por el artículo 55, fracción II,
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, somete
a consideración iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforma el artículo 1281 y se adicionan los
artículos 1281 Bis, 1392 Bis, 1392 Ter, 1392 Quáter y
1681 Bis al Código Civil Federal, a fin de reconocer y
regular la transmisión hereditaria del patrimonio digi-
tal de las personas, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La revolución tecnológica que ha caracterizado las pri-
meras décadas del siglo XXI ha transformado profun-
damente la forma en que las personas viven, trabajan,
se comunican, generan riqueza y construyen patrimo-
nio. Durante siglos, el derecho sucesorio fue diseñado
para regular la transmisión de bienes tangibles como
inmuebles, vehículos, dinero en efectivo, acciones, jo-
yas o cualquier otro activo susceptible de valoración
económica. Sin embargo, la acelerada digitalización
de la economía y de la vida cotidiana ha dado origen a
una nueva categoría patrimonial integrada por bienes,
derechos y activos que existen exclusivamente en en-
tornos digitales y que, en muchos casos, representan
una parte significativa del patrimonio de millones de
personas.

México no es ajeno a esta transformación. De acuerdo
con la Encuesta Nacional sobre Disponibilidad y Uso
de Tecnologías de la Información en los Hogares, du-
rante 2024 más de 100.2 millones de personas utiliza-
ron internet en nuestro país, lo que representa 83.1 por
ciento de la población nacional (Instituto Nacional de
Estadística y Geografía [Inegi] 2025).

Esta realidad demuestra que la vida digital ha dejado
de ser un fenómeno complementario para convertirse
en un componente esencial de la vida social, económi-
ca y patrimonial de las personas. Actualmente, millo-
nes de mexicanos poseen cuentas de correo electróni-
co, perfiles en redes sociales, servicios de
almacenamiento en la nube, dominios de internet, tien-
das electrónicas, canales de contenido monetizado,
aplicaciones digitales, activos virtuales, criptomone-
das y una amplia variedad de bienes intangibles que
poseen valor económico real y que forman parte de su
patrimonio.

El avance de la economía digital ha provocado que
una cantidad creciente de personas obtengan ingresos
exclusivamente mediante plataformas tecnológicas.
Hoy existen creadores de contenido, desarrolladores
de software, comerciantes electrónicos, diseñadores
digitales, inversionistas en activos virtuales y empren-
dedores cuya principal fuente de riqueza se encuentra
alojada en espacios digitales. A diferencia de los bien-
es tradicionales, estos activos pueden quedar inaccesi-
bles tras el fallecimiento de su titular debido a la in-
existencia de reglas claras que permitan su
identificación, administración y transmisión a los he-
rederos.

La ausencia de regulación específica genera incerti-
dumbre jurídica para las familias mexicanas. Cuando
una persona fallece, es relativamente sencillo identifi-
car una casa, una cuenta bancaria o un vehículo. Sin
embargo, resulta considerablemente más complejo de-
terminar la existencia de una cartera digital de cripto-
monedas, un canal monetizado en plataformas de vi-
deo, una tienda electrónica o una cuenta que genera
ingresos por publicidad.

En muchos casos, estos activos permanecen ocultos,
bloqueados o inaccesibles, ocasionando pérdidas pa-
trimoniales irreparables para los herederos legítimos.

Esta problemática adquiere una relevancia especial si
se considera el crecimiento mundial de los activos di-
gitales. Diversos estudios internacionales estiman que
durante 2025 existían aproximadamente 741 millones
de personas propietarias de criptomonedas a nivel glo-
bal, cifra que representa un crecimiento anual superior
a 12 por ciento respecto al año anterior (Crypto.com
Research, 2025). Asimismo, la adopción global de
criptoactivos continúa expandiéndose tanto entre in-
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versionistas individuales como entre instituciones fi-
nancieras y fondos de inversión, consolidando a los
activos digitales como una nueva clase patrimonial
con relevancia económica internacional (Chainalysis,
2025).

Frente a esta nueva realidad, el derecho tiene la obliga-
ción de evolucionar. La legislación mexicana no puede
permanecer anclada a una concepción patrimonial pro-
pia del siglo pasado mientras la economía y la sociedad
avanzan hacia entornos cada vez más digitalizados. El
patrimonio de las personas ya no se encuentra única-
mente en bienes físicos; también existe en servidores,
plataformas digitales, redes informáticas y tecnologías
descentralizadas que generan valor económico y cons-
tituyen una fuente legítima de riqueza.

La presente iniciativa tiene como propósito reconocer
expresamente la existencia del patrimonio digital den-
tro del sistema sucesorio mexicano, garantizando que
los bienes y derechos digitales formen parte de la he-
rencia cuando su titular fallezca.

Se trata de una propuesta que busca armonizar la
innovación tecnológica con la protección de los de-
rechos patrimoniales de las personas y sus familias.

La finalidad de esta reforma no es únicamente incor-
porar nuevos conceptos jurídicos. Su verdadero objeti-
vo consiste en brindar certeza jurídica a millones de
mexicanas y mexicanos cuyos activos digitales care-
cen actualmente de mecanismos claros de protección
sucesoria. La innovación legislativa debe estar siem-
pre al servicio de las personas. Por ello, esta propues-
ta parte de una premisa fundamental: el avance tecno-
lógico no debe significar la pérdida del legado
construido por una persona a lo largo de su vida.

El patrimonio representa el resultado del esfuerzo, tra-
bajo, creatividad, emprendimiento y dedicación de las
personas. Cuando alguien fallece, el Estado tiene la
responsabilidad de garantizar que dicho patrimonio
pueda transmitirse a quienes legalmente correspondan.
Esta protección no debe limitarse únicamente a bienes
materiales. Resulta indispensable reconocer que los
activos digitales también constituyen expresiones legí-
timas de riqueza y que, por tanto, merecen la misma
tutela jurídica que cualquier otro bien susceptible de
transmisión hereditaria.

La experiencia internacional demuestra que esta ten-
dencia ya ha comenzado a consolidarse en diversos
países. En Estados Unidos de América (EUA), más de
cuarenta entidades federativas han adoptado disposi-
ciones derivadas de la denominada Revised Uniform
Fiduciary Access to Digital Assets Act (RUFADAA),
legislación que establece mecanismos para que repre-
sentantes legales, albaceas y fiduciarios puedan acce-
der y administrar activos digitales tras el fallecimiento
de una persona (Uniform Law Commission, 2026).

Asimismo, Alemania se convirtió en uno de los países
pioneros en el reconocimiento de la herencia digital
mediante una histórica resolución emitida por el Tri-
bunal Federal de Justicia en 2018. En dicho preceden-
te se determinó que los contratos digitales celebrados
por una persona deben formar parte de la masa heredi-
taria y ser susceptibles de transmisión a los herederos,
bajo principios equivalentes a los aplicables a la co-
rrespondencia y documentos físicos. Esta decisión
marcó un precedente relevante al reconocer que los
derechos digitales no desaparecen automáticamente
con la muerte de su titular.

España también ha desarrollado mecanismos normati-
vos relacionados con la gestión de la identidad digital
post mortem, reconociendo la posibilidad de que de-
terminadas personas administren o soliciten la cance-
lación de perfiles y contenidos digitales pertenecientes
a personas fallecidas. De igual forma, países como
Francia, Italia y Canadá han impulsado reformas
orientadas a garantizar que la digitalización de la vida
cotidiana no implique una pérdida de derechos para
los herederos.

Estos antecedentes internacionales evidencian una ten-
dencia clara: los sistemas jurídicos contemporáneos
están adaptándose para reconocer que el patrimonio
digital constituye una realidad que debe ser regulada.
México no puede permanecer rezagado frente a una
transformación que ya impacta directamente a millo-
nes de ciudadanos.

La necesidad de esta reforma se vuelve aún más evi-
dente al observar la creciente relevancia económica de
los activos digitales. Actualmente existen personas
que poseen criptomonedas con valores equivalentes a
viviendas, negocios o patrimonios familiares comple-
tos. También existen canales digitales que generan in-
gresos mensuales permanentes, tiendas virtuales con

Jueves 18 de junio de 2026 Gaceta Parlamentaria135



miles de clientes, dominios de internet valuados en
cantidades significativas y contenidos digitales prote-
gidos por derechos patrimoniales de autor. Todos estos
activos pueden perderse o quedar inutilizados si la le-
gislación no establece mecanismos adecuados para su
transmisión.

De igual manera, la falta de regulación puede favore-
cer escenarios de incertidumbre, conflictos familiares
e incluso pérdidas económicas significativas. Diversos
reportes internacionales han documentado casos en los
que millones de dólares en activos digitales se han
vuelto irrecuperables debido a la pérdida de claves de
acceso o al fallecimiento de sus titulares sin instruc-
ciones sucesorias claras. La creciente sofisticación de
los activos digitales exige que el derecho sucesorio in-
corpore herramientas modernas para garantizar su ade-
cuada administración y transmisión.

Por ello, la iniciativa propone incorporar al Código Ci-
vil Federal el reconocimiento expreso de los bienes y
derechos digitales como parte integrante del patrimo-
nio hereditario. Asimismo, establece una definición ju-
rídica de patrimonio digital y regula su transmisión
mediante sucesión testamentaria o legítima.

De manera innovadora, se propone la creación de la fi-
gura del Albacea Digital. Esta institución permitirá
que una persona designada por el testador tenga facul-
tades específicas para administrar, recuperar, conser-
var, transferir o eliminar los bienes digitales que inte-
gren una herencia. La incorporación de esta figura
responde a las características particulares de los acti-
vos digitales, cuya gestión requiere conocimientos téc-
nicos y procedimientos distintos a los utilizados para
bienes tradicionales.

La figura del Albacea Digital representa una evolución
natural del derecho sucesorio mexicano. No sustituye
al albacea tradicional ni modifica las bases fundamen-
tales de la sucesión; por el contrario, complementa sus
funciones para atender una realidad patrimonial emer-
gente que demanda soluciones jurídicas especializadas.

La presente propuesta legislativa busca posicionar a
México a la vanguardia de la protección jurídica del
patrimonio en la era digital. Su objetivo no consiste
únicamente en reconocer nuevas tecnologías, sino en
proteger a las familias mexicanas frente a los desafíos
derivados de la transformación digital de la economía.

Legislar en esta materia significa reconocer que el le-
gado de una persona puede encontrarse hoy tanto en
una vivienda como en una cartera digital; tanto en una
cuenta bancaria como en una plataforma tecnológica;
tanto en un negocio físico como en una empresa ope-
rada completamente en línea. La esencia del derecho
sucesorio consiste en preservar la continuidad patri-
monial y respetar la voluntad de las personas. Esa mi-
sión permanece inalterada aun cuando los bienes cam-
bien de forma y evolucionen junto con la tecnología.

Por todo lo anterior, resulta indispensable actualizar el
marco jurídico federal para garantizar que el patrimo-
nio digital de las personas reciba una protección ade-
cuada y pueda transmitirse con certeza jurídica a sus
herederos. La innovación legislativa y la protección del
legado familiar no son objetivos incompatibles; por el
contrario, constituyen dos dimensiones complementa-
rias de una misma responsabilidad pública: asegurar
que los derechos patrimoniales de las personas sean
respetados, protegidos y preservados, incluso después
de su fallecimiento. Esta iniciativa responde precisa-
mente a ese propósito. Porque el patrimonio de las fa-
milias mexicanas merece protección, sin importar si se
encuentra en el mundo físico o en el mundo digital.

Para mayor claridad se presenta el siguiente cuadro
comparativo de la propuesta de decreto por el que se
reforma el artículo 1281 y se adicionan los artículos
1281 Bis, 1392 Bis, 1392 Ter, 1392 Quáter y 1681 Bis
al Código Civil Federal:

Gaceta Parlamentaria Jueves 18 de junio de 2026136



Decreto

Único. Se reforma el artículo 1281 y se adicionan
los artículos 1281 Bis, 1392 Bis, 1392 Ter, 1392
Quáter y 1681 Bis al Código Civil Federal, para que-
dar de la siguiente manera:

Artículo 1281. Herencia es la sucesión en todos los
bienes del difunto y en todos sus derechos y obliga-
ciones que no se extinguen por la muerte, incluidos
los bienes, activos y derechos digitales que formen
parte de su patrimonio.

Artículo 1281 Bis. Para efectos del presente Códi-
go, se entenderá por bienes o derechos digitales
cualquier activo, contenido, información, cuenta,

registro, archivo, dominio, criptovalor, criptoacti-
vo, token digital, contenido monetizable o cual-
quier otro elemento susceptible de valoración eco-
nómica o patrimonial que exista, se almacene,
administre o transfiera mediante medios electróni-
cos, plataformas digitales, redes informáticas o tec-
nologías equivalentes.

Los bienes y derechos digitales formarán parte del
patrimonio de las personas y podrán transmitirse
mediante sucesión testamentaria o legítima, salvo
disposición legal en contrario.

Artículo 1392 Bis. Los bienes o derechos digitales
susceptibles de transmisión hereditaria podrán
comprender:

I. Cuentas de correo electrónico;

II. Archivos digitales almacenados en la nube;

III. Perfiles y cuentas en redes sociales;

IV. Dominios de internet;

V. Sitios web, aplicaciones y plataformas digitales;

VI. Canales o contenidos digitales susceptibles
de generar ingresos;

VII. Criptoactivos, criptomonedas, monedas vir-
tuales y tokens digitales;

VIII. Tokens no fungibles (NFT);

IX. Derechos patrimoniales derivados de conte-
nidos digitales;

X. Códigos de acceso, contraseñas y llaves crip-
tográficas vinculadas a bienes digitales; y

XI. Cualquier otro activo digital susceptible de
valoración económica.

Artículo 1392 Ter. Los bienes o derechos digitales
podrán ser objeto de herencia o legado.

A falta de disposición testamentaria expresa, for-
marán parte de la masa hereditaria y se transmiti-
rán conforme a las reglas de la sucesión legítima.
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Artículo 1392 Quáter. La transmisión de bienes o
derechos digitales podrá restringirse cuando:

I. Existan derechos de terceros cuya protección
resulte incompatible con la transmisión;

II. Una disposición legal federal establezca ex-
presamente su intransmisibilidad;

III. Se encuentren comprometidos datos perso-
nales de terceros cuya divulgación vulnere dere-
chos fundamentales;

IV. Existan razones de seguridad nacional o inte-
rés público debidamente fundadas; o

La naturaleza jurídica del bien o derecho impi-
da su transmisión.

V. En todo caso deberá privilegiarse la voluntad
del autor de la sucesión y la protección de los de-
rechos fundamentales de terceros.

Artículo 1681 Bis. El testador podrá designar un
Albacea Digital, encargado exclusivamente de la
administración, conservación, acceso, recupera-
ción, transferencia o eliminación de los bienes y de-
rechos digitales que integren la herencia.

El Albacea Digital tendrá las facultades necesarias
para ejecutar la voluntad del testador respecto de
dichos bienes, solicitar información a proveedores
de servicios digitales y realizar los actos necesarios
para su transmisión a los herederos o legatarios, en
los términos establecidos por la ley.

Cuando no exista designación expresa de Albacea
Digital, dichas funciones corresponderán al alba-
cea de la sucesión.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las disposiciones relativas al patrimonio di-
gital, activos digitales y albacea digital serán aplica-
bles a las sucesiones que se inicien con posterioridad a
la entrada en vigor del presente decreto.

Tercero. Los testamentos otorgados con anterioridad a
la entrada en vigor del presente decreto conservarán su
validez. Las personas podrán modificar o complemen-
tar sus disposiciones testamentarias para incorporar
instrucciones relativas a su patrimonio digital o desig-
nar un Albacea Digital, conforme a las disposiciones
previstas en este decreto.

Cuarto. Las autoridades competentes, en el ámbito de sus
atribuciones, promoverán acciones de difusión y orienta-
ción jurídica sobre los derechos sucesorios relacionados
con el patrimonio digital y la figura del Albacea Digital.

Senado de la República, sede de la 
Comisión Permanente, a 10 de junio de 2026.

Diputado Armando Corona Arvizu (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Justicia. Junio 10 de 2026.)

QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES A LEY REGLA-
MENTARIA DE LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 76 DE LA

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS ME-
XICANOS, RECIBIDA DEL DIPUTADO FIDEL DANIEL CHI-
MAL GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN, EN

LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCO-
LES 10 DE JUNIO DE 2026

El que suscribe, Fidel Daniel Chimal García, diputado
del Grupo Parlamentario de Acción Nacional en la
LXVI Legislatura del Congreso de la Unión, conforme
a lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6, fracción I, 78 y 79, fracción II; y 80, 82, punto
2, fracción I, del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, somete a consideración de esta soberanía la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto, por el que se
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adicionan diversas disposiciones a la Ley Reglamenta-
ria de la Fracción V del Artículo 76 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

1. La evolución del fenómeno de la delincuencia or-
ganizada y su efecto en las instituciones del Estado
mexicano

En las últimas décadas, el fenómeno de la delincuen-
cia organizada ha experimentado una transformación
sustantiva, pasando de estructuras delictivas focaliza-
das a redes complejas con capacidad de influencia te-
rritorial, económica e institucional. Este proceso ha
implicado no sólo un desafío en materia de seguridad
pública, sino una afectación directa a la integridad de
las instituciones del Estado.

Hoy, los grupos criminales en América Latina han pe-
netrado diversas esferas de la vida pública. Hoy la de-
lincuencia no funciona de manera aislada de la socie-
dad, sino que ha logrado inmiscuirse en ella como
actor político y social que ha logrado infiltrarse en ins-
tituciones estatales, para controlar y alterar procesos
democráticos. Así ha sido señalado desde la academia
latinoamericana: “el crimen organizado ha superado
su papel tradicional de operar en la clandestinidad, in-
filtrándose profundamente en las estructuras políticas
y debilitando los pilares de la gobernabilidad demo-
crática”.1

En este mismo sentido, diversos análisis periodísticos
internacionales han advertido que el crimen organiza-
do en América Latina ha evolucionado hacia formas
de incidencia directa en la vida pública, al penetrar es-
tructuras institucionales y alterar procesos electorales,
lo que evidencia su capacidad para ejercer poder más
allá del ámbito estrictamente delictivo. Esta realidad
refuerza la necesidad de comprender dicho fenómeno
como un problema sistémico que incide en la gober-
nabilidad y en la vigencia del orden constitucional.2

Este cambio cualitativo implica que la delincuencia
organizada ya no puede ser entendida únicamente des-
de una perspectiva de seguridad pública o persecución
penal, sino como un fenómeno que incide directamen-
te en la estabilidad del Estado y en la vigencia del or-
den constitucional.

En este contexto, las organizaciones criminales han di-
versificado sus mecanismos de operación, incorporan-
do prácticas orientadas a influir en la toma de decisio-
nes públicas mediante esquemas de corrupción,
financiamiento ilícito y captura de espacios institucio-
nales.

Particularmente relevante resulta el concepto de “cap-
tura y cooptación del Estado”, entendido como las
situaciones en que actores criminales logran incidir de
manera determinante en el funcionamiento institucio-
nal, integrándose con élites políticas y condicionando
el ejercicio del poder público. La “gobernanza crimi-
nal” permite que organizaciones delictivas lleguen a
sustituir funciones propias del Estado, tales como la
provisión de seguridad o la regulación de la vida social
en determinados territorios.

Organismos internacionales como el Programa de las
Naciones Unidas para el Desarrollo han advertido
que el crimen organizado en América Latina ha evolu-
cionado ya que actividades como la minería ilegal, la
trata de personas y la extorsión (…) les han permitido
ampliar su control sobre instituciones, territorios y co-
munidades enteras.” Esta realidad ha sido identificada
como una amenaza directa no solo a la seguridad pú-
blica, sino al desarrollo humano y a la consolidación
democrática, amenazado la vida de millones de perso-
nas alrededor del mundo mientras se pone en riesgo
décadas de progreso y consolidación democrática na-
cional y regional.3

En el caso mexicano, instrumentos como el Índice de
Paz México evidencian la persistencia de un contexto
estructural de violencia asociado de manera directa
con la actividad de la delincuencia organizada, identi-
ficada como el principal factor impulsor de los niveles
extremos de violencia en el país. A pesar de mejoras
marginales en años recientes, México presenta un de-
terioro acumulado en sus niveles de paz en la última
década, acompañado de incrementos significativos en
homicidios vinculados a organizaciones criminales y
en diversas formas de violencia. La evidencia de esto
fue 2024, año letal para las figuras políticas en nuestro
país con 201 asesinatos con motivación política.4

El mismo índice señala que, no solo se pierden vidas
enteras y patrimonios construidos por los mexicanos
con el actuar de las organizaciones criminales, sino
que económicamente el impacto económico de la vio-
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lencia fue de 4.5 billones de pesos, equivalente al 18
por ciento del PIB en México: “En términos per cá-
pita, el impacto fue de 33,905 pesos, más que el sa-
lario mensual promedio de un trabajador mexica-
no”.5

El Atlas de Homicidios 2024, publicado por México
Unido contra la Delincuencia, cuenta con datos con-
cretos y humanos sobre la violencia en nuestro país
derivada de problemas como el narcotráfico; en el in-
forme se apunta a que en 2024 se registraron más de
32 mil víctimas de homicidio en un solo año, con un
promedio cercano a 88 asesinatos diarios, concentra-
dos en determinadas regiones del país. Particularmen-
te, la mayoría de las víctimas corresponde a personas
jóvenes en edad productiva, lo que refleja un impacto
estructural en el tejido social y económico.6

Aunado a lo anterior, el mismo índice señala un dato
preocupante, y es que la principal modalidad violencia
en México es ejercida por medio de armas de fuego en
la vía pública; es decir, existe una violencia sistemáti-
ca que la ciudadanía vive día con día.7

Lo anterior no puede analizarse como un hecho aisla-
do, sino que debe atenderse como una problemática
con distintos puntos de partida para encontrar solucio-
nes. Una de ellas implica reconocer que los riesgos
asociados a la infiltración criminal en estructuras de
poder requieren respuestas normativas adecuadas, que
permitan a las autoridades actuar de manera oportuna,
fundada y con pleno respeto al Estado de derecho.

La persistencia de estas dinámicas de violencia se en-
cuentra estrechamente vinculada con la forma en que
operan las organizaciones de la delincuencia organiza-
da en el territorio nacional. En el mismo sentido, estu-
dios académicos recientes han advertido que dicha di-
námica se caracteriza por la disputa y expansión
territorial de grupos criminales, los cuales buscan con-
solidar su presencia en regiones estratégicas mediante
alianzas locales y el control de rutas ilícitas.

Esta lógica territorial implica que el fenómeno delicti-
vo no se limita a la comisión de conductas ilícitas, si-
no que conlleva la ocupación efectiva de espacios en
los que la autoridad estatal enfrenta limitaciones para
ejercer plenamente sus funciones. En tales contextos,
el control territorial por parte de organizaciones crimi-
nales puede derivar en formas de gobernanza de facto

que afectan el funcionamiento institucional y compro-
meten la vigencia del orden constitucional.8

De igual forma, indicadores internacionales como el
Índice de Percepción de la Corrupción han advertido
que, en contextos de debilidad institucional, la corrup-
ción constituye un factor determinante que facilita la
infiltración del crimen organizado en las estructuras
políticas. En el caso de México, quien mantiene una
posición estancada (27 de 100) se ha señalado que, du-
rante años, estas dinámicas han permitido que organi-
zaciones criminales inciden en la toma de decisiones
públicas mediante mecanismos como el financiamien-
to ilícito de campañas y la corrupción de funcionarios.9

En suma, la evidencia empírica, los análisis académi-
cos y los indicadores internacionales coinciden en se-
ñalar que la delincuencia organizada en México ha
evolucionado hacia formas de operación que trascien-
den el ámbito estrictamente delictivo, incidiendo de
manera directa en el funcionamiento de las institucio-
nes públicas, en la gobernabilidad y en la vigencia del
orden constitucional. La persistencia de altos niveles
de violencia, la expansión territorial de grupos crimi-
nales, los riesgos de infiltración en estructuras de po-
der y los efectos de la corrupción institucional confi-
guran un escenario complejo que no puede ser
abordado únicamente desde una perspectiva de seguri-
dad pública o persecución penal.

Por el contrario, se trata de un fenómeno de carácter
estructural que exige respuestas integrales por parte
del Estado, orientadas a fortalecer sus capacidades ins-
titucionales y a garantizar el ejercicio efectivo de sus
funciones en todo el territorio nacional. En este senti-
do, resulta indispensable contar con herramientas nor-
mativas adecuadas que permitan a los órganos del Es-
tado actuar con oportunidad, certeza jurídica y apego a
los principios constitucionales, frente a situaciones en
las que el funcionamiento de los poderes públicos pu-
diera verse comprometido por intereses ilícitos.

En esta lógica, la actualización del marco jurídico apli-
cable a la declaratoria de desaparición de poderes no
constituye una medida extraordinaria, sino una res-
puesta necesaria para preservar la integridad institu-
cional, proteger el interés público y salvaguardar el
Estado de derecho frente a los desafíos que plantea la
evolución contemporánea de la delincuencia organiza-
da.
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2. Insuficiencias del marco jurídico vigente y nece-
sidad de actualización de la Ley Reglamentaria de
la Fracción V del Artículo 76 Constitucional

El marco jurídico que regula la declaratoria de des-
aparición de poderes en las entidades federativas en-
cuentra su fundamento en el artículo 76, fracción V, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como en su respectiva ley reglamentaria.
Este instrumento tiene como finalidad dotar al Senado
de la República de una facultad excepcional para res-
tablecer el orden constitucional en aquellas entidades
en las que se haya producido una alteración grave en
el funcionamiento de los poderes públicos.

No obstante, la Ley Reglamentaria de la Fracción V
del Artículo 76 fue expedida en un contexto históri-
co sustancialmente distinto al actual, en el que los
riesgos asociados a la infiltración de la delincuencia
organizada en las estructuras del poder público no
presentaban la complejidad ni la dimensión que
hoy se observa. En consecuencia, sus disposiciones
responden a supuestos tradicionales de ruptura institu-
cional, tales como conflictos políticos internos, aban-
dono del cargo o alteraciones formales del régimen
constitucional, sin prever de manera expresa escena-
rios contemporáneos caracterizados por la incidencia
de actores ilícitos en el ejercicio del poder público.

Uno de los principales vacíos del marco normativo vi-
gente radica en la ausencia de una causal específica
que permita atender situaciones en las que existan vín-
culos, colaboración o influencia indebida entre autori-
dades estatales y organizaciones de la delincuencia or-
ganizada. Si bien algunas de las hipótesis actualmente
previstas en la ley podrían interpretarse de manera ex-
tensiva para abarcar estos supuestos, dicha interpreta-
ción carece de la precisión necesaria para garantizar
certeza jurídica y evitar discrecionalidad en la toma de
decisiones.

La legislación vigente no establece criterios normati-
vos claros para la valoración de los elementos proba-
torios en contextos de alta complejidad, como aquellos
relacionados con redes de delincuencia organizada,
donde la información suele provenir de investigacio-
nes especializadas, inteligencia financiera o mecanis-
mos de cooperación internacional. Esta ausencia de
parámetros específicos limita la capacidad del Senado
de la República para ejercer sus facultades con base en

estándares objetivos, verificables y jurídicamente sos-
tenibles.

El diseño actual de la ley no contempla mecanismos
que permitan articular de manera efectiva la participa-
ción de autoridades competentes, tales como las ins-
tancias encargadas de la procuración de justicia o del
análisis financiero, ni regula de manera expresa el uso
de información derivada de esquemas de cooperación
internacional, lo que resulta particularmente relevante
en un contexto en el que los fenómenos delictivos pre-
sentan una dimensión transnacional.

Estas insuficiencias normativas generan un escenario
en el que el Estado carece de herramientas jurídicas
plenamente adecuadas para responder a situaciones en
las que, sin haberse producido una ruptura formal del
orden constitucional, existen elementos que podrían
indicar una afectación sustantiva al funcionamiento de
las instituciones derivada de la influencia de actores
ilícitos.

En consecuencia, resulta necesario actualizar la Ley
Reglamentaria de la Fracción V del Artículo 76 con
objeto de incorporar supuestos que respondan a las di-
námicas contemporáneas de la delincuencia organiza-
da, así como de establecer criterios claros y objetivos
para la valoración de la información relevante en este
tipo de contextos. La presente iniciativa propone, en
este sentido, la adición de una nueva causal que atien-
da de manera específica los riesgos asociados a la in-
filtración criminal en los poderes públicos, así como la
incorporación de disposiciones que permitan al Sena-
do allegarse de información proveniente de autorida-
des nacionales y mecanismos de cooperación interna-
cional, bajo principios de legalidad, objetividad,
debido proceso y respeto a la soberanía nacional.

Con ello se busca fortalecer el marco jurídico aplica-
ble a la declaratoria de desaparición de poderes, do-
tando al Estado mexicano de herramientas normativas
acordes con la realidad contemporánea, que permitan
garantizar la integridad institucional, preservar el or-
den constitucional y proteger el interés público frente
a los desafíos que plantea la evolución del fenómeno
de la delincuencia organizada.

Por lo expuesto y fundamentado someto a considera-
ción de esta asamblea la siguiente iniciativa con pro-
yecto de
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Decreto por el que se adicionan diversas disposicio-
nes a la Ley Reglamentaria de la Fracción V del Ar-
tículo 76 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos

Único. Se adiciona la fracción VI al artículo 2o. de la
Ley Reglamentaria de la Fracción V del Artículo 76 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, para quedar como sigue:

Artículo 2o. Se configura la desaparición de los pode-
res de un Estado únicamente en los casos de que los ti-
tulares de los poderes constitucionales

I. a V. …

VI. Cuando se acredite, mediante elementos ob-
jetivos, verificables y suficientes, la existencia de
vínculos, colaboración, protección o beneficio in-
debido entre los titulares de los poderes constitu-
cionales del Estado y organizaciones de la delin-
cuencia organizada, en términos de la legislación
penal aplicable, que generen una afectación gra-
ve, sistemática y comprobable al funcionamiento
efectivo de las instituciones, al orden público o a
la vigencia del orden constitucional en la entidad
federativa.

Para efectos de esta fracción, el Senado de la Repú-
blica podrá allegarse de información proveniente de
autoridades nacionales competentes. Tratándose de
información derivada de mecanismos de cooperación
internacional, ésta deberá encontrarse sustentada y
permitida por las disposiciones legales aplicables, ser
susceptible de verificación y observar los principios
de legalidad, objetividad y debido proceso. 

Para efectos de la presente fracción, se entenderá
por elementos objetivos, verificables y suficientes
aquellos contenidos en resoluciones judiciales fir-
mes, actos de investigación legalmente obtenidos,
informes de autoridades competentes, auditorías
oficiales o cualquier otra documentación legalmen-
te obtenida y susceptible de corroboración.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Diputado Fidel Daniel Chimal García (rúbrica)
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